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Roma ha ejercido una influencia sin par, indeleble y duradera, en nuestras sociedades y, en paralelo, su historia y civilización no han dejado ni por un momento de cautivarnos, tanto en la esfera académica como en la cultura popular. Jamás ha perdido Roma un ápice de actualidad; además, la arqueología permite, con relativa frecuencia, descubrir nuevos hallazgos o completar hitos de una cultura que continúa deslumbrándonos.

En verdad la historia de Roma aún nos importa y sentimos la necesidad de conocerla y comprenderla, ya que somos parte de ella. Su dificultad estriba, en buena medida, en su extensión cronológica y espacial: alrededor de 1.200 años y un territorio que abarca varios continentes. Proponemos aquí recorrer un largo viaje por los acontecimientos y procesos esenciales que determinan su historia, un itinerario que arranca, a mediados del siglo VIII a.C., en una simple aldea de pastores situada en el monte Palatino y culmina en el Imperio que, tras dominar todo el mar Mediterráneo, acabó sucumbiendo, solo en su mitad occidental, en el siglo V d.C.

Desde unos orígenes tan humildes, nada hacía presagiar el futuro desarrollo de este Estado. Roma antigua
 desvela y detalla las claves de esta expansión extraordinariamente veloz y contundente, capaz de integrar en una nueva entidad política a las grandes culturas mediterráneas (el mundo heleno-macedónico, la cultura cartaginesa, Egipto, Siria...). Y veremos también cómo este éxito abrirá, en buena medida, el camino hacia su propia disolución.
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¿Puede haber un hombre tan necio y negligente que no se interese en conocer cómo Roma pasó de la nada a convertirse en la potencia que dominó Italia?

Polibio 1, 1, 5.


INTRODUCCIÓN

UNA HISTORIA NECESARIA Y POPULAR

Pocas culturas despiertan en la actualidad tanta fascinación entre estudiosos o profanos. Si nos preguntasen por qué debemos conocer la historia de Roma, enseguida responderíamos que fue uno de los mayores imperios del mundo antiguo, y que ejerció, además, una in­fluencia transcendental sobre casi todas las naciones modernas de Occidente. Desde luego, los romanos fueron un pueblo conquistador que creó un imperio, pero, ante todo, consiguieron convertir los dominios que fueron ocupando (entre ellos las principales culturas de la Antigüedad occidental) en una comunidad, la civilización romana. Las gentes de estos territorios compartieron ideas, costumbres, institu­ciones, lengua o formas artísticas. Por tanto, los romanos hicieron mucho más que conquistar; no solo vencieron sino que convencieron a aquellos que fueron derrotando.

Pero, si Roma tuvo un papel protagonista en la Antigüedad, aún mayor es su relación con el mundo moderno. Cuando el Imperio se rompió en pedazos, algunos de estos «restos» dieron inicio a la formación de futuras naciones como Italia, España, Francia o Alemania. Y, así, no podemos obviar que la geografía política de la Europa occidental es deudora del mapa romano. Por otra parte, el estudio de Roma puede desvelar aspectos significativos de las raíces de instituciones actuales, como el derecho. El cristianismo fue adoptado como religión de masas en el Imperio. El latín es la base de las lenguas románicas. Muchos elementos de nuestra vida cotidiana tienen su origen en esta cultura, como los nombres de los días, meses o planetas, o hasta el propio calendario. Y podríamos seguir mencionando aportaciones imprescindibles de esta civilización.

Por otra parte, el mundo clásico, y en particular el romano, sigue siendo muy popular. Sus personajes han sido protagonistas de obras paradigmáticas de la literatura o del arte occidental, ya sea de la mano de Shakespeare o de J.-L. David. Quizá sea esta una de las etapas mejor conocidas por la población, ya que alimenta hoy en día películas, series de televisión, novelas, cómics o videojuegos. Si pensamos en un traidor, nos acordamos de Bruto; si buscamos un conspirador, aparece Catilina, y cuando ensalzamos a un orador, enseguida surge la figura de Cicerón.

Cierto es que esta popularidad en ocasiones desvirtúa la historia. Por ejemplo, uno de los elementos más intangibles de Roma que intriga y atrae a las sociedades modernas es el exceso. Hay, claro, algo de verdad en esta caracterización, como en otras, pero los romanos no fueron tan sorprendentes en este sentido como se cree. Por el contrario, por lo general, 
representan una sociedad conservadora y moderada, pero la imaginación popular ha creado una Roma de violencia brutal, actividad sexual desmedida, lujuria, gula, etcétera.

Es tal la atracción que ejerce esta civilización, que con frecuencia caemos en la trampa de pensar que sus gentes pueden contemplarse como una suerte de versión antigua de nosotros mismos. Como señala Mary Beard, resulta tentador comparar las oleadas bárbaras que el Imperio sufrió a partir del siglo IV con los actuales movimientos migratorios provocados por razones económicas o políticas, y en ambos casos frenados de manera inútil por muros. No obstante, estos paralelismos son anacrónicos y no cabe idealizar la antigua Roma como paradigma de civilización, riesgo acrecentado por nuestro acusado eurocentrismo. Si echamos la vista atrás, junto a grandes avances, a veces llamativos para una sociedad de su época, vemos también ciudades con graves problemas de higiene, una mortalidad altísima o una crueldad y desigualdad que hoy consideraríamos intolerables (por no hablar del esclavismo).

No obstante, hay que reconocer que Roma pasa a la historia como un exponente del multiculturalismo e incluso hay historiadores tan optimistas que reivindican su humanitas
 hasta vincularla con la moderna concepción de los derechos humanos. Así lo hace R. A. Bauman, quien encuentra precedentes de algunos de estos preceptos en textos de Séneca o Cicerón y en una serie de prácticas como el exilio voluntario para evitar castigos, la protección del no romano, la libertad de palabra o el bienestar social. De hecho, la protección de los no ciudadanos y la extensión de la ciudadanía le permitieron a Roma forjar un imperio duradero, donde la gran Grecia fracasó. Otros autores hasta buscan en el viejo Imperio inspiración para repensar el mundo actual e instrumentos para mejorar la educación cívica. Es el caso de J. Connolly, quien, asustada por la política de la administración Bush en 2001, inicia el estudio de la República romana con el objetivo de hallar herramientas que nos permitan conocer mejor nuestro mundo y responder de manera más inteligente y humana a los retos del presente.

Quizá le pidamos demasiado a los romanos. Es indudable que la Antigüedad romana, y el mundo clásico en general, es una referencia a la que acudimos con asiduidad desde el Renacimiento para situarnos en el mundo occidental. A partir de ella planteamos, o buscamos respuesta, a cuestiones capitales como guerra y conquista (e imperio), poder y política (y corrupción), dioses y religión, arte y belleza. Roma fue el fruto de una construcción política sin parangón en la historia. De ella nos atraen desde sus sorprendentes inicios hasta su estrepitoso final. Estamos, pues, ante una historia necesaria, atractiva y popular: aproximémonos una vez más al «milagro romano».

¿DÓNDE Y CUÁNDO NACE ROMA?

Marco espacial

Debemos partir del conocimiento del marco físico, del escenario en el que se inicia la historia, que sobresale, ante todo, por su carácter favorable para el desarrollo de la actividad humana. Roma designa todo un Imperio, pero también, simplemente, una ciudad, cuya primera ocupación parece tener lugar a mediados de la Edad del Bronce, en un suelo altamente productivo, a veinte kilómetros de la costa y en una región de colinas dibujadas por los ríos tributarios del Tíber. Parte así de una ubicación estratégica, en el centro del Lacio, como punto crucial de las comunicaciones de la región. Con el tiempo, este tímido asentamiento inicial se convertirá en una de las mayores urbes del mundo, alcanzando entre tres y cinco km2
 de extensión entre cualquiera de los puntos de su perímetro. A pesar de que los cálculos demográficos son muy cuestionados para estas etapas históricas, por su complejidad, se estima una población máxima de alrededor de un millón de habitantes en la etapa de mayor desarrollo del Imperio.

Pronto Roma iniciará su expansión por la península itálica, bañada por dos mares, el Tirreno, al oeste, y el Adriático, al este, y marcada por dos cadenas montañosas que definen su relieve: los Alpes, una im­ponente barrera al norte, y los Apeninos, que la recorren de norte a sur. Este territorio cuenta, además, con amplias llanuras fértiles, rega­das por las cuencas de los principales ríos: de norte a sur, el Po, el Arno y el Tíber, en la zona central. Así mismo, el clima de la región, de tipo mediterráneo, suave, resulta muy propicio para el asentamiento humano y el desarrollo de actividades agropecuarias.

De igual modo, esta península posee también una ubicación estratégica, al situarse en el centro del mar Mediterráneo, en las riberas del cual florecieron grandes culturas de la Antigüedad: Egipto, Carta­go, Fenicia, Judea, Grecia o Macedonia. Por tanto, conquistando Italia, los romanos obtendrán una posición dominante entre las naciones del mundo antiguo, contemplando un enorme horizonte de expansión. Esta cuenca mediterránea, que comprende el sur de Europa, el norte de África y Asia Menor, llegará a ser asumida como propia por los romanos con el término mare nostrum.
 De hecho, en el momento de máxima expansión del Imperio, Roma recorrerá cerca de 3.600 km, los que separan Gibraltar de las costas de Asia Menor, y podría aproximarse, según algunas estimaciones, a los 100 millones de habitantes.

Marco temporal

La historia de Roma en la Antigüedad abarca un prolongado periodo de tiempo, más de doce siglos de desarrollo, aunque en propiedad su historia no se agota ni antes ni después de los límites marcados. Dada esta amplitud temporal, para entender la civilización romana y poder estudiarla con mayor facilidad, se han establecido etapas, de acuerdo con su evolución política: Monarquía (753-509 a.C.), República (508-27 a.C.) e Imperio (Alto Imperio, siglos I-III, y Bajo Imperio, siglos IV-V, asumiendo como fecha final, para la pars Occidentis,
 el año 476). Esta periodización es una creación nuestra que los romanos no conocieron y que, en parte, utiliza fechas convencionales, fruto de la tradición impuesta por autores como Dionisio de Halicarnaso y Tito Livio.

¿QUIÉN NOS CUENTA LA HISTORIA DE ROMA?

En comparación con otros periodos, la historia de Roma está, a nivel general, bien documentada y cuenta con numerosas fuentes para su estudio. En realidad, la civilización romana no ha dejado de estar presente en la cultura occidental, de un modo u otro, y esta circunstancia ha permitido la conservación de una parte significativa de su legado, tanto textual como material.

Fuentes textuales

La historiografía romana es relativamente tardía y en origen se ciñe a una serie limitada de acontecimientos, en esencia de tipo político y militar, recogidos cada año siguiendo la tradición de pontífices y magistrados. De la primera analística, de finales del siglo III a.C., apenas se conservan fragmentos. El precursor de esta historia sería Quinto Fabio Píctor, quien, movido por el afán de glosar la victoria de Roma en las guerras púnicas, elaboró un relato desde los inicios de la ciudad, ab urbe condita,
 práctica que se acabaría imponiendo. De este senador poco conocemos y de su obra solo guardamos citas aisladas, pero sí sabemos que escribió en griego, de manera que aplicaría a Roma los cánones propios de la historiografía helena. Sin duda, el griego era la lengua de prestigio de la época, y vehículo idóneo para propagar el mensaje político de sus escritos. Otros analistas significativos serían L. Cincio Alimento, Valerio Antias o Cayo Acilio; todos ellos trataron de justificar ante el mundo helenístico la conquista expansiva de Roma por el Mediterráneo.

Siguiendo esta misma pauta de narrar la historia de Roma desde sus inicios, el primer texto escrito ya en latín llegó alrededor del año 200 a.C., Origines
 (en siete volúmenes apenas conservados), de la ma­no de Marco 
Porcio Catón, el Censor. Coetáneo suyo fue Quinto Ennio, autor de un poema narrativo sobre la historia del pueblo romano, comenzando con los viajes de Eneas tras la conquista de Troya hasta su propia época. Aunque conservamos nada más que una pequeña parte de los versos, estos nos permiten conocer una obra que ejerció una enorme influencia en la construcción de la epopeya nacional por parte de la literatura posterior.

En cualquier caso, la historiografía romana no se entiende sin la herencia griega. Entre los griegos, como estableció A. Momigliano, podemos distinguir dos paradigmas historiográficos principales. El que sigue a Heródoto, caracterizado por el relato etnográfico, y el que se inspira en Tucídides, dedicado a los sucesos políticos y militares. En Roma se impuso el segundo modelo, a partir de la tradición analística y de la influencia ejercida por ciertos autores helenos. A los griegos les interesaban, sobre todo, los orígenes de Roma y aquellos acontecimientos que tuviesen que ver directamente con ellos. En concreto, fue Timeo (siglos IV-III a.C.) quien introdujo a Roma en el marco general de los conocimientos de los griegos. Él fue el primero que abordó en serio la historia romana, registrando el enfrentamiento entre Roma y el Estado helenístico liderado por Pirro. Un siglo más tarde, Polibio (siglo II a.C.) firmó una historia en la que marcó una diferencia clara con autores anteriores, al no limitarse a enumerar simplemente los hechos y procurar ya comprender los factores que los desencadenan. De este modo, en los 40 volúmenes de sus Historias
 intentó explicar las claves de la hegemonía de Roma a partir de las guerras púnicas. Además, fue un político activo y en su obra se esmeró en documentarse para hallar las causas que provocan los acontecimientos. Su obra fue continuada por Posidonio de Apamea (135-51 a.C.), el último gran historiador griego. Él comenzó su obra en el momento en el que Polibio remataba la suya, la destrucción de Cartago y Corinto, en el año 146 a.C.

Volviendo a los autores latinos, Salustio (siglo I a.C.) en sus Historiae
 narraba importantes sucesos como las luchas de Pompeyo, los combates de Marco Antonio o la revuelta de los esclavos en Sicilia. La muerte parece que lo sorprendió antes de concluirlas. De hecho, ninguna de las obras escritas antes de la desaparición de César nos han llegado completas. Apenas han sobrevivido fragmentos y citas recogidos por autores posteriores, hasta una de las fuentes capitales. En época de Augusto, Tito Livio redactó un trabajo monumental en 142 tomos, Ab urbe condita,
 con la finalidad de glorificar la historia de Roma desde su fundación hasta la muerte de Druso, en el año 9 a.C. Conservamos 35 volúmenes (del 1 a 10, de los orígenes al 293 a.C., y del 21 a 45, del año 218 al 167 a.C.) y de los perdidos constan resúmenes y extractos. Livio recoge aquí con frecuencia viejas leyendas transmitidas por autores anteriores, mostrando escaso interés por contrastar sus fuentes. Su obra encaja a la perfección en el programa político del régimen de Augusto, 
que pretendía restaurar los antiguos valores morales del pueblo romano, virtus
 y mos maiorum.


La otra gran referencia literaria de la época corresponde al griego Dionisio de Halicarnaso. Su Historia antigua de Roma
 abarca desde la fundación al comienzo de la primera guerra púnica, año 264 a.C., en veinte libros, de los que solo conocemos completos los once primeros. Ambos autores coinciden en lo esencial en sus relatos, quizá por partir de las mismas fuentes.

A finales del siglo I a.C. situamos también al autor griego Diodoro Sículo, quien redacta una historia universal en la que se ocupa de Roma. En los libros conservados, que abarcan los siglos V y IV a.C., se incluyeron nombres de magistrados romanos por año, junto con ciertos acontecimientos.

A caballo ya entre los dos primeros siglos imperiales encontramos a un personaje excepcional, Tácito. Este historiador, preocupado por la eficacia política, nos lega una obra entendida como un tratado de las virtudes para uso de la aristocracia. Fue un escritor riguroso en el empleo de sus fuentes, que recogió información de historiadores anteriores, memorias de personajes, testimonios orales, así como los Acta diuturna populi Romani
 («Crónicas del pueblo romano»), una especie de diario oficial de Roma, y los archivos del Senado. Tácito cuidó extremadamente su estilo para no solo narrar, sino también para interpretar y comentar, de manera magistral, los sucesos. En De vita Iulii Agricolae
 («Sobre la vida de Julio Agrícola») asoció la biografía y la monografía histórica, relatando las campañas militares y el gobierno de Agrícola en Britania, junto con la descripción etnográfica y geográfica del territorio. No obstante, las obras mayores que lo han consagrado son Annales
 e Historiae.
 En ellas rompía el esquema tradicional de la historia anual narrada desde los orígenes, o a partir de un acontecimiento bélico, y comenzaba su relato a la muerte de Nerón (Historiae),
 para continuar en su segundo libro volviendo la mirada atrás en el tiempo (Annales,
 desde la muerte de Augusto).

En los últimos siglos del Imperio no hallamos más que historiadores «menores», así considerados en contraste con los grandes nombres de épocas anteriores. Dión Casio (siglos II-III) relató en 10 libros, en su mayoría perdidos, las guerras púnicas, aportando detalles desconocidos por autores anteriores, caso de Livio o Dionisio. Algunos escritores se dedicaron a completar la obra de otros; son los epitomistas, como Floro (siglo II), quien retomó el magno empeño de Livio, o Eutropio y Amiano Marcelino (siglo IV). Por último, la historiografía cristiana aportó un trabajo de interés de la mano de Paulo Orosio, autor hispano del siglo V, quien firmó las Historiae adversum paganos.


Otro género histórico de gran relevancia, marcado en ocasiones por la clara intencionalidad política de sus autores, es el de la monografía dedicada a un acontecimiento particular, el commentarius.
 Luciano lo define como un 
relato en el cual el autor narra hechos de actualidad desde su propio punto de vista, aunque tratando de alcanzar una visión sinóptica del conjunto. Apiano (siglo II) ya había dividido su trabajo, centrado en los acontecimientos bélicos de la historia romana, a partir de las contiendas más significativas: guerras samnitas, guerra púnicas, guerras civiles, etc. De esta manera, al tratar los conflictos militares, tanto exteriores como domésticos, acabó redactando, en griego, una historia continua del último siglo republicano, desde el 133 al 35 a.C. En latín las principales aportaciones al género llegaron de la mano de César y Salustio.

Salustio firmó dos grandes monografías. En la primera describió el intento frustrado de Catilina, un noble ambicioso y sin escrúpulos, de hacerse con el poder mediante un golpe de Estado durante el consulado de Cicerón (De Catilinae coniuratione).
 Y en la segunda narró la guerra contra Yugurta, rey de Numidia (Bellum Iugurthinum),
 en la que destacó el triunfo de Mario frente a la inoperante nobilitas
 tradicional. No podemos olvidar que Salustio, político y militar que participó activamente en la guerra civil, en el bando cesariano, es considerado el primer gran historiador romano. Fue, ante todo, un maestro en la caracterización psicológica y dramática de los personajes gracias a sus pormenorizadas descripciones y a los discursos ficticios que les atribuyó. Sus escritos plasmaron con amargura la decadencia política y moral de la República y la corrupción y arrogancia de la aristocracia. Por su parte, César, como protagonista principal de los hechos, relató sus campañas militares para conquistar las Galias, entre los años 58 y 52 a.C. (Comentarii de bello Gallico)
 y la guerra civil que lo enfrentó a Pompeyo (Comentarii de bello civili).
 Gracias a su habilidad, supo darle una aparente objetividad a sus textos mediante el uso casi exclusivo del estilo indirecto y la escasez de adornos retóricos.

De igual modo, resulta muy valiosa la descripción que de los pueblos de la Germania (geografía física, instituciones, vida cotidiana, aspectos militares) realizó Tácito en su monografía De origine et situ germanorum
 («Sobre el origen y territorio de los germanos»). Como fuentes literarias, Tácito solo mencionó a César, pero habría que añadir a Plinio el Viejo y a otros historiadores y geógrafos, así como las narraciones orales que recopiló de soldados, mercaderes y viajeros que regresaban del otro lado del Rin.

También el género biográfico nos aporta información de interés. Con una concepción ejemplarizante de la historia, encontramos, a finales de la República, la obra de Cornelio Nepote, quien elaboró biografías de grandes hombres de Grecia y Roma en De viris illustribus,
 título del que solo conocemos una pequeña parte, con las vidas de Amí­lcar, Aníbal, Catón o Ático. Sus trabajos reúnen colecciones de anécdotas triviales, más o menos verosímiles, junto con noticias curiosas sobre fuentes e instituciones. Ya en el Imperio, Suetonio (siglos I-II) nos ofrece doce biografías de emperadores, desde César a Domiciano, en 
De duodecim Caesarum vita (Vida de los doce Césares),
 donde combina detalles irrelevantes y anecdóticos con una descripción efectiva de la época. Todavía en la misma época, el griego Plutarco firma otro trabajo singular, Vidas paralelas,
 en el que confronta las biografías de grandes personajes griegos y romanos, como Alejandro y Julio César. El interés de su obra reside en el hecho de que aporta información adicional que no aparece en otros autores (por ejemplo, en sus relatos de la vida de Rómulo, Numa o Pirro). Podríamos añadir un título colectivo del siglo IV, bastante enigmático, en el que se recogen relatos biográficos de diversos mandatarios romanos, de Adriano a Carino, la «Historia Augusta» (Scriptores Historiae Augustae).


Como hemos visto, buena parte de los datos recogidos en las obras citadas se circunscriben al ámbito de la política y de la guerra, pero poco espacio queda para cuestiones relativas a la sociedad o a la economía, por ejemplo. No obstante, no solo los historiadores propiamente dichos se afanaron por acercarse a la Antigüedad, sino que otros eruditos se dedicaron a investigar numerosos aspectos del pasado de Roma. Así, además de estas fuentes consideradas propiamente históricas, contamos con textos de otros géneros que ofrecen información de muy distinta naturaleza.

Las comedias de Plauto (siglos III-II a.C.), así como la literatura satírica de Lucilio (siglo II a.C.), Petronio, Marcial y Juvenal (siglo I), nos ilustran sobre ciertos ambientes sociales; diversos tratados De re rustica
 (de Catón, Varrón y Columela, entre los siglos II a.C. y I) nos permiten acercanos a la economía agraria; ciertos aspectos sobre las instituciones políticas son conocidos gracias a léxicos de Terencio Varrón (siglo I a.C.), De lingua latina,
 o P. Festo (siglo II), De verborum significatu.
 También a Varrón corresponde la fijación del sistema cronológico romano que se convirtió en convencional, situando la fundación de la ciudad en el año correspondiente a nuestro 753 a.C., los primeros cónsules en el 509 a.C. y el saqueo de los galos en el 390 a.C. En su Geografía,
 magna obra en 27 tomos, Estrabón (siglos I a.C. y I) describió todo el mundo conocido, dando detalles curiosos, en un compendio de información geográfica de la época. Del mismo modo, una obra singular por su carácter enciclopédico, la Naturalis historia
 de Plinio el Viejo (siglo I), aportó informaciones muy valiosas sobre geografía, administración, economía, etcétera.

Otros grandes nombres de las letras latinas merecen ser citados aquí. Cicerón (siglo I a.C.) defendió ya la importancia de conocer el pasado; ciertamente, lo juzgaba esencial tanto para el orador como para el estadista. Parece que proyectó escribir una historia de Roma, pero no cumplió su plan. Al valorar los trabajos de Catón, Nevio y Ennio, o la inmensa literatura analística, Cicerón no hallaba en ninguno de ellos la auténtica cualidad de la historia. En su opinión resultaban ilegibles las interminables obras que 
abarcaban la historia romana desde los orígenes, y él prefería el relato de los sucesos de su época. A los analistas les reprochaba escribir sin gracia y falsificar la verdad. Cicerón reclamaba entrar en la escuela de Grecia, cuyos modelos eran Heródoto o Tucídides por la adecuación de su método. Él mismo nos legó información muy valiosa a través de sus obras, en particular en De republica
 sobre teoría política, además de tratados filosóficos o discursos. Nuestro conocimiento de la etapa final de la República no sería el mismo sin sus textos, a pesar de su parcialidad como político y protagonista de muchos de los acontecimientos que describe.

Todas estas fuentes, con sus particularidades, buscaron trasladar, en general, una imagen de continuidad y grandeza de la historia romana. Desde los primeros analistas al último autor emana la idea de una Roma predestinada a alcanzar la mayor gloria que una nación pueda esperar, por lo que habitualmente se ensalza el presente para justificar un glorioso futuro. Por otra parte, tengamos bien presente que solo contamos con la historia que los propios romanos nos legaron, y que ignoramos toda la tradición no romana que otras comunidades (de Etruria, Campania, Cartago, etc.) pudieron desarrollar.

Conocemos ya las principales plumas y títulos que nos permiten reconstruir la historia romana, pero ¿cuáles fueron sus fuentes, de qué información partieron? La investigación sobre las fuentes, Quellenforschung,
 de amplia tradición en la escuela alemana, pretende determinar su validez y adquiere en el campo de la historia antigua romana, en particular en sus primeras fases, un gran desarrollo. En general, ninguno de los autores que acabamos de mencionar pudo partir de la observación directa de los acontecimientos que describió. La mayoría de ellos, movidos por un afán retórico, moral o político, tomaron los datos de obras de sus predecesores. A partir de los analistas, muchos intentaron recoger la historia de la ciudad desde su fundación. La crónica de los pontífices, los Annales maximi,
 anotaba los magistrados junto con los hechos más reseñables de cada año. Esta crónica sería redactada por el pontífice máximo desde comienzos de la República y hasta su compilación en 80 libros por parte del pontifex
 Mucio Escévola, aproximadamente en el año 120 a.C. Cicerón señaló que era costumbre exponer al público el documento, en unas tablillas pintadas de blanco, en la propia casa del pontífice. Posiblemente, estos anales fuesen conteniendo cada vez más información y mayores detalles de los hechos anotados, noticias sobre desastres naturales, escaseces, edificaciones, fundación de colonias, creación de nuevas tribus, etcétera.

Además de los analistas y de las obras de historiadores griegos, los autores romanos podían emplear la información recogida en ámbitos diversos como archivos familiares (las grandes familias guardaban registro de sus acciones más memorables, cuadros genealógicos o retratos de sus antepasados), 
tradición oral o documentos (tratados, leyes). Hasta el siglo I no existió un archivo central público, el Tabularium,
 pero sí otros como los registros de los colegios sacerdotales o del templo de Ceres, el Aerarium
 del templo de Saturno, el Tesoro de los ediles en el Capitolio, etc. Por otro lado, los cónsules eran epónimos (daban nombre al año), con lo que conformaban también un sistema de datación, y la mayoría de los especialistas admite la autenticidad de las listas de cónsules, o fasti
 consulares,
 que se remontan al inicio de la República.

En suma, debemos admitir nuestras limitaciones para valorar los hechos narrados en las fuentes textuales. En muchos casos, nunca sabremos hasta qué punto los autores que las firmaron conocían los acontecimientos descritos. Mientras cuestionamos nuestra información literaria en un debate sin fin, crece sin parar, afortunadamente, la información material.

Fuentes materiales

Las fuentes literarias, en muchos casos parciales e interesadas, han de ser completadas con otro tipo de recursos, muy abundantes, que nos permiten, además, adentrarnos en ámbitos que los textos ignoran: grupos sociales al margen del poder, actividad económica, vida cotidiana, etc. Se trata de la fuentes arqueológicas, epigráficas o numismáticas. La arqueología nos posibilita ver y tocar restos tangibles de los antiguos romanos e introducirnos en su existencia diaria. Buena parte de los restos, sobre todo para las épocas más antiguas, tienen que ver con contextos funerarios (necrópolis, tumbas, ajuares) y religiosos (edificios sagrados, depósitos votivos), pero, a medida que avanza la cronología, se diversifican y multiplican los registros de materiales.

Se cuentan por millares los epígrafes conservados en diferentes soportes como piedra, metal, cerámica o madera, en los que encontramos textos legales (como leyes, tratados, decretos y edictos), calendarios, listados de precios, dedicatorias votivas y funerarias, miliarios, etc. A partir de estos múltiples testimonios podemos conocer mejor la sociedad, la actividad económica, las creencias religiosas, el ámbito funerario o la vida militar. También contamos con la información que contienen los papiros, la mayor parte escritos en griego y recogidos en Egipto, cuyo clima permitió su excepcional conservación. En estos documentos la información suele ser breve y directa, referida a la vida doméstica: cartas privadas, registros contables, listas de suministros, etcétera.

Otra disciplina que amplía y diversifica nuestra información es la numismática. En Roma se acuñan monedas desde el año 300 a.C., primero en bronce y enseguida en plata y oro. Su uso fue esporádico y vinculado con 
necesidades excepcionales como la guerra, y no será hasta tiempos de Augusto cuando la acuñación se realice de forma regular. El estudio de las monedas no solo nos permite conocer cuestiones de relevancia económica (como cecas de acuñación, rutas mercantiles, devaluaciones o crisis), sino que las imágenes y leyendas que contienen nos ilustran sobre dignatarios, dioses, acontecimientos políticos y militares, edificaciones, etcétera.

Innumerables son los yacimientos que la arqueología ha excavado, o estudia en la actualidad, y que suministran una riquísima información histórica. Destacaremos la propia Roma, cuya topografía se descubre como un mapa del tesoro para reconstruir sus orígenes; la ciudad de Pompeya, por la peculiaridad de su registro; o el campamento británico de Vindolanda, por sus excepcionales materiales. En este campamento, situado al sur del Muro de Adriano, se han descubierto alrededor de mil tablillas de madera del tamaño de una tarjeta postal en las excavaciones practicadas desde la década de 1970. En ellas podemos seguir todo tipo de asuntos militares propios de la unidad allí establecida (inventarios, órdenes), así como mensajes personales de y para miembros de la guarnición, sus familias y esclavos, como felicitaciones de cumpleaños o de año nuevo. Un solo yacimiento, por tanto, ha ampliado de manera notable nuestro conocimiento sobre este ámbito, acercándonos a la vida en un destacamento militar.

Pero ¿cómo ha llegado este patrimonio textual y material hasta nosotros?

A partir del siglo V la ciudad de Roma cedió su papel prominente ante el ascenso de Constantinopla y Rávena, las nuevas capitales tras la caída del Imperio. Perdió población, se redujo su extensión, algunos de sus tesoros fueron trasladados a otras localizaciones y los viejos templos se abandonaron (ante el avance del cristianismo). Roma comenzaba a ser parte del pasado..., pero un pasado que nunca dejó de estar presente.

En el periodo medieval la civilización islámica se convirtió en un importante centro intelectual de aprendizaje y estudio. Muchos de los textos clásicos fueron conservados y estudiados por sus eruditos. De igual modo, la posición privilegiada de Roma en la historia de la cristiandad hizo de ella un destino natural para los peregrinos en Europa. Para estos resultaban esenciales las guías o los itinerarios que recogían monumentos e inscripciones, muchos de los cuales no se conservan en la actualidad. Curiosamente, la antigua Roma se convirtió también en un símbolo político cuando perdió, de manera temporal, la capitalidad cristiana y la autoridad papal se trasladó a Avignon (siglo XIV), bajo la influencia francesa. Los italianos entonces llenaron este vacío buscando sus raíces en tiempos 
anteriores a la cristiandad para recuperar el prestigio perdido.

Durante el Renacimiento, Roma recobró su condición de capital cristiana y la Iglesia llevó a cabo una importante tarea de restauración de la ciudad y de recuperación de antiguos monumentos y documentos. Al mismo tiempo, una nueva sensibilidad surgía ya hacia el aprendizaje y la educación de la cultura clásica. En este periodo se elaboraron recopilaciones fundamentales de documentos e inscripciones, junto con ediciones, traducciones y comentarios de textos clásicos. En este tiempo, la Biblioteca Vaticana atesoró fondos extraordinarios. También la aparición de materiales exigió la creación de instituciones donde recogerlos; de este modo, los museos se transformaron en centros destacados para el estudio de la Antigüedad. Por otra parte, en este periodo se creyó oportuno organizar todos los acontecimientos del pasado dentro de una clasificación única para todo el mundo conocido (Europa). Nació, así, una periodización: todo hecho anterior a la aparición del cristianismo se etiquetó como «Historia Antigua». Como los historiadores renacentistas partían de una deformación de origen (el Renacimiento pretendía ser la continuación del esplendor de la decadente Roma), calificaron el periodo comprendido entre la caída de Roma y su momento presente como «edad media».

Posteriormente, la Ilustración contribuyó de manera decisiva a la popularización de los museos, al tiempo que se llevaron a cabo en este periodo excavaciones arqueológicas en busca de hermosas piezas artísticas. En este contexto, aunque pueda resultar paradójico, la conquista de Italia por parte de Napoleón aceleró el desarrollo de los estudios clásicos, ya que el general se apoderó de muchas piezas romanas consideradas ya valiosas (la mayoría de las cuales serían luego reclamadas y devueltas; el resto permaneció en el Museo del Louvre). También este personaje propició el estudio de la Antigüedad a nivel metodológico, porque durante sus campañas de Egipto estableció un equipo de investigadores para estudiar los lugares y recoger los materiales de manera cuidadosa.

El interés internacional por Roma continuó y varias instituciones nacionales se establecieron en Italia con el objetivo de estudiar sus monumentos, como, por ejemplo, el Deutsches Archäologisches Institut o la École Française de Rome. En cuanto a la propia Italia, a mediados del siglo XIX afrontó su unificación en una época de enfrentamientos internos que supusieron la destrucción de muchos de sus monumentos. Tras la unificación, Víctor Manuel II se propuso, de acuerdo con el espíritu del Risorgimento,
 la preservación del patrimonio mediante una serie de instituciones como el Museo Nacional de Roma. También en otros países se utilizó la historia romana dentro de la coyuntura política coetánea, caso de Inglaterra o Francia, estados que ganaban poder en el mundo y que veían en el estudio de Roma un modelo de imperio exitoso digno de imitar.

Al mismo tiempo, algunos autores marcaron el camino para que la Historia Antigua abandonase el anticuarismo, el mero coleccionismo, y se convirtiese en una disciplina erudita, como, por ejemplo, E. Gibbon con una obra trascendental en la que analizó la decadencia romana, The Decline and Fall of the Roman Empire
 (1788), para en­contrar en el cristianismo su principal explicación. Sin embargo, hasta el siglo XIX solamente podemos hablar de recopilación de fuentes, ya que carecemos de una disciplina rigurosa, dotada de herramientas propias para analizar en profundidad la información recogida. En Alemania se dieron los pasos decisivos para asumir los criterios científicos propios de la materia, primero de la mano de B. G. Niebuhr y su Römische Geschichte
 (1811), y, a continuación, gracias a la Escuela filológica alemana, integrada por nombres como F. Wolf, A. Böckh o U. Wilamowitz, quienes, a través de la filología o la epigrafía, practi­ca­ban una historia antigua más ambiciosa. Fue esta también la época de los grandes trabajos de compilación, esenciales para cimentar el co­nocimiento de la historia de la Antigüedad: como el diccionario enciclopédico de A. Pauly y G. Wissowa (Realencyclopädie der
 Clas­sischen Altertumswissenschaft,
 editado a partir de 1839) y los catálogos de inscripciones, Corpus Inscriptionum Latinarum
 (desde 1863, impulsado por T. Mommsen).

Los inicios del siglo XX vivieron el desarrollo de la arqueología como disciplina académica, junto con otras ciencias sociales. La Segunda Guerra Mundial irrumpió con fuerza en el campo de acción de la arqueología al provocar una gran destrucción. También, al igual que en el siglo XIX los nacionalistas románticos emplearon las tradiciones de la vieja Roma para excitar la sensibilidad italiana, el partido fascista de Mussolini adoptó el símbolo romano del águila y defendió revitalizar la lengua latina como vía para restaurar la gloria pasada. Por otra parte, la destrucción generalizada provocada por la guerra permitió contemplar a cielo abierto muchos restos arqueológicos.

La ciencia arqueológica se fue especializando por áreas culturales de estudio, aunque hasta mediado el siglo no entró plenamente en la historia romana, de la mano de E. Gjerstad (Early Rome,
 1953-1963). Esta disciplina asumió plenamente la metodología científica a partir de los años sesenta y setenta, y sus numerosos y continuos hallazgos de las últimas décadas resultaron decisivos para actualizar y completar el conocimiento de este periodo histórico. Y, en algunos casos, como el yacimiento de Vindolanda ya citado, nos siguen maravillando sus descubrimientos. De una manera u otra, en consecuencia, la cultura romana siempre se ha hecho visible y ha podido conservar una parte significativa de su legado.

¿QUÉ SE ESTUDIA HOY? TENDENCIAS ACTUALES DE LA INVESTIGACIÓN

No es nuestro objetivo realizar un repaso exhaustivo por la historiografía de la materia, sino que solo pretendemos señalar algunas obras de referencia que han marcado el camino de la investigación sobre la historia romana hasta hoy en día. Podríamos partir de T. Mom­msen en tanto que uno de los grandes padres de la disciplina gracias, entre otros títulos, a su Römische Geschichte
 (1854-1885). Este autor renunció ya a que los mitos lo guiasen para conocer los orígenes de Roma, si bien aplicó a su estudio los conceptos propios de su época, la Europa decimonónica, y, así, entendió la política romana como la disputa entre partidos políticos de signo liberal y conservador (que él asimiló con populares
 y optimates,
 respectivamente). Comenzó a partir de aquí una corriente que determinó como protagonistas principales de la historia antigua romana a las elites gobernantes, caso de M. Gelzer (Die
 Nobilität der römischen Republik,
 1912) o de F. Münzer (Römische Adelsparteien und Adelsfamilien,
 1920). La vía de análisis empleada por estos autores fue la prosopografía, mediante la cual reconstruyeron, de manera minuciosa, las carreras políticas de la aristocracia romana. Siguiendo esta pauta, R. Syme firmó una de las obras de mayor trascendencia en la historia romana, The Roman Revolution
 (1939); extraordinario trabajo de erudición en el que consideró la transición de la República al Imperio como una revolución protagonizada por la elite gobernante.

El debate sobre quiénes protagonizaron la vida política romana se fue enriqueciendo al incorporar nuevos actores: las clientelas, de la mano de P. A. Brunt (Italian Manpower 225 B.C. – A.D. 14,
 1971); la plebe, con Z. Yavetz (Plebs and Princeps,
 1969); y se abrió aún más con F. Millar, quien reclamó el papel de las masas en el debate político, a través de su presencia en el foro o en las calles (The Crowd in Rome in the Late Republic,
 1998). De este modo, de los individuos poderosos, y sus familias, con sus relaciones clientelares, llegamos a considerar a la plebe como parte activa, en ocasiones decisiva, en el juego político, con lo que las posibilidades de estudio se complicaron y enriquecieron. Rebasamos con claridad, pues, los límites de la prosopografía para entrar de lleno en el complejo terreno de las relaciones sociales y la estructura del poder.

En el ámbito de la economía, un nombre singular que debemos tener presente en este repaso por la historia de la disciplina es el de M. Rostovtzeff, cuya obra Historia social y económica del Imperio romano
 (Oxford, 1926) aún se reedita en nuestros días. Su mayor mérito fue la introducción, de manera global, de la arqueología en el relato histórico, sin renunciar al empleo sistemático de ninguna fuente a su alcance. Este autor, de origen ruso y exiliado en Reino Unido, fijó en la edad imperial el máximo desarrollo económico de Roma, gracias a un capitalismo urbano que atribuyó a una «burguesía» que, en el siglo III, provocaría la revuelta de los campesinos 
soldados. Su­peradas ya las aproximaciones marxistas, y con la perspectiva dada por la conceptualización de M. Weber (en la que la economía se ligaba a instituciones y sociedad), hallamos la obra de M. Finley (The Ancient Economy,
 1973). En opinión de este autor, el estatus y la ideología gobernarían la economía en la Antigüedad más que las motivaciones racionales de tipo económico. Hoy en día no se contempla explicar la grandeza y decadencia de Roma sin atender a su desarrollo económico y social, en buena medida estructurado alrededor de su principal fuente de riqueza, la tierra. Y hay, incluso, quien la ha situado en el centro del relato, como G. Alföldy, para quien la historia romana estuvo gobernada, de principio a fin, por una nobleza terrateniente. También desde otras disciplinas, por ejemplo la sociología y sus clasificaciones estadísticas, se realizaron aproximaciones significativas, como, por ejemplo, la contribución de K. Hopkins (Conquerors and Slaves,
 1978) sobre la esclavitud.

Los campos de estudio se fueron abriendo y, sobre todo, a finales del siglo XX se incorporaron aspectos propios de la vida privada o de la intrahistoria, antes descuidados o simplemente olvidados. Fue en Francia donde antes cobró relevancia esta manera de escribir la historia. Como precursor podríamos anotar la figura de Fustel de Coulanges con La Cité antique,
 de 1864, aunque también en la Alemania decimonónica podríamos rastrear precedentes (K. J. Marquardt firma Das Privatleben der Römer
 ya en 1879). Una obra de referencia ineludible fue el trabajo de J. Carcopino, La Vie quotidienne en Rome à lʼapogée de lʼEmpire,
 de 1939, limitado ya a un periodo concreto para evitar generalizaciones. Otro hito en la historiografía lo constituyó la particular aportación que supuso el caso de Pompeya (descubierta prácticamente intacta tras la erupción del Vesubio del año 79 y poco después de su reconstrucción a raíz del seísmo del 62), de la mano de R. Étienne en La Vie quotidienne à Pompei,
 de 1966 (hoy actualizado y popularizado por M. Beard con su Pompeii: The Life of a Roman Town,
 2008). Poco a poco se fueron incorporando nuevos aspectos, como: el trabajo, Lavoro e lavoratori nel mondo romano
 (F. De Robertis, 1963); la caridad, Charities and Social Aid in Greece and Rome
 (A. R. Hands, 1968); el evergetismo, Le Pain et le cirque
 (P. Veyne, 1976); las mentalidades, Le Métier de citoyen dans la Rome républicaine
 (C. Nicolet, 1976); el individuo, Die Rolle des Einzelnen in der Gesellschaft des römischen Kaiserreiches: Erwartungen und Wertmasstäbe
 (G. Alföldy, 1980); la alimentación, LʼAli­mentation et la cuisine à Rome
 (J.-M. André, 1981); el placer, Les
 Loisirs en Grèce et à Rome
 (J.-M. André, 1984); la infancia, Être
 enfant à Rome
 (J.-P. Neraudau, 1984), o la mujer, Le donne e la città
 (E. Cantarella, 1985).

Además de estos nombres, cabría citar a historiadores cuya obra ha resultado capital en las últimas décadas a la hora de abordar cuestiones clave de la Roma antigua; como T. J. Cornell, para la etapa mo­nárquica y la 
primera República, o M. Crawford, para la crisis republicana. Hoy en día, algunos de los debates historiográficos más intensos permanecen vivos, como el origen y fundación de Roma (entre la leyenda y la historia), el imperialismo (como política premeditada de Roma o medida defensiva), la crisis de la República (con o sin alternativa), el concepto de romanización y las complejas relaciones entabladas por Roma con las comunidades conquistadas (aculturación, asimilación, identidad, etc.), o los factores, siempre discutidos, de la decadencia del Imperio. De igual manera, como en otros ámbitos históricos, se propone ya una visión global, entendiendo la globalidad como la búsqueda de una historia conectada, en la que el Imperio sería un espacio en circulación, un ámbito relacional, donde los auténticos actores serían los intermediarios, las gentes de los distintos territorios integrados. A estas cuestiones nos acercaremos en estas páginas con el ánimo de entender un poco mejor una civilización lejana en el tiempo, pero nunca ajena.
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Mapa 1.

 Poblaciones prerromanas de la península itálica.


I

LA HISTORIA ANTES DE ROMA: LAS COMUNIDADES DE LA ITALIA PRIMITIVA

A priori, al hablar de pueblos, populi,
 pensamos en realidades concretas, sociedades estructuradas, cuyas relaciones interétnicas en la mayoría de los casos fueron conflictivas y en las que el territorio cristalizó sus ambiciones y reivindicaciones. No obstante, cuando contemplamos la Italia prerromana encontramos enormes problemas para definir y localizar sus principales comunidades. De hecho, no hay acuerdo historiográfico sobre la naturaleza, extensión o localización de muchas de ellas (que analizó con detalle S. Bourdin). Aquí expondremos los puntos esenciales sobre el mapa político peninsular previo a la formación de Roma, sin entrar en el fondo de la cuestión. En él distinguimos comunidades itálicas, etruscas y griegas.

LOS PUEBLOS ITÁLICOS

Suele resultar muy complejo desentrañar los orígenes de una cultura debido a la variedad de factores que entran en juego y, en este caso, además, ante la escasez de fuentes de información. Las dos vías que nos permiten reconstruir la Italia primitiva son la arqueología y la lingüística. Veamos cómo.

Los restos arqueológicos indican que el momento decisivo en la conformación de la Italia primitiva se situó en la transición de la Edad del Bronce a la del Hierro, aproximadamente entre los años 1200 y 900 a.C. Hasta el Bronce Final el panorama presentaba una región bastante uniforme, con yacimientos caracterizados por un horizonte material similar, con cerámica bruñida de decoración geométrica incisa y herramientas o armas de bronce, y la inhumación como ritual funerario. Estos depósitos se registran por toda la península itálica, pero en particular en la zona montañosa central, de ahí la denominación de cultura apenínica (1800-1200 a.C.). Señalemos ya que es, precisamente, en el ámbito funerario donde la arqueología realiza, con diferencia, el mayor número de hallazgos, hasta el punto de que conocemos mucho mejor el mundo de los muertos que el de los vivos en esta fase histórica.

La situación cambió de manera sustancial a partir de aquí, ya que los yacimientos de la Edad del Hierro ofrecen mayor diversidad y presentan diferencias notables frente a los asentamientos del Bronce. En primer lugar crece de manera significativa el número de materiales recogidos, lo que 
denota un incremento demográfico de las comunidades que ocupan ya núcleos de mayor tamaño. En segundo lugar, el ritual funerario predominante se basa en la incineración de los restos, depositados en urnas enterradas a su vez en fosas profundas. Esta práctica recuerda claramente la cultura de campos de urnas que se extendía por Europa en el Bronce, y de donde pudo proceder la influencia. El ritual funerario se acompaña, además, de nuevos materiales cerámicos que, por su semejanza con los propios de la cultura villanoviana de la Edad del Hierro, de la que hablaremos a continuación, se caracterizan como protovillanovianos. En la Edad del Hierro, por tanto, la península itálica presenta una ocupación más intensa y diversificada. Surgen entonces grandes asentamientos ex nihilo
 en las regiones de Etruria y Emilia-Romaña, mientras otros anteriores son abandonados.

Podemos clasificar estas comunidades a partir del ritual funerario practicado, ya sea incineración o inhumación. La incineración predomina en la región norte y en el litoral tirreno que baña Etruria, Lacio y Campania. En ese contexto cabe todavía distinguir otras culturas como Golasecca (Lombardía y Piamonte), la de Este o atestina (Padua), identificada por situlae
 o cubiletes de bronce, y la villanoviana (Emilia-Romaña). Esta última es, sin duda alguna, la más representativa porque se extiende por buena parte de la Italia peninsular, de manera que las culturas de urnas de incineración de este periodo se consideran variedades suyas. Villanova (identificada por vez primera en 1853, en el yacimiento del mismo nombre, cerca de Bolonia) se distingue por el empleo de urnas funerarias de tipología peculiar, de forma bicónica, con tapa (un cuenco invertido o incluso un casco), depositadas en una fosa profunda cubierta con una losa de piedra. En ocasiones, las cenizas eran recogidas en urnas con forma de pequeñas cabañas de terracota que representarían las viviendas de estos grupos.

En cuanto a la región del Lacio en particular, aquí los testimonios del Bronce son más escasos e impiden apreciar mejor la transición a la nueva época y los cambios que esta conlleva. La arqueología y la lingüística dibujan un territorio (Latium vetes)
 marcado por la uniformidad dada por la cultura lacial (ca.
 1000-600 a.C.). La posición geográfica de la región, cruzada por vías terrestres que unían Etruria, Campania y las comunidades del interior apenínico, junto con su pro­ximidad al mar Tirreno, le ofrecían excelentes condiciones de desarrollo. En este territorio los asentamientos eran en origen pequeños y ocupaban las colinas. En una primera fase (1000-900 a.C.), final de la Edad del Bronce, se da una variante local de la cultura protovillanoviana. Los yacimientos funerarios muestran, como acabamos de ver en otras regiones itálicas, urnas con cenizas, pero aquí los ajuares son más complejos y contienen objetos cerámicos (copas, fuentes, etc.) y de 
bronce (armas) en miniatura, depositados en grandes ollas circulares (dolia),
 enterradas en un pozo. Las urnas, aquí también, adoptan con frecuencia la forma de una pequeña cabaña o casa en miniatura. Uno de los yacimientos más interesantes es el de Osteria dellʼOsa (lago de Castiglione), donde aparecieron numerosas tumbas de inhumación e incineración. De igual modo, esta cultura lacial apenas deja huellas de los lugares de habitación, que serían aldeas de dimensiones reducidas. A partir de los restos estudiados, que muestran escasos signos de riqueza, podemos deducir la presencia de comunidades simples con escasa diferenciación social, que practicarían una economía de subsistencia de carácter agropecuario. Desde el 800 a.C. en adelante, el modelo de asentamiento comienza a cambiar y las aldeas se fusionan para formar núcleos de mayor tamaño, aunque hasta bien entrado el siglo VIII a.C. no encontramos las primeras ciudades del Lacio: Praeneste y Tibur (Tívoli), mientras Alba Longa se conformaría como un conjunto de aldeas en los montes Albanos.

A partir de finales del siglo VIII a.C. se producen cambios relevantes que darían inicio a la fase cultural denominada orientalizante. Nuestra principal fuente de información para este periodo procede de la investigación arqueológica en ambientes funerarios. La riqueza que muestran algunas de sus tumbas indica el inicio de una clara estratificación social y la formación de sociedades aristocráticas; hallamos ejemplos de manera bastante regular por un amplio territorio: en Preneste (tumba Bernardini) y Decima, en el Lacio; Vetulonia, Tarquinia y Ceres (tumba Regolini-Galassi), en el área tirrénica; o Cumas (tumba de Fondo Artiaco), en la Campania. Las similitudes en estas estructuras funerarias se explicarían por la influencia griega, común a todas ellas. Señalemos, además, cómo la arqueología funeraria, tan fecunda hasta aquí, enmudece a partir de finales del siglo VI a.C. El relevo lo toma entonces la arquitectura religiosa, de la mano de los santuarios, sobre todo en la costa, que adquieren un desarrollo monumental.

En este contexto, el proceso de Roma parece más lento y, a pesar de que se recogen evidencias de ocupación desde el Bronce Medio (cerámicas de la cultura apenínica), estas solo señalan una habitación estable desde la fase final de este periodo e inicios del Hierro. De hecho, las primeras chozas se constatan a partir del siglo VIII a.C. En este sentido, las investigaciones de las últimas décadas, en particular las excavaciones practicadas en el foro Boario, Palatino y Quirinal (desde los años setenta del siglo pasado), modificaron profundamente los conocimientos sobre la Roma primitiva. Dentro del marco espacial propicio para el desarrollo de asentamientos humanos que supone el Latium Vetes,
 Roma destaca por su ubicación privilegiada en un punto estratégico desde el que se controlan las principales vías de comunicación; bien hacia el centro de Italia, desde el interior del 
territorio a la desembocadura del río, bien por la ruta costera de Etruria a Campania, salvando el Tíber por su punto más bajo, al pie de las colinas del Capitolio, Palatino y Aventino. Junto a este puerto fluvial se situaba el mercado de ganado (foro Boario). En sus inicios, la Roma primitiva sería, en esencia, una comunidad de pastores, cuyos habitantes levantaban sus cabañas en lo alto de las colinas. A partir del siglo VIII a.C. se observa un incremento significativo de materiales, en concreto en el área del Palatino. La zona ocupada crecería entonces desde esta colina hasta el Capitolio y el foro. En este proceso ganarían terreno los asentamientos de la llanura, en contraste con la decadencia que experimenta la región de los montes Albanos.

Por su parte, la lingüística nos presenta, al igual que la arqueología, una península itálica marcada por la diversidad, en la que, según los testimonios recogidos, se pueden establecer alrededor de cuarenta lenguas. La primera distinción para clasificarlas es su pertenencia o no a las lenguas indoeuropeas, entendiendo estas como aquellas habladas en Europa y áreas del sur y oeste de Asia, que se consideran derivadas de un tronco común por presentar similitudes notables en morfología, vocabulario o sintaxis. De la riquísima familia de lenguas indoeuropeas nacen varias ramas, una de las cuales es la itálica; de ella se derivarían: el latín (Lacio), con su dialecto el falisco (norte de Veyes), y un grupo de lenguas muy próximas a él, como el véneto (región nororiental) y el sículo (Sicilia); el umbro (Umbría); el osco, hablado en la zona sur de los Apeninos (habitada por samnitas, lucanos y brucios) y en la Campania; así como en la parte central de los Apeninos (Abruzos), donde se asientan sabinos, picenos, ecuos y volscos, entre otros; el griego (Magna Grecia) y el celta (Valle del Po y litoral adriático desde Rávena a Rímini).

Aunque una de las principales vías para reconocer la presencia de grupos indoeuropeos es la lengua, no siempre la existencia de lenguas de este tipo implica necesariamente la ocupación masiva del territorio por parte de comunidades de su cultura. Es decir, no podemos unir de manera indisoluble lengua y comunidad indoeuropeas. Hoy en día se admite de manera bastante generalizada que los indoeuropeos entrarían en la península itálica en diferentes momentos, en olas o migraciones de distinta intensidad, para acabar mezclándose con las comunidades locales. Como lenguas no indoeuropeas tendríamos el etrusco, del que hablaremos a continuación, y el rético y el ligur, apenas conocidas.

LOS ETRUSCOS

La cultura de mayor desarrollo en la península itálica fue la etrusca, que floreció entre los años 800 y 500 a.C. Los etruscos (tyrrhenoi

 para los griegos o tusci
 para los latinos) se situaban al noroeste del Lacio, en la Italia central, entre los ríos Tíber y Arno, con límites interiores en los Apeninos y, por el oeste, en el mar Tirreno. La actual Toscana ocupa una gran parte de este territorio. Desde esta región se fueron extendiendo por el sur hacia el Lacio, y hacia el norte por el valle del río Po (Lombardía).

Durante mucho tiempo, los etruscos fueron vistos por los estudiosos como un grupo atractivo y enigmático debido, por una parte, a la riqueza de sus restos materiales (frescos y relieves de tumbas), y, por otra, a las numerosas inscripciones conservadas (unas 8.000, en su mayoría funerarias) escritas en una lengua no indoeuropea (en un alfabeto derivado del griego pero que no alcanzamos a comprender por completo). La principal incógnita ha sido esclarecer su origen, tema intensamente debatido por los especialistas. En esencia, se defendieron dos hipótesis principales: un origen exterior (oriental, posiblemente de Asia Menor, del área egeo-anatólica) o la procedencia autóctona.

Hoy en día, gracias a las evidencias arqueológicas sobre el periodo de formación, parece imponerse con claridad la segunda hipótesis. Por una parte, en la fase del Bronce Final e inicios de la Edad del Hierro la población de Etruria presenta analogías significativas con otras comunidades de Italia en los tipos de asentamiento y en los usos funerarios. Por otra parte, desde el Bronce tardío el área del Tirreno estuvo sometida a diversas influencias de grupos orientales (griegos y fenicios) que llegaban atraídos por las riquezas mineras de Cerdeña. Y, desde inicios del siglo VIII a.C., con la fundación de Pitecusa (Isquia) y Cumas, los griegos iniciaron un periodo de relaciones continuas con el área etrusca.

Por lo tanto, en la actualidad se defiende un origen local para la cultura etrusca, a partir de un sustrato villanoviano, desde el siglo IX a.C. Sobre este sustrato actuarían, de manera decisiva, los contactos con los viajeros fenicios y griegos, cuyas influencias explicarían su enorme desarrollo. En este contexto, pues, no habría que recurrir a invasiones masivas de otros grupos para justificar el esplendor etrusco, sino que bastaría con la capacidad de una comunidad indígena para adaptarse a las corrientes culturales del Mediterráneo. Curiosamente, esta hipótesis coincide en esencia con los postulados defendidos ya en 1947 por M. Pallottino, quien hablaba de una formación gradual en la propia Italia de la civilización etrusca.

Una vez aclarado el origen, ¿qué elementos distinguen a los etruscos de otros grupos de su entorno itálico? Ante todo, los etruscos poseen una cultura urbana que les lleva a levantar sus ciudades en lugares elevados del interior, en zonas de fácil defensa. Entre sus poleis
 podemos citar: Tarquinia, Veyes, Ceres y Vulci, al sur; Volterra, Populonia, Vetulonia y Rusellae, al 
norte; y Arezzo, Cortona, Perusa, Clusio y Volsini, en el interior. Como en otras culturas mediterráneas, los etruscos se organizaron a nivel político en ciudades-Estado, gobernadas por reyes (lucumones),
 luego sustituidos por magistrados elegidos anualmente, cuyo poder ejecutivo era controlado por un senado de aristócratas. Cada ciudad era autónoma y, aunque los etruscos eran conscientes de la comunidad cultural que compartían, nunca establecieron una vinculación política. Solo se evidencia una unión de tipo religioso, bajo la forma de una liga o confederación de doce ciudades.

Los recursos a su alcance eran importantes, e hicieron un buen uso de los mismos. Desarrollaron una rica agricultura, favorecida por las fértiles tierras volcánicas y por el empleo de técnicas de irrigación y drenaje; explotaron con intensidad minas de hierro y cobre; mantuvieron activos talleres de artesanía, sobre todo de cerámica, armas y joyas. Su actividad productiva les permitió disfrutar de intensos intercambios comerciales en el ámbito mediterráneo con mercaderes griegos y fenicios, sobresaliendo el papel comercial protagonizado por Veyes (intermediaria entre Etruria y el Lacio). Esta intensa actividad económica condujo a la formación de un nuevo tipo de sociedad aristocrática, estratificada, cuya riqueza podemos reconocer en los ajuares funerarios hallados en sus tumbas.

Los etruscos fueron grandes navegantes y comerciantes que llegaron a situarse como potencia marítima en el Mediterráneo occidental. No obstante, su poder comenzó a deteriorarse poco a poco al tener que defenderse ante varios enemigos. Primero debieron afrontar las invasiones de los galos cisalpinos llegados del norte, quienes les arrebataron el valle del Po, así como los ataques de los samnitas en la Campania. Además, frente a griegos y cartagineses lucharon por el dominio del mar Tirreno. En estas circunstancias surgió una competidora inesperada e imbatible, la nueva ciudad de Roma, que creció de manera acelerada hasta imponer su dominio sobre Etruria. Esta conservó mal que bien su independencia hasta principios del siglo III a.C., cuando se incorporó de forma definitiva a la órbita romana.

Gracias a sus contactos comerciales, los etruscos asumieron desde muy pronto influencias griegas en diversos ámbitos de la cultura, la política, la religión o el arte. Buena parte de estos elementos fueron luego absorbidos por Roma, de manera que los etruscos podrían haber actuado como intermediarios entre las civilizaciones griega y romana. No obstante, también la región del Lacio y los propios romanos mantuvieron contactos desde fecha bien temprana con poblaciones helenas (asentadas en la península), razón por la que resulta muy difícil diferenciar qué aspectos o influencias tomó Roma directamente de los griegos y cuáles le llegaron por mediación etrusca. En cualquier caso, el resultado es el mismo. Los etruscos copiaron el alfabeto griego; adaptaron técnicas arquitectónicas helenas a las posibilidades de los materiales locales como la terracota; asumieron la 
práctica del banquete o el combate al modo hoplita, y adoptaron el panteón antropomorfo de tradición griega. La huella etrusca sobre la cultura romana fue, de igual modo, profunda: el poder monárquico, la costumbre del triunfo militar; las grandes obras públicas y, sobre todo, algunas prácticas reli­giosas como la organización de dioses en tríadas; paralelos rituales, como el de la fundación de la ciudad tras la consulta augural y la delimitación del área sagrada (pomerium),
 los libros sagrados y las prácticas mánticas (mediante la observación del vuelo de las aves por los augu­res o de las vísceras de animales sacrificados por parte de los arúspices).

LOS GRIEGOS

Los griegos arribaron a las costas itálicas, siguiendo los movimientos de colonización hacia el Mediterráneo occidental que protagonizaron desde el siglo VIII a.C., en busca de tierras y de oportunidades de intercambio comercial. Las condiciones geográficas con estrechas penínsulas y vías de comunicación terrestre entre uno y otro golfo facilitaron el asentamiento de pequeños enclaves o factorías a lo largo de la costa sur de Italia, desde Tarento a Campania, y Sicilia. La presencia helena fue tan relevante que esta región fue conocida por los autores antiguos, a partir del siglo V a.C., con el nombre de Magna Grecia; de ella destacaban su prosperidad, en particular de Síbaris, famosa por su riqueza extraordinaria. Las fundaciones más tempranas fueron obra de los calcidios de Eubea, que llegaban en busca de metales; la primera de todas, Isquia (Pitecusa), en el golfo de Nápoles, en el año 770 a.C., y, aproximadamente una generación más tarde, Cumas. Los dorios de Corinto y Megara fundaron colonias en la isla siciliana: Naxos, Zancle, Siracusa, Selinonte o Agrigento. Otras fundaciones griegas de interés en la península, amén de la mencionada Síbaris, son Crotona o Tarento.

Como ya indicamos, estos grupos dejaron una huella profunda sobre las comunidades locales y sus usos ayudaron a transformar la sociedad itálica. Así, la ostentación o pompa funeraria, tan bien reflejada en las tumbas descubiertas, podría señalar prácticas helenas, propias de una aristocracia competitiva (dominada por el ethos
), como el intercambio de regalos entre los nobles o la celebración de banquetes y simposios. Estos cambios tendrían lugar en la segunda mitad del siglo VII a.C., al tiempo que se iba conformando la ciudad-Estado. Los itálicos, además, asumieron las representaciones antropomorfas de sus dioses, la técnica constructiva de los edificios de culto y, en ocasio­nes, hasta el nombre de las divinidades. Buena parte de estas influencias serían transmitidas, como acabamos de sugerir, de igual manera a través de las comunidades etruscas, en particular desde la 
Campania, que actuaría como tierra media de contacto entre etruscos y griegos. Aunque el debate permanece abierto, hoy tiende a reconocerse una influencia helénica temprana y directa sobre el Lacio, a partir, ante todo, de los hallazgos arqueológicos de Lavinio, circunstancia que relativizaría la mediación etrusca.


PRIMERA PARTE

LA ROMA DE LOS REYES

La tradición de lo que ocurrió antes de la fundación de la ciudad o mientras se estaba construyendo está más próxima a adornar las creaciones del poeta que las actas auténticas del historiador, y no tengo ninguna intención de establecer su verdad o su falsedad.

Livio, Ab urbe condita,
 prefacio.
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Mapa 2.
 La Roma arcaica.


II

EL PRINCIPIO DE LA HISTORIA: ENTRE EL MITO Y LA REALIDAD

Los romanos construyeron un relato mitológico complejo para explicar el origen de su Estado, tomando como punto de partida la fundación de su capital. De esta manera, la tradición traslada una narración que, a pesar de sus numerosas variantes, establece la fundación de Roma a manos de Rómulo, descendiente de la familia real de la ciudad de Alba Longa, en los montes Albanos. En este relato se funden dos tradiciones, la griega, que establece un origen troyano a partir de la figura de Eneas, y la local o romana, con los personajes de Rómulo y Remo convertidos en descendientes del héroe heleno. Es decir, la narración legendaria se teje combinando aportaciones de la historiografía helena con elementos del folclore itálico para explicar el origen de una ciudad extraordinaria. En los últimos años ha habido diversos intentos, apoyados sobre todo en ciertos descubrimientos arqueológicos, de encajar los hechos esenciales de esta leyenda o mito con la realidad histórica. Veamos hasta qué punto podemos, o debemos, conciliar ambos enfoques.

LA FUNDACIÓN DE ROMA

Los orígenes de Roma se pierden en la leyenda y diversas narraciones intentan explicar su fundación a partir de un personaje epónimo, Rómulo, que daría nombre a la ciudad. El conocimiento de las diferentes tradiciones conservadas sobre esta cuestión depende básicamente de dos historiadores de época de Augusto, Dionisio y Livio, junto con otros autores coetáneos como Plutarco, Virgilio u Ovidio. Estas fuentes defienden una idea común a los griegos, la existencia de un acto fundacional, como punto de partida de la ciudad de Roma, análogo al que tenía lugar en las colonias helenas y en las etruscas, y que sitúan en el año 753 a.C.

En esencia, la tradición establece que Eneas, tras la guerra de Troya, arribaría al Lacio para casarse con Lavinia, hija del rey Latino, y fundar Lavinium. Por su parte, el hijo de Eneas, Ascanio, fundaría, en la orilla derecha del Tíber, Alba Longa, ciudad sobre la cual reinaron numerosos descendientes suyos, hasta llegar a Numitor y su hermano, Amulio. Este último destronó a su hermano y, para evitar que tuviese descendencia que le disputase el trono, condenó a su hija, Rea Silvia, a permanecer virgen como vestal o sacerdotisa de la diosa Vesta. No obstante, la joven quedó embarazada del dios Marte y tuvo gemelos, Rómulo y Remo, razón por la cual el rey Amulio ordenó que los niños fuesen arrojados al Tíber. Así se hizo, 
pero las criaturas sobrevivieron, puesto que la cesta que las portaba se detuvo gracias a las raíces de una higuera (Ruminal). Fueron así recogidos y amamantados por una loba en una cueva cercana (Lupercal) y criados por un pastor (Fáustulo). Ya adultos, descubrieron su origen y depusieron a Amulio para restituir en el trono de Alba Longa a su abuelo, Numitor. A continuación, Rómulo fundó una ciudad en el Palatino y con un arado trazó sus límites (Roma quadrata),
 jurando matar a quien los traspasase. Su hermano, Remo, osó atravesarlos y Rómulo le dio muerte, quedando así como primer rey de Roma.

La narración, en sus puntos principales, es muy antigua y parece remontarse ya a finales del siglo VI a.C., aunque se iría enriqueciendo y complicando con el paso del tiempo, por transmisión oral, hasta alcanzar versiones más elaboradas. Por ejemplo, en alguna variante Rómulo y Remo no son hijos de Marte sino fruto de una chispa que salta del hogar; en otra lectura, que alcanza bastante desarrollo, se considera a la loba una prostituta (por el significado de ramera del término lupa
). En cualquier caso, la leyenda de los gemelos era la versión más popular en el siglo III a.C., y en ella hallamos aspectos propios del cuento popular comunes a otras culturas, como concepciones milagrosas, niños abandonados, intervención de animales, etcétera.

En una elaboración ya posterior (siglos IV/III a.C.), el mito de Eneas queda integrado en la leyenda de la colonia fundada por Evandro, quien recibe al héroe troyano cuando este arriba a Italia. Evandro aparece aquí como un rey arcadio emigrado a Italia antes de la guerra de Troya, y responsable de la fundación de Palanteo (futura colina del Palatino). No obstante, aunque citemos nombres legendarios como Evandro o Eneas, el gran protagonista del relato es, sin duda, Rómulo, como primer rey romano, y a quien se convierte en personaje principal de hechos memorables. Como enseguida veremos, no solo le correspon­de fundar físicamente la ciudad, sino que a él se debe el sistema político del futuro Estado romano, al crear sus principales instituciones políticas.

En cuanto a la fecha de esta fundación, diversas fuentes tradicionales coinciden en señalar el 21 de abril, festividad de Pales, diosa de los pastores. No hay acuerdo en el año y se barajan varias opciones entre el 758 y el 728 a.C., aunque, finalmente, se impone la datación propuesta por Ático y Varrón del 753. Esta datación se establecería a partir de los fastos y como resultado de la estimación, desde el inicio de la República, de la duración del periodo monárquico (calculando un mandato aproximado de 35 años para cada uno de los siete reyes):



Cuadro 1.
 Reyes de Roma (753-509 a.C.).




	
Rómulo (753-716)





	
Numa Pompilio (716-673)





	
Tulo Hostilio (673-641)





	
Anco Marcio (641-616)





	
Tarquinio Prisco (616-578)





	
Servio Tulio (578-534)





	
Tarquinio el Soberbio (534-509)









Nada hay en realidad que haga verosímil la existencia de un personaje fundador y primer rey como Rómulo. Hoy en día existe un consenso general por parte de los estudiosos a la hora de negar la existencia de un acto fundacional para explicar el origen de Roma, que no sería más que el fruto de la reelaboración, a la manera griega, de los orígenes de la ciudad por parte de autores de los siglos IV-III a.C. En la actualidad se impone la idea de un proceso urbanizador paulatino, en el que se daría un fenómeno de sinecismo mediante el cual se irían in­corporando diversas comunidades, a lo largo de varios siglos. En este sentido Roma, en sus primeros pasos, no se distinguiría de manera sustancial de otras ciudades de la Italia central.

LA ROMA ARQUEOLÓGICA

Como veremos al estudiar la fase monárquica, la tradición narra el desarrollo de la ciudad de manera progresiva y armoniosa, como fruto de las contribuciones de cada uno de los siete reyes que reconoce. Cada monarca ampliaría el área urbana y se encargaría de embellecerla y dotarla de servicios y obras monumentales. Es decir, el acto fundacional a la manera griega (ktísis),
 atribuido a Rómulo, es compatible con un desarrollo excepcional de Roma. El primero, gracias a la «propaganda troyana», permite explicar los orígenes de la ciudad de manera gloriosa al vincularlos con la cultura de mayor prestigio, la helena. El segundo marca el carácter particular de los romanos, diferentes de los griegos y de todas la demás comunidades, y que justifica su grandeza y superioridad. Cómo si no entender, por ejemplo, la participación en la formación de Roma de diferentes grupos étnicos (latinos, sabinos o etruscos) que se van integrando en la futura nación; hecho inaudito desde el punto de vista de la cultura 
griega.

No hay duda de que estas informaciones nos ilustran sobre la propia imagen que los romanos querían tener, y querían dar, de su pasado. El debate surge alrededor de la validez que nosotros les damos a las mismas. Caben a priori dos opciones: o bien rechazar la tradición, o bien intentar encajarla a partir de otras fuentes históricas (en esencia, de tipo arqueológico y lingüístico). Se podría reducir la cuestión a qué creer y qué es lo que conocemos, pero corremos el riesgo de caer en el «todo es falso» de algunos o en el «todo es cierto si lo dice la tradición» que otros practican. Como reconoce A. Grandazzi, la histo­ria, en ocasiones, no es más que un conjunto de incertidumbres, y más si nos enfrentamos a los primordia Romana.
 Uno de los autores más significados por su rechazo al uso de la tradición como fuente histórica ha sido J. Poucet, quien ha llegado a ser tachado de hipercrítico por sus planteamientos. También T. J. Cornell se ha alineado en esta corriente, aunque de manera más matizada. En el bando contrario, y en posición extrema, podríamos citar a A. Carandini, quien ha intentado con sumo entusiasmo hallar, en los restos arqueológicos aparecidos en los últimos años, refrendo de las situaciones recogidas por los textos. En un punto intermedio, en el que nosotros también nos situamos, tendríamos la crítica temperata
 que practica C. Ampolo: se puede aceptar, con matices, la reconstrucción histórica de la tradición, siempre y cuando no contradiga otras fuentes como las arqueológicas. En esta misma línea se halla el trabajo de J. Martínez-Pinna (1999), quien no renuncia a ninguno de los testimonios (de la tradición, la arqueología o la lingüística) para componer los primeros tiempos de la historia de Roma.

Según la leyenda, Rómulo y Remo habrían sido recogidos en una cueva, el Lupercal, al pie del Palatino. Nos situamos en un área llana, denominada foro Boario, propicia para el asentamiento humano, entre la orilla izquierda del Tíber, el Palatino, el Aventino y el Capitolio. Además, la isla Tiberina era el lugar óptimo para atravesar el río mediante pasarelas o pequeños puentes. En 1946, en esta zona se hallaron restos de cabañas de la Edad del Hierro que testimoniarían una habitación relativamente antigua en el lugar. Recientemente se produjeron descubrimientos arqueológicos en este ambiente que han llevado a A. Carandini a plantear una hipótesis bastante atrevida. Aparecieron, en concreto en la ladera nororiental del Palatino, restos de un muro, cuya cronología se establece en el siglo VIII a.C., y que este autor identificó como «el muro de Rómulo». Es decir, estaríamos en el momento fundacional de la ciudad tal y como nos lo traslada la tradición. Además, se constatan elementos de un templo de Júpiter Stator (en la parte externa de esta construcción defensiva), así como una estructura interpretada como palacio real o Regia (que se quiere atribuir al primer rey romano) y restos de pavimentación en el foro; todos ellos encajan en la 
misma cronología, hacia mediados del siglo VIII a.C. Otro feliz hallazgo arqueológico (en 2007) parecía corroborar esta línea de tra­ba­jo, puesto que se descubrió una gruta recubierta de mosaicos, en el Palatino, identificada por algunos, de manera entusiasta, como la cueva Lupercal (de luperca,
 loba), en la que habrían sido recogidos los gemelos. No obstante, una lectura más sencilla, y plausible, de esta gruta la señala simplemente como el santuario o lugar de celebración de una serie de rituales de exaltación de la fertilidad, las Lupercales. En ellas se sacrificaban machos cabríos, y jóvenes desnudos, luperci,
 empleaban sus pieles como látigo para fustigar a las mujeres que hallaban en su camino y volverlas así fecundas.

Llegados a este punto, ¿qué nos ofrece la arqueología hoy en día sobre el origen de Roma? Ante todo, una cronología inicial, mediados del siglo VIII a.C., que coincide con la fecha dada por la tradición. También constata el papel destacado, debido a los materiales conservados, que debieron de tener en la época ciudades presentes en la tradición como Alba Longa o Lavinio. Pero podemos afinar aún más; conozcamos cuáles podrían ser las líneas básicas de la evolución formal de la primera Roma.

El origen de la ciudad habría que buscarlo en el área del Palatino, foro Boario y portus Tiberinus.
 A partir de ahí, entre finales del siglo VIII y principios del VII a.C., se irían sumando elementos: muro, Regia, pavimentación del foro y área sacra (en la que se registran cultos domésticos y a Vulcano). Respecto a este último, G. Boni descubría ya en 1899 los restos de un santuario bajo un pavimento de mármol negro, la Piedra Negra mencionada en las fuentes (niger Lapis in Comitio).
 Este santuario contenía un ara, la parte inferior de una columna y un bloque de piedra con inscripción en latín arcaico con el término recei
 o regi
 (rey). Hoy se identifica como el templo de Vulcano, que algunos autores vincularon con la figura de Rómulo, no como sitio de enterramiento (ya que en la leyenda su cuerpo desaparece) sino como cenotafio o lugar en el que se rendiría homenaje a su memoria. Esta sería, en buena medida, la Roma inicial, quadrata,
 que identifica Carandini a mediados del siglo VIII a.C.

Hacia finales del siglo VII e inicios del VI a.C. aparecen las edificaciones públicas que darían auténtico carácter urbano y definirían a Roma como una ciudad-Estado: el Comitium
 (asamblea ciudadana), la Curia
 (primera sede del Senado, que la tradición atribuye a Tulo Hostilio) y templos (el dedicado a la tríada capitolina en el Capitolio; los de Fortuna y Mater Matuta en el foro Boario, y el de Diana en el Aventino). Ya en pleno siglo VI a.C., en torno al foro, entre el Capitolio y el Palatino, se procede al saneamiento de la zona pantanosa mediante la construcción de una red de alcantarillado y desagües que luego conoceremos como cloaca maxima.
 La ciudad gana así una importante área para su desarrollo.

En cuanto al espacio que abarcaría Roma, resulta muy complejo precisar 
sus dimensiones. Los cálculos de C. Ampolo (a partir de las tribus urbanas de Servio) establecían 285 hectáreas. Esta cifra supondría una extensión considerable, la mayor en el ámbito latino (las ciudades del Lacio rondarían las 50 de media), mientras la rica Veyes no alcanzaría las 200 y solo grandes ciudades como Crotona, por ejemplo, se desmarcarían claramente por encima de las 600 hectáreas. Además del núcleo urbano, habría que tener en cuenta el territorio que Roma iba incorporando de manera progresiva, el ager Romanus:
 por ejemplo, las diversas comunidades latinas, los prisci
 Latini,
 Alba Longa, etc. En este sentido, F. Coarelli ha calculado, para finales del siglo VI a.C., una superficie superior a los 1.000 km2
. Mayor reto supone aún estimar para la época la población que ocuparía esos espacios y, aunque las cifras oscilan bastante, la mayoría se ciñe a la horquilla de 25.000 a 40.000 habitantes; número nada desdeñable en su contexto para la primera Roma.

LA MONARQUÍA

Consideraciones previas

No hay duda en aceptar la tradición de que la forma política originaria de Roma fue la realeza. No obstante, a partir de aquí muchos son los interrogantes que surgen sobre este periodo: la validez de los reyes, su número, la cronología de sus mandatos, sus acciones, el origen de algunos, la influencia etrusca, en qué reinado situar el auge del periodo, etcétera.

Fabio Píctor, el primer analista, nos ofrece la lista de reyes, que con­tiene solo siete nombres: Rómulo, Numa Pompilio, Tulo Hostilio, Anco Marcio, Tarquinio Prisco, Servio Tulio y Tarquinio el Soberbio; podría añadirse Tito Tacio, corregente con Rómulo. A cada uno de ellos se le atribuyen funciones particulares con el objeto de armonizar un relato continuista y, del mismo modo, cada monarca sería responsable de ocupar alguna colina, participando así en la conformación física de la ciudad. La arqueología no nos permite en la actualidad corroborar este último aspecto y, además, las fuentes resultan contradictorias; por ejemplo, el monte Celio se atribuye a Tulo Hostilio (Dionisio) y a Anco Marcio (Cicerón). Por otra parte, para demostrar el sinecismo practicado por Roma, los reyes procederían de diferentes comunidades. De esta manera, habría monarcas sabinos, como Numa o Anco Marcio; latinos, como Tulo Hostilio, y etruscos. Esta capacidad de integración la encontraríamos ya en el episodio de las sabinas durante el reinado de Rómulo, puesto que su corregencia con el sabino Tito Tacio supondría la unión de latinos y sabinos.

No resulta extraño, pues, que algunos autores hayan puesto en entredicho nuestro conocimiento, sobre todo de los dos primeros siglos del periodo 
monárquico, dudando de la credibilidad de la tradición analística (recogida por Dionisio o Livio). No obstante, aunque no aceptemos la narración de los reinados tal y como nos la transmiten los textos, podemos intentar trazar los rasgos esenciales del periodo monárquico combinando la información textual con otros datos de tipo arqueológico y lingüístico (a partir, por ejemplo, de la onomástica o la toponimia). Con certeza cabe afirmar que hubo reyes desde mediados del VIII a.C., pero no necesariamente con esos nombres, en ese número y con los perfiles que narran los textos clásicos. Exceptuando Rómulo, figura legendaria, cuya existencia resulta inverosímil para casi todos los autores (a excepción de los intentos de Carandini a partir de los hallazgos del Palatino), la historicidad básica del resto de la información se puede defender con algún matiz. Por supuesto, cuanto más nos acercamos en el tiempo y las fuentes aumentan, las noticias adquieren mayor veracidad, de ahí que conozcamos mejor a los tres últimos monarcas.

Comencemos por la cuestión de la cronología. Para establecer la fecha fundacional la tradición realizó un cálculo estimando 35 años por generación, desde el punto indicado en los fasti
 consulares por el inicio de la República (509 a.C., según Varrón), hasta llegar así al 753 a.C. A priori parecen muy pocos monarcas para un periodo que cubre 244 años, teniendo en cuenta, además, la corta esperanza de vida de la época y el carácter violento de la muerte de, al menos, cuatro de ellos (Tulo Hostilio y los tres últimos). Del mismo modo, ¿cómo podemos aceptar que Tarquinio el Soberbio sea hijo de Tarquinio Prisco, dado el lapso temporal que media entre ellos (el primero reina en el 616 y el segundo deja el trono en el 509 a.C.)? Por tanto, parece que la tradición altera, si no manipula, y adapta fechas para encajarlas en un relato continuo, homogéneo e interesado.

En este sentido se han propuesto soluciones alternativas. Por ejemplo, T. J. Cornell opta por una secuencia mucho más corta, comprimiendo las fechas, de manera que el periodo monárquico quedaría reducido solo al intervalo del 625 al 500 a.C. De este modo, los primeros cuatro monarcas conocidos reinarían entre los años 625 y 570 a.C., y coincidirían con la secuencia arqueológica de la formación urbana y con el arranque de la ciudad-Estado. Ellos pondrían los cimientos de Roma: a nivel político, Rómulo; a nivel religioso, Numa, y, a nivel territorial, Tulo Hostilio y Anco Marcio. Esta visión coincidiría con la interpretación del mapa arqueológico de Roma, que comienza a convertirse en civitas
 en torno al 600 a.C., dada también por C. Ampolo o el propio M. Pallotino. Siguiendo esta misma línea, otros autores reducen incluso más la etapa monárquica, como E. Gjerstad, quien sitúa a Numa a principios del siglo VI a.C. Por el contrario, otros insisten en mantener una cronología mayor, según la tradición, llevando a mediados del siglo VIII a.C. los orígenes de la ciudad, como vimos al seguir la 
propuesta de A. Carandini, y en la que tendrían cabida los primeros monarcas. Una forma de salvar la dificultad planteada por el marco temporal tan amplio que abarcan los dos Tarquinios sería incluir otros monarcas; por ejemplo, nombres de personajes significados en las fuentes, caso de Cneo Tarquinio, Aulo Vibenna o Porsena, a los que seguidamente conoceremos.

Quizá la tradición recoja solo los nombres de los reyes más señalados por sus obras y obvie mandatarios secundarios o periodos de anarquía, porque parece difícil también no pensar en enfrentamientos por el poder entre familias aristocráticas. En este sentido, J. Martínez-Pinna (2009) es partidario de suponer la existencia de periodos de interregnum,
 entendidos como ausencia de poder entre unos y otros reyes. En cualquier caso, existe consenso a la hora de entender que esta cronología, tal y como la tradición establece, resulta insostenible y el tema se mantiene hoy en día como un problema no resuelto. El debate deriva en otra cuestión, estrechamente relacionada, ¿cuál es el momento clave en el desarrollo de la monarquía romana, o dicho de otro modo, a qué monarca le correspondería el papel protagonista? De nuevo, aquí el interés se centra en intentar encajar en una secuencia temporal homogénea la información de la tradición literaria con los hallazgos arqueológicos. Para nuestras fuentes escritas no cabe duda de que la figura más trascendente es Rómulo, ya que, como fundador, se le hace responsable de la creación de los resortes del Estado. A partir de aquí, a la hora de adjudicar contribuciones o logros políticos, urbanísticos o militares, la tradición tampoco establece distinciones entre unos y otros mandatarios.

Por supuesto, la crítica actual desecha esta lectura, pero no existe acuerdo a la hora de determinar el punto culminante de la monarquía romana o de elevar a un rey por encima del resto. Ciertos autores han defendido con insistencia que el momento crucial tendría lugar hacia el año 600 a.C. (de acuerdo, como hemos visto, con los cambios físicos decisivos que experimenta Roma, cada vez más compacta y organizada como urbs,
 y con la formación inicial de la ciudad-Estado), coincidiendo con el reinado de Tarquinio Prisco. J. Martínez-Pinna (1996), por ejemplo, resalta que su mandato supone transformaciones relevantes y con él la monarquía adquiere un carácter más personal que institucional. No olvidemos que los dos últimos reyes alcanzan el poder de manera violenta, lo cual indicaría un giro acusado hacia la radicalización de la vida política. No obstante, no es el primer Tarquinio, sino el monarca que le sucede, Servio, quien aparece en las fuentes como responsable de innovaciones trascendentales en el sistema político –profundizaremos en este aspecto al abordar de manera individualizada cada reinado en el apartado siguiente–. Al mismo tiempo, señalar el año 600 a.C. permite afianzar la tesis de la influencia decisiva que habría ejercido la cultura etrusca sobre la monarquía romana.

Llegamos así al tercer interrogante, al hilo de esta última cuestión, que consiste en reconocer las influencias externas que han podido resultar determinantes en la evolución del sistema monárquico. Al respecto, la hipótesis más seguida ha subrayado el papel desempeñado por los etruscos e incluso se ha planteado la existencia de una monarquía etrusquizada o de una fase etrusca de los reyes romanos. En esencia, a principios del siglo XX la revalorización de la cultura y el arte etruscos llevó a muchos autores a destacar el dominio etrusco de Roma y del Lacio a partir de la ocupación de la Campania. Esta concepción alcanzó bastante eco y, de hecho, la historiografía suele presentar el periodo monárquico dividido en dos etapas: los cuatro primeros reyes y los etruscos. Entre los numerosos nombres que más han defendido una acusada y decisiva presencia etrusca en Roma cabría citar a R. M. Ogilvie. Pero, al margen del origen o no etrusco de algunos monarcas de Roma, ¿en qué aspectos se manifestaría esta etrusquización? Veamos qué dicen las fuentes al respecto.

Varios autores, como Livio, Dionisio, Diodoro o Estrabón, señalan con claridad una serie de préstamos etruscos. Entre ellos estarían vestimentas e insignias de reyes, ropajes y accesorios del triumphator,
 instrumentos musicales y su uso en la guerra y ceremonias públicas; prácticas rituales durante la fundación de la ciudad; el arte adivinatorio mediante la observación de las vísceras de animales sacrificados, o el diseño arquitectónico (el «estilo toscano» de Vitruvio) que habría dejado huella en la construcción de templos y tumbas. Aun aceptando estos elementos, los autores «antiestruscos» los minusvaloran por su carácter formal o simbólico, carente de trascendencia sobre la vida social o política romana. Por otro lado, esta misma tradición no marca el hiato que acabamos de indicar; no distingue fases. Recordemos que para los propios romanos su monarquía trascurre en progresión continua, y solo se rompe al final por la crueldad del último gobernante. Y estas fuentes tampoco presentan de manera explícita el dominio de Etruria. Tarquinio Prisco es descrito como inmigrante, hijo de un refugiado corintio, no como un conquistador etrusco. Sin embargo, esta dificultad sería salvada por los partidarios de la etrusquización de Roma, caso de A. Alföldi, recurriendo al interés de las fuentes por ocultar la verdad. Como vemos, pues, los textos pueden ser interpretados tanto para sostener la influencia etrusca como para limitarla, de manera que la tradición no resuelve la incógnita.

Por su parte, la arqueología no prueba una presencia dominante de elementos etruscos en Roma. Las inscripciones etruscas son escasas, los contactos entre Roma y Etruria son anteriores a la llegada de Tarquinio y sus sucesores, y tampoco parecen intensificarse de manera decisiva en esta fase avanzada de la monarquía. Además, elementos habitualmente atribuidos a la impronta etrusca pueden ser cuestionados. Por ejemplo, la 
sustitución de las cabañas por casas con cimientos de piedra y techos de teja parece probarse con mayor rotundidad en Roma y el Lacio que en la propia Etruria. Lo mismo cabría decir de obras de ingeniería hidráulica, como los canales de drenaje (cunicu­li)
 para sanear zonas pantanosas en ,áreas rurales del sur de Etruria, que, de igual modo, se constatan en el Lacio y son restos difíciles de datar.

Aparte de estas innovaciones materiales, atribuidas de manera casi sistemática por buena parte de la historiografía a la mano etrusca, habría que señalar otro aporte: la humanización de las divinidades ro­manas que, en origen, serían simples abstracciones impersonales. Con el tiempo, estas abstracciones tomarían forma de diosas y dioses por influencia exterior. No obstante, surgen de nuevo discrepancias, por cuanto hay quien considera que la inspiración determinante sería la helena, al derivar las representaciones etruscas y romanas de algunas deidades de la iconografía y del panteón griegos. Y esta influencia habría sido ejercida de modo directo, desde el periodo arcaico, sin la necesidad de intermediarios de ningún tipo, como serían los habitantes de Etruria. En este sentido, un hallazgo arqueológico parece atestiguar que la primitiva religión romana no fue necesariamente anicónica. En el santuario de Vulcano, ya citado e identificado por F. Coarelli en el niger Lapis
 del Comicio, apareció un depósito votivo con una copa ática decorada con un Hefesto. Ello vendría a señalar que los romanos de en torno al año 600 identificarían ya la imagen de Vulcano con Hefesto.

De este modo, hay quien rebaja de manera considerable la impronta que Etruria habría dejado sobre la Roma monárquica. En particular sobresale T. J. Cornell, declaradamente «antiestrusco» y «filogriego», quien prefiere señalar elementos helenos como catalizadores directos del desarrollo romano sin necesidad de buscar intermediarios. Este autor reivindica la helenización directa de Roma y, para superar el posible papel desempeñado por los etruscos, propone la existencia de una koiné
 cultural entre Etruria, Roma, el Lacio y la Campania, que implicaría intercambio de bienes, ideas y personas, y en la que resultaría imposible identificar qué influencias son anteriores o determinantes. También A. Duplá resalta las similitudes materiales registradas en el desarrollo de las ciudades de Italia central (Lacio, Etruria, Campania) tanto latinas como etruscas o griegas.

En cuanto a la presencia griega, es cierto que en la tradición literaria hallamos de manera recurrente elementos helenos, por ejemplo personajes como Demarato (aristócrata corintio, padre del primer Tarquinio); el mismo Pitágoras se presenta como maestro de Numa (aunque este sea dos siglos anterior) y el propio Rómulo no es más que un descendiente de Eneas, con el interludio de la dinastía de reyes albanos. En este sentido, los intelectuales griegos buscarían explicar el extraordinario desarrollo romano a partir de 
sus relaciones con el mundo heleno (sobre todo, de la Magna Grecia). Pero T. J. Cor­nell va más allá y califica a los tres últimos monarcas de tiranos, a la manera griega, por el carácter popular y antiaristocrático de sus gobiernos. Por su puesto, su opinión ha sido convenientemente contestada. Por ejemplo, J. Martínez-Pinna (2009) estima que esta última interpretación equivaldría a convertir Roma en una «provincia política» de Grecia, al plantear su evolución en paralelo al arcaísmo griego, cuando habría más diferencias que similitudes entre reyes romanos y tiranos griegos. Es decir, al negar el influjo etrusco algunos proyectan una sombra helena demasiado alargada y, a nuestro entender, innecesaria.

En suma, tenemos partidarios de la influencia decisiva de la cultura etrusca sobre Roma, otros que la matizan e, incluso, algunos que la minimizan recurriendo al influjo directo ejercido por las comunidades griegas. En nuestra opinión, la existencia de diversos elementos sociales y culturales de tradición helena es indudable, pero resulta complejo desentrañar la vía de llegada de estas influencias. En cualquier caso, la impronta «orientalizante» es rotunda y el resultado, más que las vías para alcanzar este, nos parece prioritario. Los etruscos serían los mejor situados sobre el terreno por su proximidad física y los intensos contactos mantenidos. Además, sus comunidades disfrutaron en el centro de Italia, en las fases clave de desarrollo de la Roma monárquica, de una posición privilegiada a nivel político, económico o cultural.

Los reyes romanos

El primero es Rómulo (753-717 a.C.), quien aparece como rey fundador, el gran hacedor u oikistés.
 Por esa condición, a él corresponde fijar los límites sagrados de la ciudad en el Palatino, la Roma quadrata,
 y crear las bases de la constitución política del nuevo Estado: las tres primeras tribus, las curias y el Senado, integrado por 100 patres,
 de quienes descenderían los patricios. Según las fuentes antiguas, en un principio la población romana estaba dividida en tres tribus: Ramnes, Ticies y Lúceres. Debido a la falta de información, esta división tripartita del cuerpo cívico ha propiciado múltiples interpretaciones para explicar su origen y alcance. Hay quien ha visto en los nombres de las tribus estirpes o líneas familiares: Ramnes derivaría de Rómulo; Ticies, de Tito Tacio; y Lúceres podría derivarse de Lucumón, guerrero etrusco afín a Rómulo. Esta lectura incluso serviría para identificar tres grupos étnicos distintos: romanos, sabinos y etruscos, respectivamente. No obstante, los textos, Varrón en concreto, identifican las tribus con distritos territoriales. En cualquier caso, estas tendrían un papel esencial para formar los órganos de gobierno y los cuerpos militares. Cada 
tribu se subdividía en diez curias (para un total de treinta) y, de esta división inicial, dependería la organización militar, puesto que cada tribu aportaría 100 jinetes y 1.000 hombres, hasta componer un ejército de 300 soldados de caballería y 3.000 de infantería.

Rómulo tendría tiempo aún de incrementar la población de Roma con la apertura de un asilo en el Capitolio para atraer emigrantes y mediante el rapto de las sabinas. Este episodio se relaciona con el problema de los primeros colonos, que veían cómo los hombres afluían a la nueva ciudad, pero no las mujeres. Según la leyenda, el fundador congregaría a todos los pastores de los pueblos vecinos en una gran fiesta y los romanos aprovecharon la ocasión para raptar a las sabinas. Los sabinos clamaron venganza, pero fueron vencidos por los romanos; luego tuvo lugar una batalla que llegó ante las puertas de la propia Roma, pero las mujeres evitaron la guerra, logrando así el establecimiento de muchos sabinos en la ciudad. Finalmente, se alcanzaría incluso una alianza que supondría la regencia conjunta de Rómulo y el rey de los sabinos, Tito Tacio. Más allá de la leyenda, podemos pensar que el relato esconde algún tipo de acuerdo entre las dos comunidades para salvar la crisis demográfica de una Roma mayoritariamente compuesta por varones, a cambio de alguna contraprestación, como podría ser la del socorro militar en caso de peligro.

Por último, el primer monarca lidera, como será habitual en sus sucesores, algunos enfrentamientos militares señalados con las ciudades de Cenina, Fidenas y Veyes. Su muerte, al igual que su nacimiento, adquiere connotaciones legendarias, ya que, según una de las versiones, desapareció en una tormenta y ascendió al cielo para convertirse en el dios de la guerra, Quirino. Rómulo, pues, es el más enigmático e inverosímil de los siete reyes conocidos. Debe contemplarse como un personaje epónimo que justifica el nombre de la ciudad, que podría derivar incluso de Rumon,
 antigua denominación etrusca del Tíber. Era el héroe que la tradición necesitaba para iniciar la historia gloriosa de la gran Roma.

A continuación, el sabino Numa Pompilio (716-674 a.C.) es presentado como hombre devoto y pacífico, y, como tal, se le hace responsable de instaurar la religión de Estado. A él correspondería la fundación del templo de Jano, el dios de las puertas, junto con la instauración de la celebración religiosa que unía a las primitivas siete colinas (Aven­tino, Capitolio, Celio, Esquilino, Palatino, Quirinal y Viminal), en un ritual procesional o Septimontium,
 aunque dicha festividad podría ser anterior. La figura de este monarca tampoco escapa a la leyenda, ya que aparece como discípulo de Pitágoras, como anteriormente anotamos, en un claro anacronismo, o pidiendo consejo a la ninfa Egeria.

En contraposición a Numa, Tulo Hostilio (673-642 a.C.) emerge como un gran militar, que se enfrenta a la poderosa Veyes y a los sabinos, y lidera la 
victoria sobre Alba Longa. Esta hazaña se nos traslada mediante la leyenda que recoge el duelo entre dos parejas de hermanos, los Horacios y los Curiacios, en representación, respectivamente, de los habitantes de Roma y de Alba Longa. Solo sobrevive uno de los Horacios, quien simboliza el triunfo romano. Los trabajos arqueológicos permiten confirmar la decadencia de Alba Longa y su incorporación a la órbita romana en esta época.

Por su parte, Anco Marcio (641-617 a.C.), de origen sabino, es retratado como un mandatario popular y magnánimo. A él le debe la ciudad alcanzar la costa y la construcción de su puerto de Ostia. Estas obras repercutirían de manera beneficiosa en las actividades comerciales, en particular en las vinculadas con la explotación de sal. Además, levantaría el primer puente estable sobre el Tíber, el Sublicius, cuyo guardián (el pontifex maximus
) acabaría adquiriendo funciones sacerdotales hasta convertirse en dirigente del collegium pontificum
 y principal autoridad en materia religiosa.

A Anco Marcio lo sucede el primero de los monarcas considerados etruscos, Tarquinio Prisco (616-578 a.C.). Parece clara su procedencia de Etruria –su propio nombre supone una latinización del etrusco Tarchunies
–, aunque no podamos establecer ni su ciudad de origen ni las razones precisas que lo traen a Roma. Por otra parte, que sea un rey etrusco no implica necesariamente que su gobierno signifique un predominio etrusco sobre Roma. En este sentido, como vimos al comentar la cuestión de la «etrusquización» de la monarquía, no hay acuerdo por parte de la historiografía: como usurpador e invasor lo presenta, por ejemplo, M. Pallotino; mientras otros, como J. Martínez-Pinna (1996), apuntan que cuando asciende al poder ya sería un romano a todos los efectos. En cualquier caso, su elección como monarca parece que no cumplió fielmente los cánones establecidos y quizá no contase con el apoyo unánime de los patres.
 Livio y Dionisio destacan, ante todo, su actuación en el campo militar. Así, Prisco se significa por expandir Roma hacia los prisci Latini
 y también sería el responsable de victorias en el campo de batalla ante sabinos o etruscos.

Aunque se le relaciona con el inicio de la construcción de la Cloaca Máxima, este dato parece más bien una confusión entre los dos Tarquinios, siendo el último de ellos su ejecutor. Aun así, dejó su huella en el terreno de la edificación. Construyó el templo de Júpiter en el Capitolio (anterior a la gran edificación atribuida a Tarquinio el Soberbio) y el Circo Máximo, gran recinto ovalado donde se realizaban carreras de carros. Este último era el escenario que necesitaban los juegos (ludi magni)
 que introdujo y por los que se granjeó fama de benefactor ante el pueblo. También incorporaría la práctica ceremonial del triunfo, por la cual el general victorioso entraba en la ciudad con gran pompa, seguido por su ejército y los prisioneros capturados; en el Capitolio se realizaban servicios religiosos y el día rema­
taba con una gran fiesta. El triunfo era el mayor honor que Roma podía otorgarle a un general.

Ciertos autores, entre otros M. Pallotino o J. Martínez-Pinna (1996), atribuyen un papel relevante a Prisco en la formación de la civitas
 que tendría lugar en las primeras décadas del siglo VI a.C. Por entonces, la capacidad de influencia política estaba en manos de la aristocracia tradicional, y en este ámbito actuaría el monarca debilitando su posición. De esta manera, incrementaría la composición del Senado (incorporando los patres minorum gentium
), de la caballería (duplicando las centurias, que pasaron de tres a seis) y del colegio sacerdotal de las vestales (hay quien extiende el incremento de miembros a otros colegios como el de pontífices y augures). La ampliación del número de senadores hallaría su refrendo arqueológico en la curia Senatus,
 y quizá el número de miembros se estableciese entonces ya en 300. La reforma de la caballería le permitiría al monarca incorporar a esta elevada categoría social a individuos afines a su persona. De igual modo, se puede suponer la actuación de Prisco en la organización militar. La tradición establece que el ejército antes de la reforma de Servio corresponde a la obra de Rómulo, pero cabría pensar en un ejército preserviano ciudadano y armado, aunque manteniendo tropas privadas (presentes hasta los albores de la República).

Además, como fruto de la tradición etrusca este monarca incorporaría símbolos claros de poder, tales como las insignias portadas en el triunfo y guardadas en el Capitolio. Estos elementos son interpretados como parte de un sistema ideológico para afianzar el poder de la realeza mediante su vinculación al ceremonial y a la religión a través de Júpiter. Recordemos que toda civitas
 precisa una divinidad, por lo que el templo de Júpiter Capitolino encajaría en este esquema y reforzaría la posición del rey. Por el contrario, otras voces (caso de T. J. Cornell) rechazan situar en el reinado de Prisco cambios capitales en la evolución del Estado romano, que atribuyen a su sucesor, Servio. En cualquier caso, según las fuentes Prisco practicó una política bastante continuista respecto a sus predecesores y solo alteró el perfil del monarca tradicional al morir de manera violenta. En el año 578 a.C. cayó asesinado a manos de hombres pagados por los hijos del rey Anco Marcio, quienes pretendían el trono. Aquí entró en escena el yerno de Prisco, Servio Tulio, para asumir un papel decisivo.

Servio Tulio (578-534 a.C.) es un personaje enigmático por cuanto su origen, ascenso al poder y reformas admiten versiones encontradas. Podemos admitir que fue un usurpador, pues no alcanzó el trono de la manera acostumbrada; se significó como gran impulsor de la Roma monumental y realizó reformas políticas primordiales para la evolución del Estado. Su reinado se señala como una época de esplendor para Roma, en la que esta consiguió que los latinos reconociesen su hegemonía, materializada 
en el templo de Diana en el Aventino, símbolo de la unidad latina. Según la tradición, este monarca era de origen servil, como indicaría su propio nombre, y como esclavo sería criado en el palacio real. Se ha cuestionado esta interpretación, aunque poco sentido tendría que las fuentes antiguas enturbiasen de manera intencionada la condición de uno de los monarcas más señalados por sus obras (mas lógico habría sido que ocultasen esta circunstancia). El relato establece que su madre, Ocresia, era originaria de Corniculum
 y fue hecha prisionera de guerra. Un hecho fantástico determinaría el futuro de Servio: siendo niño, mientras dormía su cabeza se cubrió de llamas pero no sufrió daño alguno. Este episodio le valió la protección de la familia real, en particular de la mujer del rey, Tanaquil, por considerarlo un presagio del futuro brillante que aguardaba a aquel muchacho. Con el tiempo se convirtió en un personaje clave en la corte de Tarquinio Prisco, asumiendo tareas políticas y militares de relevancia. A la muerte de este, desterró a sus asesinos y se hizo con el poder.

Más allá de la analística, para conocer su procedencia contamos con un testimonio epigráfico recogido en las pinturas murales de la tumba François de Vulci. Allí aparecen los nombres de varios personajes: Mastarna, quien lucha junto a los hermanos Vibenna frente a su víctima, Cneve Tarchunies Rumach (Cneo Tarquinio de Roma). Este epígrafe llamó la atención del emperador Claudio, para quien Servio Tulio sería en realidad el nombre latino del etrusco Mastarna. El sufijo -na
 significa pertenencia, por lo que Mastarna podríamos leerlo como hombre del Mastar/magister
 o jefe, y de ahí derivaría la forma latina Servius.
 No obstante, esta identificación de Mastarna con Servio Tulio no encajaría con el relato cronológico de la tradición romana; quizá fuesen dos personajes distintos o, como apunta T. J. Cornell, Mastarna sucediese a Prisco y Claudio lo identificase de forma errónea con Servio... Volvemos aquí a lo ya expresado al inicio de este apartado: puede haber monarcas cuyos nombres, sencillamen­te, desconocemos.

No obstante, el nombre de Servio no tiene que implicar por necesidad la condición de esclavo. Como praenomen
 es característico en época arcaica de una región del norte del Lacio, entre los ríos Aniene y Tíber. Y el gentilicio Tullius, derivado de Tullus, acabamos de verlo en el tercer monarca romano. Incluso el nombre de su madre, Ocrisia, es itálico (raíz ocr-
), y podría llevarnos a considerarla una itálica más desplazada al Lacio. Por lo tanto, no estaríamos obligados a ver un origen servil y extraño en la figura de este monarca, ni siquiera una procedencia etrusca, tal y como apunta J. Martínez-Pinna (2009). Para este autor estaríamos ante un latino de origen noble. El nombre de Mastarna, dado en Etruria, confirmaría esta hipótesis: como magister
 en Roma, su presencia en Etruria, combatiendo del lado de Vibenna, podría responder a un exilio por su oposición a Tarquinio. En este 
contexto, el ascenso de Servio podría ser fruto de una crisis interna, de una conspiración aristocrática. Su llegada al trono también resulta confusa, y las versiones dadas por las fuentes son contradictorias. Livio (1, 41, 6) señala que asumió el poder primus iniussu populi, voluntate patrum regnavi;
 es decir, engañando al pueblo con el consentimiento del Senado. Por el contrario, Dionisio indica que fue aclamado por las curias. En cualquiera de los dos casos, Servio estaría rompiendo la ortodoxia del procedimiento electivo, razón por la que T. J. Cornell entiende que marcaría el declive del sistema monárquico, aupándose más ya como un magistrado protorrepublicano que como un rey al uso.

En cuanto a sus logros, a Servio se le atribuyen reformas de hondo calado y trascendencia como la reorganización del cuerpo ciudadano. Además, como reyes anteriores, impulsaría la construcción de templos, edificios públicos o fortificaciones y también desempeñaría un papel relevante en la expansión romana. Este monarca mantendría los resortes del poder de su predecesor; es decir, no rompería el marco establecido, aunque precisaría nuevos pilares sobre los que afianzar su posición y singularidad. En este sentido, parece que dos podrían ser los fundamentos simbólicos de su gobierno, a juicio de J. Martínez-Pinna (2009): las figuras de Fortuna y Diana, con los santuarios a ellas dedicados; a la primera divinidad, en el foro Boario, y a la segunda, en el Aventino. El templo de Diana se presenta en la tradición como centro confederal del pueblo latino, que además Servio instaura por la vía diplomática sin recurrir a las armas.

Pero, sin duda, este rey se distingue por la trascendencia que se concede a su política interna. A pesar de las dificultades existentes para conocer con detalle sus reformas, como seguidamente comentaremos, podemos establecer que dividió al pueblo romano en nuevas tribus, superando la vieja distribución original, y efectuó el primer censo, institución por la cual los ciudadanos eran contabilizados y, además, divididos en grupos en función de su riqueza. Las fuentes que nos informan de estas reformas son, en esencia, Livio, Dionisio y Cicerón, pero ellos describen la situación del sistema vigente en plena época republicana, por lo que hay que reconstruir y suponer cuál sería la contribución real de Servio.

Respecto a las tribus, existe un debate abierto sobre el alcance de la reforma serviana, y se cuestiona su número y origen. Hay quien considera que este monarca solo creó las cuatro tribus urbanas (Palatina, Esquilina, Colina y Suburana), que incluirían artesanos, comerciantes y proletarios. Esta división cuatripartita de la ciudad completaría los cambios físicos y organizativos que experimenta Roma en el siglo VI a.C. Por el contrario, otros autores le atribuyen, además de esas, las rústicas, aunque no hay acuerdo tampoco sobre su número. Estas rústicas estarían integradas por ciudadanos propietarios de tierras, adsidui,
 y las que se conocen 
(posiblemente de época posterior) responderían a nombres gentilicios. Resulta atractivo atribuir las nuevas tribus rústicas (al margen de su número) a Servio para asentar a los nuevos grupos de ciudadanos con el objeto de facilitar la integración de la población. A nivel político supondría una mayor cohesión interna de la comunidad, una fase clave en la afirmación de la civitas,
 ya que todos los ciudadanos se hallarían unidos bajo un mismo criterio, la pertenencia a la tribu, que define la condición de ciudadanía. Sin embargo, hay autores, como T. J. Cornell, que consideran excesivo atribuir a Servio una reforma tan compleja y entienden que únicamente organizó las zonas rurales en regiones o pagi;
 y solo más tarde se habría producido su distribución en tribus.

En suma, la opinión mayoritaria considera que la reforma global de las tribus sería obra de este rey, como marco organizativo del cuerpo cívico que determina el censo y el reclutamiento. Y dos datos se dan por seguros: a Servio le corresponden las cuatro tribus urbanas, y en el año 495 a.C. se testimonia la existencia de veintiuna tribus (dos de ellas republicanas, Claudia y Clustumina). De esta manera quedaría por fijar el origen de otras quince que aparecerían de forma progresiva: Camilia, Cornelia, Emilia, Fabia, Galeria, Horacia, Lemonia, Me­nenia, Papiria, Polia, Pupinia, Romilia, Sergia, Voltinia y Voturia.

Al margen del número de tribus existentes en cada momento, la reforma de Servio estableció las bases que unían al ciudadano romano con su comunidad e implicó una completa reorganización del cuerpo cívico en función del censo. Según la tradición, este monarca realizó el primer censo, dividiendo la población en clases y centurias para facilitar el reclutamiento del ejército a partir de un criterio timocrático. Así se establecerían cinco clases, según su riqueza: la primera, hombres en posesión de 100.000 ases; la segunda, de 75.000; la tercera, de 50.000; la cuarta, de 25.000, y la quinta clase, de 11.000 ases. Los ciudadanos estarían divididos, así mismo, en grupos de edad consistentes en un número igual de centurias de iuniores
 (hombres entre los 17 y los 45 años) y seniores
 (hombres entre 46 y 60 años). Esta distribución determinaría el lugar que cada ciudadano ocupaba en el ejército (los iuniores
 prestaban servicio como soldados de primera línea y los seniores
 defendían la ciudad), con la obligación de portar el armamento propio de su clase, y en la asamblea popular creada, los comitia centuriata.


Al censo serían convocados todos los propietarios de tierra, adsidui,
 con sus hijos y dependientes en plenitud de derechos cívicos. Ellos conformarían la infantería (en dos categorías, classis
 e infra classem
) en función del armamento que portasen. En la primera clase de centuria los individuos estaban completamente armados con escudo redondo, casco, grebas, coraza, lanza y espada; en la segunda, con casco, escudo alargado, grebas, lanza y espada; en la tercera, con casco, escudo alargado, lanza y espada; en la 
cuarta, con escudo alargado, lanza y venablo; y, en la última clase, solo con hondas y piedras. Al margen se situarían aquellos que no poseían tierras, los proletarios (artesanos o comerciantes en la ciudad, y asalariados en el campo). Además, un grupo aparte estaría conformado por los caballeros, ya que los equites
 tendrían su propio sistema de reclutamiento (derivado de las tres primeras tribus). Tendríamos, por tanto, tres categorías: equitates,
 classis
 e infra classem,
 y proletarios. En este sentido, T. J. Cornell plantea la hipótesis de que en origen habría solo una classis
 (la primera clase) de cuarenta centurias, lo que encajaría con la adscripción a Servio únicamente de las cuatro tribus urbanas.

Sin embargo, los datos ofrecidos parecen anacrónicos por lo que respecta a las cifras del censo (de unas 80.000 personas para Roma y su territorio, una cifra claramente excesiva), al número total de centurias (193), etc., que corresponderían a tiempos más recientes. De hecho, en la época serviana la riqueza se medía en fanegas (iugera)
 y cabezas de ganado (pecunia),
 no en ases. Por estas razones, hoy se piensa que a Servio le correspondería solo la división original del cuerpo de ciudadanos en adsidui
 (aquellos que podían equiparse para la guerra y que, en consecuencia, formaban el cuerpo legionario) y proletarii.
 Quizá llegase a definir o fijar en una cantidad de dinero esta condición, pero la división en clases a partir de distintos niveles de riqueza sería posterior.

Aunque desconozcamos los detalles de esta organización y dudemos de algunos datos, este modelo de reclutamiento permite adaptar las nuevas tribus y asegura la leva al ejercer un mayor control sobre la población. El objetivo último del censo sería registrar a todos los hombres a disposición del ejército romano, aptos por su condición física y capaces de equiparse por su cuenta. De esta reforma nacería el primer ejército ciudadano que sustituiría al anterior de las curias y las tres tribus, aunque, como ya señalamos, quizá existiese otro intermedio (que ya conociese el combate en formación hoplítica), con lo que la transformación de Servio no sería tan radical. Por otra parte, cómo si no podríamos explicar las conquistas realizadas por monarcas anteriores, como Tulo Hostilio y Anco Marcio, de no existir tales tropas.

La reforma serviana tendría, según las fuentes, otra consecuencia, una asamblea popular: los comicios centuriados o comitia centuriata.
 Aquí el debate es aun mayor dada la falta de datos fiables; hay opiniones a favor y en contra de su existencia y desconocemos cuáles serían sus funciones, en todo caso escasas y de poca trascendencia en este momento. Cada centuria tendría un representante en la nueva asamblea. En apariencia podría verse como un sistema democrático, pero se trataba, en realidad, de una organización oligárquica, en la que se imponían los intereses de los más ricos y conservadores. Las centurias se distribuían de manera que se aseguraba el mayor peso del voto de los seniores
 frente a los iuniores,

 y de los ricos sobre el de los pobres. Los más acaudalados poseían la mayoría de las centurias: la primera clase y los equites
 comprendían 98 centurias, y todas las demás juntas solo 95.

¿Cómo valorar la política serviana? Las fuentes resultan contradictorias en este punto. Dionisio describe a un Servio popular, partidario de la plebe y que buscaba su apoyo, mientras Livio presenta a un monarca aristocrático. Si analizamos sus reformas, no parece que practicase una política favorable al pueblo, ya que impuso un esquema sociopolítico y militar regido por la riqueza. En él sigue predominando la nobleza, que es la propietaria de la tierra. Además, el sistema censitario incrementaba las obligaciones militares de la población, implicando en mayor grado a los estamentos inferiores. Y, en último término, el control que se ejercía sobre ellos era mayor. Quizá, a cambio, estos grupos recibiesen algún derecho de tipo político a través de los nuevos comicios. En el año 534 a.C. Servio fue asesinado por una trama criminal urdida por una de sus hijas, la menor de las Tulias, casada en segundas nupcias con Lucio Tarquinio, quien será su sucesor.

Llegamos así al último monarca, Tarquinio, conocido como el Soberbio (534-509 a.C.), presentado por las fuentes como un déspota, un tyrannos
 griego, un gobernante cruel que no cosechaba más que enemistades entre la aristocracia, y como un demagogo que buscaba el favor popular promoviendo grandes obras públicas. Su figura se contrapone a los logros de Servio y, de hecho, la analística minusvalora sus obras, como señaló P. M. Martin (1982): el programa urbanístico supondría esclavizar a la plebe, la adquisición de los libros sibilinos reflejaría su ceguera y la política exterior se basaría en el engaño. En palabras de J. Martínez-Pinna (2009), en el último rey de Roma se volcaría el odium regni
 republicano.

Este monarca rompe, con mayor claridad aún que su predecesor, el procedimiento de ascenso al trono. Lo usurpó de manera violenta mediante la conspiración urdida con su esposa Tulia, la propia hija de Servio, y en la que murieron varios miembros de la familia real. En su caso, el rechazo suscitado habría sido unánime, puesto que ni patres
 ni pueblo sancionarían su poder: neque populi iussu neque auctoribus patribus,
 en palabras de Livio (1, 49, 3). Y otra diferencia respecto a reyes anteriores es su carácter «dinástico», al presentarse como hijo de Prisco, al margen de las comentadas dificultades cronológicas que ello implique. Aun así, no hay ruptura alguna respecto a la política practicada por sus predecesores, y prosiguió con el desarrollo monumental de Roma. Además de construcciones que las fuentes le atribuyen y que citaremos a continuación, los trabajos arqueológicos parecen adjudicarle obras de ingeniería hidráulica en el Palatino, para drenar terrenos, y una cuarta fase de la Regia. Del mismo modo, afianzó el 
papel dominante de la ciudad en la Italia central.

Al igual que Servio, Tarquinio intentó legitimar su poder y para ello utilizó representaciones escultóricas de Hércules, que situó en puntos clave de la ciudad y, sobre todo, su vinculación con la figura de Prisco, para presentarse como continuador de su obra. Así se explicaría el ambicioso programa urbanístico aplicado a Roma. Según las fuentes, el último monarca sería el responsable de la construcción del templo de Júpiter Capitolino (el segundo como ya hemos visto), que precisó de enormes recursos, o las gradas cubiertas que se le atribuyen en el circo (quizá en una versión en madera, porque la pétrea sería posterior, aunque, en todo caso, mantendría la tradición de los ludi Romani
 impuesta por Prisco).

En cuanto a su relación con los dioses, se le atribuye la erección de dos templos, pero las fuentes parecen privarle del reconocimiento pleno de su compromiso con las divinidades. Así, levantó el templo Dius Fidius, dios de juramentos y pactos, con lo que Tarquinio estaría manifestando su respeto por las normas del derecho divino, pero no lo consagró (no se hizo hasta el año 466 a.C.). Del mismo modo, el gran templo de Júpiter en el Capitolio, que representa, como divinidad cívica de Roma, una extraordinaria manifestación de poder del rey y, al tiempo, de afirmación de hegemonía de la ciudad sobre el Lacio, fue dedicado por el magistrado republicano M. Horacio en el primer año de la República. En este mismo sentido se sitúa la introducción de los libros sibilinos, no exenta tampoco de una interpretación negativa por parte de la tradición. Según se nos narra, una anciana le ofreció los libros al rey, quien los rechazó por considerar elevado su precio. Ante la negativa regia, la mujer los fue quemando hasta que solo quedaron tres y entonces el monarca aceptó abonar el precio inicial por consejo de los augures. Estos libros contenían recomendaciones y preceptos para conjurar aquellos prodigios que supusiesen una amenaza para la ciudad. Por esta razón constituyen una garantía para la seguridad romana y merecen ser guardados en el santuario Capitolino. Así mismo cabe en la tradición el relato de una consulta que el Soberbio realiza a Delfos (confusa en cuanto a su motivación, bien el temor que provocó en el rey la visión de una serpiente en palacio, o bien la ofrenda de parte de un botín) y que sostiene la imagen de prodigios negativos que envuelven la figura de este monarca, en contraste con sus antecesores.

El capítulo más tratado por los autores clásicos es su política exterior, en la que Tarquinio sí sale bien parado. Tanto Livio como Dionisio insisten en el papel que este desempeñó a la hora de imponer, por primera vez, la hegemonía romana en el Lacio, plasmada, además, de manera formal mediante la reunión de representantes latinos en el lucus Ferentinae,
 bosque sagrado dedicado a Ferentina, en Aricia. En este sentido, hay que anotar que las comunidades itálicas formaron ligas, basadas en alianzas defensivas, 
cuyos representantes solían reunirse en un santuario o cerca de él, caso del lucus Ferentinae,
 los latinos, o del fanum Voltumnae,
 los etruscos (S. Bourdin analiza con detalle esta cuestión). Las fuentes hablan de un nomen Latinum,
 al que Plinio el Viejo atribuía 30 populi
 albenses, y Roma, tras la destrucción de Alba Longa, reclamó la hegemonía sobre esta liga. En cualquier caso, la posición hegemónica de Roma quedó luego sancionada por el tratado que esta firmó con Cartago en el 507 a.C. Polibio cita este acuerdo como el primero de los diversos pactos romano-cartagineses conservados en unas tablas de bronce en el templo de Júpiter Capitolino. En él ambos estados acordaron mantener relaciones amistosas y no emprender acciones contra sus mutuos intereses. En concreto, los cartagineses aceptaron no actuar contra varias comunidades del Lacio, entre ellas Terracina, situada a unos 100 km al sur de Roma. Quedaba así reconocida la hegemonía romana sobre la región.

Respecto a la política interior, las fuentes ofrecen poca información. De ella obtenemos la imagen de un monarca cruel y despótico que provocó el rechazo tanto de la aristocracia como de la plebe. De esta manera, persiguió a sus oponentes, que sufrieron todo tipo de castigos (pena capital, exilio o confiscación de bienes), redujo la composición del Senado, al que ninguneaba, y se rodeó solamente de familiares y amigos. Y de forma similar actuaría con la plebe, a la que sometería a duras levas. La arrogancia de Tarquinio acabó por convertir en enemigos suyos a todos los poderosos de Roma. Estos esperaron la oportunidad para rebelarse, que se presentó en mitad de una guerra, en el año 509 a.C. Según la tradición, el monarca había abandonado la pacífica política de alianza con las otras ciudades latinas practicada por Servio. Por el contrario, obligó a someterse a las más próximas y les hizo la guerra a los volscos, pueblo que habitaba la región suroriental del Lacio. Mientras seguía la guerra, su hijo, Sexto, abusó brutalmente de Lucrecia, esposa de un primo del rey, Tarquinio Colatino. Lucrecia se suicidó y el escándalo provocado por el suceso suscitó una rebelión, liderada por Colatino y Lucio Junio Bruto, sobrino del monarca. También intervino el padre de la joven, Espurio Lucrecio, y un amigo de este muy influyente, P. Valerio Publícola. Bruto tenía buenas razones para ser enemigo de los Tarquinios, pues estos habían dado muerte a su padre y a su hermano mayor. El rey, que estaba luchando contra Árdea, intentó regresar a la ciudad, pero no pudo franquear las puertas y hubo de marchar al exilio. En estas circunstancias, Bruto y Colatino serían elegidos cónsules, con lo que la caída de la monarquía habría dado paso de manera inmediata a las primeras magistraturas de elección anual. El monarca huiría a Etruria para pedir ayuda en varias ciudades, logrando que Porsena, rey de Clusio, marchase contra Roma, para sitiarla sin éxito (508 a.C.). Tarquinio no desistiría en su empeño de recuperar el trono y, por medio de su yerno, 
Octavio Mamilio de Túsculo, movilizaría a la Liga Latina contra Roma para acabar siendo derrotado.

Así, pues, se relata el fin de la monarquía mediante una narración compleja y con tintes legendarios, por la cual Tarquinio es expulsado de la ciudad por un grupo de aristócratas airados ante la tropelía cometida por su hijo. La tradición presenta el final del último rey como un golpe de Estado incruento provocado por razones internas. No obstante, parece que los estudios arqueológicos del periodo contradicen esta visión y proyectan una imagen de destrucción y, por tanto, de mayor violencia. Quizá el papel de Porsena fuese distinto; podríamos considerarlo, tras su conquista de Roma, el verdadero responsable de la expulsión de Tarquinio. Una vez que Porsena fue derrotado en Aricia (504 a.C.), quedaba ya abierto el escenario para el enfrentamiento entre Roma y las demás comunidades latinas.

No obstante, algunos estudiosos prefieren no recurrir a este episodio y optan por explicar la transición de la Monarquía a la República como un proceso largo que no precisaría un acontecimiento revolucionario como este. En realidad, poco importa que los hechos sean del todo ciertos; lo significativo es conocer cómo se produce la evolución al nuevo sistema político. Tampoco el año en sí tendría mayor trascendencia, y podemos asumirlo como una fecha convencional más, al igual que la de la fundación. Lo relevante es el periodo, y no hay duda de que el proceso tiene lugar a finales del siglo VI a.C., quizás en los años 509 o 507.

Parece deducirse con bastante claridad que el final de Tarquinio fue provocado por la actuación de grandes familias opuestas al rey. En este episodio no habría pesado el origen etrusco del monarca, sino el carácter tiránico y populista de su poder. Por otra parte, las ciudades etruscas y del Lacio abandonaban por estas fechas el régimen monárquico; mientras, las griegas promovían la creación de órganos democráticos, de ahí la generalización de ejércitos de hoplitas. Roma se encontraba en un contexto similar, con familias patricias tradicionales que se enfrentaban con otras nuevas que aspiraban a disponer de análoga representación política. Además, en la ciudad etrusca de Clusio, el rey Porsena emprendió el proyecto de adueñarse del Lacio. Ante la presión tributaria impuesta por este, las comunidades de la Liga Latina se sublevaron y lo expulsaron. Porsena, pues, no buscaría restablecer a Tarquinio en el poder y con su intervención, simplemente, habría acelerado el proceso. El final de Tarquinio escribe también el epílogo del sistema monárquico que había dado ya antes, sin duda alguna, muestras evidentes de agotamiento.

PODER E INSTITUCIONES: REY, SENADO, COMICIOS Y COLEGIOS SACERDOTALES

El poder público se fue consolidando e instituyendo, en paralelo a la conformación de la civitas
. Disponemos de poca información sobre este ámbito para los primeros tiempos de la Monarquía, aunque parece claro que la fase decisiva tendría lugar a partir del 600 a.C. Fue entonces cuando se crearon los espacios públicos del poder, Comitium
 y Curia,
 y se manifiestó de manera más ostensible el poder regio: insignias, escolta de lictores provistos de hacha con un haz de varillas (fasces),
 manto púrpura, trono de marfil o cetro con águila (elementos de clara influencia etrusca).

A nivel cívico el punto de inflexión vino dado por la elaboración del censo, por cuanto este implicó la existencia de una autoridad central ante la cual la ciudadanía rendía cuentas. Este censo, realizado de manera periódica y sancionado por un ritual sacro (lustrum),
 establecía una estructuración del cuerpo social, que ya no era de tipo gentilicio, y encuadraba a los ciudadanos varones en las dos clases que probablemente formaban el primer ordenamiento centuriado, la classis
 y la infra classem.
 La primera correspondía a aquellos que podían ser llamados al ejército al sufragar su propio equipamiento. La centralidad del censo, junto a la división territorial determinada por las tribus, rompían la estructura de poder de las gentes.


En la cumbre del poder se situaba el rey, acompañado por la Cámara Alta o Senado; completaban el cuadro las asambleas populares de los comicios por curias y por centurias. La monarquía no era heredi­taria, tal y como sugiere la tradición de manera uniforme, por lo que, curiosamente, contravendría la leyenda que establecía la descendencia por vía dinástica de la saga de reyes albanos hasta el primer romano, Rómulo. El proceso de designación del monarca era electivo. Al morir el rey, los cabezas de familia patricios (los patres
) se turnaban en el cargo de interrex,
 que cumplía de manera interina las funciones del monarca, durante cinco días, hasta que procedían a la elección del sucesor. La decisión quedaba sancionada por la lex curiata de imperio
 y los patres
 ratificaban la medida (auctoritas
 patrum).
 Es decir, los patricios autorizaban la decisión adoptada por el pueblo (auctoritas patrum, iussu populi),
 fórmula que se utilizará en el periodo republicano durante la vacante del consulado. El procedimiento contaba, además, con el consentimiento divino dado por los augures mediante la ceremonia de la inauguratio.
 El rey (rex)
 tenía el mando absoluto o imperium
 y, en una sociedad, en origen, sin estructuras políticas y administrativas, ello implicaba concentrar el poder civil y militar, inseparable también del religioso. No hay duda de su vinculación con la esfera religiosa, ya que representaba a la comunidad ante los dioses, era su interlocutor; poseía los auspicia
 (facultad de consultar a los dioses), como summus augur,
 y custodiaba la pax deorum,
 por la cual se determinaba la prosperidad y el éxito militar de la comunidad.

Por su parte, el Senado estaba integrado por los más viejos, senes,
 de los diversos clanes o gentes

 de la ciudad. Su función era asesorar al monarca, quien seleccionaba a sus miembros. El Senado estaba, respecto al resto de los romanos, en la misma posición que un padre ante su familia y, como un pater,
 era más viejo y sabio. Por esa razón sus miembros eran patricios y esperaban que sus órdenes fuesen respetadas. En origen, esta institución estaría formada por un número reducido de miembros (según la tradición, 100, que aumentarían a 300 con la incorporación de nuevas gentes,
 llamadas minori;
 cambio que las fuentes atribuyen a Prisco).

Dos serían las asambleas populares existentes en el periodo monárquico, cuya composición venía determinada por la unidad de participación: comicios por curias y comicios por centurias. La información disponible para conocer la composición y las funciones de ambas es muy escasa e imprecisa. Según la tradición, la curia (coviria,
 reunión de hombres o asamblea) fue creada por Rómulo al dividir cada una de las tres primigenias tribus en 10 unidades, para un total de 30. Se trata de una entidad muy mal conocida ya que, en verdad, ninguna fuente antigua aporta información segura sobre su composición y funciones originarias. Apenas sabemos que tomaba parte en celebraciones sagradas muy antiguas como las Fornacalia (en honor de la diosa Fornace, para dar gracias por el uso de los hornos) y Forcidicia (en honor a Tellus). Además, las curiae
 integraban la asamblea de Quirites que velaba por las relaciones sociales de tipo familiar. La reunión de estas entidades daría como resultado los comitia curiata,
 cuyas funciones se limitarían al ámbito más privado que público, como la adopción y la cooptatio
 (agregación por elección) en el seno familiar, testamentos, etc. Las fuentes también indican que esta asamblea confería el poder al rey mediante la lex curiata de imperio.
 No obstante, no habría que ver aquí tanto la expresión de la voluntad popular cuanto, más bien, un acto de ratificación del nombramiento y, sobre todo, el compromiso público de obediencia a la figura regia. Con el paso del tiempo, y la aparición de nuevas tribus y de nuevas agrupaciones sociales como las centurias, estos comicios fueron perdiendo presencia en la vida pública romana hasta desempeñar solo un papel meramente simbólico y ceremonial.

A partir de otra entidad, la centuria, derivada de la reforma política realizada por Servio, se desarrolló una nueva asamblea política, los comitia
 centuriata.
 Estas unidades integraban a todos los ciudadanos aptos para el combate, de entre 17 y 60 años de edad, clasificados en función de una determinada renta. Sabemos que en el siglo III a.C. existían 193 centurias, pero desconocemos el número que habría en época monárquica; quizá alrededor de 60, como sugiere T. J. Cornell. Esta asamblea asumió cada vez más protagonismo, pero sus competencias no están claras para el periodo de su formación durante la Monarquía.

Para completar el cuadro del poder público hay que tener en cuenta los 
colegios sacerdotales, responsables de la organización de las actividades de carácter religioso. Ya hemos indicado que el rey, además de jefe político y militar, también desempeñaba las máximas prerrogativas en este ámbito. No obstante, de manera progresiva, y dada la complejidad de sus obligaciones, perdió parte de sus atribuciones, que fueron desempeñadas por los colegios sacerdotales; entre otros, el de pontífices, el de vestales, el de augures o el de feciales.

A los pontífices, cargos vitalicios seleccionados por cooptación y dirigidos por un pontífice máximo, les competía el conocimiento del derecho (ius pontificale)
 y eran los responsables de vigilar e interpretar mores
 y iura,
 las normas privadas y públicas que regulaban la conducta de la comunidad. Este colegio, según la tradición creado por Numa, velaba por la conservación del calendario y los ritos, así como de las fórmulas religiosas y jurídicas, y redactaba los Annales.
 Es decir, al mismo tiempo atesoraba el conocimiento del derecho (ius pontificale)
 y registraba los eventos más memorables, sellando así el vínculo entre religión y derecho, divinidad y poder, y estableciendo el ritual como precepto y vía de legitimación.

Respecto a las vestales, estas constituían un colegio femenino que atendía el culto a Vesta y guardaba su fuego, lazo simbólico entre la comunidad y la familia, entre el ámbito público y el privado. Por su parte, los augures,
 procedentes como vimos de la tradición etrusca, eran los responsables de los auspicios necesarios para conocer e interpretar la voluntad divina. El ius
 auspiciorum
 supremo correspondía al rey, como ya destacamos. Los augurios podían desvelarse mediante varias observaciones: caelestia auspicia
 (alteraciones atmosféricas como rayos o truenos); tripudia auspicia
 (alimentos ingeridos por las aves y la dirección de vuelo que estas toman) o extra auspicia
 (vísceras de animales sacrificados, cuya interpretación realizan los arúspices). Los duoviri sacris faciundis
 (cuyo número creció hasta los quince miem­bros) custodiaban los Libri Sibillini,
 atribuidos a la Sibila de Cumas y conservados en el templo de Júpiter en el Capitolio. En cuanto a los fetiales,
 eran quienes dirigían los rituales propios de la paz o la guerra, en particular se significaban en los actos previos al enfrentamiento armado. Este cuadro se completaba con otros sacerdotes, flamines,
 consagrados al culto de un dios particular. Sobresalían los vinculados con la tríada capitolina, como el flamen Dialis
 (sacerdote de Júpiter).

Se trataba, pues, de una religión cívica, ligada de manera estrecha a la civitas
 y a la elaboración de iura.
 No obstante, existía también una religiosidad privada, manifestada en los cultos familiares (como los Lares y el Genio del paterfamilias
 o sacerdote del culto doméstico) y en los indigitamenta,
 numerosísimos dioses vinculados a actividades privadas, productivas o de cualquier tipo, como el trabajo en el campo, la salud, el tiempo atmosférico, etc. Todas estas divinidades poseen funciones 
claramente comunitarias, de legitimación, tanto en la vida pública como en la privada y, a diferencia del mundo griego, no configuraban una mitología divina.

LA SOCIEDAD DE LOS REYES: FAMILIA Y GENS;
 PATRICIOS Y PLEBEYOS

La sociedad romana era jerarquizada, aunque no estática, y permitió cierta movilidad, mayor a medida que avance su historia. La primera estructura social era la familia, en el seno de la cual se ejercía la patria potestas,
 un poder prácticamente absoluto, de carácter privado, que correspondía al varón de mayor edad del grupo. La familia, por línea agnaticia (masculina), se remontaba a un antepasado real y presentaba diversos grados de consanguinidad o parentela.

Las familias se agrupaban en gentes,
 por lo que una gens
 era una estructura suprafamiliar, de carácter comunitario y solidario, en la que se reconocía la existencia de un tronco común, pero este se remontaba a un antecesor mítico. No había aquí grados de parentela, y portar un nomen
 determinado era el elemento que distinguía a sus miembros. Varias de estas gentes
 estaban sometidas a la autoridad del jefe del grupo, el pater gentis.
 Además de los miembros de la propia familia y la mujer del paterfamilias,
 se podía acceder a la gens
 por adopción (adrogatio
 o adoptio
) o por cooptatio,
 mediante la autorización por el voto de sus miembros, los gentiles. Desconocemos el alcance real de las gentes
 en la Italia primitiva, a pesar de la intensa discusión historio­gráfica, sustentada por escasas fuentes. El sistema gentilicio incluiría a todas las clases sociales, a pesar de que algunos autores lo restringían en origen a los patricios. Por ejemplo, Festo establecía que los plebeyos carecían de gentes (qui gentes non habent),
 pero hoy se admite que habría gentes
 no patricias. De hecho, todos los romanos poseen un gentilicio en su nombre. Así, los personajes implicados en la narración del origen de la ciudad poseen un solo nombre, caso de Rómulo o Remo, pero, a partir de aquí, el relato presenta casi siempre a individuos portadores de los dos nombres. Algunas fuentes distinguen gentes minores.
 Livio las describe como las descendientes de los patres
 que Prisco incorporó en su ampliación del Senado. Ello implicaría la existencia de gentes maiores,
 representantes quizá de un patriciado superior integrado por los clanes más poderosos. Esta es, no obstante, una cuestión que suscita aún demasiados interrogantes dada la escasa información disponible.

Cada ciudadano romano pertenecía a una clase social determinada por la riqueza. En época monárquica los grupos sociales eran los patricios, los clientes y los plebeyos. El término pater
 posee tres significados: miembro del Senado, jefe familiar y sujeto de condición patricia. Los patricios procederían de las más antiguas gentes

 y se conformaron como una nobleza hereditaria, aunque su origen resulta muy difícil de establecer. Los patres
 no se identificaban de manera exclusiva con los senadores porque el término pater
 alcanzaba un significado mayor: no todos los patricios eran miembros del Senado. Los patres
 afirmaban su distinción, frente a los plebeyos, por la posesión de un nomen
 y por la conciencia de pertenecer a una estirpe de gran antigüedad. Al final del periodo monárquico constituían una auténtica casta, una nobleza hereditaria que disponía del ejército mejor armado e imponía su voluntad sobre las clases no nobles. Suyo era el poder político, religioso y judicial, al ocupar magistraturas y sacerdocios. Durante la Monarquía los patricios eran los únicos que podían alcanzar la condición de interrex
 y a ellos les competía en exclusiva la capacidad de tomar auspicios. Su preeminencia se asentaba también en la riqueza, basada en propiedades, tierra o clientes a su cargo.

Precisamente, un amplio sector de la población libre tenía la categoría de cliente, con lazos de dependencia con grandes grupos familiares. Esta vinculación era en origen de tipo económico, pero se transformó en relación de encomienda, de protección a cambio de la prestación de una serie de servicios. Los clientes trabajaban la tierra de los gentiles y recibían a cambio una pequeña parcela.

La mayoría de la población se hallaba al margen de este sistema gentilicio y conformaba la plebs.
 Se discute, igual que para el caso de los patricios, el origen de la plebe. Se ha buscado una raíz étnica o económica, pero estos criterios no parecen oportunos. El aspecto que diferenciaba a los plebeyos fue la ocupación desempeñada, dependiente, en buena medida, de su lugar de residencia. Dentro de este colectivo se daban situaciones socioeconómicas muy distintas, puesto que hallamos artesanos, comerciantes, asalariados, etc. Todos formaban parte del populus
 y aquellos que poseían propiedades podían integrar la classis
 del ordenamiento centuriado de Servio. Ahí residió, de hecho, la fuerza con la que se presentó este colectivo a principios de la República. La plebe fue creciendo con la incorporación progresiva, sobre todo, de población inmigrante (vencidos y extranjeros), junto con clientes emancipados.


SEGUNDA PARTE

LA ROMA DE LA NOBILITAS
 REPUBLICANA

De esta forma, entre la debilidad de uno solo y la irreflexión de los muchos, los aristócratas obtuvieron la posición media; nada puede encontrarse más moderado que esta.

Cicerón, De re publica,
 1, 34, 52.
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Mapa 3.

 La conquista de Italia (siglo III a.C.)


III

LA FORMACIÓN DE LA REPÚBLICA

Una vez superado el régimen monárquico, Roma se convirtió en una República. Este largo periodo de su historia abarcó cinco siglos de duración, en los cuales se produjo la gran expansión de Roma, primero por la península itálica y a continuación por todo el Mediterráneo. Debido a la extensión temporal de esta etapa, algunos estudiosos plantearon distinguir subperiodos, pero ninguna propuesta ha trascendido. Aunque no les pongamos nombre, cierto es que algunas fechas, por su trascendencia, determinaron cambios de rumbo y nuevas etapas. En esencia se distingue una primera República arcaica, que desde su inicio abarcaría hasta el año 367 a.C. (con las leyes Licinias-Sextias), o incluso hasta el 287 a.C., cuando se decreta el carácter obligatorio de los plebiscitos para todo el pueblo romano. Estos dos primeros siglos supusieron tiempos de confrontación, tanto externa, con comunidades de Italia, como interna, por los conflictos sociales. El resultado fue, en el primer ámbito, una nueva estructura territorial; en el segundo, un nuevo aparato institucional. A partir de aquí se entraría en una República media, de estabilidad interna y expansión exterior. Y, por último, estaría la República tardía, iniciada en tiempo de los hermanos Graco (133 a.C.) y marcada por la crisis final del régimen.

Nuestra información para esta etapa sigue siendo fragmentaria e indirecta, procedente de fuentes muy posteriores a los hechos relatados (básicamente Polibio, Dionisio y Livio) y que ofrecen sus versiones a partir de obras perdidas. Con frecuencia hallamos en estos textos visiones anacrónicas debido a las «actualizaciones» a las que someten los acontecimientos narrados los autores.

LA TRANSICIÓN AL RÉGIMEN REPUBLICANO

Una vez que desaparece el último rey, ¿qué alternativa se propone; cómo se resuelve la transición al nuevo régimen? Las fuentes simplifican el proceso al otorgar el poder a una magistratura de dos hombres, parece que con el título de praetores,
 y que luego conoceremos como cónsules. Estos serían elegidos por los comitia centuriata
 para un año de mandato, con imperium,
 y heredarían buena parte de las insignias regias o símbolos del poder real (que portarían cada uno de los dos de manera alternativa). Es decir, se produciría la transición del poder de uno (el rey) al poder por pares, dos magistrados anuales (primero pretores y, mediado el siglo V a.C., cónsules). El Senado, por su parte, mantendría su posición. De manera 
progresiva, el aparato de poder se completaría con la creación de diversas magistraturas de orden menor. Se trataría, pues, según la tradición, de una solución de continuidad respecto al régimen monárquico, en la que desde un inicio aparecerían los signos que caracterizaron el poder republicano: anualidad y colegialidad.

No obstante, esta versión no ha convencido a todos los estudiosos, razón por la cual algunos autores han buscado una transición más «natural» o sencilla, que requeriría el mando inicial de un solo individuo, que sustituyese o desplazase al rey, un praetor maximus
 (por ejemplo, T. J. Cornell) o un dictator
 (como propone F. De Martino). Para salvar el hecho de que en los fastos se registren dos nombres (y no uno), se aduce que uno habría ostentado un poder superior a su colega; en el caso del praetor maximus,
 habría otro pretor de competencias menores y, en el del dictator,
 este habría contado con un asistente como magister equitum.
 De hecho, el mayor obstáculo para aceptar la lectura tradicional de los acontecimientos es la falta de paralelismos en la época, ya que no conocemos un poder máximo compartido por dos individuos. Las ciudades etruscas mantenían el régimen monárquico y las del Lacio magistraturas republicanas. T. J. Cor­nell resuelve la situación aduciendo que el nuevo régimen no haría más que combinar, de manera genial y probando el eclecticismo del que hicieron gala los romanos, elementos ya existentes. En el nuevo régimen la figura del rex sacrorum
 sustituiría al antiguo monarca y asumiría buena parte de sus funciones religiosas: supervisión del calendario, sacrificios al inicio de cada mes y en los comicios, etc., aunque con el tiempo su papel se iría desdibujando y acabaría sometido al pontifex maximus
 como un miembro más del colegio pontificio. Por el contrario, no podría ejercer cargos público ni pertenecer al Senado. De este modo, antes de la instauración plena del poder republicano y, a modo de transición, habría una monarquía doble con un magistrado vitalicio (magister populi),
 que gobernaría junto a un rey limitado ya solo a su papel religioso, reducido ad sacra.


Por otra parte, las fuentes mencionan también a tribunos militares ostentando poderes consulares en la segunda mitad del siglo V a.C., quienes, en determinados años, estando en suspenso el consulado, desempeñarían sus competencias. Se trataría de grupos de magistrados, hasta seis u ocho hombres, aparentemente de igual rango. Este dato ha llevado a algunos autores, como H. I. Flower, a hablar de un periodo de «experimentación» a partir de mediados de esta centuria, con soluciones alternativas en la cima del poder.

En consecuencia, en la sustitución de la monarquía por el régimen republicano los poderes religiosos del rey siguieron transmitiéndose a un sacerdote, el rex sacrorum,
 y el resto de las competencias monárquicas pasaron a altos magistrados civiles anuales y epónimos, los cónsules. 
Probablemente hubo una fase de transición hasta la creación de las magistraturas supremas colegiadas, pero nos falta información sobre los pormenores del proceso. Para los defensores de la tradición, ese periodo transitorio fue breve y estaría consolidado a principios del siglo V a.C., cuando se comienzan a proponer las primeras reivindicaciones plebeyas. En cuanto a la fecha, las fuentes datan en el año 509 a.C. el nacimiento de la República. No hay certeza alguna en este dato, pero sí sabemos con seguridad que el proceso se sitúa a finales del siglo VI a.C. Por último, debemos recordar que el cambio de régimen político en Roma puede encajarse dentro de las transformaciones que tenían lugar en la cuenca mediterránea; en particular en el mundo griego, en el que las tiranías dieron paso de manera progresiva a nuevos sistemas «democráticos», y en la propia Italia, donde no quedarán gobiernos monárquicos ya en el siglo IV a.C.

EL CONFLICTO ENTRE PATRICIOS Y PLEBEYOS

Bajo esta expresión la historiografía incluye una serie de cuestiones sociales clave para el desarrollo de la República en sus dos primeros siglos de existencia. Según la interpretación tradicional de las fuentes, el conflicto entre los dos órdenes arrancaría desde el propio origen de Roma, puesto que la división de la población en dos correspondería ya a Rómulo: de su organización nacerían las gentes
 propias de los patricios. El enfrentamiento se plasmaría en una serie de episodios en los albores del periodo republicano y concluiría a mediados del siglo III a.C. No obstante, hoy en día se asume que se trata de un proceso muy complejo y de larga duración, que no se cierra y que está presente, incluso, en la crisis de la res publica.


Los protagonistas

Ya trazamos las pinceladas esenciales de los patricios en el capítulo anterior. Se trataba, en tiempos de la Monarquía, de un grupo de condición hereditaria (conformado por hijos legítimos de padre patricio) que basaba su poder en el prestigio de su origen (gentes
 antiquísimas) y en su condición privilegiada (oficiaban las principales ceremonias sagradas, asumían el interrex
 y entregaban los auspicia
 al rey). En la transición al nuevo régimen las fuentes indican que mantendrían esta condición elitista en el orden político, al ostentar en exclusiva la magistratura del consulado. No obstante, el registro de los fasti
 no corrobora esta afirmación y se constatan nombres de cónsules de condición plebeya.

En cualquier caso, parece que los patricios defendieron a ultranza su monopolio de las magistraturas (es lo que G. De Sanctis denominó serrata,

 y que podríamos traducir por cerrazón) y que este fue uno de los argumentos del conflicto. La posición patricia fue inmovilista y procuró mantener el control exclusivo de los resortes del poder, fruto de las estructuras gentilicias. Esta posición chocaba con el carácter dinámico de las formas estatales, derivadas de las nuevas estructuras nacidas de la reforma censitaria. Otros elementos que entraron en juego fueron las comunidades latinas que Roma fue incorporando, como fuerzas centrífugas que rompían la definición territorial rígida de la ciudadanía romana. De ahí surgió un contraste aún mayor de posiciones: al inmovilismo patricio, de tipo vertical, en el conflicto interno que lo enfrentaba con el orden plebeyo se opuso la «movilidad horizontal» (como la caracterizó C. Ampolo) que Roma practicó hacia fuera con otras comunidades. Es decir, la apertura hacia el exterior contrastaba abiertamente con la cerrazón interna. Tenemos, en suma, un grupo patricio cerrado y exclusivo que mantenía su poder en el arranque de la República al controlar magistraturas, Senado y sacerdocio. Además, sus miembros reaccionaron, ante las pretensiones de otros de romper su monopolio, dotándose de un código aristocrático estricto que afirmase su superioridad; de ahí la prohibición de contraer matrimonios mixtos o la limitación de la ostentación.



Cuadro 2.
 Conflicto entre patricios y plebeyos (siglos V-III a.C.)






	
Año (a.C.)


	
Medida


	
Consecuencia





	
494


	
Secesión de la plebe (Aventino)


	
–tribunos de la plebe

–ediles





	
451


	
Ley de las XII Tablas


	
derecho codificado





	
449


	
Ley Valeria Horacia


	

–plebiscita
 obligatorios para la plebe

–inviolabilidad de tribunos de la plebe





	
445


	
Ley Canuleya


	
matrimonios mixtos entre patricios y plebeyos





	
367


	
Leyes Licinias Sextias


	
–consulado abierto a plebeyos

–restricciones de ager publicus






	
326/313


	
Ley Petelia Papiria


	
prohibición del nexum
 (esclavitud por deudas)





	
318


	
Ley Ovinia


	
Senado abierto a plebeyos





	
300


	
Ley Ogulnia


	
sacerdocios abiertos a plebeyos





	
287


	
Ley Hortensia


	
los plebiscita
 adquieren categoría de ley









Por lo que respecta a la plebe, resulta más difícil definirla ante la diversidad de sus integrantes, puesto que plebs
 no significa en latín más que muchedumbre o masa. De hecho, su unidad no fue reconocida sino por su oposición a un enemigo común, y esta tardó en llegar. Este complejo movimiento vivió en su evolución varias fases que retratan también los diferentes componentes del colectivo. En la primera etapa del conflicto, hasta mediados del siglo V a.C., la plebe presentó un programa de tipo defensivo con reivindicaciones económicas. Esta plebe, que cada vez desempeñaba un papel mayor en el ejército, se sentía autorizada para alzar la voz. Sus demandas se relacionaban, de manera estrecha, con la política exterior romana, cuyas conquistas permitían la adquisición de nuevas tierras que había que repartir. En un principio, pues, la plebe solo se defendió ante los latifundistas, aquellos que acaparaban la propiedad de la tierra. No hubo en origen reivindicaciones de orden político contra el monopolio del poder patricio.

A continuación, en la segunda mitad de esta centuria, la elite plebeya asumió el protagonismo para reivindicar ya mayor participación en la vida política, un acercamiento a la posición exclusivista de la que gozaba el patriciado. Es decir, los plebeyos ricos quisieron romper el círculo patricio, para incorporarse a él. Por fin, en una última fase, en el siglo IV a.C., el conflicto se manifestó de una manera rotunda con reivindicaciones generales, asumidas por una inmensa mayoría de plebeyos pobres que pretendían mejorar sus condiciones de vida, limitando la explotación económica a la que eran sometidos. En suma, partimos de una masa campesina empobrecida que buscaba tierras; nos encontramos luego a una elite plebeya que luchaba contra el exclusivismo patricio, y acabamos con un movimiento plebeyo amplio y de composición heterogénea acompañado de una nueva oligarquía.

Hitos del conflicto

Según la tradición, el primer episodio del enfrentamiento entre estos ordines
 tuvo lugar a inicios del régimen republicano, en el 494 a.C.; fue la secesión protagonizada por la plebe, en su retirada al monte Sacro (o 
Aventino, en función de las versiones). A la vuelta de una cam­paña militar, los plebeyos se negaron a regresar a Roma y se amotinaron. Esa fue su respuesta a la negativa de la minoría patricia a repartir el fruto de una conquista en la que participaban de manera activa y decisiva. La revuelta supondría la formación de un Estado alternativo, en el que la plebe retaba al poder establecido dotándose de estructuras propias: una asamblea organizada a partir de una base territorial, las tribus (concilium plebis);
 magistrados (tribunos), cuya misión era proteger a la plebs
 de los excesos del poder, y un templo (a Ceres, Líber y Líbera) con vigilantes propios, los ediles. Al margen de los detalles del relato, este episodio significó una sedición, la ruptura de la cohesión social y del cuerpo ciudadano, y, por tanto, una amenaza para la estabilidad de Roma. Actuarían aquí ya de manera conjunta los estratos más pobres de la población, unidos por su marginación. La defensa de intereses comunes daría lugar a la conciencia de integrar un mismo grupo, la plebe (K. A. Raaflaub, 1986).

Las demandas de la plebe, agravadas por la crisis económica en Italia y algún revés militar sufrido por Roma, se circunscribían en un inicio a tres cuestiones, muy relacionadas entre sí, que determinaban la pobreza de sus miembros: deudas, alimentos (ante carestías y falta de cereal) y tierras. Los campesinos reclamaban con insistencia parcelas de esas tierras incorporadas al Estado por la conquista y que eran ocupadas y apropiadas por la minoría más adinerada. Esta fue, sin duda, la principal demanda plebeya, el reparto de ager publicus.
 De hecho, las fuentes registran numerosos intentos de distribución por parte de los representantes de la plebs
 (ya en el año 486 a.C. Espurio Casio propuso repartir entre la plebe y los latinos tierras ganadas a los hérnicos) hasta la primera lex de modo agrorum,
 que fue la Licinia, en el año 367 a.C.

La primera mitad del siglo V a.C. supuso, además de un periodo de crisis económica, un tiempo de inestabilidad política que derivó en varias revueltas. Ante ellas, según las fuentes, el Senado reaccionó en el año 454 a.C. con el envío de una embajada a Grecia para estudiar sus leyes, en particular la obra de Solón. Seguidamente, en el año 451 a.C. se suspendió la constitución y se nombró un grupo de diez magistrados con poder consular para redactar un código de leyes (decemviri legisbus scribundis).
 Estos individuos, todos de condición patricia, promulgaron diez tablas de leyes. Al año siguiente se añadieron dos más por parte de un segundo decenvirato, en cuya redacción intervinieron ya plebeyos. Este segundo colegio, de la mano de Apio Claudio, adoptaría comportamientos tiránicos negándose a abandonar el poder. La crisis desencadenaría una nueva revuelta popular, guiada por Marco Horacio y Lucio Valerio, quienes fueron nombrados cónsules, restituyendo así el normal funcionamiento del régimen republicano. Las leyes se registraron en doce planchas de bronce y se 
expusieron en el foro. Parece que fueron destruidas durante los ataques galos del año 390 a.C., aunque el texto nos ha llegado en esencia a través de citas diversas.

El relato, una vez más, suscita dudas. No habría necesidad alguna de enviar legados a Atenas para estudiar sus leyes (y, por otra parte, las de Solón no serían las más recientes ni la referencia buscada), por cuanto las que se recogen en estas tablas no son más que las normas que venían aplicándose, como era costumbre, en Roma. Por consiguiente, no hay nada nuevo en ellas que exigiese atribuirlas a una influencia exterior. Dejando al margen esta cuestión, menor por otra parte, lo que realmente nos interesa es el contenido de dichas tablas y su trascendencia. Ante todo, estas XII Tablas no son un código legal, ya que en ellas no hallamos una compilación sistemática de leyes, sino solo una colección de sentencias. No obstante, su redacción supuso un paso decisivo en el proceso de equiparación de los ordines,
 por cuanto hasta este momento el derecho era consuetudinario, se regía por la costumbre. Y los responsables de estas mores,
 quienes acaparaban el saber jurídico y lo interpretaban a su libre arbitrio, eran únicamente los pontifices,
 lo cual implicaba un monopolio patricio.

Por otra parte, el hecho mismo de que se procediese a fijar por escrito un cuerpo normativo no resulta extraño, sino que encajaba en la dinámica vivida en el mundo griego en la época, donde las comunidades publicaban sus normativas. La redacción suponía la normalización de una serie de principios y, en sí, resultaba positiva para toda la población, tanto plebeya como patricia. Para la primera más, en la medida en que estaba excluida del conocimiento de las normas de la justicia, pero ello no significaba que las leyes aquí recogidas fuesen especialmente favorables para los plebeyos ni que respondiesen a sus reivindicaciones. Es más, autores como M. Crawford (1996) consideran que la redacción de este cuerpo legal favoreció la cohesión del grupo patricio, en la medida en que algunas de sus normas buscaban su igualdad interna, como una autorregulación.

Se incluyen aquí diversas cuestiones, entre las principales: familia, matrimonio y divorcio; herencia y propiedad; deudas y esclavitud o procedimiento judicial. De esta manera, las XII Tablas nos acercan a la sociedad de la época, descrita como una comunidad arcaica, en la que las relaciones giraban alrededor de los lazos familiares y de dependencia, y en la que la economía era esencialmente agraria, ya que la tierra y el ganado determinaban la riqueza. Conocemos, así, la presencia destacada de esclavos y el riesgo de perder la libertad a través del endeudamiento o nexum,
 el poder del paterfamilias,
 la sumisión de la mujer, la ostentación en ciertos hábitos funerarios, etc. Veamos con más detalle algunos de estos aspectos.

Los esclavos constituían un colectivo numeroso, sobre todo dedicado al servicio doméstico, que procedían en su mayoría de la conquista (como prisioneros de guerras), junto con el nacimiento (hijos de esclavos o vernae

). El esclavo podía acceder a la libertad, la manumisión, bien por el testamento de su amo, o bien si este lo inscribía como ciudadano en el censo o lo declaraba libre ante un magistrado (manumissio vindicta).
 Mientras, un ciudadano podía perder su libertad al no hacer frente a sus deudas mediante el nexum
 y, en la práctica, esta situación constituía un sistema de explotación de mano de obra dependiente, aunque los deudores siervos, o nexi,
 no perdiesen su condición de ciudadanos.

En las XII Tablas se sanciona el poder del paterfamilias,
 ya que este gozaba de una autoridad cuasi ilimitada, in potestate,
 en el seno familiar, no solo sobre los parientes sino sobre todos los miembros de la casa. El pater
 decidía incluso sobre la vida o muerte de sus hijos, aunque pocas veces ejercía esta potestad, salvo en el momento del nacimiento. Existían, pues, personas sui iuris,
 los cabezas de familia, frente a aquellos alieni iuris.
 Al paterfamilias
 correspondía también la propiedad de todos los bienes de la casa. Y, en caso de que este falleciese sin testar, heredaban los hijos por igual y, de no haber herederos directos, los parientes agnados.

En cuanto a la mujer, esta aparece siempre sometida a la autoridad de un hombre, ya fuera el paterfamilias
 o por vía matrimonial. En el matrimonio, la manus
 podía sellarse mediante una ceremonia religiosa (confarreatio),
 a través de una compra simbólica (coemptio)
 o, simplemente, por usus
 (tras un año de cohabitación). De igual modo, pasar tres noches fuera de casa a lo largo de un año suponía la ruptura de esta manus.
 También existía un matrimonio sine manu,
 en el que la esposa no dejaba a su familia paterna y seguía, por tanto, bajo la potestad de su padre. En este sentido, se prohíbe el matrimonio entre patricios y plebeyos, o mixto, una inhumanissima lex
 a juicio de Cicerón (rep.
 2, 37, 62). La medida, incluida en el segundo año del decenvirato, permitía a la minoría patricia preservar su control de las instituciones ante la elite plebeya.

Las tablas VIII y IX abordan aspectos del derecho procesal, regulando el procedimiento de manera precisa en cuanto a testigos, gestos o fórmulas judiciales. En general, se modera el espíritu de la ley del talión y se procura la compensación económica en evitación de la pena capital. Además, se garantiza que ningún ciudadano pueda ser ejecutado sin condena previa, el ius provocationis
 o derecho de apelación ante la asamblea. De igual modo, se incluyen ya medidas que sancionan la conducta irregular de los jueces.

Por lo respecta a la prohibición de realizar enterramientos intramuros (tabla X), además del carácter higiénico de tal disposición, debemos ver en ella la necesidad de frenar la ostentación dentro de la nobleza aristocrática, como un modo, de nuevo, de autocontrol interno, para evitar que ninguno de sus miembros sobresaliese demasiado.

En el año 449 a.C., Lucio Valerio y Marco Horacio, elegidos cónsules, 
ratificaron el orden instaurado por las XII Tablas y dictaron nuevas leyes que consolidaron el acuerdo entre plebe y patriciado para librarse de los decenviros. Estas medidas supusieron un hito, un punto de inflexión en la evolución de las reclamaciones plebeyas. En primer lugar, se reconocía el carácter sacrosanto, inviolable, de los magistrados plebeyos, tanto de tribunos de la plebe como de ediles. En segundo lugar, se establecía el derecho de apelación o provocatio
 de los ciudadanos. Y, en tercer lugar, se otorgaba validez de ley a los plebiscitos, ya que «lo que la plebe reunida por tribus acordase obligaba a todo el pueblo» (Livio 3, 55, 3).

A continuación, otras disposiciones favorecieron la estructura de poder que estaba conformando la plebe. En el 445 a.C., el tribuno de la plebe Cayo Canuleyo consiguió derogar la prohibición del matrimonio entre ordines.
 Esta medida permitía el acceso a las magistraturas curules, ya que por vía matrimonial se podía superar la limitación plebeya de tomar los auspicios. No obstante, fracasó en la reivindicación de abrir el acceso al consulado, aunque se concedió que los tribunos militares poseyesen potestad consular. Poco después, en el año 409 a.C., se abrió también la cuestura (que, de dos miembros, había pasado a cuatro en el 421 a.C.) a los plebeyos.

El siglo IV a.C. trajo tiempos de recuperación y expansión, en particular una vez superada la amenaza de los galos. Sin embargo, de manera paradójica, esta extensión del dominio de Roma agudizó, o hizo al menos más evidente, la crisis económica sufrida por los colectivos más pobres. Sus demandas seguían siendo las mismas: reparto de las tierras conquistadas y reducción de deudas, consecuencia directa de la pobreza y de la falta de tierras. Las fuentes relatan un intento sedicioso fracasado, liderado por el patricio M. Manlio Capitolino, en el año 384 a.C., de exigir al Senado medidas que aliviasen el endeudamiento de la población. Al margen de la veracidad de los detalles del episodio, de nuevo se ponía de manifiesto un grave problema social. En este contexto hay que entender las propuestas de los tribunos de la plebe C. Licinio Estolón y L. Sextio Laterano, presentadas en el año 376 a.C. y que no fueron aprobadas hasta el 367, bajo la dictadura de Furio Camilo, una vez superada la persistente oposición y el rechazo patricios ejercidos vía intercessio.
 Se incluían aquí tres rogationes
 sobre tierras, deudas y acceso de la plebe al consulado. Estas medidas afectaban, por fin, a todo el grupo plebeyo en su complejidad. Sin embargo, superar limitaciones de los derechos plebeyos no implicó reducir privilegios de la minoría patricia.

La plebe reclamaba repartos de parcelas (assignatio viritana)
 cuya propiedad privada pudiese alcanzar, y no tanto la ocupación de ager publicus
 que solo suponía el usufructo de una propiedad colectiva, y también exigía limitar la extensión de las posesiones de un propietario para evitar la conformación de latifundios. Así, una de las disposiciones de las leyes 
Licinias-Sextias impuso una multa a quien superase el límite fijado (500 iugera,
 según Livio), aunque no articuló ningún mecanismo para recuperar la tierra sobrante. La victoria sobre la ciudad etrusca de Veyes permitió repartir la mitad del ager Veientanus
 en lotes de siete iugera
 por cabeza, mientras la otra mitad se mantuvo como ager publicus
 para ser ocupado por patricios y, quizá ya, por ricos plebeyos. A lo largo del siglo IV a.C. se fueron reduciendo las grandes movilizaciones de la plebe en busca de tierra. Poco a poco se consolidó un sector importante de pequeños propietarios que integraba, además, el núcleo esencial de las tropas, la plebe rural. A partir de aquí solo se produjeron algunos episodios menores, ya en el siglo III a.C., hasta la gran crisis agraria en tiempo de los Gracos, a finales de la segunda centuria.

Respecto a las deudas, las fuentes trasladan diversos disturbios provocados por esta cuestión en la época. El texto de los tribunos Licinio y Sextio establecía que, a todas las deudas existentes, se les dedujesen los intereses abonados y se pagasen en tres plazos anuales. A continuación, otras medidas, a mediados de siglo, limitaron los tipos de interés, facilitaron los pagos e impusieron penas a los usureros. En concreto, en el año 344 a.C. se promovieron diversos procesos contra usureros y, dos años después, la ley Genucia prohibió los préstamos con interés (aunque su puesta en práctica habría sido nula). Finalmente, el nexum
 fue abolido por la ley Petelia Papiria (326 o 313 a.C.), poniendo fin a un largo proceso de reivindicación plebeya. En realidad, el contexto había cambiado para permitir esta solución. Las conquistas y la colonización facilitaron los repartos de tierra, y las mejoras económicas aliviaron la pobreza de muchas familias. Cabe pensar, pues, que el nexum
 fuese ya en este momento una situación residual o que su daño fuese bastante limitado. Además, los éxitos militares de Roma permitían ampliar la mano de obra mediante prisioneros, convertidos en esclavos (el impuesto sobre manumisiones del año 357 a.C. hace suponer su relevancia).

En el terreno político, las leyes Licinias-Sextias implicaron una modificación significativa en cuanto a los derechos de acceso a las magistraturas por parte de la plebe. El consulado se abrió de manera definitiva a los plebeyos y L. Sextio Laterano fue nombrado cónsul en el 366 a.C. La magistratura no se compartió hasta el año 342 a.C. y, a partir de aquí, se registró un plebeyo en todos los consulados; y, en el año 172 a.C., por vez primera, los dos cónsules fueron plebeyos. La inclusión de plebeyos en la magistratura superior permitía la formación de una nueva nobleza mixta patricio-plebeya que desdibujaba el conflicto entre los dos órdenes.

Estas leyes también supusieron la creación de una nueva magistratura solo para patricios (que a partir del 337 a.C. se abrió a la plebs
), la pretura, para el ejercicio de funciones judiciales en la ciudad de Roma, y dotada de imperium.
 Esta medida puede interpretarse como una cesión a los patricios, 
pero también como una vía para organizar mejor el Estado, articulando de manera más eficaz las instituciones de la res publica.
 Además surgieron dos nuevos ediles, curules, primero solo patricios pero luego se suprimió esta limitación. De igual modo, el colegio responsable de los ritos sagrados, duumviri sacris faciundis,
 se amplió a diez (cinco patricios y cinco plebeyos).

En suma, las leyes Licinias-Sextias significaron, en su conjunto, un cambio decisivo en la evolución política y social de Roma al abrir camino en demandas capitales. Este fue el primer intento legal para atacar el problema de las deudas (tras la toma de conciencia por parte del patricio Manlio de la grave situación). Y lo mismo sucedió con el reparto de tierras, como primera lex de modo agrorum
 (con anterio­ridad la norma no escrita, fijada por la costumbre, impedía a los plebeyos ocupar el terreno público). A nivel político, tenemos ya a un plebeyo en el consulado (L. Sextio Laterano, 366 a.C.) y a otro comandando una campaña con sus auspicios (L. Genucio, 362 a.C.). Es decir, la elite plebeya (integrada por grandes terratenientes) alcanzó la cúspide del poder, viendo cumplidas, pues, sus aspiraciones políticas. A partir de aquí llegarían otros logros políticos para los plebeyos: el primer dictator
 en el año 356 a.C., el primer censor cinco años después o el primer pretor en el 336 a.C.

De manera progresiva, otras disposiciones permitieron un mayor reparto del poder. L. Genucio (342 a.C.) propuso varias medidas encaminadas a regular el desempeño de las magistraturas: debían transcurrir diez años para volver a ocupar una magistratura; no se podían ostentar dos cargos en un mismo año y, como acabamos de anotar, se establecía la obligación de que uno de los cónsules fuese de condición plebeya. A partir de aquí se evitó la reiteración en el cargo que solo se produciría en situaciones excepcionales. Por su parte, las leyes Publilias, del 339 a.C., presentadas por el dictador Q. Publilio Filón, incluían tres medidas de relevancia. En primer lugar, las decisiones de la plebe eran ya vinculantes para el pueblo; en segundo lugar, la autorización del Senado para la presentación de una rogatio
 debía ser previa a la misma (se limitaba así la capacidad de los senadores, mediante obstruccionismo religioso, de intervenir en el proceso político); y, en tercer lugar, uno de los censores tenía que ser plebeyo. Por último, la ley Ogulnia (300 a.C.) abrió a los plebeyos la participación en los colegios sacerdotales superiores de augures y pontífices (cargos vitalicios). El hecho de que esta concesión tardara tanto en alcanzarse refleja la trascendencia ideológica que poseía la representación religiosa. Las prerrogativas patricias en este ámbito (toma de auspicios) se habían visto mermadas de forma paulatina con el acceso plebeyo a las magistraturas superiores, y a los patricios solo les quedó el privilegio de los auspicios en el nombramiento de interrex.
 Vemos, pues, cómo el cuadro administrativo se desarrolló y amplió, permitiendo la incorporación, ya imprescindible, de grupos no patricios. Mientras, los 
plebeyos mantenían en exclusiva el tribunado y dos ediles.

Por fin, la ley Hortensia, del año 287 a.C., propuesta por el dictador Q. Hortensio, estableció que las resoluciones adoptadas por la plebe serían de obligado cumplimiento para toda la ciudadanía; es decir, los plebiscitos adquirieron entonces fuerza de ley. Ya no había, pues, distinción entre plebiscitos y leyes, salvo en su origen: los primeros nacían en las asambleas populares y las segundas en los comicios, a propuesta de cónsules y pretores o, en su caso, dictadores. Esta medida, una vez más, tuvo lugar a raíz de una sedición popular, provocada por una carestía en plena guerra samnita, y se resolvió con el recurso a la dictadura. Se considera que la ley Hortensia cierra el conflicto entre patricios y plebeyos, al menos de manera abierta y explícita, que se había prolongado durante dos siglos.

Consecuencias

¿Hay vencedores y vencidos? Las reformas políticas beneficiarían, ante todo, a un reducido grupo de plebeyos ricos; mucho más dudoso resulta verificar las ventajas que la gran mayoría de la población pudo extraer de ellas. Los patricios no perdieron ni prerrogativas ni privilegios, sino que solo los compartieron. El viejo patriciado se fue reduciendo de manera progresiva con la extinción de algunas de sus gentes,
 pero mantuvo posiciones, en la medida en que no perdió ningún cargo ni cedió poder. Es más, conservó alguna distinción en exclusiva, como interrex, rex sacrorum
 y algún sacerdocio menor o el flamen
 de Júpiter.

Sí hubo un cambio significativo, puesto que todos aquellos ciudadanos excluidos de la oligarquía conformaron ya un único gran grupo bajo la denominación genérica de plebs.
 Y esta sería la consecuencia, y no la causa, del conflicto, como algunos autores, T. J. Cornell por ejemplo, han señalado. Recordemos que a principios del siglo V a.C. los plebeyos no eran un grupo, sino que se conformaron como tal a partir de la reivindicación de sus derechos. La plebe quedó así definida por aquellos que carecían de poder político y económico: en esencia los más pobres, pequeños propietarios y comerciantes, y artesanos; todos aquellos que se hallaban en una situación vulnerable a nivel económico, muchos de los cuales hallaron en las colonias su mejor sa­lida. En la práctica, la plebs
 vio aliviada su precariedad al resolver la cuestión del endeudamiento y acceder al reparto de tierras; ambas circunstancias favorecidas por la expansión romana, que permitió la afluencia de mano de obra esclava y la incorporación de territorios mediante la fundación de colonias. Por otra parte, se eliminaron las barreras para su participación en la vida política y religiosa, aunque su influencia real no se incrementó de manera sustancial.

De hecho, al final del proceso el movimiento plebeyo perdió su carácter revolucionario, en la medida en que sus instituciones quedaron incorporadas al sistema político. En primer lugar, las magistraturas de los tribunos de la plebe y los ediles fueron cada vez más frecuentadas por jóvenes nobles como vía de ascenso en la carrera política. Y, así, los tribunos de la plebe actuaron muchas veces en función de los intereses de la oligarquía patricia. Por su parte, la asamblea de la plebe (concilium plebis)
 fue reconocida como asamblea del pueblo, y sus resoluciones (plebiscita)
 asumieron carácter de ley. Las reuniones exclusivas de la plebe no se suprimieron, pero el concilium plebis
 se asimiló a los comicios por tribus. De este modo, las instituciones propias de la plebe (tribunado, edilidad, asambleas) se convirtieron en instrumento de la legislación propuesta por la nueva elite.

La gran beneficiada del enfrentamiento social fue esta nueva oligarquía, una nobilitas
 conformada por los patricios de siempre y los no patricios con recursos económicos y con acceso pleno ya a todas las estructuras del poder. Esta aristocracia se presentó muy cohesionada, aunque no poseyese una definición legal o jurídica. Frente al patriciado, cerrado y exclusivista, este grupo se abrió a aquellos que, por sus recursos económicos, pudiesen destacar en la carrera política o militar, en el foro o en el campo de batalla respectivamente. Si antes la sangre, el linaje familiar, determinaba el rumbo de un noble, ahora, además del nombre, este disponía de otros recursos con los que competir en busca de gloria
 o dignitas.
 Por esta razón hay quien propone hablar en este momento de una nueva República, encabezada por su nueva nobilitas.


En consecuencia, más que el triunfo de la plebe con la equiparación de derechos respecto a la minoría patricia, del conflicto surgió una nueva oligarquía patricio-plebeya, que permaneció unida hasta el último siglo republicano. Ella lideró la conquista de Italia, cuyo botín, repartido entre los plebeyos pobres, permitió integrarlos de forma plena en la defensa del Estado. El proceso no implicó necesariamente que la población no patricia gozase de más libertad y ejerciese mayor influencia política, sino que sus instituciones se pusieron al servicio de los intereses de los nobles. Cambiaron de manera sustancial las reglas del juego y el escenario, pero mucho menos sus protagonistas.

EL ESTADO

La República había nacido como reacción al regnum,
 a la aspiración al poder unipersonal. El gobierno republicano representa la li­ber­tas
 del pueblo romano y, en su defensa, debe evitar el regnum
 y la prepotencia del Senado. 
Varios son los elementos que conforman la constitución republicana que permiten una suerte de particular equilibrio de poderes y derechos del individuo, como bien ha indicado M. Pani. Los diferentes componentes del sistema que gestionan el poder están ligados entre sí, se contrapesan, garantizando el equilibrio de la constitución. Por ejemplo, el cónsul puede comandar sus tropas, pero precisa que el Senado autorice su financiación. Esta limitación de poder permite el equilibrio institucional en el que participan magistra­turas, asambleas y Senado. A priori existe el riesgo de que los magistrados acaparen demasiado poder, pero esta amenaza se contrarresta al ser elegidos por el pueblo reunido en sus asambleas; su poder es limitado en el tiempo y compartido, y desarrollan una carrera política regulada. Este sistema funcionó mientras hubo consenso social, sobre todo en la República media, según interpretaba el propio Cicerón, y se rompió de manera fatal en el último siglo republicano.

Magistraturas

Las magistraturas son los cargos públicos que el Estado fue creando, de manera progresiva, al ritmo de los cambios y del devenir histórico. Una serie de características las distingue, ya que son, en general, electivas, temporales (anuales), colegiadas, jerárquicas, especializadas, gratuitas y responsables.



Cuadro 3.
 Magistraturas






	
Magistrados


	
Duración del cargo


	
Competencias


	
Poderes


	
Elegidos por





	
ordinarios


	
	
	
	



	
cónsules (2)


	
1 año


	
–dirección del gobierno

–mando militar

–convocatoria de asambleas populares y Senado


	
–imperium

–potestas


	
Comitia centuriata





	
pretores (2)


	
1 año


	
–justicia


	
–imperium

–potestas

–iurisdictio


	
Comitia centuriata





	
ediles (4)


	
1 año


	
–seguridad y orden públicos

–juegos

–mercados


	
–potestas


	
Comitia tributa





	
cuestores (8)


	
1 año


	
–finanzas


	
–potestas


	
Comitia tributa





	
censores (2)

(excónsules)


	
18 meses


	
–censo

–mos maiorum


–supervisión de las cuentas estatales


	
–potestas


	
Comitia centuriata





	
tribunos de la plebe (10)


	
1 año


	
–defensa de los derechos de la plebe


	
–tribunicia potestas (sactrosanta)


–intercessio



	
Concilium plebis





	
extraordinario


	
	
	
	



	
dictador (1)


	
6 meses


	
–en caso de crisis, restauración del orden o dirección de una guerra


	
–imperium

–potestas


(superior a todos los magistrados)


	
Nombrado por un cónsul (por orden del Senado)









Los magistrados son elegidos por las diversas asambleas: cónsules, pretores y censores, por los comicios centuriados; ediles, cuestores y tribunos, por los comicios por tribus; el dictador queda fuera de esta condición, ya que es nombrado por el Senado. Además, la reelección en el cargo queda prohibida antes del transcurso de diez años. La mayoría de las magistraturas duran un año y, como excepciones principales, encontramos la dictadura (con un tiempo máximo de desempeño de 6 meses) y la censura (con una duración límite de 18 meses). No obstante, en la segunda mitad de la República fue frecuente la prórroga de ciertos cargos. Ninguna magistratura se ejerce en solitario para evitar la concentración de poder (con la excepción de la dictadura) y esta condición no supone la división de poder sino la actuación 
conjunta, ya que el derecho de veto permite evitar o anular actuaciones sin acuerdo. Por otra parte, se establece una jerarquía, cursus honorum,
 en el ejercicio progresivo de las diversos puestos que definen la carrera política, desde el escalón inferior al superior: cuestura, edilidad, pretura, consulado y censura. La ley Villia Annalis,
 en el 180 a.C., sancionó una antigua pauta al fijar la edad mínima para el desempeño de ciertos cargos: 31 años para la cuestura, 37 para la edilidad, 40 para la pretura y 43 para el consulado, e impuso intervalos de dos años entre cada mandato.

El ejercicio del cargo no está remunerado, por lo que su desempeño significa, ante todo, un honor. De esta manera, la carrera política quedó limitada en la práctica a una minoría de familias capaces de afrontar la exigencia económica que implicaba. No obstante, aunque las magistraturas no se gratificaban, los beneficios económicos que se derivaban de su desempeño podían ser cuantiosos. De hecho, uno de los problemas más graves de los últimos años republicanos fue la corrupción, tanto en Roma (delitos que afectaban sobre todo a la campaña electoral, de ambitu
) como en las provincias (abusos o concusión, crímenes de repetundis
). Por otro lado, los magistrados juraban ante los dioses respetar las leyes públicas, por lo que respondían de sus actos ante ellos y ante la comunidad. Una vez finalizado su mandato, podían ser juzgados, de manera que se consideraban responsables de su gestión.

Además, las magistraturas pueden clasificarse, de acuerdo con una serie de propiedades, como mayores o menores, curules y no curules, comunes y extraordinarias, o según ejerciesen o no el imperium.
 Los magistrados mayores son aquellos que pueden celebrar, junto con los augures, los auspicios principales (cónsules, censores y pretores). Los magistrados curules (dictador, cónsul, pretor, censor y edil curul) disfrutaban de signos de distinción externos e indumentaria propia en las ceremonias públicas: la silla curul (sella curulis)
 y la toga pretexta (de color blanco y con banda púrpura). La mayor parte de las magistraturas son ordinarias y ello implica que siguen un orden establecido, una escala o cursus honorum.
 Además, cada cargo ejerce en una esfera de actuación o competencia determinada, potestas,
 por lo que todos los magistrados la poseen. No obstante, no todos disfrutan del imperium,
 un poder mayor, en origen de carácter militar. Los magistrados con imperium
 (cónsules, pretores y dictadores) pueden consultar los auspicios y convocar tanto al Senado (ius agendi cum patribus)
 como a las asambleas populares (ius agendo cum populo).
 Este poder puede ejercerse dentro de Roma (imperium domi),
 en el ámbito civil, o fuera de ella, imperium militiae,
 en el ámbito militar, que faculta, sobre todo, para reclutar tropas y dirigir ejércitos. De hecho, salvo concesiones de triunfo, se prohíbe la entrada de tropas en la ciudad.

Una última característica de las magistraturas es su especialización, que 
implica que cada cargo asume funciones propias y específicas. Según la tradición, los cónsules fueron los primeros magistrados, aunque ya hemos visto que resulta dudosa esta aseveración y parece que solo a mediados del siglo V a.C. se impuso esta magistratura doble. En todo caso, los cónsules ostentaban el poder supremo civil y militar; convocaban los comitia centuriata
 y portaban los símbolos regios (fasces),
 de manera alternativa cada uno de los dos.

La censura, creada en el año 443 a.C., asumía la realización del censo (lista de ciudadanos y bienes), labor que habían desempeñado con anterioridad reyes y cónsules; y, por la ley Ovinia (entre el 318-312 a.C.), también le correspondió la elaboración de la lista de miembros del Senado (lectio senatus).
 Los censores ejercieron, además, la vigilancia de las costumbres y de las tradiciones según la moral pública, la cura morum,
 así como el control del patrimonio del Estado (alquiler de la explotación de bienes públicos, contratación de obras públicas, etc.). Los censores eran elegidos cada cinco años para un mandato con una duración máxima de 18 meses. Para optar a este cargo ser requería haber sido cónsul, razón por la cual constituía el honor más elevado y cuyo desempeño reportaba un enorme prestigio social.

En cuanto a la pretura, como ya hemos indicado, esta se creó a partir de la leyes Licinias-Sextias del año 367 a.C. Al igual que el consulado, esta es una magistratura con imperium,
 mayor, curul y ordinaria, y su competencia específica es la justicia (ius dicere inter cives).
 A mediados del siglo III a.C. se creó la figura del pretor peregrinus
 para tratar los casos entre romanos y extranjeros, o entre extranjeros que vivían en la ciudad (inter vives et peregrinos vel inter peregrinos urbe Roma ius dicit).
 Debido al crecimiento de Roma y al incremento de los procedimientos judiciales, el número de pretores aumentó de manera progresiva.

Por lo que respecta a las magistraturas menores, dos surgieron, como hemos visto, como fruto de las reivindicaciones de la plebs,
 la edilidad y el tribunado de la plebe. El relato tradicional establece que durante la primera secesión (año 494 a.C.) se nombraron dos magistrados anuales, ediles, cargo reservado solo a los plebeyos. Su función era velar por el nuevo templo levantado como centro de culto de la plebe y, de hecho, aedilis
 viene de aedes,
 templo, en referencia al dedicado a Ceres, Líber y Líbera en el Aventino. Esta magistratura adquirió carácter institucional con las leyes Licinias-Sextias, que crearon otra dualidad edilicia, los ediles curules, primero solo patricia, pero enseguida abierta también a los plebeyos. Con el tiempo, las diferencias en cuanto a sus funciones entre los primeros ediles plebeyos (elegidos por los concilios de la plebe, concilia plebis
) y los curules (elegidos por las asambleas por tribus, comitia tributa
) se difuminaron. Las competencias que fueron asumiendo abarcaron el archivo de documentos, el 
mantenimiento de calles y edificios, el orden públi­co, la vigilancia de los mercados, la organización de juegos o el aprovisionamiento de cereal.

De igual modo, los tribunos de la plebe aparecerían en el contexto de la primera sedición. Desde el número inicial de dos crecieron hasta diez a mediados del siglo V a.C., y sus poderes (sacrosanctitas, ius intercessionis
 y ius auxilii
) se fueron precisando y ampliando. En un principio, su función principal era convocar y dirigir la asamblea del pueblo, abierta a todos los ciudadanos, excepto los patricios. Su autoridad se basaba en su condición de sacrosantos o inviolables, la llamada lex sacrata,
 un juramento de obediencia y defensa de la plebe a los tribunos que impedía que nadie les infligiese daño alguno físico o moral (lo cual constituiría un sacrilegium
). Aquel que osase atacarlos se volvería sacer
 (maldito o execrable), al haber ofendido a los dioses, por lo que podría ser ejecutado impunemente y sus bienes confiscados. Los tribunos, a su vez, tenían la capacidad de defender a los ple­beyos e impedir que estos sufriesen castigos arbitrarios por parte de otros magistrados mediante el ejercicio del ius auxilii.
 Por su parte, el ius intercessionis
 concedía al tribuno la potestad de oponerse a la acción de cualquier magistrado, pero también al Senado y a las decisiones judiciales. De esta manera, el tribunado de la plebe adquirió el derecho a intervenir en la gestión legislativa, deliberativa y ejecutiva del gobierno mediante el ejercicio del veto o intercessio.
 Además de estos poderes de tipo defensivo (inviolabilidad, auxilio y veto), con los que se podía ejercer la oposición al poder, el tribuno contaba con un mecanismo de intervención directa en la vida pública (ius agere cum plebe),
 la presentación de propuestas de ley o rogationes
 en las asambleas populares, que el propio magistrado convocaba y presidía. Por otro lado, y como magistratura en origen excepcional, este tribunado se situaba al margen del cursus honorum.


Por último, inmediatamente después de la publicación de las XII Tablas se crearon dos cuestores para la administración de las finanzas del Estado (aerarium populi romani).
 Con el tiempo, la cuestura se convirtió en el primer grado de la carrera política y el número de sus miembros se fue incrementando de manera progresiva. Con el desarrollo de la administración provincial aparecieron los cuestores provinciales, supeditados a los respectivos gobernadores.

Para terminar, en cuanto al poder en el ámbito religioso, los auspicios, que comprendían la autoridad para averiguar la voluntad de los dioses y ganar su favor para las acciones de la comunidad, cobraron mayor importancia, y la lucha final entre patricios y plebeyos se centró en el sacerdocio. Diversos cargos asumieron funciones religiosas. El pontifex maximus
 era el responsable superior, al frente de todos los colegios, salvo el de las vestales; él fijaba el calendario y elaboraba la crónica anual. En un segundo plano se situaba el rex sacrorum,
 cuyo origen ya vimos que era 
difícil de precisar, quien asumió competencias rituales en determinadas fechas; no obstante, esta figura estaba limitaba ya que impedía desempeñar ninguna magistratura ni ingresar en el Senado. Por último, los cónsules estaban capacitados para realizar sacrificios, tomar auspicios (como otros magistrados mayores) o dedicar templos.

Asambleas populares

Las diversas formas de organización del pueblo romano (tribus, curias o centurias) definían distintas asambleas que experimentaron una evolución particular en el periodo republicano. Ya conocemos los comitia curiata
 por ser la asamblea más antigua; estos perdieron poder de manera progresiva y, a finales del siglo IV a.C., prácticamente carecían de funciones. Por su parte, los comitia centuriata
 reunían al pueblo romano por centurias para designar a los magistrados con imperium
 y votar las declaraciones de guerra y paz. En origen congregaban al pueblo en armas, de ahí que su papel en tiempos de guerra fuese en aumento.

Por su parte, los comitia tributa,
 reunidos por tribus, acabaron integrándose en la asamblea de la plebe o concilium plebis.
 En el año 471 a.C. el tribuno Volerón Publilio promovió la reforma por la cual se organizó la asamblea del pueblo tomando como referencia las tribus de carácter territorial. La nueva asamblea, así organizada, permitía una mayor integración de la plebe dentro del Estado. Las propuestas eran aprobadas mediante voto colectivo (la mayoría de los votos de una tribu determina la votación de esta), lo que permitía un funcionamiento más democrático y aseguraba el papel de la plebe rural, con mayores dificultades para participar. Esta asamblea adoptaba ple­biscitos, resoluciones tomadas tras la votación por mayoría de las propuestas presentadas por los tribunos, y de obligado cumplimiento primero solo para la plebe y, a partir de la ley Hortensia (287 a.C.), para todo el pueblo romano. Esta asamblea se convirtió en el principal órgano legislativo romano. En este sentido, al tiempo que el territorio romano crecía sin parar, el Estado hubo de crear nuevas tribus para incluir a sus ciudadanos. A partir del año 387 a.C., y tras casi un siglo sin novedades en este capítulo (Livio señalaba 21 a principios del siglo V a.C.), Roma creó nuevas tribus (primero, a raíz de la ocupación del ager Veientanus
) y, a partir de aquí y de manera continua, hasta un número final de 35.



Cuadro 4.
 Asambleas populares






	
Asambleas


	
Comitia curiata


	
Comitia centuriata


	
Comitia tributa


	
Concilium

plebis





	
Unidades de voto


	
30 curias, 10 en cada una de las 3 primitivas tribus.


	
193 centurias

(hasta 273 a.C.)


	
35 tribus: 4 urbanas y 31 rústicas


	
35 tribus: 4 urbanas y 31 rústicas





	
Ciudadanos presentes


	
En época histórica, cada curia representada por un lictor


	
Todos los ciudadanos en función de su riqueza


	
Todos los ciudadanos


	
Solo plebeyos





	
Competencias


	
Dar solemnidad a la designación de cargos.

Adopciones, testamentos, etcétera


	
Elección de magistrados superiores.

Principal órgano legislativo hasta fin s. III a.C.


	
Elección de magistrados inferiores.

Principal órgano legislativo desde fin s. III a.C.

Máximo tribunal de apelación


	
Elección de tribunos de la plebe y ediles plebeyos









En principio, pues, a lo largo de la República aumentaron las posibilidades de participación política del pueblo, que tenía más foros en los que manifestar su opinión (además de las asambleas señaladas estarían las contiones,
 reuniones o mítines), podía designar magistrados y votar leyes. En apariencia, este esquema participativo ofrecía una imagen casi democrática, al estilo griego, por la capacidad legislativa de la plebe y su peso político. Esta perspectiva ha provocado que la vieja interpretación de la política romana, que ponía el acento en el control de la aristocracia, conocida como la ortodoxia oligárquica, haya sido sustituida en la últimas décadas por una nueva ortodoxia que podemos denominar popular, que destaca la fuerza de la opinión pública. Por ejemplo, A. Yakobson considera que la influencia del pueblo en el proceso electoral determinó la legislación de corte reformista. No obstante, tanto la complejidad del sistema de votación (había que acudir a Roma en las fechas fijadas, lo que podía implicar abandonar durante días el trabajo) como la dependencia de un magistrado (para su convocatoria o dirección, ya que no hay libertad de 
palabra) o la corrupción electoral (sobornos, presiones) limitaron en la práctica la capacidad de acción de la plebe. De hecho, estas asambleas pueden considerarse incluso, en ocasiones, un instrumento más de la aristocracia, que las manejó sin grandes dificultades hasta la fase final del periodo republicano. Quizá debamos buscar, como propone K. J. Hölkeskamp, una nueva ortodoxia que explique las relaciones del poder republicano, más allá de la aristocracia y del pueblo, caracterizada por la singularidad romana que supone una forma única de entender la política.

LA CONQUISTA DE ITALIA

Roma había vivido un último siglo monárquico brillante, afirmándose y creciendo a todos los niveles. Por el contrario, el siglo V a.C. trajo consigo un periodo conflictivo en el que, como hemos visto, entraron en contradicción las estructuras gentilicias heredadas del pasado con las estructuras cívicas impulsadas por la reforma serviana, y en el que también se cuestionó su hegemonía en Italia. De este modo, en este periodo Roma tuvo que afrontar conflictos constantes con otras comunidades: etruscos, al norte; sabinos, al nordeste; ecuos, al este, y volscos, al sur; luego se les unieron galos, quienes llegaron desde la región septentrional, y también griegos, en la Magna Grecia. Ante todos ellos, los romanos demostraron que contaban con un ejército capaz y organizado, gracias a la reforma serviana y a la incorporación progresiva de fuerzas externas. Entre principios del siglo IV y mediados del II a.C., sus tropas conquistaron Italia y, a continuación, buena parte del Mediterráneo. Posiblemente fuese aquí donde se forjó el genio romano, combinando éxitos y fracasos de manera imparable hasta el triunfo final.

En primer lugar, inmediatamente después de la desaparición de la Monarquía, Roma se enfrentó a sus vecinos del Lacio. La tradición nos presenta a Porsena, rey etrusco de Clusio, acudiendo a Roma en ayuda del último monarca, y siendo frenado por la valentía de Horacio Coclita y Mucio Escévola. Precisamente cuando Roma estaba en manos de Porsena, las ciudades latinas se unieron (506 a.C.) para derrotar a su hijo, Arrunte, en Aricia, centro del culto de la Liga. En esta reorganizada Liga Latina no participaba ya Roma y, es más, la nueva alianza decidió atacarla. El enfrentamiento decisivo tuvo lugar en el lago Regilo. De nuevo, las fuentes dan al relato tintes legendarios y hacen intervenir a los Dióscuros en favor de Roma, en una victoria que parece no resultaría nada fácil. En cualquier caso, de ahí se derivó el tratado sellado entre la Liga Latina y Roma, de la mano del cónsul Espurio Casio.

La firma del foedus Cassianum,
 en el año 493 a.C., determinó la 
naturaleza de la coalición entre las diversas ciudades del Lacio. Estas comunidades compartían ya celebraciones religiosas: en el monte Albano (las Feriae Latinae
), en Lavinio o en Aricia (cueva de Diana), que implicaban una vinculación cultural, étnica y religiosa. Del mismo modo, gozaban de privilegios sociales y jurídicos, iura: ius conubium
 (contraer matrimonio legítimo con un miembro de otra comunidad la­tina), ius commercium
 (negociar con personas de otras comunidades latinas y formar contratos jurídicamente vinculantes; ello implicaba, por ejemplo, la posesión de bienes inmuebles) o ius migrationis
 (obtener la ciudadanía de otra comunidad latina al fijar la residencia en ella). No obstante, nada de esto significaba una unión política o militar, y recordemos que Roma estaba fuera de la propia Liga. En cambio, a partir de aquí, esta sí adquirió la condición de una alianza, cuyos términos establecieron la hegemonía de Roma.

Latinos y hérnicos (incluidos en el tratado poco después) lucharon de manera conjunta, aunque en contingentes separados, y así se organizó de manera eficaz la defensa del Lacio. El botín, compuesto por bienes muebles, ganado, esclavos y tierras, sería repartido de manera proporcional en función de la contribución a la campaña militar. La dificultad surgió en el reparto de las tierras y fue resuelta a través de la fundación de colonias: la tierra conquistada se distribuyó entre los colonos que fundaban el nuevo asentamiento. Las fuentes refieren la creación de numerosas colonias de este tipo en los dos primeros siglos republicanos. Se trataba de las colonias latinas, determinadas por su condición jurídica como veremos, comunidades nuevas e independientes, integradas en su mayoría en la Liga Latina, a la que aportaban tropas.

Por otra parte, la violencia con la que se abrió el siglo V a.C. provocó una importante crisis económica en la región e inseguridad constante. En esta época no cesaron las incursiones de diversos grupos en el Lacio: sabinos, al nordeste; ecuos, al este; y volscos, al sur. Estos ataques no supusieron grandes enfrentamientos abiertos, sino, básicamente, operaciones de saqueo por parte de poblaciones que buscaban recursos en épocas de escasez. Roma sufrió diversas derrotas ante los volscos, quienes llegaron a las puertas de Roma. También los ecuos debieron ser frenados, en el 458 a.C., por Q. Cincinato. Roma se impuso a ambas comunidades en Álgido, en el año 431 a.C., y a partir de aquí decayeron de manera notable sus incursiones.

Otro enemigo que Roma no podía descuidar era la etrusca Veyes, situada a unos quince kilómetros al norte de la ciudad. Por su prosperidad, suponía un rival directo con el que competir por el control de las comunicaciones en el valle del Tíber. No se trató ya aquí de razias u operaciones menores de saqueo, sino de campañas bélicas organizadas libradas en tres guerras. De hecho, las nuevas exigencias militares se tradujeron en cambios sustanciales en el ejército romano: introduc­ción de la soldada (stipendium),
 
formación en manípulo en sustitución de la falange hoplítica y cuarteles de invierno (hibernalia),
 frente a las campañas estacionales anteriores. En cuanto a la contienda en sí, el resto de las ciudades etruscas se mantuvieron al margen, excepto Ceres, aliada de Roma, y Tarquinia, partidaria de Veyes. En la primera guerra (483-474 a.C.) los etruscos, que incluso se acercaron a Roma, salieron mejor librados. En la segunda (437-435 a.C.), los romanos tomaron Fidenas y, ya en el último enfrentamiento (406-396 a.C.), Roma, encabezada por el dictador Furio Camilo, se lanzó sobre la propia Veyes. La anexión de esta y su territorio (ager Veientanus)
 supuso para los romanos fortalecer su posición de manera determinante, ya que buena parte de la Etruria meridional se incorporó al ager Romanus.


Gracias a esta victoria se calcula que Roma, en el siglo V a.C., incrementó de forma considerable su extensión, pasando de los 900 km2
, aproximadamente, con los que inició la centuria, a los 1.600 con los que la cerró, acompañada de un aumento significativo de población. Por otra parte, tras la victoria sobre Veyes el equilibrio existente con la Liga Latina, en el centro peninsular, se inclinó de manera definitiva a favor de Roma, la cual mostró a partir de aquí una actitud mucho más decidida y agresiva en su política exterior.

Entonces, por el norte llegó otra amenaza extraitálica, los galos. Desde finales del siglo VI a.C. parece rastrearse su presencia en la península, ejerciendo presión sobre la Padania etrusca, aunque de manera poco significativa. Se trataba, como en casos anteriores, de expediciones de saqueo en busca de botín, protagonizadas por boyos, sénones o língones, entre otros. En el 390 a.C. estas gentes atravesaron el valle del Po y los Apeninos, invadiendo el norte de Etruria. Su avance imparable les llevó, tras la victoria de Alia, a saquear y rendir a la pro­pia Roma. Según las fuentes, le infligieron una derrota humillante, aun­que los estudios arqueológicos no parecen corroborar una destrucción mayor. En realidad, Roma pronto se recuperó y Livio, por ejemplo, señala hacia el año 378 a.C. la construcción de una muralla en torno a la ciudad que implicaría un empleo ingente de recursos (la describe como una construcción imponente de once kilómetros de longitud que abrazaría cerca de 500 hectáreas de superficie), e inició de nuevo campañas en Etruria, ante todo frente a Tarquinia, y contra ecuos (derrotados en el 388 a.C.) y volscos (vencidos en 386 a.C.). Para consolidar su posición en estas regiones Roma aplicó un programa de fundación de colonias latinas: Sutrio y Nepete (en Etruria); Sátrico y Secia (en territorio de los volscos).

En consecuencia, Roma se recuperó rápido del saqueo galo y protagonizó una política de conquista y consolidación en las primeras décadas del siglo IV a.C. No obstante, no vivió libre de conflictos, pues­to que las comunidades latinas y los hérnicos aprovecharon la situación creada por la invasión gala. El foedus Cassianum

 había dejado de ser efectivo por lo que, ante la amenaza exterior, algunas comunidades latinas permanecieron fieles a Roma (por ejemplo, Túsculo) y otras (caso de Tíbur o Preneste), en cambio, se unieron a los volscos contra ella. Los romanos fueron derrotando a cada uno de sus rivales. Túsculo, al no oponer resistencia, en el año 381 a.C. se constituyó en el primer municipio romano. A sus habitantes, libres, se les concedió la ciudadanía romana; aun conservando su identidad colectiva y cierto grado de autonomía interna, se vieron sometidos a los derechos y obligaciones que implicaba dicha ciudadanía, fundamentalmente en lo referente al servicio militar.

A mediados del siglo IV a.C. Roma inició una nueva fase de hostilidades con sus rivales para afianzar su hegemonía. Los latinos aducían que eran tratados por Roma más como vencidos que como aliados, y quizás en su queja latiese en realidad el recelo a la expansión romana. Aquí situamos la guerra contra los hérnicos, la renovación del tratado con los latinos en el 358 a.C., enfrentamientos con Tíbur y Preneste, o contra Tarquinia y Ceres. Además, los romanos tuvieron que afrontar nuevos ataques de galos e, incluso, de griegos por la costa. Las victorias de Roma afianzaron su posición y mostraron una ciudad cada vez más ambiciosa y segura de su poder, fruto de un dominio estratégico cimentado en la adquisición de territorios y en la incorporación de sus gentes a su aparato militar. El nuevo tratado que firmó con Cartago, en el año 348 a.C., simbolizó su dominio sobre el Lacio y anunció la manifestación de este fuera ya de Italia.

En la segunda mitad del siglo se aceleró la política de conquista. El mayor enemigo fueron entonces los samnitas, con los que Roma luchó en diversas contiendas. En el año 343 a.C. comenzó el enfrentamiento con estas comunidades montañosas, no muy desarrolladas, del sur de los Apeninos centrales y de lengua osca (hirpinos, caudinos, carricinos y pintros). Los samnitas habían atacado a sidicinos y campanos, y, al sitiar Capua, esta ciudad pidió ayuda a Roma. El con­flic­to terminó con una paz de compromiso por la que los samnitas reconocían la anexión de Capua a Roma (341 a.C.). Las comunidades latinas entraron en la contienda y Roma acabó premiando a aquellas que permanecieron a su lado, mientras se enfrentó a otras en la segunda guerra latina (340-338 a.C.), que concluyó con la ruptura de la Liga y el dominio efectivo del Lacio.

La segunda guerra contra los samnitas (327-304 a.C.) surgió a raíz de la fundación romana de la colonia de Fregelas (Caprano), entendida por los samnitas como una agresión. Roma declaró la guerra a Nápoles y, tras varias alternativas (derrota romana en las Horcas Caudinas, 321 a.C.), los samnitas acabaron pidiendo la paz. Esta tregua, sin embargo, no trajo un tiempo de paz para los romanos, porque estos tuvieron que responder, ante nuevos ataques en Etruria, Umbría y las regiones montañosas de la Italia 
central, contra hérnicos y ecuos. Las comunidades que se enfrentaban a Roma comenzaban a vislumbrar el poderío que esta atesoraba y ambicionaba, y realizaron ya los primeros intentos de organizarse contra ella.

Llegamos así a la tercera guerra samnita (298-290 a.C.), en la que Roma se alió con unos enemigos de los samnitas, los lucanos. A nivel interno, cabe resaltar ya cómo en esta época se renovaban, de forma inusual, mandos y prórrogas extraordinarios, señal inequívoca de las exigencias a las que se veían sometidos los romanos. Finalmente, en el año 295 a.C., un ejército compuesto por samnitas, etruscos, umbros y galos se enfrentó a Roma en Sentino (Las Marcas), por el número de efectivos una de los batallas capitales libradas en Italia. La victoria romana determinó el futuro de la península puesto que, poco después, la rendición samnita significó la consolidación del poder romano en la región sur, Campania, en contacto directo con la Magna Grecia. Le quedaba a los romanos aún frenar alguna incursión gala, en el ager
 Gallicus,
 que acabó asegurando mediante la colonia latina de Arímino (Rímini) en el 268 a.C. Y, todavía, en las regiones de Etruria y Umbría continuaron los enfrentamientos hasta el 264 a.C.

En cuanto a la Italia meridional, la situación había estado en calma durante este periodo. La mayoría de las ciudades de la Magna Grecia mostraban signos claros de decadencia provocada por la evolución política interna, así como por la presión de grupos locales (samnitas, campanos, lucanos, apulios y brucios). Roma comenzó a interesarse por la región a principios del siglo III a.C., cuando decidió ayudar a Turios contra los lucanos. Acto seguido, otras comunidades buscaron su protección. En este contexto, Tarento atacó a Turios y pidió ayuda en su lucha a Pirro, rey de Epiro. Los romanos intervinieron y combatieron por primera vez contra un ejército helenístico, con numerosos efectivos y gran capacidad estratégica. Con Tarento existía un tratado previo que limitaba la navegación romana en la región; al romperlo Roma, Tarento tenía ya un casus belli,
 aunque, en el fondo, pesaría más el recelo tarentino ante la expansión romana. Tras varios enfrentamientos, algunos muy intensos, favorables a uno y otro bando, los romanos ocuparon la Magna Grecia y conquistan Tarento en el año 272 a.C.

En este caso Roma había actuado al igual que en otros escenarios: acudía solo en respuesta a la llamada de auxilio de la población local y apoyando a la elite gobernante. Por otra parte, la intervención de Pirro puso de manifiesto que Roma era considerada ya una amenaza directa y que defendía su posición hegemónica en la Italia central ante un posible rival. Aunque las dificultades que Roma afrontaba en el sur animaron nuevas revueltas por parte de samnitas, lucanos o brucios, tras la toma de Volsinii, en el año 264 a.C., se puede dar por concluida la conquista romana de Italia. 
Así, a mediados del siglo III a.C., justo antes de las guerras púnicas, Roma abarcaba una extensión de unos 13.000 km2
, cuando cien años antes rondaba los 5.000. Gobernar este territorio supuso un reto mayor aún que haberlo conquistado.

EL TRIUNFO ROMANO: LA ORGANIZACIÓN DE ITALIA

Había sido un proceso relativamente rápido, consumado en unos setenta años, en el que Roma supo imponer un control definitivo sobre los territorios ocupados y en el que apenas hubo de afrontar revueltas. Las claves que explican este éxito militar, más allá de la destreza de sus tropas, la organización del ejército o la estrategia, hay que buscarlas en la política exterior que consolidaba las conquistas. De este modo, en el 338 a.C. Roma impuso un convenio que determinaba su modelo de expansión y ponía fin a ligas y confederaciones, por cuanto fue firmado con cada una de las comunidades derrotadas de manera individual. Por tanto, afirmaba su jerarquía como cabeza única de todo el sistema y establecía diversos tipos de relaciones, categorías públicas distintas en función de los derechos y obligaciones de cada civitas
 respecto a Roma. Es decir, organizó un sistema jerárquico en el que no había un condicionante étnico y en el que se distinguían tres tipos esenciales de comunidades: de pleno derecho, sin derechos políticos y aliados o socii.


La primera se aplicó a buena parte de las civitates
 latinas vencidas que fueron incorporadas al Estado romano, de forma que sus habitantes se convirtieron en ciudadanos romanos de pleno derecho (civitates optimo iure);
 se trataba de municipios como Aricia, Nomento, Lanuvio, etc. En la segunda categoría, fuera del Latium Vetes,
 a las comunidades vencidas, que conservaban instituciones propias, se les aplicaron derechos parciales de ciudadanía, excluyendo los políticos (civitates sine suffragio).
 La primera fue Cales (en la ruta de Roma a Capua), y en la misma condición se hallarían algunas entidades del Lacio (Vélitres o Sátrico), de Campania (Capua o Cumas) o de Sabina, entre otras. La gran extensión territorial que alcanzó la aplicación de este estatuto pronto exigió una atención administrativa específica mediante la delegación de prefecturas (la primera en Capua) para desarrollar la función jurisdiccional. Esta ciudadanía parcial supuso la innovación más significativa del modelo. Los individuos sufrían todas las cargas y obligaciones de los ciudadanos de pleno derecho (en particular las de tipo militar), pero carecían de derechos políticos, condición que les impedía votar en las asambleas romanas y ser votados para desempeñar cargo público en Roma. Muchas de estas entidades evolucionaron con rapidez hacia civitates
 de pleno derecho en virtud de la movilidad vertical 
practicada por Roma, de tal manera que, a principios del siglo II a.C., este estatuto habrá prácticamente desaparecido. Por último se hallaban aquellas comunidades latinas no incorporadas al Estado y que conservaban su condición de aliados independientes, aunque debían ceder parte de su territorio. Eran los aliados o socii,
 caso de Tíbur o Preneste, por ejemplo.

Se trataba, pues, de un sistema flexible, que permitía encajar a grupos distintos y acomodar diversas sensibilidades, que demostró ser de gran utilidad para Roma en su expansión constante. Los romanos ocupaban y, enseguida, aseguraban de manera firme el territorio adquirido. La verdadera secuela revolucionaria de este acuerdo, como ha indicado M. Crawford (1982), fue que Roma siguió fundando colonias latinas cuando ya no existía la Liga Latina. Tras la disolución de esta, Roma fundó 14 colonias latinas, y otras 20 entre el 334 y el 264 a.C. Estas colonias constituyeron comunidades independientes, sujetas a Roma en política exterior mediante un acuerdo o foedus.
 Se trataba de asentamientos estratégicos en lugares vulnerables, en los que también podían existir intereses económicos. Fue este un medio extraordinario de expansión y romanización que permitió, además, asentar a la población pobre de la capital evitando conflictos sociales. Estas fundaciones fueron dirigidas desde Roma mediante magistrados especiales que practicaban el ritual establecido, mientras los agrimensores medían las tierras, marcaban el cardo
 y decumanus maximus
 y repartían lotes de tierra.



Cuadro 5.
 Derechos y obligaciones de un ciudadano romano






	
Derechos políticos

(iura publica)


	

ius suffragii
 (voto)





	

ius honorum
 (desempeño de cargo público)





	

ius sacrorum
 (participar en sacerdocios)





	

ius provocationis
 (apelación ante el pueblo)





	
Derechos privados

(iura privata)


	

ius connubii
 (matrimonio)





	

ius commercii
 (propiedad, comercio)





	

ius legis actionis
 (emprender una acción judicial)





	
Obligaciones (munera)



	

tributum
 (pagar impuestos)





	

militum
 (servicio militar)





	

census

 (presentarse al censo)









Este modelo organizativo permitía incorporar los nuevos territorios de forma que estos contribuyesen de manera efectiva al propio Estado romano, alimentando su capacidad militar con recursos materiales y humanos. Así, los romanos dispusieron de un enorme (y creciente) potencial militar, optimizado por una gestión eficaz de los medios disponibles. Con el tiempo, las diferentes modalidades tendieron a unificarse, pero en torno al año 300 a.C. la categoría de los aliados, unidos a Roma tras una derrota por un tratado que les obligaba a suministrar tropas, fue la más numerosa. Justo antes del estallido de la primera guerra púnica, el territorio de los aliados triplicaba el romano. En función de los casos, las condiciones podían ser más o menos igualitarias; por ejemplo, con Nápoles en el 326 a.C., Roma fue más respetuosa.

En suma, Roma había mostrado su capacidad para innovar, para ensayar soluciones inéditas y, pese a los diferentes estatutos, en general las comunidades gozaban de bastante autonomía local y sufrían una limitada intervención. Generosidad (reparto del botín, derechos) y flexibilidad (permanencia de gobiernos e instituciones propias) marcaron la conducta romana y sellaron su éxito; el consenso que supo imponer fue el pilar de su fortaleza. Las diferentes categorías jurídicas de integración abrían la posibilidad de acceder a la ciudadanía plena, objetivo final de todos los habitantes de los territorios ocupados por las ventajas que esta reportaba.

Consecuencias de la expansión

Conquistas tan extensas tuvieron su efecto en el terreno social y económico, provocando cambios relevantes, sobre todo en dos cuestio­nes. La primera, el incremento de la mano de obra esclava, gracias a la incorporación de prisioneros de guerra; la segunda, la aparición de las primeras acuñaciones de moneda. Servio Tulio habría sido, según anota Plinio el Viejo, el primero en acuñar simples ases de bronce, equivalentes a una libra (muy anteriores a la propia moneda). Sabemos que la acuñación de moneda se impuso de la mano griega, y, de hecho, monedas griegas de Italia circulaban localmente. En este sentido, las prime­ras monedas republicanas se emitieron en Campania, en el siglo IV a.C., aunque de forma aislada, y se incrementaron a partir de la guerra con Pirro. En Roma, la primera acuñación, en plata, no llegaría hasta el primer tercio del siglo III a.C., según M. Crawford (1982), provocada, quizá, más por razones de prestigio que de interés económico.

Por otra parte, el notable incremento demográfico evidenció también el auge de la actividad productiva. Salvando siempre las reticencias que plantean los cálculos de población, se admite que a mediados del siglo II a.C. Roma rondaría, según el censo, los 300.000 ciudadanos (casi el doble que en el 400 a.C.), lo que significaría unos 865.000 habitantes y dos millones incluyendo la población aliada. Si nos centramos en la población de la urbe, como ha hecho D. Noy (a partir de los testimonios epigráficos), comprobamos cómo la inmigración fue indispensable, desde un principio, tanto a nivel demográfico (para incrementar o, al menos, mantener el número de habitantes) como social (para suministrar trabajadores cualificados y soldados). Aunque el comercio de esclavos cubría parte de esta demanda, los inmigrantes fueron siempre necesarios. Aquí encontramos sobre todo hombres (en proporción de tres o cuatro a uno respecto a las mujeres) jóvenes y solos (no con familias). A Roma llegaban estudiantes y profesores, al principal centro de educación; políticos y abogados, a la capital política; mercaderes, constructores o artesanos, al mayor de los mercados.

Por último, hoy en día los hallazgos arqueológicos están cambiando la imagen de la vitalidad económica de Roma. Si antes se consideraba una ciudad eminentemente consumidora de bienes importados, hoy cada vez más se señala su capacidad productora. La afluencia de mano de obra esclava y los recursos económicos fruto del botín de gue­rra estimularían la producción tanto agraria como manufacturera. De igual modo, se percibe ya una significativa red de intercambios dentro y fuera del marco peninsular. La moneda no haría más que reforzar la pujanza de la economía romana.


IV

LA EXPANSIÓN DE ROMA POR EL MEDITERRÁNEO

LA EXPANSIÓN OCCIDENTAL: LAS GUERRAS PÚNICAS

Una vez que Roma ocupó y dominó de manera efectiva el territorio itálico pudo abrirse a nuevos retos y horizontes, y es en este punto donde se plantea con frecuencia la cuestión del imperialismo romano. Se trata, sin duda, de un momento decisivo en el que Roma comenzó a dejar de ser solo la Urbs,
 la capital de la península itálica, para iniciar su conversión en un imperio. No obstante, en la actualidad cada vez más voces ubican la mentalidad imperialista en una fase anterior: la propia ocupación peninsular denotaría su afán expansionista y no habría que esperar a que ambicionase el Mediterráneo. De hecho, una de las razones que solía aducirse como el motivo de la ex­pansión exterior era la búsqueda de riquezas materiales. Sin embargo, la arqueología ha puesto de manifiesto un desarrollo económico anterior a las guerras púnicas, que acabamos de apuntar, plasmado en el incremento de esclavos y de intercambios comerciales.

Por otra parte, pocos acontecimientos históricos resultan más populares. En cuanto se mencionan las guerras púnicas, enseguida surgen las imágenes de Aníbal y sus elefantes cruzando los Alpes. Y es merecido este reconocimiento, por cuanto el conflicto determinó el rumbo de la historia, y no solo de la romana, puesto que, tras el triunfo final, Roma encontró ya el camino franco para conformar un auténtico imperio. Pensemos que si Cartago hubiese vencido, quizás otras lenguas (no derivadas del latín) y otras creencias (no propias del cristianismo) se habrían impuesto en el mundo occidental. La trascendencia de este episodio fue reconocida por los propios romanos, quienes se vieron en la necesidad de escribir lo acontecido, primero en griego (Polibio, aunque hayamos perdido buena parte de su testimonio) y luego en latín. En este sentido, las fuentes disponibles para conocer estas guerras son sesgadas, partidistas (no contamos con la visión púnica de los hechos) y, en su mayor parte, lejanas en el tiempo de los hechos que narran.
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Mapa 4.
 La segunda guerra púnica (218-201 a.C.)

Aunque Roma había sostenido ya guerras muy importantes, aquí cambió de manera radical la escala del conflicto, tal y como ha estudiado con detalle A. Goldsworthy. Estamos ante un enfrentamiento que se prolongó durante más de un siglo y en el que los recursos utilizados, por ambos bandos, humanos y materiales, movieron cifras extraordinarias. Por cientos de miles se contaron las víctimas militares y civiles, a las que habría que añadir los prisioneros hechos esclavos. Roma se estrenó luchando fuera de la península itálica y, además, lo hizo en el mar, siendo capaz de armar una flota altamente competitiva. Debido a su larga duración, en las guerras púnicas se vivieron momentos cruciales de signo diverso. En la primera se produjo un virtual empate de fuerzas; en la segunda, Aníbal estuvo a punto de lanzar un ataque decisivo sobre la propia Roma, y en la tercera tuvo lugar la carnicería de la destrucción de Cartago.

Repasemos brevemente las claves del conflicto. En el siglo III a.C. Cartago era la gran potencia del Mediterráneo, en posesión de factorías en el norte de África y sur de la península ibérica e islas en posiciones estratégicas. En este 
contexto, las ambiciones expansionistas de Roma hacían inevitable el enfrentamiento. Las dos potencias prolongaron su lucha durante más de un siglo en interminables y cruentas guerras (entre 264-146 a.C.) que marcaron el avance progresivo hacia occidente de los romanos desde Italia: primero, Sicilia; a continuación, la península ibérica, y, por último, el norte de África.

La primera guerra púnica (264-241 a.C.) fue una consecuencia indirecta del enfrentamiento con Pirro, rey de Epiro, en la guerras pírricas (280-275 a.C.). En este conflicto, que enfrentó a griegos, romanos, itálicos y cartagineses, se frustró en realidad el último intento de las ciudades de la Magna Grecia por impedir la expansión de Roma por el Mediterráneo. Pirro fue incapaz de adueñarse de la Sicilia cartaginesa y Roma, consciente de la debilidad de púnicos y griegos evidenciada en la lucha, decidió heredar la posición de Pirro y convertirse en la potencia hegemónica del Mediterráneo central. Sin embargo, posiblemente calibró mal la resistencia cartaginesa. El factor desencadenante de la guerra fue el control de la isla de Sicilia. La excusa, o casus belli,
 fue el ataque sufrido por la ciudad de Mesina por parte de Hierón II de Siracusa. Sus habitantes pidieron ayuda a Roma, mientras que Cartago apoyó a Hierón. La victoria romana sobre Amílcar Barca permitió la conversión de esta isla en la primera provincia romana. La paz, además, les costó a los cartagineses una cuantiosa suma en indemnizaciones.

La segunda guerra púnica (218-201 a.C.) se libró por el control de Hispania. En esta ocasión el punto de partida fue la petición de ayuda a Roma por parte de los habitantes de Sagunto, tras la invasión de Aníbal. Los cartagineses llevaron la lucha a la mismísima península itálica, que invadieron por sorpresa desde el norte. Allí Aníbal se impuso en varios frentes; la mayor de sus victorias fue Cannas, en Apulia (216 a.C.), donde infligió a los romanos una derrota ejemplar. No obstante, el cartaginés renunció a marchar sobre Roma y ahí, probablemente, perdió la guerra. Por otro lado, en este conflicto se puso de manifiesto la capacidad romana para unir fuerzas ante un enemigo común, aliado además con otros viejos rivales como los galos. La lealtad de las diversas comunidades itálicas, basada en el reparto del botín, salió a relucir en el momento en que más la necesitaba Roma. Superada la amenaza de Aníbal, Publio Cornelio Escipión se dirigió a suelo africano, donde logró el triunfo definitivo en Zama (Túnez), en el año 202 a.C., y se ganó el apodo de Africano. Finalmente, la tercera guerra púnica (149-146 a.C.) tuvo como escenario la propia Cartago. Mientras esta hacía frente a otra nación africana, la númida, Roma lanzó el ataque definitivo que supuso la destrucción completa de la ciudad. A continuación, África fue incorporada como provincia. En ese mismo año, 146 a.C., Roma también destruyó otro enclave emblemático, pero en el extremo oriental del Mediterráneo, Corinto.

Durante este larguísimo conflicto militar, Roma demostró, ante todo, tenacidad. Esa fue, en opinión de M. Crawford (1982), una de las claves de su éxito. Su persistencia le permitió armar, en la primera fase de la guerra, una flota mayor que la púnica, pese a su inexperiencia inicial en este ámbito. No se contentó con la retirada de los cartagineses de Sicilia e invadió la isla. De nuevo, en la segunda guerra, reaccionó ante la ambición que Cartago mostró por Hispania. Y, finalmente, impidió que su enemiga se consolidase en territorio africano. Es decir, no cejó en ningún momento de vigilar y acosar a su rival hasta conseguir su supresión definitiva.

LA EXPANSIÓN ORIENTAL: LAS MONARQUÍAS HELENÍSTICAS Y ROMA

En Oriente, Roma repitió la política que acabamos de ver ante Cartago, pero esta vez en varios frentes. Algunas de las guerras que libró se mezclaron con su pugna con los cartagineses, que buscaron alianzas con diversos enemigos de los romanos en una región marcada por la herencia dejada por Alejandro Magno. El primer contacto con este territorio en el plano militar tuvo lugar en la guerra iliria (229 a.C.), en la que los romanos pretendían frenar la actividad de sus piratas en el mar. Pero fue su enfrentamiento con el rey de Macedonia, Filipo V, el que midió las verdaderas ambiciones de Roma. Filipo, aliado de Aníbal, soñaba con reconstruir el gran Imperio de Alejandro, razón por la que antes o después era inevitable que se produjese el choque entre los dos estados. La excusa fue la solicitud de ayuda a Roma por parte de Egipto y Grecia ante los avances macedonios. De hecho, este fue uno de los ejes de la política oriental romana, la protección, al menos teórica, de la libertad de los griegos, buscando con tenacidad el favor de la opinión pública y de la aristocracia helenas. El conflicto arrancó en el año 215 a.C. y se desarrolló en tres guerras en las que Roma cosechó triunfos determinantes, como el de Cinoscéfalos (Tesalia) en el 197 a.C. Los macedonios sufrieron su derrota definitiva en Pidna (168 a.C.), que supuso, además, el fin de su monarquía y la incorporación de Macedonia como provincia romana. Por su parte Grecia, una vez liberada del dominio macedonio, se vio amenazada por el control romano, al quedar bajo la supervisión del gobernador del nuevo territorio. Roma fue implacable con los griegos, en particular con Corinto, arrasada como Cartago. Grecia se convirtió en provincia romana en el 146 a.C.
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Mapa 5.
 Los reinos helenísticos (ca.
 185 a.C.)

Otro rival poderoso en la región fue el Imperio seléucida, liderado por Antíoco III el Grande, rey de Siria. Este Estado constituía una grave amenaza por su enorme extensión, que abarcaba territorios desde Asia Menor hasta el Indo, y por sus alianzas estratégicas, que lo llevaron a aliarse con Aníbal y a atacar a los romanos en Grecia. La victoria romana de Magnesia (Lidia), en el año 190 a.C., significó la derrota de este peligroso enemigo. Siria se convirtió entonces en protectorado de Roma y las costas de Asia fueron repartidas. De esta manera, Roma se alzó, a mediados del siglo II a.C., como la única potencia en el Mediterráneo, que contemplaba ya como propio, el mare nostrum.


LA MEJOR DEFENSA: EL IMPERIALISMO ROMANO

La expansión romana desde el siglo IV a.C. no conoció límites ni frenos. Pese a algunos reveses importantes, con derrotas dolorosas, Roma no cejó en su empeño y retomó una y otra vez sus campañas militares. Como Tácito reconoció siglos después, en palabras de uno de sus enemigos (Calgacus, jefe de Caledonia), los romanos fueron implacables, sin dudar en asolar, en ocasiones, vastos territorios para imponer su «paz»: 
ubi solitudinem faciunt, pacem appellant
 (Agricola,
 30). Aun en tiempos de grandes victorias, las pérdidas humanas fueron enormes para los romanos, pero, pese al coste en vidas y recursos, Roma no se rindió. No nos atrevemos a dar cifras, porque las diferencias según los autores son importantes, pero, en cualquier caso, cientos de miles de romanos perecieron en el conflicto con los cartagineses. Polibio señala la primera guerra púnica como la más cruenta de las vividas por los romanos, ya que más de 50.000 soldados habrían caído solo en Cannas. La contienda fue, también para los vencedores, una sangría.

Esta actitud, que en el mundo moderno se conoce como imperialista, ha sido objeto de arduo debate por parte de los especialistas. El término imperialismo deriva de imperare,
 mandar, y de imperium,
 pero los romanos no poseían un vocablo para el concepto moderno de imperialismo. De manera tradicional, el imperialismo se entiende como un fenómeno de la política internacional posterior a la revolución industrial de los siglos XVIII y XIX, provocado por el modo de producción capitalista que llevó a la búsqueda, auspiciada por varios gobiernos, de nuevos territorios donde invertir. Desde este punto de vista sería anacrónico hablar de imperialismo en un mundo romano caracterizado por una economía eminentemente agraria, escasos productos industriales que demandasen mercados y limitado capital disponible para invertir. No obstante, partiendo de otra concepción, propia del economista J. A. Schumpeter, el imperialismo moderno de los grandes estados sería la manifestación de estructuras sociales militarizadas y agresivas de tiempos preindustriales; el caso romano encajaría aquí mejor. Por otro lado, en principio, el término «imperialismo» tuvo connotaciones positivas, pero la situación cambió tras la Primera Guerra Mundial para asumir un claro cariz negativo porque, a nivel moral, era inadmisible someter políticamente a otros. El fin del mundo colonial, en la segunda mitad del siglo XX, alteró profundamente los planteamientos tradicionales sobre el tema, que en las últimas décadas ha sido uno de los más fecundos de la investigación sobre la historia romana.

En esencia, la discusión en torno a esta cuestión ha enfrentado dos hipótesis principales. Por una parte, la propuesta, cómo no, una vez más, de T. Mommsen, y desarrollada por T. Frank, de una política defensiva practicada por Roma ante posibles amenazas. Por otra, la concepción de Roma como Estado militarista conducido por un deseo insaciable de poder; expuesta, entre otros, por G. De Sanctis, y ampliada, por ejemplo, por W. V. Harris, quien contempla, además, un programa de expansión planificado. En el primer caso, Roma no haría más que defenderse de posibles rivales, respondiendo o anticipando sus ataques (argumento de la autodefensa esgrimido por los mismos romanos). En el segundo, los romanos se verían impulsados por motivaciones propias, casi mercenarias, de tipo económico y 
social (la ética competitiva o agonística de la aristocracia), ocultas bajo la combinación de distintos pretextos. Hoy son muchos los autores que asumen esta última interpretación.

Es más, en el mundo actual, J. Toner ha propuesto que Roma es el primer imperio global, y R. Hingley habla también de globalización de la cultura romana, aunque para poner el acento, precisamente, en su diversidad. Por su parte, A. M. Eckstein ha utilizado por primera vez la perspectiva de las relaciones internacionales para situar el militarismo romano en el contexto de un Mediterráneo marcado por la anarquía entre estados. Este autor entiende que Roma era una nación proclive a la guerra y agresiva, pero el militarismo y la agresividad fueron comunes a todas las comunidades mediterráneas de la época. Por esta razón, Roma triunfaría en medio de la anarquía reinante debido a su extraordinaria capacidad para manejar su red de aliados y para asimilar a las poblaciones foráneas. Quizá fuese, simplemente, el Estado más hábil y ambicioso, y ahí radicaría buena parte de su éxito.

No vamos a enredarnos discutiendo el propio concepto de imperialismo. Hoy podemos entenderlo como una relación de poder desigual entre dos estados, en la que el dominante ejerce varias formas de control, a menudo por la fuerza, sobre el más débil. Durante la República fue más hegemónico que anexionador, mientras, en el Imperio, Roma prefirió mantener el control más que promover la expansión: paró su máquina de guerra cuando no existían ya grandes enemigos. Por esta razón algunos autores prefieren hablar de colonialismo, por la dominación sistemática ejercida. El control podía ser practicado de manera directa o indirecta, tal y como se percibe al analizar el propio término imperium,
 como señala A. Erskine: en origen designaba el gobierno o autoridad de los magistrados romanos, pero acabó equiparándose al dominio sobre el territorio. Los romanos, al acrecentar su poder, pudieron ejercer su imperium
 sobre varias comunidades sin ocupar de manera efectiva su territorio. Por ejemplo, a finales de la República, en el contexto de las guerras mitridáticas, Roma supo ejercer el poder indirectamente mediante el recurso a reinos clientes en la frontera.



Cuadro 6.
 Hitos de la expansión territorial romana




	

Península itálica (siglos
 IV-III a.C.)






	
Lacio: disolución de la Liga Latina, 338

Etruria: toma de Veyes, 396

Campania: guerras samnitas, 343-290

Batalla de Sentino (coalición de sabinos, etruscos, umbros, galos), 295

Magna Grecia: guerras pírricas, 280-275





	

Mediterráneo occidental (siglos
 III-II 
a.C.)






	
Guerras púnicas, 264-146

241 Conquista de Sicilia

216 Batalla de Cannas (Apulia), derrota romana

202 Batalla de Zama (Túnez)

146 Cartago arrasada





	
Guerras macedónicas, 214-168

197 Batalla de Cinoscéfalos

168 Batalla de Pidna, fin de la monarquía macedónica





	
Destrucción de Corinto: Grecia provincia romana, 146





	
Guerra romano-siria, contra el Imperio seléucida, 192-188

190 Batalla de Magnesia

Siria, protectorado romano





	
Continente europeo





	
Conquista de las Galias, 58-51 a.C. (batalla de Alesia, 52)

Dacia, 106

Guerra contra los partos: Armenia, Asiria, Mesopotamia, 117









Lo cierto es que los romanos practicaron una política de conquistas sin fin en la que mostraron una tenacidad inaudita. Invirtieron una y otra vez los frutos de la victoria en nuevas contiendas, retroalimentando el proceso. Es más, el sistema de ocupación que organizaron garantizaba que la máquina expansiva siguiese funcionando al aportar nuevos recursos materiales y, sobre todo, humanos. Ninguna fuente afirma que Roma pergeñase un programa ofensivo, que planificase sus avances. Los autores clásicos constatan que solo se libraban guerras justas. No obstante, primero alcanzó el dominio del Lacio; cuando dominó el centro peninsular, no paró hasta controlar toda Italia y, una vez que la península fue suya, buscó nuevos horizontes y se lanzó al mar. Los propios tratados que firmó con Cartago, la gran potencia del momento, a finales del siglo VI a.C., mediados del IV a.C. y principios del III a.C., confirman que desde fuera sí se percibía su política como expansiva, cuando no imperialista. El acuerdo del 348 a.C. con los cartagineses supuso no solo el reconocimiento púnico del control romano sobre el centro de Italia, sino también de su capacidad para navegar y fundar colonias. Se percibía entonces la amenaza que asomaba. El tercer tratado, en época de Pirro, implicó ya un pacto de mutua ayuda entre 
púnicos y romanos ante un posible rival, el poderoso rey de Epiro. En consecuencia, Roma no reprimió nunca el impulso de salir al exterior, de responder a cualquier llamada, aunque ello supusiese entrar en terrenos desconocidos, contravenir tratados o enfrentarse a nuevos enemigos.


V

LA CRISIS DE LA REPÚBLICA

LOS LÍMITES DE LA RES PUBLICA


La crisis de la República, responsable de su final, se considera, de manera mayoritaria, iniciada en la segunda mitad del siglo II a.C. (concretamente en el año 133), a partir de las políticas propuestas por los hermanos Graco. En realidad, algunos de los graves problemas que la alimentan venían de tiempo atrás, pero en esta fase se manifestaron con mayor intensidad y provocaron el estallido social. Fue este un tiempo cruel y catastrófico, un cataclismo, en palabras de M. Crawford (1982). Si en las centurias anteriores Roma había luchado contra diversos enemigos, ahora se desangró, pero en guerras civiles que podrían sumar hasta 300.000 soldados caídos. Lo que, en principio, comenzó como una cuestión agraria, acabó en una crisis política que cuestionó el régimen republicano y supuso su desaparición. Comencemos conociendo el contexto en el que arrancó la crisis, las lecturas que de ella hicieron los autores clásicos y cómo estas han sido interpretadas por parte de la historiografía.

Comentamos ya las fuentes existentes para estudiar este periodo, uno de los más ricos en este sentido. Desde un primer momento hay referencias a la degeneración moral y a la debilidad de espíritu dentro de la aristocracia romana como factor que promovió la corrupción, ambición e indiferencia ante el bienestar de la res publica.
 Para los testigos directos de la decadencia republicana, la degeneración moral fue la clave del proceso. Los coetáneos traducían sus problemas a términos éticos y veían como causa principal de su declive la influencia negativa, derivada de la expansión militar, de los pueblos orientales. El gusto de estos por el lujo y la vida fácil erosionaba los viejos principios de dedicación al servicio público y a la disciplina. La causa, pues, se hallaba fuera de la propia Roma y el sistema republicano no se cuestionaba, porque se trataba de un fracaso de los individuos, no de las instituciones. Catón el Viejo, Polibio, L. Pisón, los analistas consultados por Livio o Salustio resaltaron las influencias nefastas del exterior en la primera mitad del siglo II a.C. (para Salustio, el punto de inflexión venía marcado por la destrucción de Cartago). Cicerón siguió esta línea, pero señalando también ya a los propios romanos, que ambicionaban en demasía riqueza y poder.

En realidad, el Estado republicano cimentaba su fuerza en el poder ejercido por una oligarquía unida que defendía sin fisuras su supremacía. Las grandes conquistas, con todo lo que estas suponían (botín, dinero, 
tierras, prestigio, cargos), rompieron esa unidad en el siglo II a.C. y provocaron una competencia creciente dentro de la oligarquía. Pongamos un ejemplo: hasta el año 197 a.C. solo había dos pretores y, por tanto, dos aspirantes al consulado. A partir de entonces se nombraron seis para responder a las necesidades de los nuevos territorios, que competirían entre ellos por el acceso a la magistratura más poderosa. La existencia de más posibilidades de riqueza, poder y gloria alimentaba las ambiciones personales. Las provincias ofrecían oportunidades cuasi ilimitadas de enriquecimiento para mandos militares y gobernadores, así como gentes con las que formar nuevas redes sociales, clientelae
 y amicitiae
 (las veremos en plena acción, por ejemplo en Hispania, en la guerra civil que enfrente a Pompeyo y César). La oligarquía romana fue, en parte, consciente de los peligros que la acechaban y actuó para remediarlos en defensa de la cohesión del grupo. De esta manera dictó medidas para regular la carrera política y evitar así promociones demasiado rápidas mediante la ley del año 180 a.C., de Lucio Villio, que marcaba una edad mínima por cargo e imponía intervalos de dos años. También se dispusieron leyes suntuarias para reducir la ostentación en entretenimientos o vestimenta. O se limitaron, desde el año 170 a.C., los triunfos militares –tan numerosos que eran protagonizados ya por mandos que solo habían alcanzado la pretura– a aquellos que ostentasen la dignidad de cónsules.

Las tierras conquistadas, incorporadas como provincias, transformaron la organización social, económica y las formas de vida republicanas. Los principales beneficiarios fueron las principales familias patricias, que recibieron inmensos latifundios trabajados por esclavos, y los grandes comerciantes de origen plebeyo que, aunque mejoraron económicamente, continuaron excluidos de los cargos públicos más relevantes. Por el contrario, la guerra arruinó a muchos campesinos, obligados a vender las tierras que no atendían por estar en campaña o al no poder competir con los bajos precios de los productos provinciales. Al mismo tiempo, muchos campesinos emigraron a Roma, que se convirtió en una gran urbe con numerosa plebe empobrecida. No obstante, esta visión, que ha mantenido de manera unánime la historiografía, se ha matizado a la luz de los estudios arqueológicos de los últimos años, que revelan la presencia en este periodo de numerosas explotaciones agrarias de mediano tamaño en ciertas regiones itálicas. Estos datos indicarían que la crisis agraria no habría sido tan severa como se venía admitiendo (L. Ligt y S. Northwood). Por su parte, latinos e itálicos sufrían, además, la marginación derivada de carecer de la ciudadanía romana: participaban de manera obligada en las cargas militares, pero no obtenían beneficio alguno de las conquistas territoriales. Y, por último, la expansión territorial incrementó de manera considerable el número de esclavos.

En consecuencia, un sector senatorial de grandes propietarios controlaba todos los resortes del poder (Senado, tribunales, provincias y legiones) y acumulaba cada vez más riqueza. Este contexto evidenciaba graves desequilibrios que se manifestaron de forma abierta con las propuestas de reforma de carácter popular promovidas en el último tercio del siglo II a.C. Con anterioridad, el movimiento popular habría arrancado tímidamente con la progresiva evolución de la plebe primitiva hacia el modelo más participativo de los últimos siglos; por ejemplo, en el 203 a.C. se realizó la primera distribución de trigo (por los ediles Valerio Falto y Fabio Buteo). No obstante, apenas hubo acciones destacadas contra el Senado antes de la segunda mitad del siglo II a.C., y la política de signo popular (popularis ratio)
 no fue establecida de forma clara hasta Tiberio y Cayo: oposición al poder del Senado, uso del veto tribunicio y, sobre todo, actividad legislativa. En particular, a finales de la República las leyes se multiplicaron y se convirtieron en un instrumento de cambio, primero con los Graco, pero otros continuaron su camino. Especialmente destacadas, en cuanto a la proliferación de propuestas legislativas, fueron las décadas de los años 60 y 50 a.C. De hecho, los principales protagonistas del periodo fueron también grandes legisladores; desde los Graco hasta César, pasando por el propio Sila, todos ellos tuvieron en el recurso a la ley su principal instrumento de reforma. Por esta razón, la actividad legislativa constituye una vía privilegiada para conocer la evolución del periodo.

En cuanto a la historiografía sobre la crisis de la República, los análisis dependen en buena medida de la manera en que se conciba el funcionamiento interno de la política romana y de cuáles sean los factores que el historiador privilegie en su desarrollo. Así, se ofrecen lecturas muy distintas del último siglo republicano. En el siglo XIX, T. Mommsen interpretaba este tiempo de conflicto, a la luz del bipolarismo político de la época, como la confrontación de auténticos partidos, llamados populares
 y optimates,
 que defendían, los primeros, los intereses de la plebe, y, los segundos, los de la aristocracia senatorial. Posteriormente, se hizo hincapié en los lazos sociales de relación de tipo vertical y, con el triunfo pleno de los estudios prosopográficos (M. Gelzer, F. Münzer, R. Syme), aparecieron nuevos niveles de relación en el poder: familia, amigos, clientes... La Roma política se presentó entonces como un entramado de factiones
 y dinastías familiares en lucha por una posición preeminente en la sociedad. Hubo también quien puso el énfasis en la cultura de la competitividad y del individualismo para explicar buena parte de la conflictividad de la época, reducida a una lucha de nobles por su gloria o contentio dignitatis
 (K. Raaflaub, 1974). No obstante, estas visiones soslayaban cualquier cuestión ideológica y menospreciaban la participación de otros interlocutores en el diálogo político como el populus.


Desde el punto de vista tradicional, la crisis se interpretaba como un proceso sin salida al reducirlo a un fenómeno de la clase gobernante: el estamento nobiliario padecía una crisis moral fruto de la política exterior; el imperialismo acarreaba desequilibrios en el nivel de riqueza y poder dentro del grupo que rompían su cohesión, clave para el mantenimiento del Estado. La clase dominante se había converti­do en un grupo reducido, egoísta y ciego ante los males de su tiempo. C. Meier fue el primero en plantear la crisis de la República como una crisis sin alternativa, al no hallar en este periodo políticas claras y definidas que afrontasen los conflictos entre los distintos sectores sociales. Los grandes problemas no se abordaban y nunca se sintió la necesidad de plantear programas generales. Ante la perplejidad de la situación se llega, en palabras de C. Meier, a una res publica amissa,
 a una República que Cicerón apreciaba ya únicamente en el nombre, solo en apariencia. Hasta aquí, por tanto, se contempló solo una crisis de poder.

Por el contrario, en las últimas décadas se ha ampliado de manera apreciable la perspectiva de estudio y se ha puesto el foco de atención en otros agentes sociales, como la plebe. Muchos autores han seguido esta vía: entre otros, P. A. Brunt, L. Perelli o F. Millar. Recordemos cómo Cicerón, en De legibus,
 señalaba la supremacía de las leyes sobre la actuación y las decisiones de los individuos, concepción bien atestiguada en la Roma republicana. Cada proyecto de ley era propuesto por los magistrados mayores (con potestad para legem ferre et legem rogare
), pero estos precisaban el ius agendi cum popolo,
 un pueblo con capacidad para legem accipere et iubere
 ya que su voto confería finalmente a la ley su fuerza obligatoria. De este modo, F. Millar revalorizó la importancia de la legislación en el proceso político, destacando el papel desempeñado en él por el pueblo, puesto que también en los debates legislativos se discutía el acceso de los ciudadanos a los recursos del Estado.

En este sentido, se puede interpretar la crisis desde ópticas muy distintas que acentúan la trascendencia de algún factor en el proceso. E. S. Gruen (1974), por ejemplo, consideró la guerra civil como la causa del colapso republicano, ya que las instituciones del Estado funcionaban todavía con normalidad en los años cincuenta. Por su parte, P. A. Brunt (1988) fue el primero que con claridad achacó al Senado su incapacidad para resolver los problemas derivados de la expansión imperial: el deseo de la población aliada de equipararse en derechos con los romanos; el creciente desequilibrio en el reparto de rique­za (con las demandas de tierra y cereal por parte de la plebe), así como las mayores necesidades del ejército. El Senado sucumbiría al empleo de la fuerza como única alternativa a situaciones críticas. Por su parte, M. Crawford (1982) insistió en el carácter competitivo de la vida polí­tica romana, aunque con una nueva perspectiva. Poco a poco, Roma se iría familiarizando con un tipo de poder predominante que rompía los viejos 
moldes de los cargos tradicionales de duración y potestad limitadas, donde poderosos generales se elevaban por encima de sus pares. Este proceso se vio acelerado por la ética competitiva tan ac­tiva entre la elite. Por tanto, este autor explica la ruptura de la esta­bili­dad republicana por una dramática explosión de las formas tradicionales de competitividad junto con la emergencia de otras nuevas (algunas extremadamente violentas), consecuencia en gran parte de la expansión hegemónica romana. Aun así, las dificultades de la oligarquía gobernante provenían, por encima de todo, de la suma de la composición y miseria de la población de la ciudad de Roma. Esta población constituía ya un cuerpo apto para el apoyo que precisaban los políticos más ambiciosos; la relación que se desarrolló entre ambos sería la responsable última de la disolución de la República.

En suma, se ha ido ampliando la dimensión de la crisis, prestando mayor atención a los desequilibrios socioeconómicos de la época que afectaron a los diferentes grupos y a sus demandas: los equites
 (repar­to de poder), la plebe rural (tierras) y urbana (frumentationes,
 remisión de deudas, etc.), los aliados (derecho de ciudadanía) o los veteranos (tierras). La crisis no afectó al estamento gobernante en exclusividad y no fue fruto únicamente de su decadencia moral. Se trató, como veremos a continuación, de un proceso mucho más complejo y en el que intervinieron factores diversos.

EL PUNTO DE PARTIDA: LOS HERMANOS GRACO

Tras décadas de grandes conquistas militares, a partir del 140 a.C. aumentaron las dificultades que debía afrontar el Estado: la escasez de reservas financieras ponía en peligro los planes militares; cada vez era más difícil afrontar el reclutamiento de las tropas y el retroceso numérico de la población era ya evidente. Roma experimentaba un creciente aumento en el número de desempleados en sus calles y mayores dificultades para abastecer de alimentos la capital. Tiberio Graco promovió, como tribuno de la plebe, una reforma agraria en el año 133 a.C., que sería continuada, diez años después, por su hermano Cayo. En función de esta propuesta se vio obligado a emprender otros cambios que afectaron al régimen político tradicional. A partir del planteamiento inicial de un decreto agrario, empezó a cuestionarse la verdadera naturaleza del gobierno del Estado: los límites del control senatorial y la soberanía popular, o la formulación y dirección de la política provincial.

El contexto en el que se enmarca la legislación agraria, a partir de mediados del siglo II a.C., se relaciona con una crisis en el campo ante el retroceso de propietarios, adsidui,
 y, por consiguiente, de reclutas para el ejército. Como precedentes, probablemente en el año 140 a.C., podría citarse la rogatio Laelia,

 presentada por un político cercano a Escipión Emiliano, C. Lelio, para promover un reparto de tierras del ager publicus.
 Ante la fuerte oposición desatada por la oligarquía, se retiró la iniciativa. Tengamos presente que la elite ejercía un predominio absoluto sobre el ager publicus,
 tierras de propiedad pública, y abiertas a la explotación privada, en las que el Estado mantenía el derecho de disposición, apenas practicado, y exigía el cultivo de las tierras en toda su extensión, favoreciendo a los grandes propietarios. La posesión de ager publicus
 era considerada prácticamente como propiedad privada, ya que podía ser heredada, vendida, hipotecada o cedida en dote. De hecho, las explotaciones en tierra pública conformaban buena parte de las posesiones agrarias de los romanos ricos. Por tanto, cada intento de modificar las condiciones vigentes sobre el ager publicus
 suscitaba la oposición de los latifundistas, así como del estamento senatorial.

En este marco hay que situar la ley agraria promovida por Tiberio Graco, apoyado por un grupo de colaboradores pertenecientes a la nobleza senatorial (Apio Claudio Pulcher, P. Mucio Escévola o P. Li­cinio Craso). Tiberio, en sus propios discursos (recogidos por Apiano), daba cuenta de las razones que impulsaban esta medida: el empobrecimiento y el retroceso de la población en el campo, el mayor peso del trabajo servil o la importancia de la capacidad militar romana. El objetivo último bien podía ser alcanzar una mejor distribución de la tierra pública, sustrayendo parte de esta a los grandes propietarios para prevenir la formación de latifundios. La lex Sempronia
 se diferenciaba de todas las medidas agrarias adoptadas hasta el momento. La generación inmediatamente anterior a los hermanos Graco no veía necesidad alguna en formular planes de reforma radicales. Ante las demandas, que de vez en cuando presentaba la población, se respondía con una política colonizadora. Tiberio, sin embargo, aportó una visión original de la situación al centrar en el latifundismo la causa de la crisis general, y de ahí su ataque sistemático a esta institución. Frente a la política tradicional de fundación de colonias y asignaciones viritim
 en el nuevo ager publicus
 conquistado, él abordó el estatuto de derecho de la tierra pública y dotó de jurisdicción sobre ella a una nueva comisión creada a tal efecto. Su ley no afectaba al derecho de propiedad, pero sí al uso tradicional de disfrute sobre las explotaciones del ager publicus,
 chocando frontalmente con los intereses económicos de los grandes propietarios y de buena parte de los senadores.

Esta medida contaba con un precedente, la antigua ley Licinia-Sextia, que, como vimos, limitaba los latifundios. Así, se prohibió po­seer más de 500 iugera
 (125 ha) de ager publicus,
 y otros 250 más por cada uno de los dos primeros hijos, hasta un máximo de 1.000. La tierra restante sería devuelta al Estado y parcelada en terrenos de 30 iugera
 (7,5 ha), asignados a ciudadanos pobres a cambio de una pequeña renta. Para llevar adelante la 
reforma se nombró una comisión de tres hombres (Tiberio y Cayo Graco, y Apio Claudio Pulcher). Lo más novedoso era que no se proponía el reparto de tierras fruto de confiscaciones a enemigos o aliados, sino de aquellas ilegalmente ocu­padas por los ricos propietarios romanos. El objetivo era paliar la penosa situación de la plebe urbana, evitar migraciones del campo a la ciudad y reforzar la moral de las tropas legionarias, entre las que había muchos hijos de campesinos.

Además, la tramitación del proyecto fue revolucionaria. Tradicionalmente, las propuestas de los tribunos eran consensuadas con el Senado, pero Tiberio actuó contra su voluntad. Llevó la ley directamente ante la asamblea popular (concilium plebis)
 sin someterla antes a la consideración y discusión del Senado. La Cámara intentó frenarla mediante el veto de un tribuno afín, Marco Octavio, pero este fue depuesto de su cargo y la propuesta se aprobó. Este episodio supuso un primer triunfo de la voluntad popular. Sin embargo, el Senado obstaculizó la aplicación de la medida y Tiberio contraatacó con una nueva medida: el patrimonio que Atalo III, rey de Pérgamo, había dejado al pueblo romano se dedicaría a ayudas para los destinatarios de los lotes de tierra. Esta disposición suponía, en la práctica, un nuevo hito: hacer partícipe al pueblo de los beneficios obtenidos en la conquista.

Con su actuación, Graco rompía moldes. Deponer a su colega Oc­tavio y superar su veto representaba afirmar la soberanía popular, una medida revolucionaria, ya que hasta entonces el control pleno de la política correspondía al Senado con su dominio sobre el colegio tribunicio. Y disponer del legado de Pérgamo significaba extender el poder del pueblo a la política financiera y exterior, competencia de senadores y consulares. Tiberio se presentó para un segundo mandato, hecho en sí de igual manera excepcional. El Senado, temiendo las nuevas propuestas que anunciaban reivindicaciones más osadas (introducción de caballeros en los tribunales o derecho de apelación a la asamblea del pueblo ante decisiones de los tribunales, promesa de tratar el tema de la ciudadanía de aliados y latinos) no se resignó y auspició su muerte. En una asamblea tumultuosa, inducida por el pontifex maximus
 Escipión Nasica, Tiberio fue asesinado. Tenía lugar de nuevo otro hecho extraor­dinario al quebrarse la inviolabilidad del cargo que amparaba a todo tribuno de la plebe.

A pesar de su muerte, el Senado no se atrevió a suspender la ley agraria. Su trabajo fue recogido por su hermano, quien, también desde el tribunado de la plebe, presentó, diez años después (123 a.C.), un programa de reformas mucho más ambicioso. Seguramente, Cayo aprendió de la carrera de Tiberio, y de su fatal destino, que su discurso y apoyos políticos debían tener una base muy amplia. De hecho emprendió una intensa actividad legislativa, extendida a diferentes campos de actuación. Tras un primero 
mandato exitoso, Cayo se presentó al segundo, y entonces defendió sus propuestas más controvertidas, de tipo constitucional, sobre la cesión de la ciudadanía.

La líneas generales de su reforma presuponían una visión global de las exigencias de las res publica
 y se dirigían hacia dos objetivos en particular: lograr un mayor equilibrio en la relación entre los órdenes y adecuar las estructuras del Estado a las necesidades del gran Imperio que se estaba formando. Se ocupó de los estratos más desfavorecidos, inaugurando una suerte de dirigismo económico que promovía también el empleo y el desarrollo económico: leyes agraria y frumentaria, construcción de obras públicas y fundación de colonias para la explotacion agraria y comercial. Su ley agraria era continuista respecto a la de su hermano, auque suponía dos novedades: daba a los comisionados poder para tratar con el ager publicus populi Romani
 fuera de Italia y les permitía conceder asignaciones no solo individuales sino en bloque, establecimientos coloniales. Esta reforma supuso una verdadera revolución ideológica que sobrepasaba los objetivos directos de las leyes agrarias: la toma de conciencia de que Roma y el Imperio, en cierta manera, se identificaban; Roma buscaba ya las soluciones a sus males en el territorio conquistado.

Por otra parte, Cayo fue el primero que introdujo una ley regulando las frumentationes,
 raciones de cereal barato, a precio fijo, distribuidas cada mes a todos los ciudadanos de Roma. Más que en la propia reducción del precio, el valor de la propuesta residía en que el Estado garantizaba un determinado subsidio a la población. Aunque desconocemos los detalles, la medida prescribía también la organización necesaria para ponerla en práctica, disponiendo una red de graneros públicos. Hasta entonces, ante crisis de suministros el Senado optaba por soluciones esporádicas, financiadas por el Tesoro. La necesidad de cereal de Roma se cubría básicamente a través de dos fuentes: el comercio y los ingresos por arrendamiento e impuestos. Se contaba con suministros procedentes de las comarcas italianas, sobre todo de Campania, y más allá del mar: Sicilia, Cerdeña, también Hispania y después África. Los ingresos del Estado no alcanzaban a cubrir las necesidades generales y había que recurrir a las iniciativas privadas, sujetas a la especulación. En la segunda mitad del siglo II a.C. se agudizó el problema por las guerras en Hispania y la revuelta de esclavos en Sicilia, que afectaba a la exportación de la principal provincia cerealista. A pesar de la oportunidad de la medida de Cayo, muchos nobles se opusieron a la institución del cereal barato para la plebe. Ellos preferían mantener un sistema que daba a los políticos la oportunidad de ganar favor popular y, a las casas aristocráticas, un monopolio del patronato y la caridad. Graco fue acusado de agotar el Tesoro, lo cual sugiere que la disposición afectaba a un número amplio de receptores y que la rebaja en el precio del cereal era 
notable. Esta fue una medida de largo recorrido y, a pesar del triunfo senatorial sobre el movimiento de los Graco, a partir de aquí el reparto de cereal se convirtió en una tarea incontestable del Estado.

En cuanto a su legislación en materia judicial (de provocatione,
 ne quis iudicio circumveniatur, de abactis),
 esta constituía un modelo cuidadosamente pensado para frenar la acumulación de poder en manos de la nobleza gobernante y, al mismo tiempo, proteger a los defensores del pueblo de acciones represivas (como las sufridas por Tiberio y sus partidarios). Equites
 y senadores protagonizaron en el último siglo republicano un enfrentamiento por el acceso a la judicatura, y los tribunales se convirtieron en uno de los espacios de conflicto político más ardientes y decisivos. La disputa se centró en los tribunales permanentes, quaestiones perpetuae,
 y, sobre todo, en el llamado «tribunal del Imperio», la quaestio de repetundis,
 y la acusación criminal fue utilizada, de forma frecuente y regular, como arma en el juego político. El primer tribunal permanente fundado en Roma fue la quaes­tio de repetundis,
 instituida por plebiscito por el tribuno de la plebe L. Calpurnio en el 149 a.C. Su objetivo era frenar los abusos cometidos por los gobernadores, como representantes del poder romano, sobre los bienes de las provincias. Los jueces eran los senadores, como era tradicional, por lo que el medio planteado para proteger a los provinciales era en sí mismo insuficiente.

La institución judicial requería un cambio drástico, razón por la que Cayo propuso diversas medidas para modificar la legislación criminal. Sus primeras acciones fueron vengarse de aquellos que habían frustrado los planes de su hermano y, así, estableció que solo el pueblo romano pudiese autorizar una sentencia capital contra un ciudadano (ley de provocatione
); puso fin a la jurisdicción inapelable (la ley de ne capite civis Romani iniussu populi iudicaretur
) y prohibió el futuro nombramiento de magistrados depuestos por el pueblo (ley de abactis
). De igual modo, se pueden atribuir a Cayo hasta cuatro leyes judiciales. Por ellas establecía una pena capital para cualquier senador o magistrado menor que aceptara un soborno, actuando como juez, a cambio de pronunciar un veredicto de culpabilidad contra un acusado inocente (lex Sempronia ne quis iudicio circumveniretur)
 y completaba su lex de provocatione
 para evitar que los senadores utilizasen los juicios para eliminar a sus adversarios políticos. Además aumentaba el número de candidatos a iudices,
 ante el incremento de procesos y tribunales, excluyendo a los senadores. Esta medida marcaba un cambio sustancial en la justicia, puesto que los cargos senatoriales no serían juzgados por sus pares, sino por caballeros (lex Sempronia iudiciaria).
 Por último está la lex Acilia repetundarum
 del 122 a.C., presentada por el colega de Cayo, M. Acilio Glabrión, pero inspirada probablemente por la actuación de Graco. De carácter radical y claramente antisenatorial, esta supuso la creación de 
tribunales de carácter permanente para sancionar el delito de concusión por parte de los magistrados provinciales.

Por otra parte, Graco promovió un programa de fundación de colonias. La comisión agraria se había visto muy limitada en su labor por las grandes dificultades a la hora de establecer límites territoriales y los problemas de medición, siendo sus progresos muy lentos. Por el contrario, las colonias permitían asentar a un gran número de ciudadanos en un periodo de tiempo muy breve, razón por la que se promulgaron leyes para la fundación de colonias en Italia (Capua y Tarento) y África. En este sentido, el tribuno C. Rubrio propuso una fundación en la comarca de la ciudad de Cartago, Iunonia,
 para asentar a 6.000 colonos, entre los que se encontraban socii,
 además de ciudadanos romanos, que debían recibir lotes de hasta 200 iugera
 de tierra. Esta lex Rubria
 rompía con el principio de no fundar colonias fuera de Italia, pero, ya que el asentamiento en la península levantaba una dura oposición por parte de los grandes propietarios, la colonización exterior era la única posibilidad de llevar adelante los planes agrarios. La colonia Iunonia
 supuso el primer suelo provincial destinado a un asentamiento de ciudadanos romanos. De esta manera, la política agraria de Cayo daba un importante y novedoso paso hacia adelante: variar de manera fundamental el papel de las provincias romanas e incluir a los aliados en estos asentamientos.

Fue, precisamente, la cuestión aliada la que provocó el final del proyecto de Cayo y su propia muerte. Él entendía necesario extender los derechos políticos a una base mayor, los itálicos, lo que reduciría el poder de la oligarquía. En cuanto a los provinciales, no pensaba en cederles la ciudadanía, porque ello habría minado las posibilidades del imperialismo romano, sino en distribuir mejor los beneficios del Imperio y frenar los abusos de los gobernadores mediante su legislación contra la corrupción. Su propuesta, que preveía la cesión del derecho de ciudadanía a los individuos de las comarcas de derecho latino y del derecho latino a los socii,
 fracasó por la oposición del Senado. La política senatorial de confrontación con Cayo estuvo liderada por el tribuno Livio Druso, quien presentó un programa político demagógico para recuperar el favor del pueblo hacia el Senado. Primero dirigió su veto contra las medidas sobre latinos y aliados. A principios del 122 a.C., aprovechando la presencia de Graco en Cartago para organizar la colonia Iunonia,
 planteó la fundación de doce colonias para realizar 3.000 asentamientos en cada una de ellas. Asimismo fue suspendida la labor iniciada por Cayo de reparto del ager publicus
 y se suprimió el canon impuesto por Tiberio. De este modo, el Senado logró que Graco perdiera parte de su apoyo popular y, en consecuencia, en la elección para el nuevo tribunado del 121 a.C. (el tercero), no fue reelegido. El Senado decretó, por primera vez, un senatus consultum ultimum
 (orden excepcional 
en defensa de la República) que otorgaba poderes extraordinarios a los cónsules Quinto Fabio Máximo y Lucio Opimio para restablecer el orden. En los disturbios provocados en dicha ocasión, en los que cayeron muchos de sus partidarios, halló la muerte Cayo.

El menor de lo Graco pretendió, pues, con un plan amplio de reformas, atraerse a diversos grupos sociales en su lucha contra la oligarquía senatorial, proponiendo ventajas materiales como la concesión de tierras, los repartos de cereal o la construcción de obras públicas para la plebe rural y urbana. En palabras de Plutarco, las suyas eran leyes (agraria, frumentaria, militar, sobre aliados y jueces) «para gratificar al pueblo y derribar al Senado» (C. Grac.
 5). Además de estas mejoras materiales, incluyó otras medidas de carácter cívico y político. En el terreno judicial rompió el monopolio senatorial con la incorporación del grupo de los caballeros. En cuanto a su política provincial, asumió la difícil realidad que había quedado al descubierto al aplicarse la reforma agraria de su hermano y entendió que la implicación de los provinciales era ya inevitable. Por otra parte, inició la colonización ultramarina, entrando de lleno en un terreno propio de la autoridad senatorial. En este mismo sentido, y para limitar los abusos de poder cometidos contra los provinciales, se debe entender su lex de repetundis.


Podríamos añadir un último capítulo reformista, el sistema electoral, puesto que por Salustio sabemos que Cayo planeó establecer el voto por sorteo en los comicios centuriados. Aunque no llegó a presentar su proyecto, es muy significativa la participación del tribuno en un terreno de clara vocación popular, puesto que otros tribunos de la plebe antes que él promovieron cambios significativos en este terreno. En un principio, el voto se emitía de viva voz y exponía al elector a todo tipo de presiones. El voto escrito, per tabellam,
 fue introducido de manera paulatina, a partir del año 137 a.C. (lex Cassia tabellaria)
 en los diferentes procesos sufragatorios (comicios electorales, judiciales y legislativos) en defensa de la libertad del ciudadano.

Por tanto, Cayo Graco desarrolló un amplio proyecto, ejecutado en solo dos años de mandato, que implicaba una gran actividad ante la asamblea popular. Otras propuestas partieron de miembros de su grupo de apoyo como Fulvio Flaco, Acilio Glabrón o Rubrio. Por primera vez en la historia de Roma se presentaba un programa complejo y diversificado de reforma, pensado para interesar a diversos grupos sociales: campesinado, plebe, caballeros y aliados latinos e itálicos. Evidentemente, el objetivo de Cayo no era revolucionario, si se entiende por ello la aniquilación del sistema existente y la implantación de otro diferente, pero sí reformista. Quería limitar el poder del Senado y de su grupo de apoyo para mejorar la situación de otros sectores sociales.

Una obra tan amplia, diversificada y rápida no parece fruto ni de la improvisación ni de la demagogia. Por otra parte, los dos hermanos concedieron un mayor protagonismo a la plebe: Tiberio a la rural y Cayo, de manera muy significativa, a la urbana. A partir de aquí, la implicación política de este colectivo y su relevancia fue cada vez mayor. La política de los Graco, tanto en su forma de proceder como en la legislación promovida, marcó un punto de inflexión en la historia de la República tardía. En primer lugar, provocó los primeros enfrentamientos violentos entre ciudadanos romanos, anticipando las futuras guerras civiles. En segundo lugar, planteó de forma abierta la necesidad de realizar cambios en cuestiones capitales que exigían una mayor igualdad; en esencia, reparto de riqueza (tierra) y de derechos (poder judicial, ciudadanía).

A partir de ellos, la enorme brecha social y económica que separaba a la sociedad halló su reflejo en la escena política. A la oligarquía tradicional, que defendía mantener la situación vigente, el statu quo
 de la elite, se le opuso ahora un grupo que pretendía continuar la obra de los Graco y ampliar los derechos de la plebe. A los primeros las fuentes los identificaron como optimates,
 en oposición a los segundos, populares.
 El gran «creador» de estos términos fue Cicerón en su Pro Sestio,
 donde definió a optimates
 y populares
 a partir de su contraposición. Lo cierto es que los optimates
 se dedicaron a desmon­tar la obra de los Graco, pero esta había cuajado ya, por lo que no pudieron evitar que se presentasen diversas iniciativas reformistas, alguna, incluso, desde su propio bando.

ALTERNATIVAS A LA CRISIS: TENTATIVAS DE REFORMA

El ejemplo de los hermanos Graco fue seguido y su legado reivindicado por una serie de políticos que actuaron, mayoritariamente, desde el tribunado de la plebe. Sus propuestas abordaban las cuestiones más urgentes de la res publica.
 Las leyes frumentarias buscaron asegurar el abastecimiento de la capital, mientras las agrarias se enfrentaban a la crisis del pequeño campesinado ante la gran propiedad. A nivel sociopolítico se promulgaron leyes sobre el control de los tribunales de justicia, relacionadas en especial con el delito de extorsión (de repetundis),
 así como medidas referidas al sistema electoral (voto secreto, medidas anticorrupción, etc.). Seguiremos solo dos ejemplos, Apuleyo Saturnino y Livio Druso (hijo del rival de Cayo), como muestra de las alternativas más completas planteadas a la crisis, tanto desde el bando popular como desde el grupo oligárquico respectivamente. No obstante, muchas otras fueron las propuestas legislativas promovidas por políticos que seguían la línea reformista iniciada por los Graco. Por ejemplo, ya al final del periodo republicano (58 
a.C.), sobresalió el programa defendido por el tribuno de la plebe Publio Clodio, quien, además, reconoció y utilizó como nadie el poder de la plebe urbana,

Apuleyo Saturnino dividió su actividad legislativa en los dos tribunados que ejerció en los años 103 y 100 a.C., en los que hubo tiempo para plantear una reforma agraria, la cesión del derecho de ciudadanía a los aliados, reparto de tierra colonial a veteranos o una reforma judicial. El siglo II a.C. había terminado con la progresiva anulación de la reforma agraria (medidas adoptadas en los años 121, 119/118 y 111 a.C.), al garantizarse la posesión de las tierras cedidas y suprimirse la renta o vectigal.
 Se puso fin así a las compras de tierras para redistribuir la riqueza agraria y los pequeños propietarios se vieron obligados a vender sus parcelas a los grandes latifundistas. La ley agraria de Apuleyo Saturnino estaba pensada para satisfacer las necesidades de los veteranos de la guerra emprendida en Numidia contra Yugurta, bajo el mando de Mario, y proponía para ello nuevos asentamientos en la provincia de África. Para su aprobación hubo de enfrentarse a la oposición de su colega Bebio, cuyo veto superó emulando a Tiberio Graco, aunque la medida, finalmente, no fue puesta en práctica. En cuanto a su contenido, destacaba el tamaño de las asignaciones previstas, 100 iugera,
 que desbordaban con amplitud los 30 previstos por Tiberio. En este punto, Apiano hizo hincapié en la oposición mostrada también por la plebe urbana ante la cesión del derecho de ciudadanía a los aliados que Apuleyo Saturnino planteó al mismo tiempo.

En su segundo tribunado, Apuleyo Saturnino planteó un nuevo reparto de tierra colonial a los veteranos de Mario fuera de Italia, en las Galias, y la fundación de colonias en Sicilia, Acaya y Macedonia. Su idea era asentar veteranos en las comarcas cercanas a las zonas de conflicto, entrando de lleno en un terreno propio de la jurisdicción senatorial. Como en el caso anterior, la fundación de colonias ultramarinas pondría de manifiesto la imposibilidad de superar la oposición de los aliados a nuevos repartos de tierra en su territorio. No obstante, desplazar el proyecto hacia las comarcas extraitálicas añadía una nueva dificultad: el enfrentamiento directo con el Senado al inmiscuirse en una de sus áreas de competencia. Con el objeto de asegurar la aprobación de estas medidas, el tribuno reclamó la presencia en Roma de los veteranos de Mario para contrarrestar la oposición de la población urbana. En los tumultos que acompañaron la discusión de la ley halló la muerte Apuleyo Saturnino, junto con su colega Servilio Glaucia.

Con este tribuno de la plebe cambió el papel desarrollado por los veteranos en el terreno político: ellos apoyaron su elección al tribunado, así como la aprobación de su ley agraria. Debido a su número y poder de intimidación, fácilmente podían decantar la votación de una asamblea popular. Frente a la legislación de los hermanos Graco, dirigida a un amplio sector de la 
población, Apuleyo Saturnino limitó su proyecto a un solo sector, los militares licenciados, procurando mejorar su situación. Así, fue el primero en plantear la fundación de un gran número de colonias fuera de Italia en diferentes regiones del Mediterráneo, anticipando el programa de colonización desarrollado más tarde por César.

En materia judicial este tribuno instituyó un tribunal ecuestre para juicios por delito de maiestas
 (contra el pueblo romano). Esta disposición puede verse como una reacción ante la hostilidad del Senado, para evitar que este obstaculizase nuevos proyectos legislativos y para posibilitar, al mismo tiempo, el control efectivo de aquellos magistra­dos que actuaran en contra de las decisiones del pueblo. Como prueba de ello, a partir del 100 a.C. los propios rivales de Apuleyo Saturnino se sirvieron de esta ley e iniciaron procesos contra políticos abiertamente populares
 como Sexto Titio, Apuleyo Deciano o Norbano Flaco.

Otra discutida propuesta podría ser obra también de Apuleyo Saturnino, la lex de piratis.
 A finales del siglo II a.C., las provincias se repartían entre cónsules, pretores y promagistrados. Para las provincias consulares, la reglamentación en vigor era la establecida por Cayo Graco: el Senado debía designar cada año, antes de las elecciones consulares, las dos provincias otorgadas por sorteo a los cónsules. Esta ley intervendría en la designación de provincias pretorianas y resulta muy probable la hipótesis de que Asia, como Cilicia y Macedonia, fuesen convertidas en provincias praetoriae.
 El interés de la disposición reside en que reemplazaba al Senado en su labor y competencias tradicionales: se podían enviar así hombres novi
 a Macedonia, Asia y Cilicia, para reducir a provincia el Quersoneso y organizar la protección del mar contra los piratas, concluyendo la obra iniciada por hombres del bando senatorial, T. Didio y M. Antonio (y, sobre todo, desposeyéndoles del beneficio de sus victorias en la zona). Por último, probablemente a finales del año 100 a.C., Apuleyo Saturnino propuso una nueva ley frumentaria, que se refería al precio de las raciones, 5/6 de as (casi diez veces menos que lo indicado por la ley Sempronia). Suscitó una enconada oposición por parte de Q. Servilio Cepión, cuestor urbano, por encontrar la medida demasiado gravosa para el Tesoro. Posiblemente, esta rogatio
 no llegó a entrar en vigor ante la fuerte contestación recibida.

Veamos ahora otro programa reformista, planteado desde una óptica bien distinta. Livio Druso, en su año de tribunado (91 a.C.), propuso soluciones a la crisis pero, a diferencia de los casos anteriores (los Graco o Apuleyo Saturnino), actuando ya desde el bando senatorial. Este político buscó inclinar la balanza de poder del Estado a favor del Senado y, al mismo tiempo, solucionar los problemas más urgentes que aquejaban a la res publica.
 Primero incluyó cuatro propuestas en materia agraria, frumentaria, de acuñación monetaria y en materia judicial; y luego 
acometió la cuestión aliada. Se trataba de un plan global que encaraba las dificultades más urgentes de Roma e Italia, en el que intentaba implicar a todos los grupos sociales y que recordaba mucho al ejecutado por Cayo Graco. Las leyes frumentaria y agraria iban dirigidas a la plebe, respectivamente a la urbana y la rural. Con la ley judicial pretendía recuperar el orden y equilibrio entre caballeros y senatoriales, y con la concesión del derecho de ciudadanía tenía en cuenta las demandas de la población aliada. Precisamente, la cuestión de los socii
 se había convertido a finales de la década de 90 a.C. en una de las principales preocupaciones de Roma. Livio Druso no podía obviar la gravedad de la situación, que, además, afectaba a sus planes porque la ley agraria incluía ager publicus
 ocupado por los itálicos. Aunque las fuentes parecen plantear el tema como una artima­ña de Livio Druso para alcanzar otros fines, los aliados van a permanecer fieles al tribuno hasta su muerte.

En cuanto a su propuesta agraria, esta disponía recuperaciones de ager publicus,
 que desde el 111 a.C. todavía era utilizada como área de pasto y que había sido ocupada por los aliados ilegalmente, y planteaba la posibilidad de fundar nuevas colonias. Livio Druso intentó ofrecer de nuevo a la población del campo expropiada y a los habitantes de la ciudad sin recursos un programa que se inspiraba claramente en la política de los Graco. Estas medidas fueron anuladas por causas formales. De igual modo presentó una ley frumentaria, que debía financiarse mediante la acuñación de moneda, que fue anulada. Desconocemos sus características, pero posiblemente consistiese en un intento de retomar el modelo de Cayo Graco.

Aún fue mayor la oposición que suscitó su ley judicial, que contemplaba la reforma del tribunal en la cuestión de repetundis.
 Livio Druso quería reconciliar los órdenes ecuestre y senatorial, poniendo fin a las disputas sobre el control de los tribunales. De esta manera, transfirió los jurados de los tribunales de extorsión del monopolio ecuestre al senatorial, e incrementó el número de equites
 de la Cámara para elegir de ahí a los jurados. Añadió, además, la cláusula por la que los caballeros estaban también sujetos al cargo de soborno. La amplia­ción del cuerpo senatorial provocó el rechazo entre sus filas, al igual que entre los caballeros, inmunes hasta la fecha, la extensión del cargo de extorsión. La ley judicial era una llamada a la responsabilidad directa de gobierno, dirigida a los caballeros, para reforzar el poder de la oligarquía, y el mismo fin buscaba la rogatio
 de sociis.
 El tribuno pudo ganarse la confianza de la mayoría de la población aliada para su decreto de ciudadanía, aunque los grandes propietarios de Etruria y Umbría, viéndose perjudicados por sus planes sobre la tierra, no estaban dispuestos a aceptar los cambios que planteaba.

Los viejos partidarios de Livio Druso le abandonaron a su suerte en el Senado y, finalmente, su legislación fue anulada. Él fue el último gran 
político que actuó uniendo Senado y tribunado como en la República clásica. La novedad en su actuación radicó en que, como defensor de los intereses senatoriales, estuvo dispuesto a realizar también concesiones a otros grupos sociales como la plebe, los itálicos o los caballeros. Su mandato puso de manifiesto que no era posible contar en Roma con una mayoría suficiente en el Senado para afrontar las reformas que el Estado precisaba. Livio Druso murió asesinado, como otros reformistas que le precedieron, y su muerte fue vista como el principio de la guerra de los aliados.

PRIMERAS GUERRAS DOMÉSTICAS: LA GUERRA DE LOS ALIADOS Y LA GUERRA CIVIL ENTRE MARIO Y SILA

Mientras la política interna vivía episodios convulsos, llegaban noticias de la ineficacia mostrada por los mandos militares (derrotas ante los númidas de Yugurta, en África, y ante los cimbrios en la Galia Transalpina) y de la corrupción en la administración de los nuevos territorios. Estos hechos alteraban aún más a la plebe y desprestigiaban a la minoría en el poder. De esta manera, en el año 109 a.C., se formó un tribunal, mediante la quaestio
 Mamilia (propuesta por el tribuno de la plebe Mamilio Limetano), para investigar acusaciones de corrupción que pesaban sobre senadores que habían estado en contacto con Yugurta. Este proceso, además de la caída de algunos miembros de la vieja nobilitas,
 sentó un precedente del control tribunicio sobre la política exterior y la guerra.

En este contexto emergió la figura de un militar experimentado, Cayo Mario, quien parecía representar la obra defendida por los Graco. Fue elegido cónsul (107 a.C.) y, a continuación, el tribuno de la plebe T. Manlio promovió su mando sobre las tropas de África. Esta fue la primera ocasión en la que se concedió un mandato militar por voluntad popular (contraviniendo, además, la actuación del Senado, que había prorrogado el destino en la región a Cecilio Metelo). Comenzó también aquí a fraguarse la colaboración entre tribunos de la plebe (en calidad de líderes populares
) y jefes militares; a Mario lo siguieron después Pompeyo o César, como veremos a continuación.

Mario derrotó a Yugurta, no sin dificultad, en una guerra que se prolongó varios años (finalizó el 105 a.C.), pero lo más trascendente no fue su éxito militar, sino el ejército que reclutó. La falta de hombres, debido a la reducción del número de pequeños propietarios por el fracaso de las reformas agrarias, le llevó a modificar el reclutamiento. De este modo suprimió la exigencia de alistar solo soldados inscritos en el censo como propietarios, e incluyó a ciudadanos sin recursos o capite censi
 y también reguló la duración del servicio, 16 años (hasta un límite de 20). A partir de este 
momento, el ejército pasaría a estar formado en su mayoría por ciudadanos pobres, con lo que estamos en el inicio del proceso de la profesionalización de las tropas romanas. Además, este sistema de leva establecía vínculos muy estrechos entre soldados y jefes militares que serán determinantes en las luchas políticas de finales de la República. Mario necesitaba el apoyo de la asamblea popular para aprobar las leyes de distribución de tierras a sus veteranos, y de ahí su alianza con los políticos de corte popular.

La guerra de los aliados (91-88 a.C.)

Por otra parte, la anulación de la política de Livio Druso (su propuesta de conceder la ciudadanía a los aliados) llevó a itálicos y aliados a tomar las armas para exigir este derecho en el año 91 a.C. Diver­sas comunidades (marsos, pelignos, picentinos, marucinos, fren­ta­nios, ves­tinos, apulios, lucanos, campanios y samnitas) se organiza­ron en una federación independiente y eligieron como capital Corfinio, rebau­tizada como Itálica. La guerra fue muy costosa en hombres y recursos, y, después de un año de lucha, con derrotas inesperadas, el Senado siguió la vía diplomática y buscó la solución política. De esta manera, por la ley Julia concedió la ciudadanía a todas las comunidades leales y permitió, así mismo, que magistrados y generales hiciesen la misma concesión de manera individual. La táctica romana dio sus frutos, debilitó a los aliados, al provocar divisiones entre ellos, y aceleró el fin del conflicto. Como había hecho en otras ocasiones, Roma trató a cada comunidad en función de sus propios intereses y de la respuesta obtenida. Finalmente, por la ley Plautia Papiria, todo individuo de una comunidad itálica aliada, con domicilio permanente en Italia, podía obtener la ciudadanía plena solo con presentarse ante el pretor en el plazo de 60 días tras la promulgación de esta medida.

En suma, este conflicto unificó jurídicamente las poblaciones al sur del Po y, finalmente, en el 89 a.C., la ley Pompeya concedió la ciudadanía latina a todas las comunidades de la provincia Cisalpina. Samnitas y lucanos continuaron su lucha hasta el año 87 a.C., pero el proceso era ya irreversible. Había llegado el momento en el que la libertas
 se identificaba con civitas,
 ciudadanía, esto es, derechos y deberes cívicos, y esta era ya una aspiración de todos los individuos.

La guerra civil entre Mario y Sila (88-81 a.C.)

El tribuno de la plebe Sulpicio Rufo (88 a.C.), en la línea de populares
 anteriores, propuso la igualdad política para los nuevos ciudadanos de Italia y que estos fueran distribuidos entre las 35 tribus romanas. Del mismo 
modo, defendió la renovación del Senado con los caballeros de las fortunas más saneadas. Pese a la oposición senatorial, la violencia con la que amenazaba Sulpicio Rufo le permitió seguir adelante con sus planes. Mientras tanto, otro militar de renombre gracias a su intervención en las guerras contra Yugurta, los cimbrios o los aliados, Lucio Cornelio Sila, recibió el mandato del Senado de conducir su ejército a Asia. Su misión sería enfrentarse al rey del Ponto, Mitrídates, quien se había impuesto en varias batallas y provocaba pérdidas cuantiosas a los comerciantes romanos. Sin embargo, Sulpicio Rufo se alió con Mario y propuso ante la asamblea popular que este liderase la guerra asiática. Por su parte, las tropas de Sila permanecieron fieles a su general, y marcharon hacia Roma para recuperar el poder de su líder. Finalmente, Mario tuvo que huir, Sulpicio Rufo fue asesinado y sus leyes anuladas.

Para evitar que se repitieran situaciones similares, Sila, como cónsul en el 88 a.C., propuso importantes cambios en la institución del tribunado de la plebe, imponiéndole fuertes limitaciones: todas las disposiciones legislativas serían previamente consideradas por el Senado antes de ser sometidas a la asamblea del pueblo y las leyes serían presentadas solo ante los comitia centuriata,
 donde dominaba el voto de los propietarios. De este modo, la competencia legislativa le fue sustraída a los concilia plebis,
 que la habían mantenido desde la ley Hortensia. A continuación, el general marchó al Ponto, donde derrotó a Mitrídates. No obstante, en su ausencia, la política prosenatorial silana no halló continuidad, y el cónsul Cornelio Cina propuso recuperar medidas de corte popular: restauración de los poderes de la asamblea de la plebe, amnistía para sus amigos populares
 exiliados, en especial Mario, o incorporación de nuevos ciudadanos itálicos resultantes de la guerra de los aliados a las 35 tribus. El rechazo senato­rial se concretó en la destitución ilegal de Cina, hecho que desencadenó una calamitosa guerra civil entre los partidarios de Sila y el Senado, por un lado, y Mario y Cina, y los políticos populares,
 por otro. La victoria cayó del lado de Sila (con batallas dramáticas como la de Puerta Colina), quien selló su triunfo con la masacre de sus enemigos.

LA DICTADURA DE SILA (81-80 A.C.)

Sila fue nombrado dictador por la ley Valeria con autoridad absoluta para reorganizar el Estado (dictator legibus scribundis et rei publicae constituendae).
 No se limitó a legislar, sino que, para asegurar su nueva construcción, intentó liquidar a sus enemigos mediante una práctica de proscripciones masivas (ejecuciones y confiscación de bienes). Suspendió derechos individuales y manipuló elecciones y magistrados, pero también 
resucitó viejas instituciones y procuró recuperar el prestigio del Senado como máximo órgano directivo de la política interior y exterior. De esta manera, Sila amplió la composición de Senado hasta un total de 600 miembros. Además de muchos nobiles
 y otros integrantes de la aristocracia senatorial, incorporó a sus filas a toda una serie de equites,
 pertenecientes sobre todo a la nobleza municipal. Este aumento en la composición del Senado en 300 integrantes era imprescindible a la vista de las nuevas tareas y de las dimensiones que alcanzaba el cuerpo ciudadano ante un grupo senatorial mermado por las guerras.

Emprendió también la reforma de las magistraturas. Incrementó el número de cuestores a veinte y el de pretores a ocho. También modificó el orden, intervalo y límite de edad para la cuestura, pretura y consulado con provisión contra la reiteración del consulado, en un periodo de diez años. Sila continuó su política restrictiva sobre el tribunado de la plebe, al suprimir el derecho de veto y la iniciativa legislativa de los tribunos; además, el político que disfrutara de dicho cargo debía renunciar a cualquier otra candidatura superior. Con la lex de sacerdotiis
 amplió el colegio de pontífices y augures hasta quince miembros cada uno y restauró la práctica de la cooptación. Abordó, asimismo, la reforma judicial: los senadores recuperaron nuevamente el control de los jurados y estableció siete nuevos tribunales permanentes. Por su parte, el creciente lujo que actuaba como factor desintegrador del orden senatorial debía ser controlado a través de medidas que limitaran los gastos de festejos y funerales; de ahí su ley suntuaria.

Sila acometió, además, la regulación de la administración provincial, estableciendo que todo pretor ejerciese un año la jurisdicción en Roma y durante otro gobernase la provincia sorteada. La innovación afectaría también a los cónsules, que no podrían ir a la provincia en el año del consulado, ni ejercer el imperium militare
 en Italia. Los promagistrados conservaban el derecho de imperium
 hasta la llegada del sucesor y debían abandonar la provincia en un periodo de treinta días. Ligar el mando militar al gobierno provincial hacía que pretores y cónsules, que en su periodo de mandato se encontraban en Roma, careciesen de fuerza militar. Por esta razón, Italia se vio prácticamente desmilitarizada. Con estas disposiciones Sila pretendía proteger el ré­gimen senatorial contra cualquier irrupción de un ejército profesional en la política interna. A partir de entonces, no se permitió sin aprobación expresa del Senado la entrada de un ejército en Roma, ni tampoco la celebración de un triunfo. Por su parte, la ampliación del número de magistrados obstaculizaba la aparición de gobiernos provinciales duraderos y limitaba las competencias provinciales, rompiendo así cualquier posibilidad de crear un ejército fiel.

En materia socioeconómica, Sila abolió las frumentationes
 y promovió una ley agraria para repartir entre los veteranos de sus legiones la tierra 
confiscada tras las proscripciones, sobre todo mediante la fundación de colonias. La tierra no fue entregada a los veteranos como propiedad privada plena, sino que mantuvo el estatus de ager publicus
 con prohibición expresa de venta. De esta forma, Sila obligaba hacia su persona a los veteranos y se aseguraba militarmente, al mismo tiempo, las difíciles comarcas itálicas (donde Mario y Cina habían contado con más apoyos).

En consecuencia, Sila desarrolló, en menos de dos años, un trabajo imponente para instaurar un régimen senatorial consecuente. Los principios conservadores de su política parecen claros: oposición frontal al tribunado de la plebe y defensa a ultranza del Senado. Respecto a la plebe, actuó abiertamente como un político conservador: anuló el poder político del tribunado de la plebe, suprimió las entregas de trigo y sus disposiciones en materia agraria favorecieron solo al grupo militar que le había llevado al poder. Por el contrario, reforzó el papel del Senado y, en este terreno, mostró una capacidad conciliadora e integradora respecto a otros grupos sociales, en particular caballeros e itálicos. La reforma de la Cámara, con la incorporación de 300 nuevos miembros, supuso la inclusión en la misma, ante todo, de homines novi,
 procedentes de las filas ecuestres y de la nobleza municipal. Esta reforma era una invitación a los caballeros a compartir responsabilidades de gobierno, y en el mismo sentido se puede entender su actuación en materia judicial. En ambos terrenos se movió en la línea avanzada por Livio Druso. No hay que olvidar que Sila mantuvo las prerrogativas que los equites
 disfrutaban en materia financiera, y que les permitían monopolizar los asuntos económicos, también en Asia. En cuanto a la población itálica, su programa recogía las ideas del sector que le había dado su apoyo, el círculo de los Metelos o M. Escauro, que consideraba prioritario integrar a estas comunidades en el Estado y vincular fuertemente al pueblo con la clase gobernante. Sila había reconocido que la clase alta itálica tenía que ser utilizada para estabilizar la res publica
 y no ser apartada como una amenaza; de este modo, los itálicos mantuvieron la ciudadanía y no fueron confinados en tribus específicas.

El dictador había partido del mismo modelo que había intentado aplicar sin éxito Livio Druso, pero fue capaz de adaptarlo a la nueva situación. Todos los problemas podían resumirse básicamente en las tendencias centrífugas que desintegraban el Estado, de ahí que buscara como punto de referencia único el Senado. Esa fue la respuesta silana, sabiendo conciliar al mismo tiempo la presencia cada vez más decisiva de otras fuerzas sociales. Su actuación buscaba, como fin último, volver a la situación existente antes de la irrupción en la política de los hermanos Graco, por lo que su legislación situaba de nuevo a los grandes propietarios en una posición de poder casi ilimitada. En la medida en que actuaba dentro de la tradición oligárquica, Sila no persiguió resolver el conflicto social sino estabilizar la res publica,
 
eliminando toda política antisenatorial. Sin embargo, al contrario que las acciones de optimates
 de años previos (133 y 121 a.C., oposición a los Graco; y 100 a.C., reacción a Apuleyo Saturnino), no se conformó con la liquidación de sus enemigos, sino que intentó modificar, a través de cambios fundamentales en el orden constitucional, un sistema que se había mostrado demasiado abierto a los conflictos, provocados sobre todo por tribunos populares.
 Finalmente, Sila fue el primero en valerse de un ejército profesional para alcanzar sus fines políticos, consciente quizá, a la luz del ejemplo de Livio Druso, de la imposibilidad de llevar a cabo su programa sin el recurso de la fuerza. De ahí el juicio ambiguo y superficial de Cicerón sobre su figura: reconociendo la honestam causam
 que le guiaba, puso siempre el acento en sus malas formas.

Realizadas sus reformas, Sila dimitió de todos sus cargos y se retiró. En seguida se vio que el orden institucional creado no resolvía los graves problemas del sistema. Por el contrario, sus reformas habían unido y radicalizado más a la oposición y Roma afrontaba nuevos retos internos: la presencia cada vez más poderosa de los caballeros, la aparición de un ejército clientelar y la hostilidad del pueblo hacia el Senado gracias a la política de los populares.
 Hay quien considera que el régimen silano pervivió hasta el final de la República prácticamente intacto. Otros, en cambio, ponen el acento en su fracaso, ya que su objetivo era salvar la República y, precisamente, esta iniciaría su ocaso a partir de su mandato, como indica A. Keaveney. En cualquier caso, el dictador demostró un enorme interés por las formas legales y buscó de manera tenaz la reorganización sistemática de las distintas áreas de gobierno. La suya fue, ante todo, una política que respondía a las principales urgencias del Estado.

LA ÚLTIMA GENERACIÓN REPUBLICANA

La década de los años 70 a.C. estuvo marcada por la actividad militar que Roma desarrolló en diversos frentes: la revuelta de un general romano, Sertorio, en Hispania; el enfrentamiento con el rey Mitrídates en Oriente; la lucha contra los piratas en el Mediterráneo y la gran revuelta servil liderada por Espartaco en suelo itálico. Estos conflictos fueron el escenario privilegiado para que ciertos personajes diesen el salto del campo de batalla al foro y se convirtiesen así en protagonistas de la vida política. Nos detendremos muy brevemente en estas luchas, y solo para ver emerger en ellas a los hombres que escriben la historia final de la República.

La piratería en Oriente fue un quebradero de cabeza constante para los romanos. Los piratas eran un enemigo muy difícil por su movilidad, razón por la que Roma había confiado en reyes aliados para frenar su peligro. El 
problema se había agravado en el siglo II a.C. ante el vacío de poder de la región debido a la decadencia de los reinos helenísticos y los grandes estados orientales. Los estragos que producían las acciones piratas sobre el comercio y, en particular, sobre el abastecimiento de cereal a la urbe, urgieron el nombramiento de un mando militar único. De esta manera, en el año 74 a.C. el pretor Marco Antonio asumió la misión, pero fracasó en su empeño. Fue el momento de Cneo Pompeyo, quien se había forjado como militar en la filas del bando silano, en su guerra con Mario, y aplastando la rebelión de Sertorio en Hispania. Mediante las leyes Gabinia y Manilia, aprobadas por la asamblea del pueblo, Pompeyo obtuvo el imperium
 sobre todo el Mediterráneo y el territorio 50 millas tierra adentro, así como las dos provincias de Oriente (67-66 a.C.). Al frente de la flota consiguió derrotar, por fin, a los escurridizos piratas y este éxito le abrió las puertas a otro mandato, hasta el año 62 a.C., con el objeto de anular otro peligro, Mitrídates. El conflicto con este monarca se arrastraba desde la época silana, puesto que Sila había alcanzado una paz coyuntural con el rey del Ponto (85 a.C.). Al morir Nicomedes, rey de Bitinia, en el 74 a.C., legando su reino a Roma, Mitrídates invadió su territorio y provocó la intervención romana. El mando de las tropas recayó en Licinio Lúculo, pero Mitrídates resistió y se afianzó en la región. Roma buscó entonces a un general que garantizase la victoria y, de nuevo, Pompeyo entró en acción. Se impuso en el campo de batalla y, sin esperar autorización del Senado, asumió incluso la reorganización de los territorios orientales (incorporando Cilicia y el Ponto como provincias, en el 64 a.C.) y creó una red de pequeños reinos clientes.

En esta década aún nos queda un tercer escenario militar, en este caso en suelo itálico. En plena Campania, en la ciudad de Capua, surgió en el año 73 a.C. una revuelta protagonizada por un grupo de esclavos que acabó en el mayor levantamiento servil conocido por los romanos (la tercera guerra servil, tras las dos primeras que tuvieron lugar en Sicilia, en 135-132 y 104-100 a.C.). En principio, no fue más que una rebelión de gladiadores de diverso origen, liderados por Espartaco, que buscaban mejorar sus condiciones de vida. Por este motivo, Roma dio inicialmente una respuesta menor al conflicto al considerarlo irrelevante. No obstante, el movimiento ganó adeptos en diversas zonas de Italia, y Roma comenzó a cosechar importantes derrotas. El Senado asumió entonces la gravedad de la situación y encomendó a Licinio Craso, un astuto y rico especulador que había prosperado en los años de Sila, la dirección de las operaciones. Él aplastó la revuelta, gracias también al apoyo de Pompeyo, en una victoria que supuso una masacre del enemigo: hasta 6.000 esclavos fueron crucificados en la vía Apia, a finales del año 72 a.C.

Primer triunvirato

En este contexto entró un nuevo líder en escena, Julio César, quien fue elegido cónsul en el 59 a.C. y recibió un mando excepcional de cinco años para la provincia Cisalpina y el Ilírico; seguidamente, el Senado le concedió el mando sobre la provincia Narbonense. César protagonizó la campaña militar más famosa de la época, las guerras gálicas (58-51 a.C.), que permitieron, con la conquista de las Galias, expandir Roma hasta las orillas del Rin y del Atlántico, y definir así poderosas fronteras naturales. Además de la gloria militar, la guerra le aportó enormes beneficios económicos con los que asegurar su carrera política. En ese tiempo, por su parte, Pompeyo ejercía el gobierno de Hispania.

Durante su mandato como cónsul, César propuso una ley agraria para repartir tierras a los veteranos de Pompeyo y consiguió que el Senado ratificara la actuación de este en Oriente. La política consular cesariana fue de hondo calado. Su proyecto agrario se desarrolló en dos fases, la primera más moderada. César retomó básicamente el espíritu de las dos rogationes
 fallidas de los tribunos de la plebe Servilio Rulo y L. Flavio, en el 63 y 60 a.C. respectivamente, de crear colonias en Italia. Sin embargo, su propuesta estaba cuidadosamente diseñada para evitar las controversias y obstáculos que estas habían desatado. Intentaba resolver el problema más urgente de Pompeyo, el asentamiento de sus veteranos, y, además, quería suministrar tierras a los pobres de la ciudad de Roma, en un intento de hacer regresar al proletariado urbano al trabajo del campo, mediante la repoblación de áreas desiertas de la península itálica. De esta manera, planteó la distribución de tierras públicas en Italia, que no podían ser enajenadas en un plazo de 20 años, y exceptuaba los ager Campanus
 y ager Stellas
 y la tierra confiscada por Sila. Además, se dispondría de tierra adicional adquirida con los fondos del botín de la guerra y los nuevos ingresos de Pompeyo derivados de los tributos de Oriente (desde el final de la guerra con Mitrídates). El texto legal, así formulado, no vulneraba los intereses económicos o políticos de senadores o caballeros. No obstante, la hostilidad general de la oligarquía hacia las leyes agra­rias se manifestó de nuevo, unida al miedo de que los promotores de la medida asumieran, con su puesta en práctica, una posición de poder amenazadora. César se enfrentó a la oposición senatorial liderada por Porcio Catón y la obstrucción ejercida por su colega Calpurnio Bíbulo y, para asegurarse el éxito de su misión, se hizo acompañar al foro por algunos veteranos de Pompeyo. En estas condiciones, el decreto fue aprobado.

Unos meses después dispuso una nueva ley agraria (ley Campana), de carácter complementario a la anterior, que recurría ya a las amplias posesiones del Estado en Campania. Los lotes de tierra debían beneficiar a los ciudadanos sin bienes con tres o más hijos y alcanzarían a unos 20.000 
individuos. La medida iba encaminada, sobre todo, a reducir el número de pobres de Roma y puede calibrarse su eficacia por el hecho de que César, en el 46 a.C., redujese de manera considerable el número de receptores de frumentum
 público.

Como la ley agraria mostraba una salida a la crisis social de Italia, el cónsul atacó de nuevo otro elemento nocivo para la administración del Imperio, la gradual destrucción de la provincias por culpa de la depredación de los gobernadores romanos. De ahí su ley contra la corrupción provincial, que regulaba de forma precisa y estricta el cargo de repetundis
 contra los magistrados. Se perseguía aquí un mayor control de la administración de los territorios: se imponía una rígida contabilidad y se prohibía al magistrado abandonar la provincia, hacer la guerra o visitar un territorio independiente sin autorización del Senado o del pueblo. Cabe resaltar que esta fue, precisamente, una de las medidas del primer consulado de César más duraderas.

Pero volvamos a las relaciones de poder. Además de colaborar en el terreno político, César y Pompeyo afianzaron su alianza por vía matrimonial, ya que Pompeyo se casó con Julia, hermana de César. Poco después, en Luca, en el año 56 a.C., César y Pompeyo, junto con Craso, consolidaron el reparto tácito de poder que habían conseguido hasta el momento: Pompeyo prorrogó su mando en Hispania por cinco años; Craso recibía la provincia de Siria, y ambos ocuparían el consulado al año siguiente; César, por su parte, conseguía la prórroga por cinco años de su mando en las Galias. Además, Pompeyo obtuvo el privilegio de permanecer en Italia al expirar su consulado y gobernar las provincias mediante legados; y también ejerció como curator annonae,
 asegurando el delicado suministro de cereal. Se conformó, así, el denominado primer triunvirato, como un pacto privado entre tres poderosos individuos, al margen de la propia constitución republicana.

Craso murió en el 53 a.C. durante una expedición contra los partos y, un año después, falleció Julia, desatándose entonces la crisis política entre César y Pompeyo (52-49 a.C.). Roto el triunvirato, el Senado buscó la protección de Pompeyo para restaurar el orden público en Roma, de modo que la Cámara le concedió poder extraordinario y lo nombró cónsul único (sine collega,
 único caso en la historia romana) en el 52 a.C. Se trataba de un hecho sin precedentes e irregular, ya que no habían transcurrido los diez años que la ley silana estipulaba para repetir en el cargo. Sin perder el poder proconsular en Hispania, prorrogado cinco años, el general reunía el poder de los dos cónsules (y ocho legiones).

Por su parte, César disfrutaba de un gran prestigio militar, era procónsul de la Galia y disponía de tropas experimentadas. El Senado decidió dejar el ejército de César en las Galias al final de su mandato y ordenó al general su 
regreso a Roma. Él, por su parte, reclamó prorrogar su mando u optar al consulado pero sin personarse en Roma, in absentia.
 El Senado no aceptó estas condiciones y César cruzó el río Rubicón (frontera entre la Galia Cisalpina e Italia), en el 49 a.C., desencadenando una nueva guerra civil. La huida de Pompeyo, y de muchos de sus aliados, llevó al Senado a nombrar a César dictador. Este aprobó leyes que procuraron mejorar las finanzas para atraerse a los caballeros, amnistió a los exiliados por Pompeyo y amplió sus bases sociales de poder. Finalmente, renunció a la dictadura para dirigir el enfrentamiento decisivo contra Pompeyo, que tuvo lugar en Farsalia (Tesalia), en el año 48 a.C. Pompeyo huyó a Egipto, donde murió, pero sus partidarios continuaron luchando en África e Hispania. La última batalla tuvo lugar en Munda (cerca de Córdoba) en el 45 a.C.

El fin de la República: César o el poder de uno solo

César fue nombrado nuevamente dictador, en el año 46 a.C., pero en esta ocasión vitalicio, hecho extraordinario. No hizo más que acumular en su persona cargos y honores. Fue designado cónsul por diez años, imperator
 y pontífice máximo; obtuvo el derecho a transmitir su cargo por herencia (que confió a Octaviano) y también se atribuyó el poder de los tribunos de la plebe. En estas circunstancias, la República ya había finalizado porque un solo hombre acumulaba los poderes antes colegiados y temporales. Debido a la destrucción provocada por la guerra, la tarea de reconstrucción obligó a César a tomar medidas que reestructuraron por completo el Estado.

César es un personaje complejo que ha captado la atención de numerosos historiadores, incluso alguno ha sucumbido a su embrujo, co­mo advertía L. Canfora. Pero no hay acuerdo a la hora de valorar su fi­gura o su obra. En él se ven múltiples facetas: el estadista (T. Mom­msen, M. Gelzer o J. Carcopino), el monarca helenizante (E. Meyer), el go­ber­nante divinizado (S. Weinstock, H. Gesche), el ambicioso (J. Balsdon), el pragmático e improvisador (J. Fuller, C. Meier), el demagogo (J. Dickinson), etc. De igual modo, su trascendencia se enjuicia de forma bien distinta: César es, al mismo tiempo, el último republica­no (H. Strasburger) y el fundador del Imperio o su primer imperator
 (J. Carcopino). Se trata, sin duda, de una figura poliédrica cuya imagen pública, como vio Z. Yavetz (1983), buscaba un amplio apoyo social. R. Syme ya señaló la heterogeneidad de sus seguidores (senadores, caballeros, centuriones, hombres de negocios, banqueros de los municipios, reyes y príncipes), que constituían su verdadera fuerza. Cada grupos aspiraba a una solución diferente a los problemas de su época: unos esperaban una distribución de tierra; otros, la cancelación de deudas; algunos, que restaurara la grandeza de la res publica,
 
y había incluso quien quería que la aboliera definitivamente.

Lejos de ser capaces de conocer las auténticas intenciones o aspiraciones de poder de César, hay que intentar situar su figura en la época. La imagen que parece ofrecer al final de su vida es la de un hombre todopoderoso, como dictador permanente, un verdadero rex
 solo en la cima del poder. En la práctica gozó de un poder absoluto, autocrático, al margen del título que pudo o aspiró a disfrutar. Pero, más que el carácter del personaje o su idea del poder, aquí nos interesa su obra, muy intensa, ya que en su segunda dictadura se mostró como un prolífico legislador.

En el campo socioeconómico puso en marcha un programa para aliviar la deuda. Estableció así la remisión de los intereses devengados durante dos años (por la cual los acreedores perdían aproximadamente una cuarta parte) y dispuso también que los deudores pudiesen pagar, además de en dinero, con propiedades. César, por tanto, no quería una abolición arbitraria de todas las deudas. Su objetivo era moderar la estricta ley de crédito vigente, para aliviar tanto a los grandes como a los pequeños deudores (los más beneficiados) y tranquilizar a los ciudadanos, haciéndoles ver que el gobierno era permanen­te y de confianza. Por otra parte intentó paliar el problema de la falta de dinero y, para hacer afluir capital al mercado, ordenó que nadie pudiera atesorar más de 15.000 denarios al contado. El metal circuló de nuevo en los mercados y desapareció la ansiedad por cancelar las deudas. César también dispuso una remisión parcial de los alquileres en Roma e Italia en beneficio de los estratos sociales más desfavorecidos. En este contexto hay que tener presente la escasez de alojamien­to en Roma y los disturbios que la situación provocaba. No era una medida permanente, sino un intento de obtener acomodo barato para los pobres. También dentro del ámbito socioeconómico, en el 46 a.C., dispuso una ley frumentaria
 que reducía el número de beneficiarios de los repartos de cereal de 320.000 a 150.000. Esta medida se explica en el contexto de la gratuidad de las entregas de cereal impuesta por el tribuno de la plebe, Clodio, en el 58 a.C., que había provocado el incremento excesivo del coste del reparto para el Estado y una co­rriente de manumisiones fraudulentas

De igual modo practicó, a lo largo de estos años y hasta su muerte, un amplio programa de reparto de tierras para veteranos y población pobre de la ciudad. Tradicionalmente, estas distribuciones habían sido dirigidas por cargos superiores, en particular tribunos y Senado, junto con comisiones especiales elegidas por el pueblo; César, en cambio, encomendó la tarea a sus legados (pretores). En primer lugar, desde el año 49 a.C., se ocupó de satisfacer las necesidades de sus propios soldados, aunque no hay evidencia de una ley agraria en estos años. Fue cuidadoso en no ofender a los propietarios y evitó asentar a sus veteranos en grupos concentrados. Prefirió distribuir tierra pública, de la poca que había a su disposición, y tierra por 
cuya compensación había pagado. Para preservar derechos y posesiones, recurrió a asigna­ciones individuales y solo dispuso tres colonias en Italia, donde fueron asentadas la séptima y octava legiones. Por encima de todo, quiso evitar una rápida crisis en cualquiera de los asentamientos, por lo que prohibió la venta de las parcelas en veinte años. Quizá pensó en colonizaciones a gran escala, pero no había bastante tierra en la península para practicar tal política y, para obtener más, planeó desecar pantanos, pero se trataba ya de proyectos a largo plazo. Mientras tanto recurrió a otra solución: la fundación de colonias en ultramar, política que practicó con gran energía.

La fundación de colonias fuera de Italia no era nueva sino que, como hemos señalado, ya había sido propuesta por Cayo Graco y Apuleyo Saturnino. Sin embargo, la escala de la actividad cesariana fue extraordinaria, lo cual plantea la duda de si fue solo coyuntural o si respondía a una estrategia. Muchos recuerdan la posibilidad de formar clientelas en estas colonias, aunque él desarrolló una política de emigración controlada al extranjero y prohibió a todos aquellos capaces de portar armas abandonar Italia. En ningún destino se concentró a miembros de un único estrato social, y así se mezclaron esclavos y libertos, en su mayoría mercaderes y artesanos, proletariado urbano y soldados licenciados hasta un total de 80.000 colonos. La colonización cesariana alcanzó resultados notables. Resolvió el problema de falta de tierra en Italia sin actuar contra los grandes propietarios; desplazó a elementos incómodos fuera de la ciudad, reduciendo la superpoblación, y atrajo a gentes más adecuadas para la vida urbana (garantizó la ciudadanía a los médicos y profesores de artes liberales como grammatici,
 rétores y filósofos).

Por otra parte, este programa de colonias reforzaba su posición de gobernante y ofrecía, al mismo tiempo, una política de gran alcance para todo el territorio. El Rin sería la frontera y César preveía ampliar Italia más allá del Po como territorio ciudadano; de ahí que sus planes de fundación de municipia
 y concesión de ciudadanía fueran muy ambiciosos. No hay dudas, tampoco, sobre la política de César hacia las ciudades del Imperio. Incrementó los territoria
 de aquellas que lo habían apoyado, remitió sus impuestos y distribuyó generosamente la ciudadanía; mientras, por el contrario, redujo los territorios de las que se le habían opuesto, les impuso pesados impuestos y planteó asentamientos en sus tierras. No sabemos si realmente tenía un proyecto para romanizar el Imperio y equilibrar las diferencias entre itálicos y provinciales, como defendía F. Vittinghoff. Obviamente, César no inició la política de colonización ni la concesión de ciudadanía (a individuos, grupos, provincias), pero la forma y la extensión que le dio a este proceso fue única. En el 49 a.C., César utilizó la fórmula de leyes especiales para realizar tales concesiones: la ciudad púnica de Gades fue elevada a la categoría de municipium

 y los habitantes de la Galia Cisalpina obtuvieron la ciudadanía plena. En consecuencia, su propuesta de ciudadanía pretendía extender y fortalecer el círculo de ciudadanos romanos e incorporar así recursos al Estado.

En el terreno político desplegó César una enorme actividad. Reformó un capítulo de primer orden, las magistraturas, incrementando el número de pretores (primero de 8 a 10, después a 14, y, finalmente, a 16), ediles (a 6 con la creación de los aediles ceriales
) y cuestores (a 40), así como el de cargos menores (triumviri capitales e monetales)
. Además, según Suetonio, César nombró prefectos en vez de pretores para llevar los temas de la ciudad durante su ausencia. Por último, añadió un miembro al colegio de pontífices y al de augures, así como a los quindecemviri.
 Los asuntos de Estado demandaban un mayor nú­mero de magistrados para hacer frente a la nueva política provincial. Algunos autores hallan otro motivo de fondo más atractivo: César había prometido tanto a tantos colaboradores que el único camino para premiarles era concederles nombramientos de relevancia. A algunos nobles les otorgó honores, entre los cuales debe incluirse la promoción de plebeyos al patriciado. Al respecto se supone que César, como pon­tífice máximo, se cuidó de completar las filas de los patricios, diezmadas por las guerras civiles. De hecho, unos 300 o 400 hombres ingresaron en el Senado durante la dictadura vía magistratura o adlectio.
 Fue un premio para algunos de sus seguidores, en su mayoría caballeros de las clases propietarias de la ciudades itálicas. De este modo, el dictador contaba con un gran apoyo, cumpliéndose la máxima de unir a tota Italia.
 De igual manera dictó una provisión para que los jurados se conformaran con senadores y caballeros, censados solo a partir de una renta elevada.

César aprendió de su propia experiencia que la larga duración de los cargos provinciales, como el suyo en la Galia, nutrían la ambición y la autoestima. En consecuencia limitó la duración del cargo de propraetores
 a un año y, el de procónsules, a dos consecutivos. Estableció además que a nadie le estaría permitido mantener un mando por más tiempo. Cuando presentó su propuesta a los comitia curiata,
 Cicerón lo elogió y también tras su muerte pidió el mantenimiento de la ley. César deseaba prevenir la concentración de poder en manos de los go­bernadores ya que, al abreviar el periodo de mando, alteraba los lazos de unión entre el gobernador y su clientela.
 No obstante, no se puede decir que ignorase los problemas de los provinciales, como lo prueba su ley contra la corrupción en el primer consulado. Además limitó los abusos de la libera legatio,
 ya en parte reducidos por Cicerón ejerciendo como cónsul, con cuyo pretexto los senadores viajaban con sus hijos a las provincias a cargo del Estado para tratar con frecuencia negocios privados.

En otro orden de cosas, aunque no se conoce muy bien el funcionamiento de los comitia tributa
 y centuriata

 en estos años, la asamblea popular se volvió gradualmente más débil. En el 49 a.C., César presidía las elecciones y no solo él mismo fue elegido cónsul, sino también sus seguidores para todas las magistraturas en juego. Dión Casio relata que el dictador fue autorizado a nombrar tribunos o hacer recomendaciones para su nombramiento, pero que renunció a ello. Sin duda, la influencia de César en la elección de candidatos fue poderosa y quedó fijada por la ley Antonia de candidatis
 del 44 a.C., por la cual compartió las elecciones con el pueblo sobre la base de que, excepto en el caso del consulado, la mitad de las magistraturas serían nombradas por elección popular, y el resto por él. Y para controlar el poder en las calles disolvió todos los collegia
 (tanto las asociaciones de carácter religioso como las de tipo profesional), excepto los de vieja fundación, evitando que algunos tribunos populares
 los utilizasen para sus propios fines.

César se preocupó, asimismo, de impulsar el índice de natalidad en Roma y estableció premios especiales para las familias con un mayor número de hijos. En calidad de praefectus morum,
 intervino en el capítulo de la moral y las costumbres y dictó una ley suntuaria contra banquetes, vestidos extravagantes, uso de literas, o construcciones y tumbas lujosas. Tampoco se olvidó de impulsar la realización de obras públicas en Roma y también tenía planes fuera de la urbe: drenar los pantanos de Pontino y el lago Fucino, o construir una vía del Adriático por los Apeninos hasta el Tíber y un canal a través del istmo griego de Corintio. Por último, César incluso reorganizó el calendario, que se había convertido en una poderosa arma política. Sus intenciones políticas y administrativas eran obvias: hacer coincidir el año del calendario con el astronómico y sustraer a los sacerdotes el derecho de insertar días y meses a su voluntad. Los días del año estaban divididos en fasti,
 para ocupaciones diarias y procesos judiciales; nefasti,
 en los que estas actividades estaban prohibidas, y un número limitado de dies comitiales
 para la celebración de asambleas populares. César ordenó que los días adicionales, fruto de la reorganización del calendario, fueran clasificados como fasti
 y los magistrados serían prevenidos de utilizar dichos cambios en su propio beneficio o de posponer de manera indebida celebraciones públicas.

En suma, llevó a cabo un sólido trabajo encaminado a la pacificación del Imperio y a la transformación de la sociedad romana. Incrementó el número de senadores con miembros de las oligarquías urbanas de Italia y provinciales. En las provincias buscó convertir a gobernadores y publicani
 en gestores de un sistema administrativo regularizado y eliminó el corrupto sistema de impuestos. Fue generoso en la concesión de la ciudadanía romana y practicó una política activa de colonización y municipalización. Promovió una ley agraria para facilitar la recuperación de la agricultura y ampliar así la base de reclutamiento de los cuerpos legionarios, reduciendo la distribución de cereal público. Respecto al ejército, remuneró bien a las 
tropas para evitar revueltas y redujo el número de legiones a 32. Y hasta se atrevió a renovar el calendario en un intento, quizá, de marcar el tiempo en política.

En el complot que llevó a la muerte de César participaron varios senadores y caballeros, no solo partidarios de Pompeyo, prueba de la fuerte oposición que había suscitado. Sus rivales no toleraban ya la posición de poder que había alcanzado, una dictadura perpetuada de manera anómala en una República sostenida solo en apariencia a nivel institucional. Cierto es que él mismo había rechazado de manera pública el título de rey. Fue el quince de febrero, poco antes de su asesinato, cuando Marco Antonio le ofreció una diadema, atributo de monarca durante la celebración de los Lupercalia. César alegó, de manera solemne, que el único rey de los romanos era Júpiter. Pese a todo, este gesto teatral no ocultaba el auténtico carácter de su poder. Podemos discutir si la acumulación de poderes y honores respondió o no a un plan preconcebido o si, como se nos antoja, respondía más bien a la propia evolución de los acontecimientos y a la necesidad del político de protegerse. En cualquier caso, se alzaba en una posición clara de poder máximo, propia de un tirano.

En este contexto, el dictador iba a asumir la preparación de una nueva campaña militar, en este caso ante los partos, la gran amenaza en Oriente. Muchos políticos encontraban insoportable la posición constitucional del dictador, quien había acaparado prácticamente todo el poder, siempre repartido y compartido en la República. El quince de marzo se había convocado al Senado para debatir esta cuestión, pero a las puertas de la sesión fue abatido. Entre sus asesinos hallamos, entre otros, a los pretores pompeyanos Casio Longino y Junio Bruto; ellos reivindicaron su tiranicidio en defensa de la libertas
 de los romanos. Ante la muerte de su líder, la plebe pasó de la indiferencia inicial a la abierta hostilidad. Este violento final, en cierta medida, marcó su fracaso, como señaló L. Canfora, puesto que disfrutó muy poco tiempo de su victoria. Su desaparición construyó el puente del que se valió su sucesor para sortear las turbulentas aguas republicanas de manera única y definitiva.

Esperando a Octaviano (42-35 a.C.)

La muerte del dictador dejó un inmenso vacío que preparó el escenario para una lucha abierta por el poder desde diversos frentes; fue la antesala de otra guerra civil para Roma. Varios personajes asumieron el protagonismo: Marco Antonio, cónsul y fiel seguidor de César; Emilio Lépido, magister
 equitum,
 y el jovencísimo César Octaviano, hijo adoptivo (sobrino nieto) y principal heredero de César. Además, frente a ellos estaban los asesinos del 
dictador.

En un principio, el Senado permanecía a la expectativa, intentando defender su delicada posición en el nuevo equilibrio de fuerzas. Octaviano regresó a Italia, desde los Balcanes donde estaba destinado como militar, para reclamar sus derechos como heredero y su inmensa fortuna. Antonio quiso expulsar por la fuerza a Bruto de la Galia Cisalpina, y fue declarado enemigo público. Octaviano puso sus tropas a disposición del Senado, y Antonio fue derrotado en la batalla de Módena. Mientras los cesarianos luchaban entre sí, el Senado procuró fortalecerse para asegurarse el control territorial. De este modo, los gobernadores de todas las provincias al este del mar Jónico fueron puestos bajo las órdenes de Bruto y Casio; también Sexto Pompeyo (hijo de Pompeyo Magno) se unió a las intenciones de los senadores, dándoles el control sobre una parte de Hispania.

Octaviano contaba con el apoyo del ejército, en parte gracias a las generosas donaciones que podía realizar, lo que le valió para ocupar el consulado. A pesar de la derrota en Módena, Antonio mantenía un fuerte respaldo entre las tropas y aún tenía bajo su poder el mando de un ejército considerable. Entre ambos se situaba Lépido, quien actuó de mediador entre Octaviano y Antonio para alcanzar una alianza. Fue entonces cuando, a finales del año 43 a.C., en Bolonia, sellaron un acuerdo estratégico que les permitía oponerse al Senado. Siguieron el ejemplo del primer triunvirato, de manera que asumieron un poder extraordinario por cinco años con el fin de pacificar la República. Sin embargo, en esta ocasión su condición de tresviri republicae constituendae
 obtuvo ya valor legal mediante la ley Titia, dictada por la asamblea de la plebe. Sin desaparecer el consulado, las decisiones de los tres gobernantes eran indiscutibles y adquirían fuerza de ley; su imperium maius
 era prácticamente ilimitado. Los tres se repartieron las provincias: Sicilia, Cerdeña y África para Octaviano; Galia Cisalpina, para Antonio; y Lépido, en un papel secundario, recibió las que ya tenía, Hispania Citerior y Narbonense, que gobernaría mediante legados para poder permanecer en Italia en el 42 a.C. como cónsul.

En primer lugar se cobraron venganza de los responsables de la muerte de César, para lo cual elaboraron listas de proscritos (300 senadores y 2.000 caballeros), considerados enemigos públicos del Estado, que supusieron numerosas ejecuciones y confiscaciones de bienes. No obstante, los cabecillas de la conspiración, Bruto y Casio, habían huido a Grecia con un ejército considerable. Octaviano y Antonio marcharon en su busca y los derrotaron en la ciudad macedónica de Filipos, en octubre del año 42 a.C., escenario en el que se perdió toda posibilidad de restaurar el viejo orden republicano. Solo quedaba la resistencia armada de Sexto Pompeyo.

En un primer momento, Octaviano, por su juventud e inexperiencia política, era el más débil de los triunviros, pero su habilidad e inteligencia 
cambiaron enseguida la situación. Poco a poco fue labrándose apoyos y poder en Roma, mientras Antonio se encontraba en Oriente con la reina de Egipto, Cleopatra, la cual parecía utilizarlo para cumplir sus fines personales. Pronto quedó clara la rivalidad entre ambos al compartir las mismas ambiciones. Aunque estuvieron a punto de enfrentarse en Brindisi, alcanzaron de nuevo un pacto (40 a.C.), por el cual se dividió el Imperio en esferas de poder: Octaviano dominaría Italia y las provincias de Occidente; Antonio, las ricas provincias de Oriente, y Lépido, África. Para sellar esta nueva reconciliación se arregló un matrimonio entre Octavia, la hermana de Octaviano, y Antonio. No obstante, este último regresó con Cleopatra para iniciar una guerra contra Persia, conflicto que mermaría considerablemente su ejército, y se casó con ella, declarando a los dos hijos de la reina sus herederos.

Aún hubo tiempo para una nueva negociación entre Antonio y Octaviano con el objeto de resolver, de forma conjunta, la grave crisis que suponía la falta de grano causada por el bloqueo de los piratas de Sexto Pompeyo. Así, en Tarento en el 38 a.C., se prorrogó cinco años más el triunvirato, en el que ya Lépido tenía una representación meramente nominal. Este último permaneció en África hasta el 36 a.C., cuando Octaviano lo reclamó en Sicilia para ayudarlo en su guerra contra Sexto Pompeyo. Lépido, harto de ser tratado como comparsa, decidió apoderarse de la isla y recuperar su poder, pero sus tropas lo abandonaron y tuvo que rendirse. Octaviano lo acusó de traición y lo privó del título de triunviro, conservando solo la dignidad de pontífice máximo.

En estos años, Octaviano se había dedicado a afianzar su posición en Roma, mejorar su imagen pública y ganarse el favor popular, y así realizó asignaciones de tierras (fuera de Italia, a veteranos de guerra), promovió obras públicas y ofreció al pueblo todo tipo de liberalidades, juegos y espectáculos. Contó para ello con al apoyo prestado por su más cercano colaborador, Vipsanio Agripa, así como con el respal­do de Mecenas, uno de los hombres más ricos e influyentes de Roma. Al mismo tiempo desarrolló una política agresiva de desprestigio de su rival, Antonio. Su relación con Cleopatra le permitió a Octaviano presentarlo como un traidor a Roma, dispuesto a ceder las provincias de Oriente a la reina y sus hijos; un monarca que aspiraba a someter Occidente al despotismo oriental y a trasladar la capital del Imperio a estas tierras. El Senado declaró la guerra a Cleopatra (guerra Ptolomaica) y en el año 31 a.C., en Actium, las naves de Octaviano derrotaron a la flota antoniana. Antonio y Cleopatra huyeron, para acabar poco después suicidándose. Por fin, quedaba un solo hombre en la cima del poder de Roma.


TERCERA PARTE

LA ROMA DE LOS PRINCIPES


En mi sexto y séptimo consulado [28 y 27 a.C.], después de terminar la guerra civil, y habiendo obtenido todas las cosas por consentimiento universal, le retorné el poder del Estado al Senado y al pueblo Romano. Por este mérito mío, por un decreto del Senado, fui llamado Augusto y mi frente fue públicamente vestida con una corona de laurel y una corona cívica, un escudo de oro fue puesto en la puerta Juliana del Senado, la inscripción del escudo atestiguaba a la virtud, merced, justicia y piedad, por la que la gente de Roma me la han otorgado. En ese tiempo excedía a todos en influencia, pero no tenía más poder que los otros que tenían mis colegas en cada magistratura.


Res gestae divi Augustii
 34, 1.
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Mapa 6.
 El Imperio romano a la muerte de Augusto (14 d.C.)


VI

EL PRINCIPADO

El periodo que media entre la muerte de César y la de Augusto (sesenta años, del 44 a.C. al 14 d.C.) es conocido también como el siglo de Augusto, entendido como saeculum,
 término que usaban los romanos para definir un periodo histórico determinado. Sin duda, este tiempo marca una etapa excepcional en la historia de Roma, en la que la figura de Octaviano domina plenamente la escena política. El fin de las guerras civiles y las victorias en el exterior fueron acompañadas de una era de prosperidad material y grandeza intelectual que pasó a la historia como pax Augusta
 o pax romana.
 La propia capital del Imperio reflejó el esplendor del periodo, ya que Augusto levantó una nueva Roma (de la mano del arquitecto Agripa), al tiempo que poetas y escritores protagonizaron el renacer de la literatura latina (Livio, Virgilio, Horacio u Ovidio).

Para seguir al personaje y su obra contamos con numerosas fuentes, detalladas en el capítulo inicial. Por cierto, nacido como Cayo Oc­tavio Turino, por la adopción de César cambió su nombre a Cayo Julio César Octaviano y, gracias al título otorgado por el Senado, fue conocido como Augusto y así nos referiremos a él a partir de ahora. Sus treinta primeros años de vida están mejor documentados que los siguientes, y él mismo, anticipando quizá su muerte, en abril del año 13 reunió varios documentos que describían sus logros más señalados, así como instrucciones para su funeral. Se trata de las Res gestae divi Augusti,
 su legado, en las que dejó constancia de la misma inteligencia y astucia con la que obró en su gobierno.

Algunos cambios irreversibles habían comenzado ya en Roma con el primer triunvirato, al cual se subordinaba el Senado; a continuación podemos considerar que César mató la República y Augusto, simplemente, la enterró. Si el primero era un personaje complejo y muy atractivo para los estudiosos, lo mismo cabe decir de su sucesor. En la historiografía dominó en un principio la visión idealizada de su figura. R. Syme reaccionó ante ella, para presentar su Principado como la consolidación de un proceso revolucionario, un tiempo que alejó la guerra civil pero acabó también con la libertad política, porque la única alternativa que se planteaba a los romanos era gobierno estable o libertas.
 Augusto, en esta interpretación, no sería más que un político despiadado y ambicioso; nada extraño por otra parte, como noble romano que competía con sus iguales por gloria y honor. Pero también habría sabido ser un patriota, un princeps
 de la virtus,
 un gran trabajador por el bien del Estado romano, tal y como lo vio A. Everitt.

No obstante, más que en su conducta o ambiciones, como en el caso de César, nos detendremos en su obra. Así, como veremos, Augusto diseñó un gobierno competente, promovió la justicia y el derecho y actuó con el respeto debido ante el Senado. Cierto es que contó con una ventaja inicial: el aprendizaje que supuso contemplar la caída de su predecesor, de manera que estaba en disposición de evitar los errores que este cometió. A diferencia de César, Augusto conquistó y pacificó, amplió y consolidó; reconoció muy pronto que era más complejo gobernar que conquistar. Por esta razón centró su política en or­denar internamente el Estado, objetivo tan importante o más que extender sus fronteras. De ahí, entre otras actividades que emprendió, sus numeroso viajes para conocer las provincias y a sus gobernados de primera mano.

Por otra parte, mantuvo la ficción republicana, puesto que no suprimió las viejas instituciones, aunque para superar el caos de la últi­ma República impuso una rígida autocracia. Protagonizó un larguísimo mandato, irrepetible por su estabilidad, al que supo dar continuidad. Todo en él parece extraordinario: un nuevo régimen con un poder inmenso y un tiempo de paz prolongado (tras décadas en lucha dentro y fuera de Italia) que superó una crisis casi endémica. No obstante, quizá resultase anacrónico calificar a Augusto como primer emperador, porque ante sus ciudadanos fue el responsable de restaurar la República. De hecho, si bien fomentó el culto a la personalidad, no disfrutó del poder de manera perpetua sino que tuvo que renovarlo periódicamente. Y no fue hasta Tiberio cuando los romanos reconocieron que vivían en una monarquía de la que no eran más que súbditos.

FUNDAMENTOS DEL NUEVO RÉGIMEN POLÍTICO

Las reformas que Augusto realizó en la esfera del poder, una por una, no fueron en sí revolucionarias, pero sumadas consumaron un nuevo régimen de gobierno. Acumuló competencias en todos los órdenes, de manera progresiva, y logró con ello racionalizar y agilizar el proceso ejecutivo y legislativo. A finales del 28 a.C. Augusto declaró finalizado el periodo de excepción por la guerra sufrida. Era el momento de recuperar la legalidad republicana y el Senado actuó en consecuencia, promoviendo cambios constitucionales para que la situación vigente no se alterase. La Cámara proclamó a Augusto princeps Senatus,
 el senador de mayor prestigio y responsable de dirigir sus sesiones. Se le concedió el imperium maius,
 poder superior a cualquier magistrado con imperium,
 de manera que todos los jefes militares quedaban sometidos a su autoridad y de aquí derivará precisamente el título de imperator.
 Recibió, además, el título de Augustus,
 
un término procedente del ámbito religioso, que le confería una autoridad superior al resto de los mortales al otorgar carácter divino a su misión. Por último, en el año 23 a.C., tras descubrir una conspiración, el Senado le concedió una tribunicia
 potestas
 por diez años, un poder análogo al de los tribunos, pero superior al de estos.

Pese a todo, no se suprimió ninguna magistratura republicana. De hecho, Augusto contribuyó a mantener la apariencia de gobierno republicano y desempeñó el consulado junto a un colega (siempre fiel a él, claro está, como Agripa), entre los años 27 y 24 a.C. La marginación política de Lépido en el segundo triunvirato había sido compensada con su nombramiento como pontifex maximus,
 dignidad que mantuvo hasta su muerte en el año 12 a.C. Desde entonces, Augusto la ocupó de forma vitalicia. Asumió también la censura y se convirtió en guardián de la tradición y la moralitad, curator legum et morum.
 Por último, fue reconocido como pater patriae,
 constatación de que su Imperio se presentaba como una gran familia en la que él actuaba como padre protector. A partir de aquí, los emperadores asumieron (primero de forma progresiva y luego ya en bloque) los títulos, honores y competencias de imperator, caesar, augustus, pater patriae,
 cónsul o pontifex maximus,
 con tribunicia potestas.
 Así quedaba expresada su autoridad y poder en el ámbito civil, militar y religioso.

Una serie de símbolos externos reflejaron la posición excepcional de Augusto, como la corona de laurel que adornaba su cabeza. No fue esta una cuestión menor, puesto que él actuó como un maestro de la escena y prestó una gran atención a su imagen pública, como descubrió P. Zanker. Uno de los medios que más utilizó fue el culto imperial, precisamente una innovación suya. Así, fueron elevados altares en su honor, y en el de la diosa Roma, sobre todo en los territorios provinciales, para ensalzar a Augusto como protector del Imperio y símbolo del poder central. En este sentido podemos decir que explotó al máximo las posibilidades que le ofrecía la religión, bien como su responsable máximo, desde el pontificado, bien como augur u ostentando otros sacerdocios. Logró de esta manera rodear su figura de una aureola de religiosidad acorde con su título de Augusto. Además, él era también el hijo de un dios, Divii filius,
 al haber divinizado a César. La popularidad de su figura se reafirmó por medio de una hábil propaganda, basada en la representación de su figura en monedas o estatuas y en la adulación literaria de autores como Virgilio, Livio, Horacio u Ovidio, financiada en parte por su amigo Mecenas.

La llegada del emperador, y de su régimen de gobierno, el Principado, implicó una reubicación sin precedentes del poder en el seno de la sociedad romana. A partir de aquí, la autoridad se concentró en un solo hombre, mientras las competencias que individuos e instituciones habían ejercido durante siglos se vieron rápidamente disminuidas. Cabe preguntarse, en 
este punto, qué respuesta dio la aristocracia a este nuevo escenario abierto por Augusto, y continuado por sus inmediatos sucesores. En opinión de M. B. Roller, en el Principado el poder y la autoridad fueron redistribuidos dentro de la propia aristocracia, no hubo nadie nuevo o ajeno a la misma. A la cabeza del régimen se situó un individuo acompañado por un grupo de personas muy próximas a él, familiares o afines (senadores, caballeros o libertos cualificados). Este princeps
 era, además, el más rico de la sociedad y gracias a sus repartos generosos de tierras, dinero, alimentos, cargos u honores de todo tipo mantenía a toda la comunidad en deuda con su persona. En este contexto, evidentemente, no cabía la lucha competitiva que los nobles habían practicado durante siglos: el emperador dominaba cualquier competición, por lo que se precisaban nuevos modelos de relación. En esta nueva ideología, que se puede seguir en los textos de Lucano o Séneca, aunque el emperador acaparaba poder y recursos, representaba su autoridad, al menos en las primeras décadas del Principado, buscando modelos admitidos a nivel social, como un padre (pater patriae)
 ante sus hijos o un señor ante sus esclavos que favorecía una serie de intercambios con sus semejantes.

A una conclusión similar, partiendo de otra perspectiva, llega J. A. Lobur al estudiar la relación entre ideas y poder en la génesis del Imperio. La autojustificación del primer emperador defendía una ideología basada en la concordia
 y el consensus
 republicanos. La turbulencia crónica sufrida a finales de la República determinó los valores y el programa del sistema imperial que se empeñó en presentarse como tradicional e histórico, en que nada cambiaba, aunque el resultado era ya completamente nuevo. Tengamos en cuenta, como veremos en el apartado siguiente, que Augusto introdujo una burocracia pública con más trabajadores esclavos y libertos bien preparados para ejercer sus puestos. La aristocracia tradicional aceptó estos cambios por su eficacia y porque Augusto también había mejorado y prestigiado el trabajo del Senado. Además, desarrolló la carrera política para la administración imperial, en la cual ofrecía numerosos cargos de prestigio a los notables. Mientras, el papel del pueblo en el ámbito político se redujo, y este declive popular satisfacía también a la oligarquía. Por estas razones, el princeps,
 más que ejercer su imperium,
 su poder absoluto, gobernaba con la auctoritas,
 mediante la obediencia que inspiraba tanto a los nobles como a la población en general. Como hizo Roma en su expansión, más que vencer, Augusto convenció a sus ciudadanos.

A nivel constitucional no hay duda del lugar que ocupaba el princeps,
 al sumar el poder militar supremo de los cónsules, ejerciendo un maius imperium
 sin posibilidad de ser vetado; la potestas
 de los tribunos de la plebe y de los censores, y la máxima autoridad religiosa como pontifex maximus.
 Agrupaba las principales magistraturas y, en la práctica, actuaba como un 
gobernador provincial, pero a gran escala. Con todo, en este punto debemos distinguir dos caras del poder y de su líder. Si Augusto era un princeps
 para los romanos, ante los provinciales de su enorme Imperio fue, ante todo, un soberano o un señor con poder ilimitado.

AUGUSTO: PAX
 Y REFORMA

Gracias al poder acaparado, Augusto estuvo en condiciones de emprender un programa completo de reformas que afectó a todos los ámbitos de la política romana. Uno de los capítulos de su gobierno más relevantes para él era la relación con el Senado, de ahí que perseverase en su reforma, aunque solo obtuvo un éxito parcial en ella. Su objetivo era mejorar el funcionamiento de la Cámara, al tiempo que se garantizaba la fidelidad de sus miembros. Aprovechando la elaboración del nuevo censo, que Augusto ya controlaba, depuró la composición de sus miembros. Aunque en un principio había diseñado un plan para reducir mucho más el número de integrantes y mejorar sus perfiles, finalmente completó un cuadro de 600 senadores (redujo, pues, 300). Para ello elevó la cualificación de senatorial de 400.000 sestercios a un millón, cifra que marcaba una importante dis­tancia respecto a los caballeros, y, además, convirtió en hereditaria la condición de senador. En la práctica, el Senado perdió competencias y asumió un carácter más administrativo que ejecutivo. La vieja Cámara no ofrecía la eficacia que Augusto buscaba, por lo que creó un comité senatorial, concilium principis,
 para preparar sus sesiones. Este tenía carácter permanente y estaba integrado por él mismo, uno o dos cónsules, un cuestor, un edil, un pretor y quince senadores designados por sorteo; algunos de estos miembros cambiaban cada seis meses y todos cada año. En aras de lograr aún una mayor agilidad en la gestión, la dirección política recayó en Augusto y en un pequeño grupo de fieles asesores, los amici Caesaris,
 quienes conformaron un auténtico gabinete de gobierno.

En el ámbito judicial se crearon dos nuevos tribunales para casos de alta traición o grave trascendencia política, y tanto el princeps
 como el Senado dictaban sentencias inapelables. Si en la República un ciudadano podía apelar al pueblo (provocatio ad populum),
 ahora debía dirigirse a Augusto (appellatio ad Caesarem)
 para que este impugnase una sentencia de muerte. Ante el incremento extraordinario de ciudadanos y procesos, se concedió autoridad judicial a los procónsules. En este sentido, hay que señalar un proceso, que se inició aquí, por el cual el emperador se convertirá en juez supremo y, por extensión, en máxima autoridad legal, como ha estudiado K. Tuori. La burocracia legal del emperador, así como el nombramiento del prefecto de la ciudad y de pretorianos por parte de Augusto para gobernar y 
administrar justicia en su nombre, junto con la posterior designación de iuridici
 y legati
 imperiales, muestran cómo el sistema judicial se desarrolló alrededor de la figura del princeps.
 La justicia, la aplicación de la ley, establecerá un diálogo entre poder y justicia, entre el emperador y sus gobernados. Los primeros principes
 tenderán a extender su poder y control sobre el sistema para responder a las necesidades de su gobierno y aparecer también como buenos gestores. La centralización que Augusto impuso también en el orden judicial resultó eficaz.

Comentamos ya que el princeps
 viajó con frecuencia para conocer su Imperio, en ocasiones acompañado por Agripa, cuando desplazarse largas distancias era lento y difícil, y exigía bastante determinación. Augusto quería conocer las provincias para promover en ellas la vida urbana, razón por la cual impulsó la realización de censos pe­riódicos con los que calcular el gravamen provincial y mejorar la re­caudación. Otro de su objetivos era mitigar la corrupción y el desgobierno en los territorios, motivo de constantes protestas y descontento. Precisamente para mejorar la gestión repartió el gobierno de las provincias. Aquellas ya pacificadas, cuyo avanzado estado de romanización podía mantenerse sin tropas, permanecían bajo el poder del Senado: Sicilia, Cerdeña, Bética, África, Asia, etc.; por el contrario, los territorios que exigían tropas legionarias (Siria, Cilicia, Chipre, Galia Comata, Hispania Citerior, etc.) quedaban bajo la autoridad del emperador.

Las provincias imperiales eran gobernadas por legados de rango senatorial: un legado provincial, con la máxima autoridad, acompañado de uno por legión y de otros legados encargados del censo o la administración judicial. La separación de funciones civiles y militares permitía limitar la concentración del poder en cada territorio. Las cuestiones financieras, antes asumidas por un cuestor, correspondieron ya a procuratores
 (uno general, asistido por otros encargados de partes del territorio, distritos mineros, cobro de un impuesto, etc.). Este sistema excluyó a los publicani,
 encargados antes del arrendamiento de impuestos y de contratas públicas. Por su parte, las provincias sena­toriales siguieron siendo administradas como en época republicana por un gobernador de rango senatorial, sin mando militar, nombrado por el Senado (proconsul
 o propraetor
), ayudado por un cuestor para la administración financiera. No obstante, estos territorios fueron objeto de una progresiva supervisión por parte de la administración imperial.

El nuevo régimen fiscal se demostró enseguida más eficaz que el anterior. El Aerarium,
 o erario público, situado en el templo de Saturno, en el foro, se nutrió a partir de ahora de la tributación de las provincias senatoriales. No obstante, Augusto se reservó el derecho de disponer del dinero depositado en esta caja pública. El sistema se completaba con otras cajas: el patrimonium Caesaris,

 que recogía los impuestos de las provincias imperiales y el patrimonium rei privatae,
 o fortuna personal del emperador, que contaba con sus propiedades, entre ellas las cuantiosas rentas de Egipto. El mayor gasto del Estado era el mantenimiento del ejército. Ya señalamos la solvencia económica de Augusto (fruto de la herencia cesariana, las proscripciones, el botín de guerra, etc.), de la que hizo gala en diversos ámbitos, y también en el militar, puesto que compró de su bolsillo tierras para sus veteranos o les entregó dinero, y hasta el Aerarium
 conoció la generosidad augustea, ya que en alguna ocasión cubrió su déficit.

A nivel local, el emperador continuó las líneas de gestión trazadas por César de cara a la implantación del modelo urbano tanto en Italia como en las provincias. De esta manera, muchas ciudades provinciales adquirieron el estatuto de privilegiadas (colonia o municipio) y fueron organizadas a semejanza de Roma. Además, amplios territorios fueron subdivididos para mejorar su administración (en conventus, civiates, fora, civi
) y facilitar la integración de las comunidades locales, de forma que estas fuesen asumiendo el modelo romano.

La política exterior de Augusto estuvo marcada por la prudencia, aunque no renunció a encabezar campañas destinadas a ampliar ciertos dominios. El límite de su intervención respetó el principio de no ampliar los efectivos militares y buscó proteger el Imperio con sus propias fronteras naturales. La región en la que el princeps
 halló más dificultades, y fracasó, fue Germania, donde pretendió extender los límites del Imperio entre el río Elba y el mar Báltico, para mejorar la protección frente a los dacios, pero hubo de conformarse con posicionarse en el Rin. Roma controlaba los Alpes, y la anexión de las regiones del Nórico, Panonia y Dalmacia situaba en el Danubio otra barrera física (no superada hasta Trajano). Y en el este, el trabajo bien hecho por Antonio establecía en el río Éufrates el límite de la expansión romana.

De hecho, Augusto respetó en esencia la administración impuesta por su rival en Oriente, basada en la mejora de algunas de las pautas introducidas por Sila para desarrollar la gestión local conforme al modelo de ciudad, controlando la actividad de los publicani
 encargados de los impuestos, la explotación de minas o la contratación de grandes obras públicas. En la medida de lo posible, se respetaron las instituciones locales de muchas ciudades griegas y se tejió una red de príncipes y reyes clientes (Galacia, Armenia o Paflagonia) en las márgenes del territorio romano como barrera ante incursiones exteriores. Con la muerte de Cleopatra, Roma había completado el dominio sobre el último reino helenístico del Mediterráneo. Alejandría era una de las ciudades más cosmopolitas de la región y la producción de cereal de Egipto era excedentaria. En estas circunstancias, el princeps
 impidió que Egipto tuviera la consideración de provincia y la 
asumió como propiedad privada, de manera que la región sería utilizada para alimentar a la plebe de Roma. En suma, Augusto estabilizó las fronteras del Imperio en los límites que él consideraba su máxima extensión: al norte, el limes
 Rin-Danubio; al sur, Egipto; en el extremo occidental, el océano Atlántico, ya que él mismo se implicó en rematar la conquista de Hispania, sometiendo a los pueblos del norte en las guerras cántabras; y, al este, las inmediaciones del Éufrates.

En cuanto a Italia, no interfirió en el gobierno local de sus aproximadamente 400 comunidades, pero sí dividió la península en once distritos. El objetivo, como en el caso de la administración provincial, era mejorar el censo de ciudadanos y el registro de sus propiedades. Para defender mejor a la población de las ciudades peninsulares de bandidos o revueltas de esclavos, creó tropas especiales, de pretorianos (9 cohortes de 480 hombres), asentadas en pequeños cuarteles distribuidos por todo el territorio, en particular en puntos de la red viaria. Otra de sus obsesiones fue la mejora de dicha red para garantizar comunicaciones fluidas. No pudo convencer al Senado de la necesidad de invertir el botín de guerra en este capítulo, por lo que él mismo sufragó con enormes cantidades obras viarias. Levantó, además, numerosas stationes
 de relevo, indispensables para el correo estatal, cuya dirección fue luego asumida por un militar, el praefectus vehiculorum.


En su amplio programa no podía olvidarse de Roma. Augusto dividió la capital en distritos (regiones)
 y barrios (vici).
 Ideó una ciudad segura y limpia, por lo que creó una guardia de bomberos y cohortes urbanas para patrullar como serenos la ciudad y estableció vigilancia de las orillas del Tíber. Junto con Agripa promovió la construcción de edificios públicos y templos, y para estas y otras tareas se fueron creando comisiones de senatoriales específicas como curatores viarum
 o curatores locorum publicorum.
 De igual modo, para mejorar la distribución de alimentos, y evitar crisis alimentarias, nombró un prefecto de la annona,
 también de rango senatorial. Puede decirse, pues, que el emperador tomó Roma bajo su protección particular, siendo en su ausencia representado por el praefectus Urbis,
 dotado de la máxima autoridad.

En su ánimo de racionalizar la administración promocionó una carrera gubernamental para las clases altas. De esta manera, los jóvenes de la elite podían estrenarse en puestos menores como vigintiviri
 en la casa de la Moneda, en las calles de Roma, dirigiendo ejecuciones o juzgando cuestiones menores. A continuación ascendían a tribunos del pueblo (excepto los patricios, claro está) o ediles; y más tarde optaban a ser uno de los doce pretores, a asumir el mando de una legión o a gobernar una pequeña provincia. Aquellos que más brillasen podrían ocupar el consulado, dirigir una gran provincia o alcanzar el cargo de curator
 en Roma. Todos ellos, 
además, recibían un salario como empleados del Estado. Esta era la burocracia pública (y honesta; de hecho, combatió el soborno por ley) que el princeps
 deseaba, y necesitaba, para gobernar un imperio.

Después de la victoria de Actium, Augusto intervino en la organización del ejército, con dos objetivos claros: asegurar la fidelidad de las tropas y, al mismo tiempo, disminuir sus efectivos. De este modo redujo el número de legiones de 28 a 25. De igual forma, orientó el reclutamiento de tropas legionarias destinadas a áreas fronterizas a ciudadanos romanos de ámbitos provinciales, mientras reservó la población de Italia para las unidades asentadas en la península. La reforma incluyó una reglamentación del régimen de vida militar que afectaba a múltiples aspectos: fijó años de servicio obligatorio, prohibió el matrimonio, determinó la escala de sueldos, etc. En suma, procuró profesionalizar las tropas en aras de su mayor eficacia.

Ante la plebe se mostró generoso, con entregas de dinero y cereal (unos 200.000 ciudadanos recibían periódicamente alimentos) o con la celebración de espectáculos. Recordemos que el pueblo, aunque había sido privado de la acción política directa, las elecciones, mantenía su capacidad para manifestarse en la vida pública, razón por la cual el princeps
 buscó su favor. También en materia social, y asumiendo el papel de curator legum et morum,
 dictó diversas medidas encaminadas a paliar la decadencia moral y legisló contra el lujo y la extravagancia como también había hecho César. Así, estimuló el incremento de la natalidad de los miembros del orden senatorial y ecuestre, aplicó severas penalizaciones a los solteros y, para frenar el adulterio, lo consideró un crimen. Para impedir la pérdida de prestigio de la elite, prohibió que hijos de familias senatoriales y ecuestres ejerciesen como gladiadores o cómicos. También quiso evitar manumisiones masivas, así como el acceso rápido de muchos libertos a la ciudadanía romana. En el ámbito religioso actuó de nuevo como restaurador; promovió la mejora y construcción de templos y altares a las divinidades romanas tradicionales, persiguió la superstición popular y receló de los cultos orientales.

Nos hemos detenido en los resortes del nuevo poder y en su reflejo en la política desarrollada por Augusto, dejando a un lado su vida per­sonal y familiar. Ahora debemos comentarla para entender su sucesión. Algún amago de conspiración le llevó a pensar en asegurar su relevo. Confió diversas responsabilidades a varios miembros de su familia, como a sus hijastros Tiberio y Druso, a sus nietos Cayo o Lucio, a su fiel Agripa, entre otros. En su entorno emocional o profesional, unos y otros fueron desapareciendo hasta contar finalmente solo con uno de ellos, Tiberio, a quien adoptó (convirtiéndose este en Tiberio Julio César). Augusto quería que él lo sucediese y por esta razón promovió su figura allí donde podía 
sobresalir, en el ámbito militar y en el político. No obstante, su testamento guardaba una sorpresa, la adopción de su mujer Livia Drusila, que pasó a llamarse Julia Augusta. Quizá fuese esta su manera de reconocer públicamente la contribución de su esposa, o quizá solo una prueba de amor, pero lo cierto es que la dejaba en una posición de privilegio para guiar, o como sombra, de su hijo Tiberio. Augusto murió a los 77 años, tras 44 en el poder en solitario.


VII

ALTO IMPERIO: PODER Y FAMILIA

LA DINASTÍA JULIO-CLAUDIA

Hemos comentado ya, en diversas ocasiones, el sentido de la familia imperante en la vida de un romano, que determinaba, en buena medida también, su presencia en la actividad política. La necesidad de perpetuar la familiar se convirtió ahora en cuestión de Estado, puesto que el poder del princeps
 debía mantenerse en el seno familiar, desarro­llándose así una línea dinástica. Acabamos de ver cómo el todopoderoso Augusto, consciente de la necesidad de designar sucesor, y pese a las dificultades que afrontó, preparó en vida su relevo y, de esta manera, inició el camino para que el poder fuese asumido por la gens
 Julia.

La dinastía Julio-Claudia no presenta un árbol genealógico de líneas rectas, sino que la continuidad dinástica nunca fue fácil y buscó vías secundarias. Augusto designó a su hijastro, Tiberio (de la gens
 Claudia, e hijo de su mujer, Livia); a Tiberio lo sucedió el hijo de un sobrino, Calígula; a Calígula, su tío Claudio; a Claudio, su hijo adoptivo, Nerón (nieto, a su vez, de su hermano Germánico). El relevo en el poder, por tanto, no fue un proceso directo y sencillo, puesto que al carecer de una ley sucesoria, varios aspirantes, fruto de los diversos enlaces matrimoniales, optaron a la dignidad de princeps.
 Las luchas familiares se resolvieron, sin pudor, con complots criminales y la sangre corrió en palacio. De hecho, al morir Nerón no quedó ningún miembro de la familia que pudiese continuar la saga, por lo que se necesitó una nueva dinastía.

Los emperadores de la dinastía Julio-Claudia (14-69) nos son bien conocidos, e incluso resultan personajes muy populares, puesto que contamos con relatos de la época que describen los acontecimientos de estos años con profusión de detalles psicológicos y personales (caso de Suetonio) o desde una perspectiva más distante, por ejemplo la obra de Tácito. Cada uno de estos principes
 se singulariza del resto y, para retratarlos, con frecuencia se ha caído en estereotipos y simplificaciones. De esta manera, en general se ha recurrido a remarcar los aspectos más sombríos, en el ámbito de la vida pública o privada, para describir a cada emperador. Así tenemos a un Tiberio misántropo y pederasta; a un Calígula preso de la locura; a un Claudio desgraciado y a un Nerón sádico artista. No nos detendremos en la vida de cada uno de ellos (aunque es inevitable dejarse llevar en ocasiones por la fascinación de algunos detalles biográficos), porque lo que aquí nos interesa en su contribución a los cimientos del nuevo régimen, la política 
que practicaron en el arranque del Imperio. En primer lugar, tengamos en cuenta que estos dinastas partieron de una enorme desventaja; la imponente figura y el legado político de Augusto supuso una sombra excesiva que eclipsó cualquier comparación.

Tiberio (14-37)

Tiberio Claudio Nerón alcanzó el poder como heredero de Augusto, quien ya en vida le concedió la potestas
 tribunicia y apoyó el desarrollo de una importante carrera militar y administrativa. En su mandato hay luces y sombras. Su primera etapa estuvo marcada por la continuidad respecto a la política de su predecesor. Este, no lo olvidemos, había dejado sobre él la figura de Livia (Julia Augusta por su adopción testamentaria) para velar quizá por su legado, aunque a Tiberio parece que no le gustaba nada el papel de vigilante asumido por su madre. Por el contrario, los últimos años de su vida, desde su retiro de Capri, son criticados con dureza y en ellos se retrata a un personaje cruel, despótico e inestable. Pero, más que las anécdotas que cubren su biografía, debemos considerar la política que desarrolló a la luz del contexto de su época.

Tiberio careció seguramente de la capacidad y la decisión de Augusto, aunque fue consciente de sus obligaciones como gobernante y continuó, en la medida que pudo o supo, la labor de su predecesor. Sus dudas lo llevaron, al principio, a ceder demasiado terreno ante el Senado, en el que buscó, sin lograrlo, un parlamento imperial, y ante el prefecto del pretorio (primero Sejano y luego Macrón), a quien entregó parte del poder. Estos errores marcaron el fracaso de su política y determinaron la pérdida de moderación y clemencia que sufrió en la fase final de su mandato. Buscó, sobre todo en los primeros años, la necesaria colaboración con el Senado, a pesar de carecer de la buena mano que tuvo su antecesor con la institución. Comenzó transfiriendo las elecciones de magistrados de las asambleas populares al Senado, que se convirtió de esta manera en el único organismo electoral. Ello no quiere decir que el princeps
 estuviera al margen del proceso de designación de cargos, puesto que se reservaba los mecanismos que Augusto había impuesto para controlar los diversos nombramientos. Al mismo tiempo, se perfiló cada vez más la competencia judicial del Senado y, así, bajo la presidencia de los cónsules esta juzgó crímenes de lesa majestad y actuó como tribunal de apelación solo por debajo del poder del emperador.

Entre sus logros cabe señalar que Tiberio perseveró en la reforma de la administración practicada por Augusto en aras de una mayor eficacia: fomentó la incorporación progresiva del orden ecuestre en el aparato burocrático; mejoró el sistema financiero con el cobro directo de impuestos o 
la organización provincial mediante la fundación de colonias o la persecución de la extorsión. A nivel económico su gestión estuvo marcada por la prudencia, limitando los gastos públicos (reducción de donaciones, juegos o grandes obras, aunque mantuvo las inversiones en la red viaria). De esta manera saneó las finanzas, aun a costa de granjearse la hostilidad popular. Respecto al pueblo, intentó garantizar la tranquilidad pública contra robos y revueltas, construyó un cuartel para las tropas pretorianas y reprimió los desórdenes. En las dos crisis económicas de su mandato (19 y 32/33) intervino personalmente para evitar disturbios provocados por el hambre. En cuanto a su política religiosa, Tiberio defendió la tradición y rechazó ser objeto de culto, al tiempo que se mostró severo con los seguidores de Isis y con los judíos. Mientras, en el plano exterior mantuvo la política de Augusto y fue partidario de conservar el limes,
 pese a que intentó asegurar, en la frontera norte, los territorios próximos al Danubio por su valor estratégico.

En los últimos años promovió numerosos procesos de lesa majestad contra sus enemigos (como los partidarios de Sejano), que el Senado debió aceptar por el temor que sentía ante el emperador. Tiberio murió en su retiro de Capri, anciano y solo. Había sido un heredero en el sentido pleno del término; había actuado como un administrador del patrimonio familiar más que como el dueño de un imperio. El sucesor de Augusto fue, sobre todo, un político conservador que continuó una obra en la que apenas demostró iniciativa propia.

Calígula (37-41)

Cayo Julio César, apodado Calígula («botitas», por el calzado militar que lucía cuando de niño acompañaba a su padre, Germánico), era el único descendiente varón de Augusto por línea directa, pues era hijo de su nieta Agripina (cuyos progenitores eran Julia y Agripa). Fue elegido por los pretorianos de Roma, y el Senado sancionó su nombramiento. En consecuencia, el principado legado por Augusto se iba consolidando, repitiendo el procedimiento de ascenso al poder practicado con Tiberio. El brevísimo gobierno de Calígula, solo cuatro años, ha sido descrito como una tiranía salvaje marcada por el terror que provocó su muerte, un magnicidio inevitable. En este sentido, es difícil sustraerse a la imagen popular imperante, difundida por Albert Camus en su Calígula.
 Si seguimos la pluma de Suetonio, contemplamos dos Calígulas: al inicio de su principado, un restaurador de la libertad que colaboraba con el Senado; y, al final, un tirano al que se atribuyen comportamientos irracionales y todo tipo de atrocidades. Al respecto, muchos consideran que el emperador padecería 
algún trastorno mental que justificaría su comportamiento, aunque un gran estudioso de su figura como A. Barrett no halla documentación concluyente sobre este punto; de igual modo, este autor entiende exageradas las barbaridades que se le atribuyen e improbable que llevase a la bancarrota al Estado. En cualquier caso, los rumores sobre el personaje se adueñan de su figura; baste, como ejemplo, el bulo de que pretendió nombrar cónsul a su caballo preferido.

En primera instancia, Calígula colaboró con el Senado y respetó la voluntad de Tiberio en cuanto a sus legados en favor del ejército y el pueblo; es más, incluso los incrementó de forma generosa. También nombró como colega de su primer consulado a Claudio, miembro de la familia, pero personaje gris. Abolió procesos de lesa majestad promovidos por Tiberio en sus años finales y hasta devolvió al pueblo las elecciones que este le había sustraído. En consecuencia, arrancó su principado dando muestras de moderación y clemencia, aunque también de cierto populismo o demagogia. Enseguida buscó fortalecer su posición de legítimo heredero; ocasión propicia fue la ceremonia de consagración del tempo de Augusto, construido en tiempo de Tiberio. También recibió el título de pater patriae
 y otras distinciones que delataban la falsa modestia de sus primeros meses en el poder.

El cambio decisivo en su conducta tuvo lugar a partir del verano del año 37, cuando enfermó gravemente. Al margen del tipo de mal que padeciera, nos centraremos en la política que practicó. Entonces reanudó los procesos de alta traición y acosó y extorsionó a los senadores: impuso un régimen de terror. Los senatoriales urdieron varios complots contra él, cuyo fracaso no hizo más que empeorar su situación: amenazas, humillaciones (como obligarlos a doblar la rodilla, o proskynesis,
 ante el emperador), ejecuciones, etc. Calígula no tenía freno y propuso su autodivinización; cierto es que César y Augusto habían sido divinizados, pero no en vida. Tanto Augusto como Tiberio habían rechazado ser venerados, y solo admitieron este tipo de prácticas como acto de lealtad al princeps,
 pero no como adoración a su persona. Sin embargo, Calígula fue proclamado dios y se erigió un templo en su honor. No hay que ver necesariamente este paso como una muestra más de su demencia, sino que podríamos estar ante una nueva forma de monarquía inspirada en modelos helenísticos. De hecho, el rasgo más característico de su gobierno reside en las bases religiosas que pretendió dar a su poder, influido por los modelos políticos orientales. Quiso aparecer como el representante de la divinidad en la tierra, de ahí que se hiciera venerar junto a Cástor y Pólux o que introdujese el culto a Isis. La mayor resistencia para aceptar la divinización en vida de Calígula vino de los senadores. El emperador se apoyó sobre todo en los caballeros, en los libertos imperiales y en la plebe romana, y practicó un despotismo brutal contra la aristocracia. 
Mientras las arcas del Estado estuvieron llenas repartió ayudas a la plebe con generosidad; cuando los fondos se agotaron, tuvo que exprimir a las clases bajas con impuestos.

Quiso colmar su megalomanía con grandes gestas militares, pero sus expediciones a Germania y Britania (y su abortada conquista) resultaron una parodia. Pensemos que pretendió intervenir allí donde grandes generales romanos habían fracasado, como César, Augusto o Germánico. En política exterior distribuyó con generosidad reinos en Oriente, devolviendo la independencia a territorios de vital importancia estratégica, y provocó la ira de Judea. De su labor como gestor apenas podemos hablar porque gobernó muy poco tiempo. Nunca contó con un verdadero consilium
 de asesores cualificados como sus antecesores.

Si Tiberio había actuado como gestor de una herencia, pero con la creencia firme en su obligada conservación y defensa, Calígula aparece como único dueño y señor de un legado del cual no tenía que responder ante nadie. Se sentía legitimado a hacer uso de un poder ilimitado en el que ya no cabían las apariencias de las viejas instituciones republicanas. Por esta razón precisaba otras formas, otro ropaje, que no era otro que el propio de una monarquía helenística. No obstante, aún existían muchos más partidarios de las formas tradicionales del poder que no toleraron esta osadía. La oposición senatorial y el rechazo del ejército provocaron varios complots. Finalmente fue asesinado junto con su familia. Los pretorianos, una vez más, eligieron sucesor; en esta ocasión, un anciano irrelevante de la corte, Claudio.

Claudio (41-54)

Tiberio Claudio César Augusto Germánico, hijo de Druso, aunque había heredado una importante cantidad de dinero de Augusto, había ocupado siempre un papel secundario en la corte, despreciado por sus problemas físicos. De hecho, para Calígula había sido poco más que un bufón. Para los historiadores que siguen a Suetonio, Claudio accedió al poder por casualidad. La guardia pretoriana lo habría elegido pensando que sería un hombre fácil de manejar ante su fama de débil y enfermizo y su avanzada edad. Por el contrario, otros, como T. Wiedemann, descartan un papel tan pasivo y entienden que Claudio, de alguna manera, fue cómplice de los acontecimientos. Aunque no era de la casa Julia, su hermano Germánico y su tío Tiberio habían sido introducidos en ella por adopción, de manera que el Senado no osó rechazar la propuesta y aceptó su aclamación. Para sorpresa general, el nuevo princeps
 se convirtió en un eficaz gobernante y hábil estratega militar. Sus males físicos (tics, temblores, cojera, etc.), fruto 
quizá de algún desorden neurológico, no afectaron a su capacidad de gestión. Como en los casos anteriores, resulta difícil sustraerse a la imagen popular del personaje, inmortalizada por Robert Graves, que consagra a un emperador benévolo y sabio.

Su llegada al poder no lo situaba en la mejor de las posiciones, en la medida en que sucedía al primer emperador muerto violentamente y su respaldo procedía del mando militar. Por esta razón comenzó defendiendo la legalidad y anuló actos del gobierno de Calígula. Aunque ejecutó a sus asesinos, no promovió una represión general, amnistió a los exiliados y restituyó los bienes confiscados; es decir, curó las heridas abiertas por su predecesor. Consciente del papel del Senado, actuó ante este con moderación y respeto, con ánimo conciliador, y le devolvió el derecho de elección que Calígula le había entregado al pueblo. Sin embargo, quiso mejorar la composición de sus miembros para formar un cuerpo más eficaz y representativo. De este modo, ejerciendo como censor, renovó la Cámara con la incorporación de provinciales, en particular representantes de las familias más importantes de las Galias.

El gobierno de Claudio estuvo marcado por la definición de una administración centralizada mediante el desarrollo del aparato burocrático del Estado, que fue su gran empeño. El Imperio exigía una gestión profesional y un mando único, directo y ágil, que chocaba claramente con el gobierno colegial senatorial del que se fue distanciando. Para lograr su objetivo, incorporó a la gestión pública a caballeros y libertos imperiales, y creó secciones especiales para las diversas áreas de la administración central (ab epistulis
 o secretaría general; a rationibus,
 para las finanzas; a libellis,
 para las peticiones dirigidas al princeps;
 a cognitionibus,
 para la correspondencia sobre asuntos jurídicos del emperador, y a studiis,
 para informes de la administración). Concentró también las cuestiones financieras en manos del emperador. Por ejemplo, el fiscus
 Caesaris
 asumió el abastecimiento de alimentos a Roma. De forma progresiva se fue apoderando de las competencias del Senado, que encargó a personal de su confianza. La gestión del puerto de Ostia fue supervisada por un caballero; y funcionarios imperiales sujetos al fisco controlaban las calles de Roma, al igual que sus acueductos. Se fue creando, por tanto, una nueva nobleza que soportaba el peso de la gestión de los asuntos públicos, al margen de la aristocracia tradicional que ocupaba el Senado. En suma, consciente de sus exigencias, centralizó, profesionalizó y desarrolló la administración del Estado.

En su política provincial aplicó el mismo espíritu centralizador que le llevó a promover la unificación y la equiparación de los diversos territorios. Claudio procuró, en aras de alcanzar una gestión más competente, salvar la inferioridad de las provincias respecto a Roma e Italia. De ahí su generosidad 
a la hora de conceder el derecho de ciudadanía, en particular a poblaciones alpinas, y el fomento de la urbanización. Intentó mejorar la administración de justicia mediante la creación de más comisiones judiciales y logró que el Senado concediera a los procuradores imperiales el derecho de jurisdicción en materia financiera, lo que permitía ya establecer una autoridad independiente en las provincias

Merece también la pena señalar las medidas que aplicó para incentivar la producción agraria en suelo itálico. Tampoco se olvidó de Roma y, para facilitar su abastecimiento, construyó un gran puerto en Ostia, o mejoró el servicio de agua mediante la red de acueductos. Estas medidas, y otras como la celebración de juegos, le permitieron disfrutar de un perfil muy popular entre la plebe. Fue capaz, además, de alzarse como general victorioso gracias a la conquista de Britania, sobre todo, y en menor medida de Mauritania. En este ámbito también sobresalió tras la inactividad de Tiberio o la incompetencia de Calígula. Mientras, en materia religiosa se significó como defensor de la tradición; rechazó honores divinos, alejándose de toda pretensión de ser divinizado en vida. Si en la carrera pública alcanzó grandes logros, parece que Claudio fracasó en el terreno personal. Protagonizó varios enlaces matrimoniales marcados por la infidelidad de sus esposas y la última de ellas, Agripina (hija de Germánico y madre de Nerón), puso fin a su vida envenenándolo.

Nerón (54-68)

El acceso al poder de Nerón Claudio César, largamente preparado por Agripina y los libertos imperiales, fue similar al de Claudio: tras la proclamación de los pretorianos, el Senado lo aceptó. A diferencia de su antecesor, el nuevo emperador era muy joven, contaba solo con 17 años de edad. Su inexperiencia hizo que su gobierno estuviese determinado en sus inicios por la figura de su madre y por dos consejeros, Séneca y Burro. Ellos orientaron la política de colaboración con el Senado, las buenas relaciones con el sector ecuestre y la continuidad ideológica con sus predecesores. No había por entonces tampoco conflictos en las fronteras, y por todas estas circunstancias se explica que los cinco primeros años de su mandato fueran calificados como «quinquenio áureo». El año 58 marcó el cambio dramático de su política y, de una manera u otra, fue librándose de sus familiares y colaboradores más próximos (incluyendo a su madre y hermanastro) hasta quedar solo en el poder. A partir de aquí llevó a cabo un plan de renovación cultural, conocido como neronismo, apoyando decididamente la música y el teatro en un proyecto educativo de concepción filohelénica.

Las relaciones entre política y religión definieron su ideología del poder. 
Apolo ocupó en ella un papel señalado, como distintivo de la civilización, en su afán de promover la belleza y excelencia física propias del mundo griego. De igual modo, impulsó la construcción monumental de su gigantesco palacio, la Domus Aurea.
 Esta política de embellecimiento de la casa imperial, así como de la capital, se acompañó de la celebración de juegos y espectáculos. Instituyó nuevos juegos como los Iuvenalia,
 de música y teatro, o los Neronia,
 al estilo griego, con pruebas atléticas y certámenes poéticos, musicales, etc. Estas manifestaciones buscaban proyectar la imagen de un emperador propio del ámbito helenístico: el Nerón-Sol o el Nerón-artista.

Este comportamiento, que evidenciaba su espíritu egocéntrico y megalómano, levantó una enorme oposición. Las finanzas del Estado se resintieron por estos gastos; a los que habría que añadir la costosa reconstrucción de Roma tras el devastador incendio sufrido en julio del año 64. Ante las dificultades financieras, Nerón aplicó una reforma monetaria basada en la reducción del peso de las monedas un 10 por 100, tanto en la de oro, o aureum,
 como en la de plata, denarius.
 Lejos de mejorar la coyuntura, creció la inflación y hubo de elevar la presión fiscal. El grupo más perjudicado por la crisis fue la plebe, cuyo malestar con el princeps
 ya se había puesto de manifiesto ante la falta de trigo durante la estancia de este en Grecia.

Nerón apenas mostró interés alguno por los territorios de su Imperio, salvo, precisamente, por Grecia. Podríamos decir que abandonó a su suerte a las provincias occidentales y centró su política exterior, de nuevo desacertada, en el limes
 oriental. Esta actuación no hizo más que suscitar el descontento de los ejércitos provinciales ante un emperador que ignoraba sus dificultades. A lo largo de su mandato, Nerón se había granjeado demasiados enemigos por los procesos de lesa majestad, sus fracasos militares, sus gastos o sus extravagancias. Ante su incompetencia, el general Galba lo derrocó y Nerón anticipó su final suicidándose. En las calles se celebró su muerte.

Nerón es otro emperador cuya fama eclipsa su acción política, como uno de los nombres de la Antigüedad que mayor fascinación ha provocado a lo largo de los años. Es fácil quedarse con los hechos más llamativos de su mandato: el asesinato de su madre o de su mujer em­barazada, sus gastos desorbitados, la violación de una vestal, la castra­ción de un liberto con el que luego contrajo matrimonio, la conducción de un carro en los Juegos Olímpicos y podríamos seguir. No obstante, hay quien ve en todos estos datos, por ejemplo E. Champlin, solo una fachada: detrás del telón de su histrionismo se escondería una cuidada preparación. Su talento, su ingenio, se dirigirían a diseñar una forma de poder, nueva para Roma, pero cercana, al ser propia del mundo helenístico. En cualquier caso, al margen de sus intenciones, en la práctica Nerón fue un mal gobernante para el Imperio: 
abandonó las provincias, vació el Tesoro y descuidó el ejército.

Con la desaparición de Nerón, último Julio-Claudio, el Imperio entró en un periodo de anarquía, y en un solo año (69) hasta cuatro emperadores (Galba, Otón, Vitelio y Vespasiano) pretendieron el poder. Desde diversas regiones del Imperio, hombres de acción se lanzaron a la conquista del trono imperial. La revuelta de los judíos había supuesto la intervención del legado legionario Vespasiano; mientras, las tropas de las provincias occidentales se levantaron contra Nerón, descontentas ante el abandono de las fronteras por parte del emperador y su nula política exterior. Por su parte, Vindex, legado imperial para la Galia Lugdunense, se rebeló contra el poder central. Fue derrotado y el Senado convenció a Galba, gobernador de la Hispania Citerior, para que aceptase la sucesión imperial. Galba tenía 73 años y contaba con el apoyo del gobernador de Lusitania, Otón. Este último, a su vez, inició su acercamiento a senadores neronianos y pretorianos. Galba fue asesinado por seguidores de Otón, quien se proclamó emperador, presentándose como continuador de Nerón. Por su parte, Vitelio, al frente de las legiones de la Germania, rechazó esta autoridad; derrotadas las tropas de Otón, este se suicidó y Vitelio ocupó Roma, en la que buscó también el apoyo de los neronianos. Fue en este momento cuando las tropas de Vespasiano, asentadas en la frontera danubiana, marcharon sobre la capital.



Cuadro 7.
 Dinastías altoimperiales






	
Augusto (31 a.C.-14 d.C.)

Julio-Claudios (14-69)


	
Tiberio, Claudio, Calígula, Nerón





	
Año 69: 1.ª anarquía (Galba, Otón, Vitelio, Vespasiano)





	
Flavios (69-96)


	
Vespasiano, Tito, Domiciano





	
Antoninos (96-192)


	
Nerva, Trajano, Adriano, Antonino Pío, Marco Aurelio, Cómodo





	
Año 193: 2.ª anarquía (Pertinax, Didio Juliano, Clodio Albino, Pescenio Niger, Septimio Severo)





	
Severos (193-235)


	
Septimio Severo, Caracalla (Geta),

Macrino, Heliogábalo, Alejandro Severo









En suma, Galba cayó ante Otón, en enero del 69; Otón, en abril, ante Vitelio y, por fin, Vitelio, en diciembre, ante Vespasiano. Fue tan grave la situación, que para Tácito este año había estado a punto de ser el último de Roma. En la crisis del 68-69 se evidenciaron diversos problemas capitales como el enfrentamiento entre ejércitos provinciales de legionarios y pretorianos, o el malestar de las oligarquías urbanas de las provincias, cansadas de su contribución al Imperio (con impuestos y hombres) sin que se reconociese su peso político. Esta crisis cuestionaba duramente el monopolio absoluto de los resortes del poder por parte de los italorromanos.

En el 70 nos encontramos un Imperio desmoralizado, desorganizado e indisciplinado. En Judea se mantenía viva la revuelta; en la frontera del Rin y en las provincias galas había amenazas de movimientos de disidentes, y en la capital faltaban suministros. No obstante, a pesar de todas estas sombras, no se divisaba necesidad alguna de buscar un nuevo orden constitucional; el principado era el modelo que seguir. Augusto y su dinastía habían librado a Roma de guerras civiles durante un siglo. En ese tiempo el gobierno de uno solo se había alzado como garante de la paz; el precio valía la pena. No obstante, más que una dinastía asistimos a una suma de sucesiones forzadas y accidentadas, ante la falta de un mecanismo constitucional que regulase y garantizase el proceso. El Senado proclamaba al nuevo emperador, pero no había un interregno formal y este vacío, la ausencia de un mecanismo de elección como sí existía durante la Monarquía para designar rey, permitía que acechase la sombra de la guerra civil ante cada sucesión. Por otra parte, en este proceso los territorios provinciales estaban completamente al margen. Y, así, a la muerte de Nerón, vemos como se propusieron sucesores imperiales procedentes de las provincias y promovidos desde estos territorios.

LA DINASTÍA FLAVIA

Por primera vez podemos hablar de una política dinástica, ya que los tres emperadores Flavios (a diferencia de los Julio-Claudios, que actuaron de manera independiente) adoptaron decisiones administrativas similares y asumieron proyectos comunes. De acuerdo con Suetonio, el Imperio inestable y errante fue unido y consolidado por la familia Flavia.

La falta de carisma y de origen noble de Tito Flavio Vespasiano (69-79) no hacían prever que este personaje fuese capaz de restaurar la paz hecha trizas por la anarquía e, incluso, de asegurar su sucesión consolidando su propia dinastía. El reinado de Vespasiano ha sido tratado ya desde la tradición medieval como una historia de éxito. Hoy en día es reconocido como un gobernante que animó el desarrollo de las actividades económicas y mejoró 
la administración del Estado, y fue el gran responsable de preparar el camino para la época dorada que supuso el siglo II para Roma. No obstante, aun reconociendo las muchas luces de su gobierno, B. Levick (1999) ha intentado valorar la contribución real de este emperador a la evolución del Imperio. Esta autora aporta una visión menos apasionada de sus logros, en comparación con otros relatos. Para ella, el principal objetivo de Vespasiano fue, ante todo, sobrevivir y mostrar que el ocaso de la dinastía reinante no abocaba a Roma a liquidar el modo de vida pacífico y seguro.

Muerto Vitelio, el Senado le otorgó a Vespasiano todos los honores propios del princeps.
 En realidad no hacía más que sancionar el poder conferido ya por el ejército. Sin duda, Vespasiano había acumulado una importante experiencia militar (forjada en Britania; luego Nerón lo reclamó para recuperar Judea) y habilidades políticas que compensaban su condición de senador nuevo unglamorous,
 en palabras de B. Levick (1999), bajo los Julio-Claudios. Baste una anécdota para retratar su carácter, en las antípodas del refinamiento y filohelenismo de Nerón: se quedó dormido durante un recital de su predecesor en Grecia. Su éxito constituye el mejor ejemplo de promoción de las oligarquías municipales itálicas.

Desde un primer momento se impuso un principado de corte dinástico, aunque no se institucionalizase mediante una formulación jurídica. De esta manera promovió el ascenso estudiado de su hijo Tito y realizó maniobras para neutralizar cualquier oposición en el Senado o por parte de su hijo menor, Domiciano. El emperador ejerció el consulado epónimo desde el año 70 y lo compartió en diversos periodos con sus dos hijos, que recibieron el título de Caesar
 y de princeps iuventutis.
 Los tres, en diversas combinaciones, aparecieron también en varias emisiones de moneda. Con Vespasiano se inició, por tanto, una nueva práctica para garantizar la continuidad en el poder, la asociación a su gobierno del destinado a sucederle.

Según Suetonio, gran admirador de Vespasiano, este procuró recu­perar la estabilidad de un Estado moribundo para hacerlo brillar de nuevo con fuerza. Hay que reconocer que fue un trabajador inagotable, manteniendo un liderazgo y presencia continuos en la dirección del gobierno de Roma. El emperador apareció siempre en escena consciente de la pesada carga que sostenía y que constituía para él un deber ineludible. La restauración y la estabilización del Estado fueron los pilares de su gobierno. Actuó en distintos ámbitos aplicando medidas eficaces para la reconstrucción de Roma, contra la indisciplina de las tropas o contra la ostentación y el lujo. Consideró prioritario estabilizar las finanzas públicas, al comprender que la seguridad económica significaba seguridad política. De esta manera, reclamó impuestos no devengados desde Galba, aumentó la tributación provincial (añadió nuevas tasas sobre las Galias, Hispania, Alejandría o sobre la población judía) y estableció un tributo sobre los orines en la ciudad de 
Roma. Por otra parte, también acuñó más moneda.

Procuró asegurar las paz, resolviendo las amenazas que se cernían sobre los límites del Imperio: Britania, Rin, Danubio, mar Negro, Judea o norte de África. Abordó las grietas de la frontera de manera práctica y eficaz, atacando cada problema de manera específica, pero sin plantear una política general en el exterior. En cuanto al ejército, optó por regionalizar el asentamiento de las tropas en aras de una mayor eficacia militar. Vespasiano se afanó en preparar la constitución del limes
 renano-rético y posterior ocupación (ya con Domiciano) de los Campos Decumates. Destinó tierras a los veteranos, asentando colonos en provincias y en suelo itálico. En este sentido sobresale su recurso a las tierras subcesivae,
 aquellas que no habían sido mesuradas ni asignadas en la deducción de la colonia. Vespasiano las reclamó y las vendió, proceso que provocó numerosas quejas por parte de los campesinos. También en África procedió a ordenar los saltus
 de la región norte para conformar grandes latifundios, en manos del emperador o de su familia, donde se practicaba una agricultura intensiva de elevados rendimientos. En suma, demostró un interés decidido por ampliar las tierras de cultivo y fomentar una agricultura especializada (cultivo de vid y árboles frutales) con labores de alto rendimiento (ganadería y apicultura).

La paz y la tranquilidad se traducían en Roma en distribución regular de cereal (procedente de Alejandría y del norte de África), en mejoras en el suministro de agua y en la red viaria, en nuevos proyectos constructivos (pensemos en el que será el estandarte del esplendor flavio, su anfiteatro) o de restauración. Recuperó el tabularium,
 asolado tras su incendio, mostrando especial preocupación por el depósito de los documentos oficiales. Este tipo de actuaciones también tuvo lugar en los territorios provinciales, donde los restos epigráficos testimonian en muchos casos un tiempo de efervescencia constructora. Una de las medidas que mejor retrata su política provincial fue la concesión del ius Latii
 a Hispania, antes del año 75, y luego impulsada por Domiciano. Aunque permanece abierta la discusión sobre su trascendencia (en qué regiones tuvo mayor aplicación: el proceso fue general en el sur y este peninsulares, más selectivo en las Mesetas y en el norte), este privilegio permitió la progresiva implicación de los hispanos en los asuntos del Imperio.

Vespasiano intentó recuperar el prestigio del Senado y para ello reclutó, en varias lectiones
 senatus
 ejerciendo como censor, a provinciales, pero preservando la esencia itálica del cuerpo. Además, respetó siempre las formalidades tradicionales a la hora de consultar a la Cámara, puesto que comprendió que la posesión del poder real, derivado del ejército, no tenía que demostrarse humillando a otros nobles. Parece que fue deificado apenas seis meses después de su muerte, aunque solo Claudio había alcanzado el rango 
divino desde Augusto. De hecho, Vespasiano forjó una ideología imperial a partir del modelo de Claudio y para ello recurrió a medios tradicionales para mantener su prestigio, como su reiteración en el consulado. Los estudios epigráficos y numismáticos revelan cómo empleó la propaganda y la justificación religiosa de su poder político y del de sus hijos. Así, reconstruyó el templo de Júpiter en el Capitolio, buscando la identificación del princeps
 con el mantenimiento de la integridad del Estado, auspiciada por su principal divinidad, Iovis Optimus Maximus. Las imágenes esculpidas de su figura retratan un emperador mayor, de edad superior a la real, cuya representación, idealizada, y por tanto buscada, se utilizó para simbolizar la madurez del gobernante.

Los resultados de su mandato fueron, sin duda, muy positivos por su trascendencia futura. No obstante, estos parecen obedecer más a un logro personal que a un plan premeditado. Sí lo tuvo Augusto y sí lo tendrá Trajano, pero Vespasiano sería más bien un hombre de acción inmediata, un pragmático que no tuvo el tiempo ni el deseo necesarios para contemplar un programa de gran alcance. Vespasiano murió en junio del 79, a los 69 años de edad, dejando una estela muy positiva. Su sucesión estaba garantizada en su hijo Tito quien, a su vez, nombró a su hermano, Domiciano, consors
 y succesor,
 y compartió con él el consulado.

Tito Flavio Sabino Vespasiano (79-81) protagonizó un mandato muy breve marcado por su actividad militar y por varias catástrofes. Su gobierno siguió las líneas maestras trazadas por su padre y él se distinguió por su política paternalista y conciliadora, caracterizada por la moderación. Al frente del ejército, Tito lideró el sometimiento de Jerusalén (de cuyo registro quedó constancia en un arco conmemorativo) y Masada. Además, hubo de superar grandes pruebas. La violenta erupción del Vesubio, en el año 79, arrasó varias ciudades de la Campania (Pompeya, Herculano y Estabia) y el emperador respon­dió con la creación de una oficina consular para restaurar sus efectos (curatores restituendae Campaniae).
 Un incendio se cebó de nuevo con la ciudad de Roma, afectada a continuación por la peste. Ante estas calamidades, Tito prestó todo tipo de ayuda a la población y contribuyó personalmente en los gastos. De igual modo, fomentó obras de reparación de acueductos en la capital o la mejora de la red viaria pro­vincial, en particular en Oriente para asegurar la frontera ante los partos; y estimuló, así mismo, la actividad edilicia, también en las provincias. El momento de máximo esplendor de su reinado llegó con la inauguración del colosal anfiteatro de Roma (impulsado por su progenitor), que le permitió ofrecer un magnífico programa de ludi
 para satisfacer los deseos de la plebe. En cuanto a su programa económico, continuó la política de su padre, aunque hubo algún cambio como la abolición del tributo que pesaba sobre Cesarea, y prosiguió con la fundación de colonias y la extensión de la 
ciudadanía. Por otra parte, se empeñó en mejorar las condiciones de vida de la tropa con diversas medidas para facilitar su acceso a la propiedad de la tierra, la regularización del matrimonio o la sucesión testamentaria.

Su prematura muerte permitió el ascenso al poder de su hermano menor, Tito Flavio Domiciano (81-96). El nuevo emperador carecía de la moderación de sus predecesores y fue señalado en las fuentes por su carácter inflexible. En especial, Dión Casio parece exagerar algunos rasgos de su «radicalismo» y tenemos dificultades añadidas para reconstruir su gobierno al ser objeto su figura de damnatio memoriae.
 Se guio con un rigor extremo en el terreno de la moralidad. Así, prohibió la aparición pública de cómicos; se mostró muy severo con los delitos de incesto cometidos por vestales; anuló sentencias dictadas por soborno, y acabó expulsando de Roma a astrólogos y filósofos. Su actuación en este tipo de cuestiones suscitó el odio entre muchos senatoriales.

También fue diferente su política agraria, puesto que permitió la recuperación por parte de los possessores
 itálicos de las tierras subcesiuae
 ocupadas. Quiso además intervenir de manera decidida en este sector, prohibiendo nuevas plantaciones de vid en Italia y ordenando la destrucción de plantaciones en provincias, ante el exceso de producción vinícola y la falta de cereales. A nivel provincial, en cambio, continuó la política de romanización heredada, creó nuevas provincias: la Germania superior e inferior (en los distritos militares del Rin) y Mesia superior e inferior (en la frontera danubiana), y anexionó reinos clientes en Oriente. Como buen estratega, no descuidó las fronteras.

Aunque cumplió con la tradición en el plano religioso, Domiciano procedió de un modo muy peculiar en este terreno. Se hizo llamar dominus et deus,
 y promovió el culto a su persona a la manera helenística. Prestó especial atención al culto a Isis, aunque desconfió ante el resto de religiones orientales, en particular actuó contra judíos y cristianos, dictando su persecución. Buscó de manera tenaz el favor popular mediante la celebración de juegos y fue también muy generoso con sus tropas. La oposición le llegó del bando senatorial, de una aristocracia que no toleraba su rigor extremo y su gobierno autocrático, manifestado, sobre todo, mediante el ejercicio de la censura perpetua desde finales del 85. Un complot, auspiciado por su propia mujer y un grupo de senadores, acabó con su vida en septiembre del 96. Su muerte provocó indiferencia en el pueblo, satisfacción entre los senatoriales e indignación en las tropas. Un viejo senador, Nerva, fue elegido como sucesor por el Senado.

Los tres Flavios, pues, aplicaron una política común que caracterizó los gobiernos de su dinastía. Se pusieron en orden las finanzas del Estado con una fiscalidad más eficaz. Se clarificó el papel del Senado, actualizando su composición. Se formó una nueva elite, con elementos itálicos y 
provinciales, que renovó la sociedad romana; también los caballeros avanzaron posiciones, ya que sustituyeron a los libertos imperiales en los altos cargos administrativos. Se determinó qué relación se podía esperar o temer de los pueblos limítrofes y las provincias obtuvieron nuevos privilegios e incrementaron su riqueza en relación con Italia, en un ambiente general de fomento de la urbanización de los territorios. En el plano religioso se consolidó el culto al emperador (con aras y templos en muchas ciudades), que facilitaba la cohesión ideológica del Imperio y servía como medio de promoción para las oligarquías urbanas. Tampoco la política flavia olvidó al ejército, favoreciendo el reclutamiento de tropas en zonas próximas a las sedes campamentales y mejorando las condiciones de vida de los soldados. En suma, Roma e Italia se abrieron más a la participación de los territorios provinciales, que disfrutaban con los Flavios de una presencia más activa en el Imperio en el plano político, social o económico.

LA DINASTÍA ANTONINA

El asesinato de Domiciano puso fin a la dinastía Flavia, puesto que este no había asociado a nadie al poder. Comenzó aquí una etapa marcada por un nuevo modelo sucesorio, basado en la adopción, buscado para superar los problemas vividos en el pasado. La adopción era una práctica habitual entre las familias romanas para mantener y afianzar sus relaciones y posición, y en el ámbito del poder permitía, además, elegir a los mejores aunque no perteneciesen a la familia natural. La validez del sistema quedó justificada por su duración, ya que se aplicó a lo largo de todo el siglo II evitando crisis sucesorias.

Todos los emperadores fueron adoptados, excepto Cómodo, hijo natural de Marco Aurelio. Pero hay diferencias en las distintas adopciones. Nerva eligió a Trajano sin tener en cuenta vínculo de parentesco alguno. Por el contrario, Adriano era el pariente más próximo a Trajano (hijo de una sobrina) y se casó con una sobrina nieta del emperador; y Marco Aurelio era sobrino de la mujer de Antonino Pío e, igual que el anterior, se casó con su hija. Durante un siglo gobernó, pues, una dinastía, conocida como Antonina (Nerva, Trajano, Adriano, Antonino Pío, Marco Aurelio y Cómodo), caracterizada por la continuidad política y moral. Aunque hablamos de la dinastía de los Antoninos por comodidad, en realidad el término resulta poco apropiado. De hecho, en el ámbito anglosajón se prefiere hablar de «los buenos emperadores» (con la ambigüedad que el calificativo implica), o mejor, de «los cinco emperadores buenos» (para dejar fuera a Cómodo); mientras, los autores alemanes prefieren denominarlos los «emperadores adoptivos» (haciendo hincapié en el sistema sucesorio). Efectivamente, no 
hay una línea dinástica, y, de haberla, no sería propiamente de la familia Antonina. Como señaló A. Canto, las relaciones de parentesco más claras entre los emperadores de la segunda centuria derivaban de los Ulpio-Aelia, con origen en la Bética, nombre que quizá sería más adecuado para denominar a estos dinastas.

Con los Antoninos (o los Ulpio-Aelios), Roma vivió su tiempo más glorioso de estabilidad política y buen gobierno, en el que alcanzó su máxima expansión territorial. Ya E. Gibbon había señalado en su día que esta era la mejor centuria no solo de Roma, sino de la historia mundial. En líneas generales, estos emperadores gobernaron de acuerdo con el Senado, al menos en apariencia; promovieron actividades económicas para mantener el equilibrio financiero del Estado como garante de su estabilidad, e impulsaron el desarrollo del derecho y el respeto al individuo. La clementia,
 el paternalismo, estuvieron muy presentes en las políticas solidarias antoninas. De igual modo, y siguiendo los pasos de los Flavios, intensificaron la burocratización de la administración.

Muerto Domiciano, por primera vez al Senado romano se le concedió la potestad de elegir sucesor y optó por Marco Coceyo Nerva (96-98), un veterano y rico senador de Italia. Existía acuerdo general en que era prioritario evitar el caos del año 64, de ahí la política de consenso y moderación que practicó el nuevo princeps,
 cuyo mandato partía de una situación tan delicada. Procuró buscar una posición equilibrada entre los distintos agentes y fuerza sociales, y, así, permitió la vuelta de los exiliados por Domiciano, pero mantuvo a los princi­pales cargos de su predecesor; nombró una comisión senatorial para controlar el gasto público, al tiempo que restauró el Coliseo, mejoró la red de acueductos romanos, ofreció generosos juegos, etc. Recuperó el prestigio perdido del Senado, aunque este solo gobernaba en apariencia. En el terreno económico quiso incrementar la producción agraria, y para ello siguió pautas iniciadas por los Flavios como la compra de tierras para su distribución entre desposeídos o los alimenta
 (préstamos a agricultores, con la garantía de sus tierras, cuyos réditos se dedicaban a la manutención de niños pobres). En este sentido, hizo votar a los comicios populares sus leyes agrarias.

Nerva sorprendió a muchos con la adopción en octubre del 97 del general hispano (originario de Itálica) M. Ulpio Trajano (98-117). La elección no fue discutida y reflejaba el ascenso experimentado por un grupo de senadores de Hispania en los últimos años. En el fondo, la vieja Italia comenzaba a necesitar la nueva energía procedente de los territorios provinciales. Muerto Nerva, Trajano permaneció en Germania, en el limes,
 desarrollando la red viaria y promoviendo algunos asentamientos urbanos. A finales del 98 llegó por fin a Roma e inició un gobierno continuista respecto a la gestión de Nerva, marcado por el consenso, la moderación y la solidaridad. Así 
mantuvo la apariencia de respeto a las instituciones tradicionales, asumiendo la potestad tribunicia, y apenas ejerció el consulado. Para demostrar su moderación rechazó el título de pater patriae,
 así como la dedicación de ostentosas esculturas, y ante la plebe se prodigó con generosidad en la celebración de ludi
 o en la entrega de dinero o alimentos.

Su popularidad, ya desde la época medieval, procede del trato ama­ble que le conceden las fuentes. En concreto, cabe reseñar la correspondencia entre el emperador y su legado en Ponto-Bitinia, Plinio el Joven. Este último, en su Panegírico,
 realiza el retrato imaginario del príncipe ideal, optimus princeps,
 personificado precisamente en Trajano. Su principal preocu­pación fue garantizar la estabilidad económica amenazada por la baja producción agraria, que repercutía en el retroceso de los intercambios comerciales (en especial, en los territorios occidentales, mientras en Oriente los productos de lujo animaban el negocio). Tengamos presen­te que el Imperio era, en su mayor parte, territorio de campesinos, puesto que alrededor del 90 por 100 de la población era rural. Por esta razón, Trajano animó y regularizó la ocupación de subcesivae
 (tierras sobrantes en la centuriación) para que fuesen trabajadas en régimen de colonato aparcero. De manera particular, estas medidas afectaron al norte de África, procurando que allí se asentasen gentes para plantar vides o árboles frutales.

Hubo además en la política trajana espacio para las grandes obras públicas y la actividad edilicia, no solo en Roma (la muestra más re­levante fue el nuevo foro); también en Italia o en las provincias. Sobre­salió su intervención en la red viaria y en infraestructuras portuarias (por ejemplo, Ostia) con el objetivo de asegurar los suministros. Algunas de estas disposiciones procuraban equilibrar ya la balanza entre Italia y las provincias que habían vivido una importante expansión económica con los Flavios. El Estado adoptó una política más intervencionista para incrementar la producción, asegurar la distribución y equilibrar las demandas de los distintos territorios.

Por otra parte, Trajano practicó una política agresiva en el exterior, encaminada a fortalecer las fronteras. Aquí halló, además, el escenario en el que alcanzó la gloria, gracias a la conquista de Dacia. Tras el amago de invasión de Domiciano, Trajano se hizo con esta rica región y la convirtió en provincia en el año 107, hazaña que quedó inmortali­zada en la columna que se alzó en su foro. La nueva provincia supuso una importante inyección de recursos para Roma gracias a sus minas de oro y plata. Con estos metales se animó la acuñación monetaria, que permitió al emperador afrontar grandes gastos en obras públicas, más legiones o regalos a la plebe. Al mismo tiempo pudo reducir la presión tributaria: renunció al aurum coronarium
 (tasa extraordinaria que las provincias abonaban con la subida al trono del nuevo emperador) y redujo el número de contribuyentes de la vicessima hereditatum

 o 5 por 100 sobre las herencias. Dacia fue para Trajano, en cierta medida, como Egipto para Augusto.

Los éxitos militares del emperador alcanzaron también a los territorios orientales. En Arabia, el dominio de la península del Sinaí y Palmira permitió el control de las ricas rutas comerciales de la región. Trajano llegó hasta el mar Negro, controlando la Cólquida. Y, final­men­te, en el año 116 alcanzó el golfo Pérsico, aunque no se ocupó ya de consolidar su dominio. Roma logró con él su máxima extensión territorial con la integración de Dacia, Arabia, Mesopotamia, Asiria y Armenia. Como reflejo de su política exterior fue incorporando al Senado provinciales de la región oriental. La vieja Cámara se abría así cada vez más y alcanzaba un carácter más cosmopolita y representativo. No olvidemos que el propio emperador era un provincial. No obstante, en contrapartida, y porfiando en esa política de equilibrista, obligó a todos los senadores a invertir en Italia, al menos, un tercio de sus bienes.

Por otra parte, desde la etapa flavia la burocracia crecía en respuesta a las exigencias de la administración del territorio imperial, y Trajano acentuó esta tendencia promoviendo procuratelas, u oficinas gestionadas por caballeros. El mérito demostrado en el trabajo, defendido también por la filosofía estoica, ganó terreno y permitió la promoción de nuevos grupos. De igual modo, se iba perdiendo la apariencia del respeto a las viejas instituciones. Nerva había empleado la formalidad de convocar al pueblo para aprobar leyes, pero a partir de ahora toda la legislación se dictó por senadoconsulto o por decreto del emperador. Las competencias de los jurados criminales de corte republicano fueron asumidas por el Senado o por el princeps.
 Aunque la Cámara seguía asesorando al emperador, este tenía un consejo privado, los amici principis.
 Como ha señalado K. Tuori, Trajano emergió en las fuentes como un juez muy trabajador que abordaba junto con sus asesores los asuntos que le llegaban desde las provincias. De esta manera, mediante sus rescripta,
 y atendiendo casos individuales, el princeps
 comenzó a escribir la política imperial. En el ámbito de la justicia sus reformas fueron de alcance. Frenó la influencia de los delatores, puso fin a los juicios por maiestas
 y protegió los derechos de los menores. Sus rescripta
 son mencionados con profusión en diversas fuentes, de las que se derivó una visión positiva de su jurisprudencia. Por encima de la letra de la justicia, el emperador procuró que prevaleciese la justicia del hombre.

Trajano murió en agosto del 117, después de adoptar a Adriano en el último momento. No obstante, lo había tutelado durante bastantes años y el elegido contaba con una señalada carrera militar, había ocupado el consulado en el 108 y gobernaba la provincia de Siria. Compartía patria con su mentor, ya que procedía también de Hispania (Itálica). Aunque Dión Casio interpreta la sucesión como el fruto de in­trigas palaciegas, en la 
actualidad los estudiosos de la figura de Adriano, como A. Galimberti, resaltan la implicación de Trajano y su deseo de confiar el gobierno a un personaje capaz con el cual estaba emparentado.

De hecho, Publio Elio Adriano (117-138) no tardó en proclamar la legitimidad de la sucesión y puso énfasis en la continuidad del vínculo dinástico. Este emperador viajó como ningún otro gobernante romano lo había hecho (pasó más de la mitad de los veintiún años de su reinado fuera de Roma e Italia), con un espíritu casi de censor para conocer e inventariar sus posesiones. Por esta razón se merece el calificativo de inquieto que A. Birley (2003) le concede, recogiendo un verso que la Historia Augusta
 le atribuyó al propio emperador, animula vagula.
 También fue un apasionado de la filosofía, y de la cultura griega en general, por lo que para conocer mejor su gobierno, además de los obras históricas habituales, podemos recurrir a textos filosóficos o incluso poéticos (en particular, el Discurso a Roma
 de Elio Arístides). Adriano es recordado como uno de los «mejores» emperadores, aunque las luces de su mandato admiten ciertas sombras: su megalomanía, puesta de manifiesto en la descomunal y fastuosa villa
 que levanta en Tívoli (una auténtica ciudad), su filohelenismo (con sus amistades peligrosas), sus frecuentes ausencias de Roma o su dedicación más a la caza que a la guerra. Pero estos excesos, algunos de los cuales nos podrían recordar la figura del odiado Nerón, no eclipsaron sus logros.

Aplicó a su gobierno un acendrado pragmatismo, traducido en política exterior en garantizar la estabilidad de las fronteras. Enseguida tuvo que sofocar revueltas en el Danubio y África (ante los mauri
) y optó por una política de pactos y cesiones a los pueblos vecinos, al reconocer y asumir que Roma no podía crecer más. Reforzó las fronteras del Imperio allí donde pudo con muros de piedra o con empalizadas de madera. Adriano renunció a enfrentarse a los partos (por su dificultad y su coste), de manera que evacuó Mesopotamia y situó en Armenia un reino vasallo. Organizó la región de los Alpes en tres distritos militares; redujo los efectivos en el limes
 renano para reforzar la frontera en el Danubio y en el Éufrates. En Britania construyó un sistema defensivo de 117 km con muros, fortines y fosos que cruzó la isla de este a oeste (entre los años 122 y 127). Mientras, en África y Mauritania creó colonias en puntos estratégicos para asentar población frente a los nómadas. Su actuación supuso una revisión completa del imperialismo romano; el imperium sine
 fine
 había concluido. Aunque parece una política completamente contraria a la de su predecesor, merece la pena resaltar, como hace A. Galimberti, que en sus últimos años Trajano, a finales del 116, comenzaba a abandonar ciertos territorios más allá del Éufrates y parte de Armenia, quizá reconociendo ya su incapacidad para mantenerlos. Por otra parte, Adriano dividió Dacia en tres provincias (Inferior, Superior y Porolissensis). En este sentido reconoció el papel fundamental que los 
territorios tenían ya en el Imperio, impulsando la urbanización o el asentamiento de campesinos en zonas estratégicas desde el punto de vista militar. Mostró una gran disposición a fundar ciudades y a dotarlas de los servicios necesarios para garantizar su desarrollo. En cierto modo, en su política exterior (fijar límites y organizar territorios) parece reivindicarse como continuador de Augusto.

En suma, con este emperador el Imperio se cerró al asumir sus límites. En el plano militar esta perspectiva implicaba cambios tácticos y exigía un mayor control sobre las tropas. En el campo de batalla, Roma pasó del ataque a la defensa, de la conquista a la conservación. De esta manera, el reclutamiento, como ya se había ensayado con anterioridad, se realizó cada vez con mayor intensidad en zonas próximas al destino de las legiones y, en menor medida, de los cuerpos auxiliares. Se iniciaba aquí el proceso de regionalización de las tropas, de tanta trascendencia futura. Para contrarrestar esta situación se recurrió, de manera progresiva, a cuerpos irregulares de indígenas, numeri,
 para combatir fuera de sus regiones. Por otra parte, se redujo el número de legiones de 30 a 28 y se reforzó la disciplina militar aplicando cambios en la reglamentación de los derechos y deberes de los soldados o en el entrenamiento de las tropas (con exercitationes
 frecuentes).

En el terreno económico, el princeps
 aplicó diversas medidas para incrementar la población productiva y la producción. Así, incentivó la producción agraria con la ley de rudibus agris,
 que concedía beneficios fiscales por explotar tierras abandonadas: exención de la renta anual (un tercio de la cosecha) durante diez años a quienes plantasen olivares en tierras incultas. Su objetivo era crear una clase de campesinos propietarios, pero ligados a la tierra por el interés depositado en la posesión de unos olivos y vides que tardaban años en dar sus frutos. Esta actuación cosechó buenos resultados, especialmente en África. También en el sector minero fomentó la producción, al facilitar la posibilidad de un régimen de colonato aparcero para aquellos que ocupasen una zona sin explotar, limitando la posesión a cinco pozos y exigiendo la explotación continuada. Aunque estas medidas son conocidas por reglamentaciones locales, es posible que se aplicasen de manera general.

Además, había que garantizar la eficaz distribución de los productos para cumplir con los repartos de alimentos y abastecer al ejército en las fronteras. En ocasiones se recurrió a requisiciones impositivas en especie y ventas obligatorias al Estado. Adriano intervino acuciado por las dificultades de la annona.
 En este periodo, en el que el ejercicio de responsabilidades municipales supuso cada vez mayores cargas, el emperador ofreció un aliciente para emprender e invertir: exoneró del desempeño de funciones públicas a aquellos que sirviesen con sus barcos al Estado. Así pretendió animar la actividad de transportistas, armadores o navicularii;

 luego, otros grupos como comerciantes de aceite o arrendatarios de dominios públicos obtuvieron los mismos beneficios. El emperador quería evitar la especulación en la distribución de productos vitales, por lo que practicó una política cada vez más intervencionista. En contrapartida, las finanzas municipales empeoraron puesto que los honestiores
 librados de las exenciones fiscales obtenían altos rendimientos de actividades comerciales que no repercutían ya en las ciudades.

Junto con Claudio, Adriano fue el principal innovador de la administración central del Imperio. Confirió un carácter institucional al consilium principis,
 convertido ya en un órgano estable de gobierno; integrado por senadores y caballeros, aunque estos últimos acabaron imponiéndose, y primando la presencia de juristas. A partir de aquí este consejo fue capital en la gestión del Imperio, ya que en él se adoptaban las decisiones más relevantes, que recibían el nombre de constitutiones
 y que, según su carácter, se traducían en edicta
 (prescripciones imperativas), decreta
 (sentencias judiciales), rescripta
 (respuestas a preguntas formuladas) o mandata
 (instrucciones dadas a los gobernadores provinciales). La administración central se completaba con oficinas, dirigidas por caballeros y atendidas por libertos, que ahora se desarrollaron y especializaron. La oficina de correspondencia administrativa se dividió en ab epistulis Graecis
 y ab epistulis Latinis,
 para responder mejor a la diversidad del Imperio, y, a su vez, la oficina a studiis
 (encargada de la documentación e investigación) se desdobló en una sección a
 memoria
 para clasificar los archivos públicos. Este proceso se acompañó de una codificación. Adriano fue el primero en publicar rescriptos y reunir las constitutiones
 del emperador. De igual manera, el jurisconsulto Salvio Juliano elaboró el Edicto Perpetuo
 (ca.
 130), una recopilación de todos los edictos de los anteriores pretores. Avanzó así el desarrollo del derecho, animado, además, por la creación de dos escuelas de jurisconsultos.

Estas medidas facilitaban la unificación del mundo romano. Y en el mismo camino se situó su política de facilitar el ascenso a la ciudadanía mediante la creación de un derecho latino superior, o Latium
 maius,
 por el cual en las ciudades latinas que lo disfrutasen no era necesario desempeñar una magistratura para acceder a la ciudadanía romana; ahora bastaba con ser decurión. También mejoró la organización del sistema postal, del correo oficial o cursus publicus,
 imprescindible en su empeño de concebir un Imperio más uniforme. Por tanto, en las diversas esferas de su gobierno, Adriano procuró atender las características de los distintos territorios en un intento de equilibrar las fuerzas en tensión: Roma e Italia, frente a unas provincias cada vez más distanciadas y, en el caso de las orientales, más ricas.

La administración siguió creciendo con nuevas procuratelas ecuestres (27) para atender diversas funciones como, por ejemplo, el censo de los ciudadanos. El emperador, pues, se apoyó de manera consciente en el grupo de los caballeros, cuya carrera ahora permitía un nuevo desarrollo, no solo militar. Es decir, convirtió la procuratela en un cursus
 con rangos y jerarquías, iniciando así la separación entre carreras militares y civiles, de gran repercusión futura. Actuó con sumo respeto ante el Senado, pero las relaciones se hicieron más complejas debido a su paulatina e inexorable pérdida de poder. El fiscus,
 o caja imperial, invadía cada vez más espacio al aerarium Saturni
 (gestionado ya por prefectos designados por el emperador); las ciudades itálicas, dependientes del Senado, fueron confiadas a curatores
 imperiales; y la jurisdicción del pretor tutelar fue reducida al territorio romano (urbica diocesis),
 nombrando para el resto de Italia a cuatro consulares. Esta medida implicaba extender a Italia el régimen judicial de las provincias, sustrayendo la península de la competencia del Senado y de las magistraturas tradicionales.

Muchos han puesto el acento en el perfil helenista de Adriano. Y así fue; visitó con frecuencia Grecia y pretendió convertir Atenas en una segunda capital del Imperio. Él mismo parecía verse como un nuevo Pericles. Se dejó llevar por los ritos iniciáticos y mistéricos; se interesó por la filosofía griega, y hasta quedó marcado en su vida personal por su apasionada relación con el joven Antínoo, a quien llegó a divinizar. A nivel religioso se mostró hostil hacia los judíos y los seguidores del dios sirio Baal, aunque fue tolerante con otros cultos. Como otros antes que él, planteó un poder con connotaciones místicas, en el que el emperador y su familia era vistos como la manifestación más patente de la divinidad en la tierra. De ahí la reunión anual de asambleas en las provincias para celebrar el culto al emperador, medio por el cual también se promocionaban las elites locales. Por supuesto, actuó de acuerdo con la tradición y respetó las divinidades clásicas, aunque, y debido a su tendencia helenizante, se inició en los misterios de Eleusis y fue seguidor fiel de Dionisos.

En consecuencia, el reinado de Adriano supuso un avance en la elaboración de una ideología del poder en la que el princeps
 ostentaba la primacía absoluta, como ha explicado A. Galimberti. Varios elementos simbolizarían este nuevo poder: el desplazamiento del Senado, más arrinconado que nunca, innecesario ya ante la corte de amici
 ecuestres (intelectuales, profesionales) del emperador; la equiparación progresiva de Italia con las provincias; las ausencias continuas del emperador de Roma debido a sus viajes y a sus estancias en la villa de Tívoli, o su filohelenismo cultural y religioso. En el año 136, enfermo, adoptó a L. Aelio César, quien murió prematuramente. Optó entonces por un hombre de 51 años, Tito Aelio Antonino. Al igual que su antecesor, por tanto, se empeñó en una sucesión 
próxima a su propia familia para marcar la continuidad dinástica. La muerte le sorprendió en el Nilo y pronto fue consagrado como dios.

Antonino Pío (138-161) practicó una política continuista en sus lí­neas principales, aunque en contraste con su predecesor apenas viajó. Nacido en Italia, fue reconocido como el emperador perfecto. Aplicó medidas para dignificar la vida de los esclavos (prohibición de tortura indiscriminada) y mejorar la de los libertos; avanzó en la liberación de la tutela de la mujer y concedió con generosidad la ciudadanía romana. Además, Antonino se significó por promover las artes y las letras. Promovió una gestión competente de la administración, procurando su mejora pero sin incrementar las procuratelas (solo dos más). Redujo los gastos públicos, ante todo en construcciones y viajes imperiales, aunque no descuidó la atención a la población y procedió con generosidad: amplió los alimenta
 para favorecer a las niñas pobres y realizó repartos de dinero en Roma; inició las distribuciones especiales de vino y aceite, y ofreció juegos grandiosos. El resultado de su gestión económica fue positivo y dejó unas arcas públicas saneadas. No obstante, el estancamiento económico del Imperio era ya una realidad, sobre todo en los territorios occidentales: cese de la expansión territorial y de la colonización; mayor brecha entre ciudad y campo; en el ámbito rural comenzaba a buscarse el autoabastecimiento tanto en pequeños núcleos como en villae
 y, de ahí, la contracción del comercio occidental, apenas animado por los productos annonarios (por ejemplo, compras estatales de vino y aceite en la Bética y la Tripolitana). En contraste, los territorios orientales mostraban un gran dinamismo y el comercio florecía, sobre todo gracias al intercambio de productos exóticos y de lujo procedentes de lejanas tierras. Respecto a Oriente, Antonino renovó tratados con los reyes del Cáucaso y recibió embajadas de Bactriana o la India, mientras los senadores de origen oriental eran ya mayoría entre los provinciales.

A nivel militar tuvo que frenar varias amenazas ante partos, brigan­tes (el limes
 avanzó en Britania) y en territorios de Mauritania y Numidia. En este sentido fomentó el desarrollo de la red viaria para controlar mejor los territorios y garantizar, al mismo tiempo, la eficacia del correo público. Por último, en el ámbito de las creencias, Antonino mantuvo el respeto a la religión tradicional, pero también se abrió a cultos más olvidados, caso de Cibeles, Mitra o Baal, como reflejo de su pasión por Oriente. Cumpliendo la costumbre implantada por sus antecesores, en el año 146 asoció al gobierno a Marco Aurelio Antonino Augusto, confiriéndole potestad tribunicia e imperium
 proconsular.

Marco Aurelio (161-180) sobresalió por su elevada formación intelectual, de ahí que para sus coetáneos fuese el emperador sabio y filósofo; aunque también como «humano y justo» lo califica A. Birley (2009) en su biografía. 
Al igual que Trajano y Adriano, era originario de Hispania (Córdoba). Para conocerlo un poco mejor contamos con la correspondencia que él mismo intercambió con su tutor, Marco Cornelio Frontón, conservada prácticamente en su totalidad, y sus Meditaciones.
 La esmerada y dilatada educación (habida cuenta de que fue declarado heredero a los 17 años y no asumió el poder hasta los 40), basada en el trabajo en el foro y en la filosofía estoica, influyó de manera decisiva en su gobierno.

Su reinado contempló ya el final de la pax romana,
 puesto que varios frentes pusieron de manifiesto la debilidad de las inmensas fronteras. Pese a la vocación pacifista del emperador (de hecho, nunca había comandado un ejército), este hubo de afanarse en tareas militares para defender el limes:
 en Oriente (de nuevo los partos), Britania, Rin o norte de Europa (Retia, Nórico, las Panonias y Dacia). Aquí numerosos grupos de germanos (cuados, marcomanos, etc.) acabaron establecidos como colonos ligados a tierras que la guerra o la peste habían despoblado y obligados, a cambio, a prestar servicio al emperador ante nuevas invasiones. Roma comenzaba a aceptar la invasión pero de una manera regulada. Estas exigencias defensivas provocaron la creación de dos nuevas legiones para acantonar en Retia y Nórico.

La guerra y la peste agravaban la delicada situación de la economía romana. El fin de la expansión había privado a Roma de nuevas tierras y recursos. El agotamiento del sistema era evidente: excesivos gastos militares y burocráticos; alza de los precios y devaluación monetaria (la proporción de plata del denario bajó al 75 por 100) o descenso de la producción de las minas (por la guerra, el agotamiento de filones, etc.). El emperador procuró proteger la agricultura, continuando la política de colonato en aparcería en las fincas imperiales del norte de África.

A nivel político, Marco Aurelio mantuvo magníficas relaciones con el Senado, aunque avanzó en el desarrollo del aparato burocrático del Estado. De este modo creó 18 nuevas procuratelas ecuestres y reforzó otras, como la oficina financiera. De igual modo, los miembros de su consejo se convirtieron en funcionarios permanentes, predominando entre ellos el perfil de jurista. Esta circunstancia permitió el progreso del derecho civil. Por otra parte, reconoció la necesidad de volver al sistema de distritos de Adriano y dejó la justicia criminal en manos de prefectos del pretorio en Italia y del prefecto de la ciudad en Roma. En las provincias se observó una centralización creciente por parte de los procuradores imperiales.

Marco Aurelio, como su predecesor, practicó numerosas medidas asistenciales para mejorar las condiciones de vida de mujeres, niños y esclavos. Y para mitigar también la decadencia de Italia potenció la institución de los alimenta
 y obligó a los senadores a invertir al menos el 25 por 100 de sus bienes en la península. Ante la religión actuó de acuerdo con 
las tradiciones e incluso se afanó en la celebración de sacrificios y rituales que aliviasen los efectos de guerra y peste. Se mostró muy tolerante con otros credos, salvo con el cristianismo, debido sobre todo al montanismo, por su rechazo al servicio militar y a las ceremonias religiosas romanas. De ahí la proliferación de persecuciones contra sus fieles, recordando la política de Domiciano. En res­pues­ta a un amago de complot, en el 176 había nombrado Augusto
 a su hijo Aurelio Cómodo Antonino, de solo quince años. Parecía así quebrar el principio de su dinastía, auspiciado por la doctrina estoica, de elegir al más idóneo. No deja de ser una gran paradoja; el emperador «sabio» y el más preparado de su época erró, como veremos, en esta capital elección. Murió en el 180, en la frontera danubiana, víctima de la peste.

Cómodo (180-192) accedió al poder con solo 19 años y se reveló como un gobernante inmaduro y muy alejado del perfil de su padre. Su gobierno recibió una crítica feroz por parte de las fuentes, como Herodiano o Dión Casio, que pusieron el acento en los aspectos más negativos de su personalidad y mandato: paralización de la política fronteriza, excesos ante los dioses o amistades inadmisibles con gladiadores. De auténtica maldición lo tacha Dión, peor que una peste o un crimen. Por el contrario, fue muy popular entre la población. Hoy en día, su figura ha sido revisada para subrayar su inexperiencia y situar su reinado en un contexto de crisis general.

Siempre que pudo, Cómodo rechazó la guerra y procuró la paz, asumiendo un papel similar al de Adriano tras la expansión militar de Trajano, aunque carecía de su talento y experiencia para triunfar. Este comportamiento le granjeó hostilidad de las tropas, razón por la cual buscó apoyo entre los caballeros. Los prefectos del pretorio tuvieron un protagonismo decisivo en su gobierno, ya que el emperador dejó el gobierno en manos de sus favoritos (Sotero, Perenne o Cleandro). Trató con desprecio al Senado y persiguió a no pocos de sus miembros por razones políticas o para apoderarse de sus fortunas.

Por otra parte, Cómodo prosiguió la colonización en Numidia y Mauritania e incrementó de manera notable la presencia de africanos en el Senado. En estos años continuó la devaluación monetaria (el denario se situó por debajo del 70 por 100); creció la inflación y, aunque se fijaron precios para ciertos productos, ello no provocó más que el auge del mercado negro y la escasez. El malestar social se hizo patente en varias revueltas en la Galia e Hispania.

Cómodo fue un fanático de los cultos orientales y este es, precisamente, uno de los rasgos que más se destaca y critica de su personalidad. Se inició en los misterios de Mitra y se identificó con el propio Hércules como Hercules Romanus.
 Si su adopción había sido anómala (no era el mejor candidato sino solo el hijo del emperador), también su muerte, violenta, a manos de su 
entrenador de juegos gladiatorios, alte­ró la tradición de los Antoninos. Roma quiso olvidar enseguida su funesto mandato y Cómodo fue objeto de damnatio memoriae.
 Sin em­bar­go, no sería acertado volcar en la figura de Cómodo toda la respon­sabilidad del convulso periodo que le sucedió. La guerra civil vivida del 193 al 196 tuvo causas muchos más profundas que la inmora­lidad pública del emperador; estaba alimentada por el malestar de amplios sectores sociales desde, al menos, tiempos de Marco Aurelio, y en ella las provincias desempeñaron un papel relevante. Los enormes gastos militares de las continuas guerras, ante unos bárbaros imparables, y del aparato burocrático habían provocado importantes desajustes internos.

Por último, no fue la Antonina una dinastía hereditaria sino que se conformó mediante una acertada combinación de sabiduría y azar. Aunque no hubo vínculos de sangre por línea masculina entre los emperadores, cada uno supo elegir muy pronto sucesor, adoptándolo en la familia imperial y favoreciendo su preparación. En este tiempo el poder del princeps
 equivalía, en la práctica, al de un monarca absoluto, porque él era la única fuente de ley y el juez supremo; comandaba el ejército; controlaba el nombramiento de todos los altos cargos; supervisaba la fiscalidad y las finanzas, y en sus manos estaban las relaciones con otros pueblos. De la apariencia republicana solo permanecía ya el viejo Senado.


CUARTA PARTE

ROMA EN CRISIS

Si alguien pasara revista a todo el periodo que arranca de Augusto, desde que el régimen romano se transformó en poder personal, no encontraría en los cerca de doscientos años que van hasta los tiempos de Marco Aurelio ni tan continuos relevos en el poder imperial, ni tales cambios de suerte en guerras civiles y exteriores, ni conmociones en los pueblos de las provincias y conquistas de ciudades, tanto en nuestro territorio como en muchos países bárbaros, ni movimientos sísmicos y pestes ni, finalmente, vidas de tiranos y emperadores tan increíbles, que antes eran raras o ni siquiera se recordaban.

Herodiano, 1, 4-5.
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Mapa 7.
 El limes
 renano-danubiano en época de Marco Aurelio (según Birley).


VIII

LA LARGA CRISIS DEL SIGLO III

Tras el final de los Antoninos, con el epílogo fatal que protagonizó Cómodo, siguió un periodo de anarquía en el que en un solo año, el 193, Roma conoció cinco emperadores. Se repetía, pues, el escenario ya vivido en la transición de los Julio-Claudios a los Flavios, en el 64. No obstante, la solución no se mostró, ni mucho menos, tan efectiva ni duradera y, tras los siglos dorados del Imperio (I-II), comenzó un deterioro progresivo de las instituciones, en particular la del propio emperador. Los autores antiguos parece que no se ponen de acuerdo sobre el momento en el que la historia empezó a cambiar de signo para Roma. Herodiano, alrededor del año 250, situaba el inicio de la crisis en el 180, a la muerte de Marco Aurelio. Autores posteriores han seguido a Aurelio Víctor (siglo IV), quien lo fijó en el 235, con el fin de la dinastía Severa y la llegada de un campesino-soldado, Maximino el Tracio, al poder imperial.

La etapa de los Severos (Septimio Severo, Caracalla, Macrino, Heliogábalo y Alejandro) supuso el preludio a la profundísima crisis que recorrió el siglo III y en la que tuvieron lugar transformaciones decisivas. El modelo de un Imperio de ciudades entró en crisis, sobre todo en los territorios occidentales, y se produjo un descenso notable de la calidad de vida de sus habitantes. Se sucedieron los pronunciamientos militares y fueron los ejércitos provinciales los que depusieron y aclamaron emperadores; unos emperadores efímeros (excepto Galieno ninguno completó siete años de mandato), de nombres extraños y bárbaros. El Senado se fue desdibujando, mientras los caballeros se promocionaban en la política y en la administración. La fragilidad del poder fue extrema.

PRELUDIO: LA POLÍTICA DE LOS SEVEROS

Tras la violenta muerte de Cómodo, a este le sucedió Publio Helvio Pertinax, prefecto de Roma. Se trataba de una solución rápida y de compromiso, puesto que, en principio, era un personaje aceptado por casi todos: como colaborador de Cómodo era bien visto por los pretorianos y la plebe; su prestigio militar le hacía merecedor del respeto del ejército, y los más poderosos, tanto senatoriales como elites provinciales, no lo temían por su avanzada edad. Pertinax, pues, era una figura de transición como lo había sido en su día Nerva. Aceptó la damnatio memoriae
 sobre Cómodo y anunció su intención de recuperar la política de Marco Aurelio. No obstante, apenas duró tres meses en el poder, ya que fue asesinado a raíz de un motín 
de los pretorianos. Entonces, por decisión de estos le sucedió Didio Juliano, consular de mayor edad en Roma.

Si bien estos episodios tenían lugar en la capital, no era allí únicamente donde se dirimía la política y el destino del Imperio. El poder no estaba solo en manos de los senadores y los mandos de Roma, como enseguida se reveló. Desde tres territorios diferentes (Panonia, Britania y Siria) se propusieron alternativas al trono imperial de la mano de los ejércitos provinciales. Unos días después de la muerte de Pertinax, partidarios suyos, encabezados por Lucio Septimio Severo, habían entrado en escena desde Panonia. Severo fue proclamado emperador por sus soldados y marchó sobre Roma. Por su parte, las tropas de Britania aclamaron a su gobernador, Clodio Albino, y Severo se apresuró a ofrecerle el título de César para neutralizarlo. Y aún tuvo lugar una tercera revuelta, en este caso en Siria, donde se pronunció Pescenio Niger. En este contexto se abrió un periodo de guerra civil, del 193 al 197, larga y cruenta, cerrada por una de las más sanguinarias batallas habidas entre ejércitos romanos, la de Lugdunum (Lyon), en la que se impuso finalmente Severo.

Enseguida, Severo (193-211) pretendió legitimar su ascenso al trono. Para ello se proclamó heredero político de Marco Aurelio –«hijo del divino Marco»–, renombró a su hijo mayor como Marco Aurelio Antonino (futuro Caracalla) e, incluso, divinizó a Có­modo, para mostrar la continuidad con la anterior familia imperial. Con él se inició la dinastía Severa, la primera de origen no itálico, que gobernó Roma hasta el año 235, una etapa considerada de transición entre el periodo de mayor esplendor romano, el siglo II, y la crisis sisté­mica del siglo III. El nuevo emperador impuso una dura política de represión sobre sus rivales (senadores y caballeros sufrieron condenas a muerte y confiscaciones) y de férreo control sobre los territorios vencidos, como ya había hecho en el 194 en Oriente al derrotar a Pescenio Niger. Para evitar la concentración de tropas en Britania en un solo mando, dividió en dos la región. Sin oposición y con el apoyo del ejército podía, por fin, gobernar.

Conocido como el «emperador africano», por ser originario de la Tripolitana, como hemos visto no fue el primer princeps
 de provincias, pero sí el primero que no procedía de los territorios occidentales y de sus elites. Con todo, su abuelo había sido un caballero romano y el propio Severo pasó parte de su vida adulta en Roma e ingresó en el Senado. Su política evidenció esta circunstancia, y el centro de gravedad desde la capital se desplazó al este, aunque ello no implicó una «africanización» ni de la administración ni de la Cámara (la promoción de senatoriales del norte de África se había iniciado antes, en respuesta al auge económico de la región). Severo pasó la mayor parte de su reinado en las provincias, puesto que diferentes frentes reclamaron sus presencia: en Egipto, África o Britania (aquí intentó 
conquistar Caledonia y halló finalmente la muerte); y en el este, donde anexionó Mesopotamia y amplió Siria y Arabia. Este fue uno de sus mayores errores de estrategia; forzar en exceso la situación militar en una frontera oriental que se convirtió, en los siguientes años, en una auténtica pesadilla para las tropas romanas. A nivel financiero, cabe resaltar que aunque este emperador heredó un Tesoro prácticamente vacío, agotado por los excesos de Cómodo, a su muerte dejó llenas las arcas públicas.

Severo ha sido un emperador bastante maltratado por las fuentes, que ofrecen de él un retrato gris. E. Gibbon lo convirtió, ni más ni menos, en el principal responsable del declive de Roma y, sin duda, la recuperación de la memoria de Cómodo no le favoreció. No obstante, su figura se ha revalorizado en las últimas décadas de la mano de estudiosos como M. Grant, quien resalta que fue el mejor de los Severos, aunque los cuatro principes
 que le sucedieron dilapidaron sus logros y, con ello, su fama.

Se le ha descrito, de manera acertada, como el creador de la monar­quía militar. Y esta es una de las clave del periodo, la constatación de que el emperador dominaba la situación, no a través del Senado o de cualquier otro órgano del Estado, sino mediante el ejército. Otra de las características de este tiempo es el ascenso de las provincias y de los provinciales. Roma aún controlaba el Imperio, pero sus territorios, en especial África y Siria, daban pasos de gigante para equipararse con Italia como regiones principales. Con Severo se evidenció ya que el tradicional poder del Senado había concluido y se puso en marcha una carrera militar que abrió definitivamente las puertas a la carrera civil y a los rangos sociales superiores. Desde el año 197 gobernó con su hijo Caracalla, a quien había escogido heredero siendo solo un niño, y también asoció al poder a su hijo menor, Publio Septimio Geta. Aquí reside, a juicio de M. Grant, el mayor error del emperador, pensar en sus propios hijos como sucesores.

La muerte de Severo en Britania, en el 211, dejó el poder en manos de Marco Aurelio Severo Antonino Augusto, Caracalla (198-217), quien comenzó su mandato junto con su hermano Geta (209-211), pero finalmente de deshizo de él ordenando su muerte. Esta fue, sin duda, una muestra de su proceder, expeditivo, contra todo posible adversario. La nota más característica de su mandato fue su inusitado cariz militar. Al igual que su padre, permaneció poco tiempo en Roma: en el año 213 estaba en el Danubio reforzando la frontera ante alamanes y carpos, y los años siguientes los dedicó a diversas campañas en Oriente, donde los partos fueron su mayor preocupación. No obstante, la sociedad del momento comenzaba a dar síntomas de agotamiento ante la política expansiva, en la que el emperador parece que tampoco se mostró muy hábil, y de ahí que las fuentes eviten elogiar su figura, al igual que hicieron con su padre.

En los asuntos internos resultó capital el papel desempeñado por su consilium.

 En él, la madre de Caracalla, Julia Domna, y grandes juristas llevaron el peso de los asuntos del Estado. A ellos correspondería la medida más conocida y de mayor repercusión social del reinado, la Constitutio Antoniniana
 del 212, por la cual se concedía el derecho de ciudadanía a toda la población libre del Imperio. Esta disposición respondía a la necesidad jurídica de homogeneizar los estatutos de individuos y comunidades para facilitar la gestión y la administración de los territorios, particularmente en materia fiscal.

A nivel general la situación económica no mejoraba, ya que se retraían los intercambios comerciales, crecía la concentración de la propiedad agraria y muchas explotaciones mineras llegaban a su fin. Aun así, Caracalla asumió fuertes inversiones con un gran programa constructivo en Roma, como las termas que llevan su nombre o el pórtico en honor de su padre. Para incrementar los ingresos, duplicó el impues­to sobre las herencias y manumisiones (de un 5 a un 10 por 100) y exigió con frecuencia el aurum coronarium
 (aportaciones extraordinarias de particulares y ciudades). La mayor novedad de su política financiera fue la acuñación de una moneda de plata, el antoniniano. En cuanto a la administración del territorio, Italia se aproximó cada vez más al sistema provincial mediante la creación de la figura de los correctores.
 Caracalla fue asesinado por orden del prefecto del pretorio, Marco Opelio Macrino. El emperador no había adoptado ninguna medida para ase­gurar su sucesión, y el ejército oriental proclamó princeps
 a Macrino.

Macrino (217-218) alcanzó el poder en una posición muy precaria. De origen no romano (oriundo de África) ni aristocrático (primer emperador de rango ecuestre), difícilmente podía ser bien recibido por el Senado. Por esta razón buscó legitimar su sucesión añadiendo a su onomástica el nombre de Severo y asumiendo los títulos de la dignidad imperial. Pronto tuvo que responder a las necesidades del frente, en Siria, con poca fortuna. Además, fue incapaz de pagar a los soldados según las promesas salariales de Caracalla. Para evitar conflictos armados, el emperador buscó la paz con partos y en el Danubio, pero esta política, aun lógica después del militarismo excesivo de los últimos años, resultaba inaceptable para el ejército.

En este ambiente poco favorable, la familia Severa entró en escena y promocionó al nieto de Julia Mesa, hermana de Julia Domna. Este joven, Vario Avito Basiano, de solo 14 años, fue presentado, falsamente, en el 218, como hijo de Caracalla. En realidad, nada unía a este personaje con la descendencia de Severo ya que solo era nieto de la hermana de la mujer, pero su figura acabó imponiéndose con el nombre de Marco Aurelio Antonino, conocido como Heliogábalo (218-222). Demasiado joven e inexperto, nunca se dedicó a las tareas de gobierno, sino que se consagró a su papel de sacerdote de una reli­gión ajena a los romanos (como adorador del 
dios Baal). Este emperador-sacerdote enseguida despertó una fuerte oposición interna, que su consilium
 no pudo aplacar. Sin embargo, Julia Mesa no renunció a controlar el poder y urdió la nueva sucesión. Tenía otro nieto, Gesio Basiano Alexiano, y consiguió que Heliogábalo lo adoptase en el 221 como heredero al título de César. Luego intrigó para poner fin a la vida del emperador, que fue asesinado por los pretorianos al año siguiente. El heredero fue nombrado emperador como M. Aurelio Severo Alejandro (222-235), el último princeps
 de los Severos.

Para evitar el aislamiento sufrido por su antecesor, Alejandro potenció un gobierno fuerte, con un consilium
 integrado por expertos en gestión (como el propio Dión Casio) y juristas (Ulpiano) que compensasen la bisoñez del joven emperador. En un primer momento, el gobierno pareció dar respuesta a los mayores problemas del Estado. Pero la muerte de varios personajes clave como Ulpiano, prefecto del pretorio, o Julia Mesa dejaron sin timón el ejecutivo.

A partir del 226 la amenaza exterior fue en aumento, sobre todo en Oriente, ahora de la mano de los persas sasánidas de Artajerjes. Para frenar a este enemigo se descuidó la frontera en el Rin y el Danubio. La incapacidad militar de Alejandro fue manifiesta y entre las tropas surgieron los primeros intentos de sedición, en Panonia, Mesopotamia, Siria, etc. La inseguridad y la inestabilidad se apoderaban de los territorios. El emperador murió asesinado por sus propios soldados. Si las tropas acabaron con el último miembro de la dinastía severa, también estas designaron a su sucesor, Maximino el Tracio. Este apenas gobernó tres años y su muerte dio paso ya a un tiempo de completa anarquía.

El legado de los Severos

Como etapa de transición, esta dinastía mantuvo rasgos de continuidad con sus predecesoras y anticipó las transformaciones que determinaron la siguiente etapa. Aunque se ha puesto el acento en el carácter militar de estos emperadores, excepto Caracalla, el resto presentó un perfil similar al de otros principes,
 respondiendo a los ataques en las fronteras. Y, si bien la dinastía fue fruto de una guerra civil, lo mismo había ocurrido en el caso de los Antoninos.

El Senado continuó perdiendo posiciones. En realidad, hacía tiem­po ya que se desdibujaba como una mera institución formal, más que decisiva. Aunque algún emperador represalió a senatoriales, como Severo, también es cierto que buscaron congraciarse con ellos e incor­poraron miembros no solo de origen africano sino también oriental e itálico, que no hacían sino reflejar los nuevos intereses del Imperio. Además, la promoción de caballeros al 
rango senatorial respondía a la necesidad de capacitar a la administración de cuadros preparados. El consilium principis,
 integrado por caballeros y juristas, cobró cada vez mayor protagonismo político y supuso alejar al Senado de la toma de decisiones. Tampoco era una novedad, solo se profundizaba en una propuesta que había funcionado muy bien con los Antoninos. Además de en este consejo, el poder real recaía en la prefectura del pretorio (ocupada también por caballeros), en la que el emperador delegaba cada vez más las competencias que acaparaba y era incapaz de gestionar. Por su parte, Severo creó nuevos cargos y procuratelas para caballeros (por ejemplo, la gestión del patrimonium
 se dividió por regiones dirigidas por un ecuestre; y similar fue la organización territorial de la tarea del praefectus
 vehicu­lorum
) y, dio un paso más osado al sustituir de manera temporal a gobernadores senatoriales por procuradores ecuestres financieros. El ejemplo cundió y con el tiempo este cambio fue definitivo. El prefecto del pretorio, de rango ecuestre, ad­qui­rió una clara preeminencia sobre el prefecto de Roma, senatorial. Por último, Severo incluso cedió el mando de las tres nuevas legiones que creó a caballeros.

El emperador, de princeps,
 poco a poco, se transformó en dominus,
 y, en su dominado, poco espacio quedaba para la vieja nobleza senatorial. En las provincias senatoriales creció la injerencia del emperador; el Senado apenas designaba gobernadores (procónsules) y cuestores para administrar el Aerarium,
 y aun detrás de estos nombramientos estaba el poder del princeps.
 De hecho, la Cámara no podía gestionar sus provincias porque estas carecían de tropas, en un tiempo en el que la inseguridad general demandaba la intervención militar. A nivel territorial, Septimio procuró organizar y racionalizar la administración: dividió provincias (Britania, Siria) y separó del África proconsular la zona militar de Numidia; por su parte, Caracalla creó una nueva provincia en Hispania, desgajada de la Tarraconense, por un breve periodo de tiempo.

En este contexto, Italia perdió privilegios y se aproximó a las provincias. Ya Adriano la había divido en cuatro distritos, con un iuridicus
 senatorial al frente de cada uno (Antonino Pío los suprimió y Marco Aurelio los repuso). Estos iuridici
 se convirtieron en auténticos gobernadores rebasando las competencias de orden judicial. Caracalla fue más allá e hizo depender a Italia de la política imperial mediante la figura de los correctores,
 para integrar su territorio en la estructura de la annona
 militar. Iuridi
 y correctores Italias
 eran ya similares a los gobernadores provinciales y, de facto, el Senado solo gobernaba en Italia sobre Roma y su territorio inmediato.

A nivel religioso, el carácter semidivino de los emperadores cobró nueva fuerza. Desde Cómodo se había experimentado la tendencia a buscar un modelo teológico que afianzase la figura del princeps.
 Las nuevas creencias y 
sus dioses, más personales, exigían un cambio de rumbo, y el culto oficial se potenció de manera firme con todo tipo de rituales, en particular de la mano de Pertinax o Severo. De igual manera fueron frecuentes las representaciones de los emperadores en compañía de dioses o con atributos divinos. Cada vez se hicieron más habituales epítetos como sanctissimus
 o sacratissimus
 para referirse al princeps.
 Al mismo tiempo, se produjo un nuevo fenómeno, la conexión entre astrología y exaltación de la figura imperial, que buscaba identificar al emperador con los astros, y en este contexto el propio Alejandro incorporó a matemáticos como funcionarios. También se desarrollaron con intensidad los cultos de origen oriental: Cibeles y Attis, Isis y Serapis, Mitra o Cristo, cuyo auge respondía a un mensaje más personal y vivo que el que ofrecía la religión oficial. Mitra fue la divinidad oriental de mayor seguimiento en las provincias occidentales, mientras en los territorios de Oriente el cristianismo se impuso, en este momento todavía como un fenómeno eminentemente urbano. La dinastía Severa actuó con tolerancia ante los diversos credos en su búsqueda de un sincretismo que encarnase la unicidad de lo divino, de la existencia de una divinidad suprema.

Por lo que respecta al ámbito militar, desde Severo se tomaron medidas para mejorar la calidad de vida de las tropas: se revalorizaron los salarios; se concedió a los soldados el derecho a contraer matrimonio legal, a asociarse en collegia
 o a vivir fuera del campamento; se valoraron los méritos militares para la promoción, y se estableció un nuevo impuesto, annona militaris,
 para garantizar el avituallamiento. En esta época, las tropas incrementaron sus efectivos, tanto legionarios (tres nuevas unidades con Severo) como auxiliares, mientras se potenciaba el reclutamiento de numeri,
 o tropas locales. No obstante, esta tendencia ya la habíamos visto con Marco Aurelio ante la existencia de demasiados enemigos y amenazas en las fronteras. El protagonismo político del ejército creció debido a la propia debilidad de la corte y a las graves dificultades sociales y económicas.

En suma, cierto es que Severo, y sobre todo sus sucesores, minaron la fuerza de Roma con la imposición de la autocracia de un emperador que era ya más un dominus et deus
 que un princeps,
 y de un ejército omnipresente, auténtico juez de la política. No obstante, la mayor amenaza llegó del exterior: los germanos al norte del Danubio y al este del Rin, junto con los persas (que reemplazan a los partos en Mesopotamia e Irán). De ahí que los emperadores se empeñaran en reforzar las tropas y, en este sentido, conviene destacar que las medidas adoptadas por Severo permitieron a Roma resistir un par de décadas más. La dinastía Severa reforzó el absolutismo, la autocracia y el militarismo; el po­der del emperador ante el Senado, de los soldados ante los civiles y el de los provinciales ante los itálicos. Su tiempo fue el último respiro antes de la manifestación rotunda de 
la crisis, con rebeliones militares e invasiones bárbaras endémicas. Podemos añadir que en esta etapa algunas mujeres cobraron un protagonismo nunca visto en la historia romana. La esposa de Severo, Julia Domna, y, sobre todo, su hermana, Julia Mesa, y su sobrina Julia Mamea, ejercieron el poder en la sombra. Junto a ellas, otro grupo que adquirió preeminencia fue el de los juristas.

LA ANARQUÍA MILITAR

Tras la muerte de Alejandro, Roma entró en una de las más profundas y prolongadas crisis conocidas, marcada por la violencia (interna y fronteriza) y la escasez (crisis económica generalizada). Los poblaciones bárbaras mantuvieron durante décadas una presión asfixiante sobre el limes;
 las tensiones internas llevaron a la división temporal del poder y a la aparición de usurpadores; la inestabilidad política y la exigencia militar dieron alas al ejército, señor del caos; los gastos militares y la contracción de la economía intensificaron la presión fiscal, en una espiral sin fin de inflación de precios y devaluación monetaria. Por último, el caos material llevó a la búsqueda de nuevas bases ideológicas en el ámbito religioso. Sin embargo, y al igual que sucedió en la crisis de la República, los factores determinantes de la decadencia de este periodo no eran nuevos. No estamos ante un tiempo de ruptura y cambio sino, más bien, de convulsión y adaptación ante unos problemas ya conocidos, pero agravados hasta límites insostenibles. Pese al abismo al que se enfrentó Roma, esta fue, una vez más, capaz de reiventarse y cerrará el siglo, como veremos, con una propuesta de restauración de su gloria.

La crisis se agudizó, en particular, en los años centrales de la centuria (235-268), mientras, en una segunda fase (268-284) los llamados emperadores ilirios pusieron las bases para la recuperación del Imperio, que acabaría encontrando una nueva orientación de la mano de Diocleciano. En este tiempo se sucedieron en el trono emperadores aclamados por las tropas y que debían su posición exclusivamente a la promoción militar (no ya aristocrática): los emperadores soldados. En un contexto de inestabilidad constante, los ejércitos provinciales y la guardia pretoriana tomaron el mando y se levantaron con frecuencia para deponer emperadores o para elevar a su comandante a la dignidad imperial. La indefinición jurídica sobre la forma de sucesión alimentó la anarquía. Nuestras fuentes históricas para esta etapa son especialmente escasas, en esencia los textos de Herodiano, compensadas por la literatura de carácter religioso, cristiana en particular (Orígenes, Cipriano, etcétera).

En una primera fase, conocida propiamente como de anarquía mili­tar 
(235-268), se sucedieron los emperadores sin tiempo para gobernar: Maximino, Gordiano, Gordiano III, Filipo el Árabe, Decio, Treboniano Galo, Valeriano y Galieno. El primer emperador de esta nueva era fue Maximino el Tracio (235-238), de familia campesina y procedente de una región de la actual Bulgaria, quien protagonizó un cursus honorum
 rapidísimo: de simple oficial militar a caballero y princeps.
 El eje central de su política fue la defensa de las fronteras, la guerra germánica en el limes
 renano y danubiano, que le exigió incrementar las tropas y los cuerpos de caballería, con el consiguiente aumento de los gastos. La mayor presión fiscal provocó el descontento de las capas sociales inferiores y el Senado también se oponía a la política del emperador, tanto por su propio perfil personal, como por sus medidas de confiscación de bienes a sectores ricos y terratenientes.

Maximino buscó una mayor unidad religiosa, defendiendo los dioses del panteón romano, razón por la cual persiguió a los cristianos, en particular a sus dirigentes. Esta hostilidad hacia los cristianos, quizá más por motivaciones sociales y económicas que religiosas, asumiría a partir de aquí un carácter sistemático y estatal, frente al individual y esporádico que había tenido hasta el momento. En suma, la política del Tracio anticipa y resume la de sus sucesores: una Roma volcada en la defensa de sus fronteras, misión que exige mayores recursos que se sostienen incrementando las cargas fiscales y devaluando la moneda.

Una revuelta en el África consular, liderada por Gordiano, supuso la proclamación de este como emperador por parte del Senado, asociando al poder a su hijo, Gordiano II. No obstante, ninguno de los dos llegó prácticamente a gobernar, cayendo ante las tropas fieles a Maximino. El Senado perseveró en su oposición al princeps
 y, finalmente, Maximino murió asesinado por sus propias tropas. Los pretorianos proclamaron entonces emperador a Gordiano III (238-244), nieto del primer Gordiano. La insurrección, en origen africana pero sostenida en Italia, tuvo también implicaciones sociales y económicas de alcance porque fue apoyada por latifundistas y terratenientes, junto con sus colonos y campesinos, que reaccionaban así contra la asfixiante presión fiscal y militar del Estado.

En este momento, el mayor peligro exterior eran los persas de Sapor. Contra ellos marchó el emperador en el año 242 y en esta campaña fue asesinado por sus propios soldados, descontentos quizá por la creciente barbarización del ejército. Las tropas nombraron sucesor a Filipo el Árabe (244-249), quien buscó la paz de manera inmediata ante los persas. La tradición cristiana lo considera el primer emperador converso a la nueva fe. Esta condición, junto con el poderío alcanzado por la clase ecuestre que él representaba y su origen árabe, determinaron la debilidad y brevedad de su mandato. La reacción llegó de la mano de un senatorial, Decio, legado de Mesia y Panonia; proclamado emperador por sus tropas, derrotó a Filipo en 
Verona, en el 249. Decio (249-260) obtuvo para sus hijos los títulos de César y luego de Augusto, aunque no hubo división de esferas o competencias. Fueron estos los peores años del siglo: los bárbaros, en este caso los godos, franquearon el limes,
 mientras la peste asolaba el territorio. Decio buscó solución a parte de estos males en la religión tradicional, suplicando la benevolencia de los dioses. La negativa de muchos cristianos a participar en los rituales oficiales motivó su persecución mediante un severo decreto del año 250. El emperador encontró la muerte en el campo de batalla y entonces fue proclamado sucesor Treboniano Galo (251-253), quien gobernó junto con el hijo y heredero político de Decio, Hostiliano, hasta la muerte del segundo por la peste. Entonces, Galo nombró sucesor a su propio hijo, Volusiano, pero ambos acabaron asesinados por sus tropas. La violen­cia interna dominaba pues la política, mientras en las fronteras no ce­saban los conflictos.

Una vez más, el ejército nombró al nuevo princeps,
 en este caso Valeriano (253-260), miembro de la nobleza senatorial y jefe militar de las tropas del Rin. Este, de avanzada edad, designó corregente a su hijo, Galieno. Los bárbaros no daban tregua: francos y alamanes rompieron la frontera gálica y alcanzaron Hispania y norte de África; en la parte oriental los godos hacían estragos. Luchando contra los persas en Mesopotamia fue capturado Valeriano; su cautiverio constituyó la representación más evidente, y vergonzante, de la debilidad de Roma. La situación provocó una anarquía generalizada con pronunciamientos sucesivos que entregaron el poder momentáneamente a diversos jefes militares tanto en Oriente como en Occidente. El cautiverio de su padre dejaba a Galieno (260-268) solo en el poder. El carácter extraordinario de la situación supuso el punto culminante de la crisis y, por fin, el inicio del cambio de tendencia. Galieno ensayó entonces las soluciones que habrían de permitir, años después, superar, al menos de manera transitoria, las principales dificultades del Estado. Tolerante con los cristianos, Galieno puso fin a sus persecuciones. Consciente de su ineficacia para contrarrestar la fuerza que este grupo había alcanzado, dirigió sus esfuerzos al terreno ideológico. Hombre de formación clásica, su inspiración procedía de Grecia y del ejemplo de los Antoninos. Ahí buscó los argumentos para reconstruir un Imperio más humanista, apoyado en la filosofía neoplatónica (Plotino fue el gran filósofo de la época). Así, este emperador acabó con la orientación tradicional y filosenatorial marcada por Valeriano, sobre todo los privilegios fiscales dados a los latifundistas. Es más, se puede tildar de antisenatorial buena parte de su política y de ahí la damnatio memoriae
 que sufriría a su muerte. Por otra parte, Galieno prohibió a los senadores el acceso al ejército, de manera que el orden ecuestre se apoderó de la carrera militar y, con ella, de la defensa de Roma. Se rompía así con la unión de poder civil y militar de las magistraturas. En esta 
medida puede verse tanto el deseo de evitar pronunciamientos o rebeliones, como la búsqueda de una mayor eficacia en todos los terrenos. Este emperador incrementó también de forma considerable el número de provincias dirigidas por gobernadores ecuestres (praesides).


Las reformas más decididas afectaron al campo militar, capital para la supervivencia del Estado, en un tiempo en el que la guerra determinaba la política romana. Para agilizar la respuesta ante ataques fronterizos se asentaron destacamentos legionarios (vexillationes)
 en ciudades fortificadas del interior (Milán, Verona, Aquileya, Sirmio, etc.). Al mismo tiempo, se impulsó la caballería con unidades especializadas, mucho más adecuadas para la nueva guerra. Aun así, Roma era incapaz de frenar a sus enemigos. Los persas, a través de la dinastía sasánida, constituían desde el primer tercio del siglo una amenaza permanente. El heredero de Artajerjes, Sapor, llevó a su reino a su mayor esplendor y puso contra las cuerdas al Imperio, con la captura de Valeriano. La debilidad romana en Oriente fue aprovechada por el príncipe de Palmira, Odenato, junto con su esposa Zenobia, para declarar la independencia del reino de Palmira y ejercer un poder soberano sobre las provincias romanas de Cilicia, Siria, Mesopotamia y Arabia. Los germanos, por su parte, se expandieron con facilidad, en particular los alamanes en el Danubio y los francos en el Rin. Esta situación propició que un general de Galieno, Póstumo, fuese proclamado emperador por los ejércitos del Rin y de ahí se derivase la fundación del imperium Galliarum.
 Su misión era expulsar a los francos y Roma hubo de aceptar a Póstumo (260-269) como líder de esta parte del Imperio. El resultado fue positivo, puesto que cosechó éxitos contra los bárbaros y estabilizó el gobierno del territorio.

Los emperadores ilirios

El segundo periodo de la anarquía es conocido como el de los emperadores ilirios (268-284), por su origen, la región de Iliria (y la danubiana), provincias fronterizas en las que se luchaba contra los bárbaros. Les unía, además, su marcado perfil militar. Su actuación estuvo encaminada a salvaguardar el Imperio de su ruina, siguiendo la estela dejada por Galieno y que culminará con la figura de Diocleciano. La urgencia era recuperar la perdida unidad del Estado, para lo cual actuaron en el terreno político y militar. La referencia ideológica llegó del sincretismo religioso, simbolizado en la figura del Sol invictus,
 utilizado para reforzar la autoridad imperial: un dios para un emperador de un solo imperio. Se procuró configurar un modelo de empe­rador cuya autoridad procedía de la divinidad, adornado con virtudes y poderes hereditarios, próximo a las monarquías helenísticas. En 
la práctica, el ejército cobró aún mayor protagonismo en las aclamaciones imperiales. Los gobernantes ilirios tuvieron éxito en el terreno militar, al beneficiarse en parte de las reformas de Galieno; sellaron las brechas existentes y recuperaron las provincias dependientes del reino de Palmira en Oriente y el Imperio galo de Occidente. En el ámbito económico, sus medidas contemplaron fuertes imposiciones fiscales.

Tras el asesinato de Galieno, Aurelio Valerio Claudio, Claudio II (268-270), fue elegido gracias a sus éxitos militares y su reinado marcó un punto de inflexión en la dinámica de la crisis. Sus operaciones militares y pactos con los bárbaros borraron los mayores peligros de las fronteras renana y danubiana (precisamente, se ganó el apodo de Gótico por su victoria ante los godos). De igual modo abandonó definitivamente la Dacia, reorganizando la defensa en función de sus límites naturales. Sin tiempo para más, la peste acabó con su vida.

Fue sucedido por Aureliano (270-275), quizá, el más destacado de todos los mandatarios del periodo. Reconquistó buena parte del Imperio, poniendo fin al reino de Palmira y al Imperio galo. En el ámbito económico incrementó la presión fiscal sobre los más pudientes, mientras libró a los pobres de las deudas con el Estado. Para recuperar la moneda, emitió piezas de bronce y oro de mayor peso y valor nominal, aunque con un resultado muy limitado; y acuñó de manera masiva nuevos antoniniani
 que aliviaron algo la situación. Por último, para encauzar la fuerza militar de los bárbaros, Aureliano los reclutó como tropas complementarias de las legiones. Una conjura acabó con su vida y tras los breves reinados de Tácito (275-276), un italiano designado por el Senado, y Floriano (verano del 276), los mandos militares proclamaron a Probo. Aureliano, Tácito y Floriano habían muerto ase­sinados; los dos últimos no habían podido apenas gobernar.

Probo (276-282) se esmeró en mejorar la calidad de vida de las capas más desfavorecidas, las que más sufrían la crisis. Fomentó la viticultura en las provincias (prohibida por Domiciano para beneficiar la producción itálica) y el cultivo de nuevas tierras, estableciendo el trabajo obligatorio en muchas tareas agrarias para toda la población. Algunas de estas imposiciones provocaron su final, muerto a manos de sus tropas, que nombraron al prefecto del pretorio, Caro, emperador. Caro (282-283) recurrió a la antigua fórmula de proclamar Césares a sus hijos, Carino y Numeriano, y luego Augustos. Tomó el poder rompiendo la tradición porque no solicitó la aprobación del Senado, por más que esta fuese ya solo una formalidad. Murió en la frontera oriental sin tiempo para gobernar. Allí le sucedió Numeriano (283-284), mientras Carino asumía el control de Occidente (283-285). La muerte de Numeriano llevó a la aclamación por las tropas de otro emperador, Diocleciano. En el enfrentamiento entre este y Carino, se 
impuso el segundo. No obstante, de nuevo las armas decidieron: el vencedor fue asesinado por sus soldados, quienes entregaron el poder al derrotado Diocleciano, único Augusto al fin. Como veremos a continuación, Diocleciano asumió un Imperio unificado, libre de los mayores peligros de las fronteras, y deseoso de mantener la paz y la estabilidad social imprescindibles para la mejora de las condiciones de vida.

UNA CRISIS GLOBAL

La crisis afectó a todos los aspectos de la vida romana y se hizo estructural dada la duración de los principales problemas. El panorama estuvo marcado por la inestabilidad general, tanto en la política como en la economía o en las fronteras. La amenaza exterior alcanzó tal dimensión que Roma fue incapaz de defender sus muros y las comunidades del norte se fueron infiltrando a través del limes,
 en una sucesión sin tregua de guerras fronterizas. Los más audaces fueron los pueblos germánicos, que atravesaron la barrera natural de los ríos Rin y Danubio. Las antiguas tribus germanas se habían federado y unido en grupos mayores y mucho más peligrosos; además, eran sociedades esencialmente guerreras, preparadas para perseguir sin descanso sus objetivos. En la parte oriental, el peligro aún era mayor ante los poderosos persas sasánidas, herederos de los antiguos partos. A mediados del siglo, Roma afrontó una guerra continua a lo largo de sus fronteras en el Rin, Danubio y Éufrates. Tengamos presente que las distancias de estos frentes hasta Roma eran enormes: de Roma al Rin se tardaban ocho o nueve semanas en desplazar un ejército; al Éufrates, unos seis meses. Era muy difícil que el emperador pudiese conocer realmente, y menos aún dirigir, los acontecimientos, mientras la simultaneidad de los escenarios de batalla y la reiteración de los conflictos cambiaron la escala de las exigencias bélicas.

Entre los años 235-284 hubo 19 emperadores, ningún de los cuales murió de muerte natural, incapaces de tomar las riendas del gobierno y actuar de forma coordinada con el Senado. No se modificó el sistema de reclutamiento de los miembros de la Cámara, en su mayoría aún occidentales, pero muchos homines novi
 procedían ya del ejército. En este tiempo de anarquía se rompió el reparto de papeles existente entre las elites políticas, mediante el cual las magistraturas eran ocupadas por los senatoriales y la burocracia era el terreno de los caballeros. De nuevo, el cambio se había anticipado en el siglo anterior, en el que ya se habían visto carreras senatoriales desempeñando solo cargos civiles o a algún caballero comandando legiones. Las principales responsabilidades fueron asumidas progresivamente por equites.


El poder residía realmente en el prefecto del pretorio, de quien dependía el 
control administrativo y el vital abastecimiento del ejército, la gestión de la annona,
 y el reclutamiento. De hecho, el mantenimiento y equipamiento de las tropas constituyó el objetivo prioritario del sistema fiscal: las vías públicas se llenaron de empleados militares encargados del transporte de equipos y alimentos para los soldados. Se militarizó el aparato administrativo para garantizar la eficacia del ejército y se alcanzó el número de 33 legiones. Se desarrolló la política de levas impulsada por Severo Alejandro y seguida por Maximino: los soldados mercenarios ganaron posiciones en los cuerpos expedicionarios y esta barbarización del ejército, aún tímida, se vio acompañada también por el incremento de las unidades de caballería. Paradójicamente, aunque los militares protagonizaron los pronunciamientos, la disciplina militar y el ejército mantuvieron unido y en pie el frágil Imperio.

No hubo un sector económico que escapase a la contracción; agricultura, industria y comercio sufrieron fuertes retrocesos en sus niveles de producción y negocio. La economía estuvo marcada por la inflación, que alcanzó niveles alarmantes, y por la devaluación monetaria, ya que el sistema monetario se debilitó en grado extremo. La acuñación se había basado en el valor real de la moneda, pero en tiempos de necesidad se rebajó su calidad, sin reducir su valor nominal. Se había hecho siempre, pero nunca en la proporción que en este periodo se alcanzó. Varias son las razones que complicaron el panorama. El Imperio había finalizado su expansión y ya no pudo contar con las riquezas de las conquistas. Cayó de manera alarmante el abastecimiento de metales preciosos, mientras los gastos crecían sin parar demandando más recursos. Las monedas, como el denario o el antoniniano, redujeron la presencia de metal a cantidades ridículas y ya casi no se podía distinguir entre monedas de «plata» y bronce. El resultado fue el alza constante de los precios ante el incremento del efectivo en circulación.

A la falta de metal por el agotamiento de filones (Dacia, Hispania), habría que añadir la tendencia creciente a atesorar ante la inseguridad general. Inflación, devaluación monetaria, tesaurización, especulación... todo ello llevó al trueque, al intercambio de productos ante la falta de garantía de la moneda. Incluso los impuestos (sobre la tierra, tributum solis,
 o las personas, tributum capitis
) en especie se generalizaron, al igual que en el pago de los salarios a funcionarios y militares. El Estado asumía la alimentación de las tropas mediante requisas compensando a los propietarios, pero en tiempos de crisis, a partir de Aureliano, desaparecieron las indemnizaciones y las requisas se tradu­jeron en impuestos. Por otra parte, la mano de obra esclava se redujo de manera sustancial ante el fin de las campañas militares, el abandono de las minas o la mejora de las condiciones de vida de los esclavos. Se hacía cada vez más patente el declive del sistema de producción 
esclavista, sustituido de manera progresiva por el colonato adscrito a la tierra, que no requería inversión de capital monetario, solo la existencia de tierras.

Al mismo tiempo, las ciudades occidentales vieron agravada su crisis ante las cargas fiscales, de cuya recaudación el Estado responsabilizaba a las autoridades locales (decuriones). Muchas de ellas eludían sus responsabilidades y huían al campo. Las ciudades perdieron población y dinamismo, y la quiebra del sistema municipal supuso la desaparición de muchas instituciones que promovían medidas de asistencia social: alimentarii pueri et puellae
 (fundaciones que aseguraban la manutención de niños pobres), el evergetismo de los curiales, el patronato municipal o el reparto de pan. La ruralización social y económica echaba a andar. Se consolidó el régimen de grandes dominios rurales y las villae
 rústicas comenzaron a funcionar como células autárquicas. Las invasiones o los abusos de los grandes terratenientes provocaron el abandono del cultivo de las tierras por parte de los campesinos más vulnerables. Muchos optaron por vender sus pequeñas propiedades y trabajar como colonos en los grandes dominios. El retroceso de la vida urbana perjudicó de manera notable la actividad artesanal, y el comercio y los niveles de producción cayeron drásticamente. Los intercambios comerciales a gran escala fueron los más afectados por el clima de inseguridad y la contracción de la economía.

A partir del siglo III la sociedad romana quedó definida por dos grandes grupos, los honestiores
 y los humiliores.
 Entre los primeros hallamos a las viejas familias senatoriales y a los homines novi,
 con carrera política o militar, que integraban la nueva aristocracia. Unos y otros eran los funcionarios, de alto nivel, que dirigían el aparato estatal; junto a ellos estaban los curiales, los abogados y los burócratas. Por su parte, dentro de los humiliores
 se incluían diversas categorías con situaciones sociales y económicas distintas, desde comerciantes y artesanos, pasando por obreros y campesinos, hasta colonos y esclavos. A nivel laboral los cambios fueron significativos, ya que las profesiones imprescindibles para el Estado adquirieron la condición de obligatorias y hereditarias; por ejemplo, transportistas, panaderos, productores de metal o moneda. Esta pérdida de libertad es similar a la sufrida por los trabajadores del campo, los colonos de los latifundios, o por los metallarii
 de las minas.

En el ámbito de las creencias se necesitaban nuevas soluciones porque los dioses tradicionales no acudían en auxilio de sus fieles. De ahí el éxito de los credos que llegaban de Oriente y que ofrecían una religiosidad más personal y cálida. Se consolidó el cristianismo, pese a las infructuosas persecuciones de Decio o Valeriano, a las que Galieno puso fin. Por su parte, la elite cultural optó por las doctrinas filosóficas, mezcladas con elementos místicos de origen oriental, que ofrecía el neoplatonismo. Ante el aluvión de 
problemas, la respuesta de la población fue huir; de los bárbaros, de las guerras, de la presión fiscal (tasas o trabajos obligados), de la peste... Se abandonaron regiones fronterizas, tierras de cultivo, ciudades e, incluso, dioses. Por último, Roma sufrió también una crisis demográfica extraordinaria. La reducción del territorio, las guerras, las dificultades económicas o la peste provocaron una pérdida sustancial de población. Se calcula que, a finales del siglo III, el Imperio rondaría los cincuenta millones de habitantes, muy lejos de los setenta que se estiman a principios de la centuria.


IX

LA ÚLTIMA ESPERANZA DEL IMPERIO: LA RESTAURACIÓN

DIOCLECIANO Y LA SOLUCIÓN TETRÁRQUICA

Cayo Aurelio Valerio Diocleciano (284-305), originario de Dalma­cia y de origen humilde, era ante todo, como sus antecesores, un líder militar. Como otros muchos a lo largo del siglo, fue proclamado emperador, en su caso en el 284 en Nicomedia, pero aquí acaban las similitudes, porque él protagonizó un mandato completamente original. Sus reformas permitieron consolidar un nuevo modelo político y económico, y prepararon al Imperio para resistir con mayor solidez los principales peligros: potenciales usurpadores y amenazas exteriores. Ante el caos imperante (incursiones en la frontera renana, revueltas sociales de los bagaudas en las Galias y los temibles persas en la parte oriental) articuló una nueva forma de gobierno conocida como tetrarquía. El objetivo era ejercer una autoridad efectiva a gran escala y restablecer el orden tras el descontrol precedente. Prueba de lo excepcional de su mandato fue su duración, veinte años: hay que remontarse a Marco Aurelio para encontrar un gobierno tan prolongado.

En los primeros cinco años, Diocleciano desarrolló una actividad frenética, en la que reivindicó una política de poder compartido e inició una transformación radical de toda la maquinaria de gobierno. Así repartió los centros de decisión imperial en ámbitos geográficos de competencia, entre dos emperadores con el título de Augusto y otros dos subordinados, dos viceemperadores o Césares, que sucederían a los primeros a su muerte. Así, a los dos años de subir al trono, Diocleciano asoció al poder a su César, Marco Aurelio Valerio Maximiano, con el título de Augusto. El Imperio no se dividía: Diocleciano mantenía mayor autoridad y gobernaba directamente la parte oriental, mientras Maximiano se encargaba de las provincias occidentales. En el año 293 fueron nombrados dos Césares, Galerio Valerio Maximiano (bajo Diocleciano) y Flavio Valerio Constancio (bajo Maximiano).

Los Augustos asumieron títulos y atributos tradicionales del poder imperial: imperium,
 potestad tribunicia, pater patriae
 o pontifex
 maximus.
 Por su parte, los Césares recibieron ámbitos territoriales de competencia sobre los que ejercían el poder, pero podían actuar en otros frentes si así lo determinaban los Augustos. Su imperium
 estaba limitado y tampoco eran reconocidos como padres de la patria o pontífices máximos. Eran aprendices de gobernantes y, como tales, no podían disfrutar de la misma posición que los Augustos. Pero todos y cada uno de los tetrarcas dirigían sus ejércitos, 
poseían palacios y cortes, nombraban cargos, reconstruían fronteras, supervisaban los gobiernos provinciales, etc.; es decir, en la práctica aplicaban el poder ejecutivo de un emperador. Los cuatro se presentaban como colectivo responsable, quattuor principes mundi
 (dos seniores
 y dos iuniores
), de las constituciones imperiales, aunque reconocían la autoridad superior de Diocleciano. Se trataba, pues, de un gobierno colegiado, unido por la dependencia entre sus integrantes, aunque sin veto sobre las decisiones principales, competencia esta reservada a Diocleciano e implícita en su título de Iovius,
 como Augusto superior. Los cuatro gestionaban un patrimonium indivisum,
 unido y ubicuo. No había cuatro gobiernos, sino que se mantuvo la unidad en cuestiones vitales, de tipo militar, legislativo o económico. De hecho, Diocleciano no concretó, de manera intencionada, los poderes y dominios específicos de cada princeps,
 exigiéndoles así un trabajo solidario.

Además, para reforzar la unión establecieron entre ellos vínculos familiares y los Césares contrajeron matrimonio con las hijas de sus respectivos Augustos. Así se conformaba, ante los ojos del pueblo romano, una auténtica familia imperial. Otra manera de reforzar el poder, de legitimarlo, era vincularlo con los dioses. La relación de los Augusti
 con las divinidades cobró una nueva dimensión con Diocleciano. Su teología olímpica fue quizás extravagante, pero también necesaria para conferir unidad al Imperio. Júpiter, fundador de la raza olímpica, era padre y jefe de todas las divinidades; en la tierra, su hijo, Augusto, y los elegidos por este reproducían este esquema.

Diocleciano legitimó el absolutismo, como reconoce S. Williams (1985), haciendo explícita la posición del emperador como única fuente de autoridad. En ninguna formalidad cabía ya la consulta al Senado. Este, tras décadas de menosprecios, quedaba reducido al fin a un mero cuerpo honorífico. Había perdido ya su función, aunque fuese simbólica, en la legitimación del emperador, puesto que la aclamación por las tropas sustituyó a la electio
 del Senado. Se trataba de una monarquía absoluta con elementos propios del ámbito oriental, pero lejos del despotismo asiático que odiaban los romanos, donde no cabían derechos individuales. Los romanos eran gobernados por un rey, pero se sentían ciudadanos libres, amparados por la ley.

El reparto del poder imperial no supuso tampoco la creación de cuatro capitales para el Imperio. Por el contrario, cada Augusto y César contaba con una o dos residencias habituales según lo demandase la atención de los asuntos públicos o la dirección de las campañas militares. Se trataba de acercar el poder al ciudadano y a los problemas (el limes
), estableciendo un gobierno peripatético y, así, Roma estaba donde estaba el emperador: Diocleciano tuvo su residencia en Nicomedia, para el control de Oriente; 
Maximiano, en Milán, desde donde administraba Italia, África y la península ibérica; Galerio, en Sirmio, para el control del ámbito ilírico, y Constancio, en Tréveris, desde donde gobernaba las Galias y Britania. En este cuadro solo faltaba Roma, ahora abandonada como centro de gobierno y, con ella, también los viejos resortes del poder. La división del mando produjo inicialmente resultados satisfactorios en el terreno militar. Galerio rechazó en el bajo Danubio a los godos y venció a los persas. Diocleciano sofocó una revuelta en Egipto y Constancio recuperó Britania y obtuvo varias victorias en las fronteras del Rin. Maximiano, por su parte, aplastó una insurrección en Mauritania. Pero no bastaba solo con vencer al enemigo, urgía consolidar las fronteras con nuevas defensas para evitar futuros ataques. Se trataba de imponer una paz duradera.

La finalidad de la tetrarquía era la estabilidad y la unidad, y a ella se subordinó la sucesión en el poder. El sistema, a priori, garantizaba la continuidad con los Césares, y se inspiraba en el modelo exitoso de los Antoninos basado en la adopción del mejor. No obstante, Diocleciano no fijó ni cómo ni cuándo se habría de proceder a la programada sucesión, y tampoco previó la presión de los sentimientos hereditarios de algunos aspirantes al poder. De ahí que la tetrarquía no tuviese continuidad. A los 20 años de reinado, y tras enfermar, Diocleciano abdicó y fue imitado por Maximiano. Según lo establecido, debían as­cender a Augustos los dos Césares y ser designados otros dos; y así ocurrió, con el nombramiento de Maximino y Severo. Al margen del poder quedaban Majencio, hijo de Maximiano, y Constantino, hijo de Constancio (y de su primera mujer, Helena). La renovación se vio abortada porque ambos reclamaron derechos sucesorios, por lo que la previsión del sistema tetrárquico, el modelo de adopción, chocó frontalmente con la concepción dinástica, hereditaria, del poder.
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Mapa 8.
 El Imperio romano bajo Diocleciano y Maximiano (284/286-305 d.C.)

UN NUEVO ESTADO

El gobierno de Diocleciano se afanó en renovar la política territorial y administrativa, en remodelar el sistema defensivo y en sanear las finanzas. Bajo los cuatro palacios de los tetrarcas se desarrolló y expandió todo el aparato de gobierno, hasta los mínimos detalles de la administración del territorio, en un esquema claramente jerarquizado y controlado. Algunos aspectos de las reformas contaban ya con precedentes introducidos por los emperadores del siglo III. Los senadores siguieron responsabilizándose de las regiones de Italia y de algunas provincias senatoriales, pero al frente de las legiones, de la mayoría de las provincias y de las diócesis se situaron caballeros. El Senado ya no se consideraba necesario para refrendar el poder imperial. La equiparación de senadores y caballeros en la esfera de la administración central se correspondía con su aproximación real en condiciones socioeconómicas.

Los asesores del emperador formaban un consejo imperial encargado de 
preparar las leyes. En este esquema ganó peso la figura del sustituto personal del emperador, vicarius,
 que coordinaba la actividad de las seis secciones de la cancillería imperial (a libellis, a studiis, a memoria, ab epistulis, a cognitionibus
 y a rationibus
). Otros civiles del grupo de confianza del emperador fueron puestos al frente de las grandes oficinas centrales (scrinia)
 con el título de magistri.
 Se tendió, pues, a que el consejo o consistorio contase con expertos en gestión desvinculados del ejército, de manera que el funcionariado ecuestre se convirtió en un grupo privilegiado, y poderoso, que ocupaba los cargos de mayor relevancia.

En los distintos territorios, el punto de partida era una administración caótica y descontrolada en la que se daban situaciones diversas: provincias con tropas volcadas en las tareas militares; otras libres de ejércitos, pero colapsadas a nivel económico y con una administración precaria. En cuanto a sus mandatarios, algunos eran procónsules, otros legados senatoriales, pero dominaban los caballeros o militares; pocos gobernadores controlaban las finanzas de sus territorios, aunque muchos tenían el poder militar. Ante este contexto, Diocleciano promocionó el perfil de un gobernador preparado y eficaz. La mayoría de la provincias pasaron a ser dirigidas por caballeros con el título de praesides,
 salvo Asia y África (muy reducidas en territorio), que conservaron al frente a senadores como procónsules. La solución llegó por la vía de incrementar el número de provincias, y por tanto de gestores, y reducir su poder pero no sus funciones. Siguiendo el modelo ideado por Aureliano en la nueva Dacia, la pauta fue establecer una provincia interior protegida, sin tropas, y otra exterior, militarizada. Esta fragmentación no solo se aplicó por razones militares, puesto que viejas provincias senatoriales como África o Asia también fueron divididas. En total, de 50 provincias se pasó a unas 100, aunque el proceso, prolongado, superó los límites temporales de la tetrarquía.

La reforma provincial se completó con la privación del mando sobre el ejército a los gobernadores, aunque estos incrementaron sus deberes al asumir competencias antes ejercidas por cuestores y procuradores sobre asuntos fiscales y legados jurídicos. De esta manera, los gobernadores se hicieron cargo de múltiples funciones: supervisión de la política municipal, cobro de impuestos, juicios por casos civiles, peticiones y apelaciones, orden público, mantenimiento de la red viaria, correo, puertos y canales, o graneros y abastecimiento de las tropas. Se aproximaba así la administración a las necesidades de los ciudadanos. El modelo territorial imperante se correspondió con pequeñas provincias dirigidas por un caballero, praeses,
 que respondía ante el vicario y el prefecto. Si Galieno había privado en su día a los senatoriales del mando militar, Diocleciano les arrebató ahora los gobiernos provinciales. El contraste con la administración altoimperial es evidente; en los siglos I y II, esta se había 
apoyado en la acumulación de poderes civiles y militares en manos de la clase senatorial, que acaparaba las principales magistraturas del Estado. El cambio más radical tuvo lugar en Italia, que nunca había sido una provincia ni había pagado impuestos como tal. Italia quedó dividida en doce entidades pero con nombres territoriales o «distritos», no provincias, para endulzar la medida; y, de igual manera, fueron dirigidas por correctores
 de rango senatorial. En la práctica, Diocleciano la equiparó a los territorios provinciales, como culminación del proceso de una ciudadanía universal. Roma quedó fuera de este esquema y siguió gobernada por el prefecto del pretorio, responsable solo ante el emperador en Milán.

Más novedosa resultó aún la creación de doce diócesis, grandes demarcaciones que agrupaban varias provincias en función de su cercanía física y de razones estratégicas (por ejemplo, Oriente reúne dieciséis provincias y Britania solo cuatro); de oeste a este: Britania, Galia, Vienense, Hispania, Italia, África; Panonia, Mesia, Tracia, Asia, Ponto y Oriente. Cada una de ellas estaba encabezada por un representante personal del emperador, un vicarius,
 de rango ecuestre, que respondía ante el emperador de la recaudación tributaria, ejercía de juez en cuestiones que superaban al gobernador provincial e inspeccionaba dispositivos militares. El papel de los vicarii
 fue fundamental para contrarrestar los posibles abusos de poder de los prefectos del pretorio. De hecho, el prefecto del pretorio fue el único funcionario que escapó de la separación de competencias civiles y militares y, en la práctica, se convirtió con Diocleciano en un viceemperador. La subdivisión provincial y la organización diocesana trascendieron el interés político y militar, ya que constituyeron el fundamento de la nueva ordenación socioeconómica del Imperio, como señala G. Bravo (1991). Gobernadores y vicarios actuaban como autoridades judiciales y religiosas, pero no militares y civiles, puesto que estas funciones les competían solo a los prefectos del pretorio.

Por otra parte, la defensa era una prioridad. Durante la crisis del siglo III se habían intentado resolver los defectos del sistema defensivo de fronteras ideado por Adriano reforzando los cuerpos de caballería y dando mayor movilidad a las tropas legionarias. Diocleciano abordó en profundidad la reforma de este dispositivo con medidas que persiguieron una mayor eficacia. En las décadas anteriores la amenaza exterior había cambiado de manera sustancial, y Roma salía con frecuencia derrotada en sus enfrentamientos. Había que invertir la tendencia y asegurar el limes,
 pero buscando otras vías. Salvo los grandes contingentes que movilizaron los persas, los demás enemigos atacaban en grupos reducidos. Ya desde mediados del siglo III, Galieno, Claudio o Aureliano habían establecido una defensa «elástica», abandonando la estrategia de Adriano de una protección fija de las fronteras. Se necesitaba más movilidad en las tropas, por lo que se 
primaron las unidades de caballería y el establecimiento de destacamentos estratégicos en Milán y Aquileya. Diocleciano asumió y sintetizó estas medidas incrementando la rapidez de respuesta y agilidad de los movimientos militares, y reforzando los puntos estables en el interior con tropas destacadas. De esta manera, se evitaba la debilidad que suponía la defensa en perímetro ideada por Adriano, inabarcable. El emperador ya no tenía que elegir entre defender un punto y abandonar otro, puesto que la nueva estrategia era flexible; las fuerzas estáticas absorbían los ataques y las móviles destruían a los invasores antes de que se adentrasen en las provincias. De los muros o el vallum
 de los Antoninos se pasó así a una defensa en profundidad denominada strata diocletiana,
 consistente en la construcción de una red coordinada de fortines militares, asentados a veces al otro lado de la frontera, para mejorar el control sobre los pasos naturales. El ejército quedó dividido en dos grandes bloques: las tropas fronterizas, permanentes, asentadas a lo largo del limes
 en campamentos, fortines y ciudades (limitanei
 o ripenses
), y un ejército de campaña, móvil (comitatenses),
 preparado para intervenir, que acompañaba a los tetrarcas en sus desplazamientos.

Las reformas militares supusieron la reducción a la mitad de los componentes de cada legión, y el incremento paralelo en el número de unidades (60 o 70). Las legiones, además, cedieron parte de sus funciones a los limitanei
 y se movieron mucho más. En total, los efectivos experimentarían un incremento del 25 por 100, alcanzando la cifra aproximada de 300.000 hombres. Por otra parte, se mantuvo la práctica de reclutar hijos de militares sedentarizados, y de bárbaros para las tropas auxiliares o especiales. Estas medidas procuraban, ade­más, evitar la concentración de tropas bajo un mismo mando, así como posibles sublevaciones. Las unidades desplegadas en las provincias estaban comandadas por duces,
 oficiales ecuestres. Se separó, por tanto, el poder político del militar, privando a los gobernadores provinciales de cualquier autoridad sobre los soldados.

En el capítulo económico, la política de Diocleciano estuvo marcada por la fuerte intervención estatal y fue continuada en sus líneas maestras por sus sucesores a lo largo del siglo IV. El Estado poseía monopolios (las minas o la importación de bienes de lujo, en manos del comes comerciorum
) y sus propias empresas (talleres monetales, fábricas de armas, etc.). Y sobre las que no eran suyas, ejercía un férreo control mediante requisiciones o a través de corporaciones estatalizadas; se requisaban bienes, pero también servicios (medios de transporte) u horas de trabajo. En este sentido, cubrir las necesidades públicas (por ejemplo, asegurar las distribuciones gratuitas de pan a los ciudadanos, ahora llamadas panis gradilis
) justificaba cualquier medida. Los tetrarcas persiguieron la estabilidad monetaria, así como el 
incremento de ingresos, regulando el sistema impositivo. Gracias a la mayor disponibilidad de metal (proveniente de Britania y Oriente), en el año 294 Diocleciano emitió una nueva moneda de plata, argenteus,
 y acuñó nuevos aureii.
 Se trataba de poner en circulación piezas de gran calidad para dar solidez al sistema. Sin embargo, para satisfacer las necesidades reales de la población hubo que recurrir a una moneda de bronce, follis.
 La política monetaria no llegó a cuajar porque falló la confianza en el sistema, desacreditado por décadas de devaluaciones constantes. Esta política se acompañó, en el 301, del edicto sobre precios máximos de cien productos y salarios con el objeto de frenar la especulación y la carestía. La medida halló múltiples obstáculos en su aplicación; los especuladores retuvieron los bienes de consumo y los pusieron a la venta en el mercado negro a un precio superior. Los grupos más perjudicados por el fracaso de esta política fueron las capas populares urbanas, pues en el ámbito rural muchos pagos se hacían ya en especie.

En cuanto al sistema fiscal, la reforma se basó en la introducción de un nuevo impuesto sobre la propiedad de la tierra (iugum)
 y el rendimiento del trabajo del individuo (caput),
 sobre cuya aplicación existe bastante debate historiográfico. A partir del censo del año 297 se calculó el número de personas y tierras laborables de cada diócesis. Aunque no podemos precisar la fórmula, el resultado de dividir las tierras (según la calidad y plantación) por el número de trabajadores daba una cantidad de tierras sobre la cual se debía responder ante el fisco, y que generalmente se cobraba en especie. Los cómputos exigidos por este impuesto, iugatio-capitatio,
 eran publicados mediante la indictio.
 El sistema era de una enorme complejidad (tengamos en cuenta los múltiples factores que entrarían en el cálculo), pero supuso la imposición de una fiscalidad regular y organizada para todo el Imperio. A partir de este modelo tributario, los pequeños campesinos prefirieron ceder sus parcelas a cambio de protección de un patrono o potentior,
 ante los recaudadores de impuestos. Así se desarrolló el régimen de los patronatos rurales, en cuyos dominios los colonos sufrían condiciones de vida cada vez más penosas que dieron pie a levantamientos frecuentes.

Por lo que respecta al ámbito religioso, ya vimos cómo durante los siglos II y III se habían producido cambios de alcance en el Imperio, con la adopción de nuevas formas de culto del área greco-oriental. En Egipto, el culto a Isis y Serapis alcanzó gran prominencia; desde Judea se expandió el cristianismo, primero como secta y luego como religión diferenciada; en Siria y Mesopotamia se adoptó el mitraísmo, etc. El éxito de estas creencias se vinculó con la crisis del siglo III, cuyo desorden e inseguridad animaron la búsqueda de otras respuestas espirituales. Además, la religión oficial, muy ligada al desprestigiado gobierno imperial, era incapaz de solucionar los problemas de los fieles. Por estas razones la política de los tetrarcas procuró 
la revitalización de la religión tradicional. En la restauración de la vieja pietas,
 la devoción por los dioses de Roma, no cabían amenazas, como las que representaban maniqueos y cristianos. La persecución de los seguidores de Mani, religión de origen persa que adquirió cariz político contra el nacionalismo romano, fue decretada en el 297, coincidiendo con las grandes campañas contra los persas.

En cuanto a los cristianos, la necesidad de reunificar la religión romana, y el deseo de Diocleciano de restaurar la dignidad del culto imperial, símbolo de la fuerza y de la unidad del Imperio, chocaron con sus cada vez más numerosos seguidores. No se podía tolerar la negativa de los cristianos a participar en rituales en honor de los dioses romanos o su desobediencia ante el servicio militar (por la doctrina montanista). De los tetrarcas, Galerio fue el más hostil a este grupo, y tampoco faltaron intelectuales y filósofos alentando la adopción de medidas. De este modo, la persecución cristiana se concretó en cuatro decretos, entre los años 303 y 311, que tuvieron más impacto sobre los bienes que sobre las personas. Se dictó el cierre de lugares de culto, la requisa de libros sagrados o la separación de sus cargos de funcionarios cristianos; se encarceló al clero o se obligó, finalmente, a realizar sacrificios a los dioses romanos como prueba de lealtad al Estado. El número de procesos fue tal que hubo que suspender las condenas. Estas medidas fueron poco efectivas y se dejaron sentir más en Oriente. De hecho, llegaban demasiado tarde; el cristianismo estaba plenamente extendido y aceptado.

En suma, el trabajo de Diocleciano y sus colegas, que solo contaron con veinte años para llevarlo a cabo, estuvo lejos de ser completado. No obstante, al finalizar su mandato la situación del Imperio había cambiado de manera sustancial: el miedo, la precariedad y hasta la desesperación habían quedado atrás. Lo peor había pasado y los dioses, cuyos altares volvían a arder, no habían abandonado a Roma. Esta etapa ha sido calificada de restauración, en la medida en que se inspiraba en el pasado y buscaba de manera decidida recuperar su esplendor. Algunos autores, como R. MacMullen (1976), le conceden a Diocleciano la estatura política de un Augusto, aunque este último gobernó durante cincuenta años y no tuvo que responder a una situación de emergencia total como la que se encontró el tetrarca al asumir el poder. La separación del poder civil y militar, o el mayor protagonismo dado a los caballeros, ya se habían ensayado; la adopción de sucesores seguía el ejemplo antonino, e, incluso, la iugatio-capitatio
 puede hallar como precedente la experiencia annonaria. Sin embargo, el modelo de gobierno colegiado supuso una innovación, y la magnitud y profundidad de las reformas en su conjunto dieron un cariz también novedoso al periodo tetrárquico. Se reconstruyó el Imperio y el resultado, tras dé­cadas de experimentación por parte de los emperadores-soldados (tácticas y fuertes, la annona,

 reformas monetarias, etc.) fue ya diferente.

Todas estas tentativas de reforma se articularon en un programa deliberado, dando como fruto un fortress empire,
 en palabras de S. Williams (1985). En el centro de su política estaban la estabilidad del Imperio y la defensa fronteriza. Diocleciano racionalizó las distancias de los centros de poder al limes
 al compartir poder entre sus colegas; realizó un censo preciso para conocer los recursos disponibles y, a partir de ahí, exigir lo debido (iugatio-capitatio);
 subdividió las provincias para mejorar y controlar su administración, o separó el poder civil del militar para evitar revueltas. Algunas de las medidas dispuestas, como el nuevo impuesto o el edicto de precios, entrañaban una enorme complejidad y denotaban la osadía de un emperador infatigable.


X

EL SIGLO IV: UN TIEMPO DE TRANSICIÓN

Tras el convulso siglo anterior, y su sorprendente y esperanzador final, se abrió una centuria caracterizada por la supervivencia de un Estado romano que no renunció a ensayar soluciones para sus grandes problemas. Los principales retos de la centuria fueron mantener la integridad territorial, restablecer la autoridad del emperador y alcanzar la unidad religiosa; en suma, unir al Imperio una vez más en todos los ámbitos.

CONSTANTINO: UN ÚNICO EMPERADOR Y UN ÚNICO DIOS

Aunque hasta el año 324 Flavio Valerio Aurelio Constantino no se alzó como emperador único, su aparición en la escena política se produjo mucho antes. Al morir su padre, Constancio, en el año 306, Constantino fue aclamado emperador por el ejército en Britania. A continuación, Galerio le concedió el título de César de Occidente, integrándolo así en la tetrarquía. Pero esta solución fue temporal. Su ambición lo llevó a embarcarse a partir de aquí en una serie de violentas guerras civiles para afianzarse en el poder. Se repetía, una vez más, la historia que Diocleciano se había empeñado en evitar. Como veremos, al liquidar la tetrarquía Constantino dio inicio a una nueva dinastía, aunque será, como lo había sido Augusto para los Julio-Claudios, el personaje capital de la misma y, aun más, el dignatario de mayor trascendencia del siglo IV. Las fuentes que relatan sus hechos de gobierno son bastante numerosas, aunque están mediatizadas en buena medida por la llamada cuestión constantiniana o su conversión al cristianismo. Entre las principales podemos señalar el relato biográfico, o más bien hagiográfico, de Eusebio de Cesarea, contrarrestado por la visión del pagano Zósimo.

En el año 312 Constantino cruzó los Alpes y declaró la guerra a Majencio (como vimos, hijo de Maximiano y princeps
 en Occidente), a quien derrotó en la propia Roma, en la batalla del puente Milvio. Constantino quedó entonces como Augusto de Occidente, mientras que, en Oriente, a Galerio lo había sucedido Licinio, quien compartía el trono con Maximino. Constantino y Licinio se entrevistaron en Milán, acordaron la paz entre Oriente y Occidente y, poco después, Licinio se convirtió en emperador de Oriente. Se trataba ya de una diarquía: Constantino era Augusto de Occidente, y Licinio lo era de Oriente. La paz duró hasta el año 316, cuando Constantino se apoderó de los Balcanes, territorio perteneciente a Licinio. Tras 18 años de enfrentamien­tos (victorias sobre Licinio en Adrianápolis o Crisópolis), 
finalmente, en el 324, Constantino quedó como único dueño del Imperio romano aunque, en la práctica, llevaba veinte años en el poder, y así lo celebró de manera apoteósica en Nicomedia, antes de dirigirse a Roma. Como Césares tenía a sus hijos; tras la oscura muerte del mayor, Crispo, estos eran Constantino II, Constancio II y Constante.

Constantino (307-337) aplicó una serie de medidas para reformar el Imperio, pero siguiendo, en esencia, la estela marcada por Diocleciano, cuya obra completó. De hecho, con él se culminó una definición administrativa y territorial del Imperio que apenas sufrió ya cambios de relevancia. Dos cuestiones parecían ahora prioritarias: aproximar la administración al ciudadano y asegurar la percepción tributaria. Para controlar en solitario todo el territorio, que antes asumían los tetrarcas, reagrupó las diócesis en circunscripciones mayores, cuatro prefecturas (luego reducidas a tres): Galia, Italia, Ilírico y Oriente. Al frente de ellas estaban los prefectos del pretorio, desprovistos de mando militar, que actuaban en la práctica como viceemperadores, cuyas funciones eran supervisar la administración de los vicarios de las diócesis y de los gobernadores provinciales, ejercer de jueces supremos, el correo, la recaudación fiscal, el abastecimiento del ejército y las obras públicas. Para atender este volumen de trabajo, los prefectos disponían de su propia oficina y de un importante número de funcionarios. Al margen de este sistema quedaban las grandes ciudades del Imperio, Roma (bajo su prefecto urbano) y Constantinopla (bajo un procónsul).

En este punto cabe señalar que Constantinopla fue construida en el lugar de la vieja Bizancio, destinada a ser la nueva capital imperial, la «Nueva Roma». Su elección respondía a criterios estratégicos, ya que, como puente entre Asia y Europa, permitía orientar la defensa ante persas o el control de la frontera danubiana; y en ella pesaban de manera poderosa, también, la riqueza de las ciudades de la parte oriental o la mayor cristianización del territorio. La nueva ciudad supuso el traslado del centro de gravedad del Imperio hacia Oriente y restó protagonismo a Roma, relegada a mera capital honorífica. Recordemos que ya la provincialización de Italia con Diocleciano había contribuido a su marginación.

Los prefectos del pretorio rendían cuentas a la oficina imperial, que supervisaba la administración general del Imperio, facilitando la centralización. Al frente de ella estaba el magister officiorum
 o jefe de la cancillería imperial, y toda una serie de funcionarios (que recibían del emperador el título de comites
) dirigían los diversos departamentos. Los altos cargos de la cancillería imperial, expertos militares y juristas, formaban el consejo privado, sacrum
 consistorium,
 que sustituía al consilium principis.
 Constantino creó una schola notariorum,
 cuyos miembros actuaban como secretarios del consistorio y comisarios del emperador en las provincias. Podríamos añadir más integrantes del servicio palatino, muy numeroso, como los agentes in rebus

 (especie de policía o confidentes del emperador) o la guardia imperial. En el plano social, la distinción entre clarissimi,
 de rango senatorial, y perfectissimi,
 o ecuestres, se había ido difuminando a lo largo del siglo III. Diocleciano había promocionado sin reparo alguno a caballeros y Constantino no hizo más que continuar la tendencia.

Su política militar mantuvo también las líneas maestras del programa tetrárquico en cuanto a reclutamiento y organización de las tropas. El ejército fue remodelado y jerarquizado en beneficio de los comitatenses,
 unidades móviles acantonadas en las ciudades próximas a las fronteras. Como el prefecto del pretorio había perdido el mando de las tropas, la dirección de las campañas correspondía ahora a dos generales, magistri militum
 (uno de infantería, peditum,
 y otro de caballería, equituum
). Mientras, las unidades fronterizas seguían a cargo de los duces
 creados por Diocleciano. La jerarquía quedaba perfectamente definida, de abajo arriba: duces
 provinciales, comites
 militares de las diócesis y magistri.
 Constantino disolvió la guardia imperial tradicional, compuesta por las cohortes pretorianas y los equites singulares Augusti,
 y como alternativa creó una nueva guardia palatina con cinco unidades de caballería, reclutadas entre germanos (scholae palatinae)
 y el cuerpo de elite de protectores domésticos. Para superar la falta de hombres reforzó el reclutamiento incorporando, sin complejos, a más germanos y francos, al tiempo que mejoró las condiciones de vida de los soldados para animar el alistamiento.

El talón de Aquiles de la política de los tetrarcas había sido la economía, puesto que estos no habían podido frenar la inflación ni superar la desconfianza en el metal circulante. Constantino acuñó dos nuevas monedas; una de plata, miliarensis
 (en dos versiones de diferente peso), y otra de oro, el solidus.
 Esta última, muy fuerte, sentó las bases para la estabilización del sistema monetario. No obstante, los ciudadanos con menos recursos quedaban al margen y continuaban utilizando una moneda desvalorizada de bronce, el follis
 diocleciano. Este fue sustituido por otro metal revalorizado, nummus,
 que, a pesar de todo, fue devaluándose de manera progresiva. En este sentido, la creciente ruralización del Imperio favoreció que el trueque se convirtiera en práctica habitual entre las clases bajas. La reforma ahondó en la polarización social: un sector de grandes terratenientes frente a enormes masas de campesinos, artesanos y pequeños comerciantes cada vez más empobrecidos. Al mismo tiempo, la frecuente coincidencia entre propietario latifundista y alto cargo administrativo propiciaba ejercicios abusivos de las funciones públicas; un caso frecuente, y per­seguido por el poder imperial, fue el ejercicio de patronatos privados sobre aldeas por parte de altos funcionarios.

A nivel fiscal, Constantino mantuvo la iugatio-capitatio
 de Diocleciano, 
pero el incremento de tropas y funcionarios, las liberalidades con las iglesias cristianas y con el pueblo y la construcción de Constantinopla incrementaron considerablemente los gastos. Las arcas públicas precisaban más ingresos y se establecieron dos nuevas tasas. Así, cada cinco años artesanos y comerciantes debían pagar un impuesto extraordinario, lustralis collatio,
 en oro y plata. Por su parte, los se­natoriales abonaban una tasa anual según su riqueza, glebalis collatio;
 además, contribuían al Tesoro público ofreciendo oro (aurum oblaticium)
 cada cinco años ante ciertas celebraciones imperiales.

La relación de Constantino con los dioses ha merecido siempre una atención especial. Al alejarse del modelo tetrárquico, también alteró las referencias religiosas a Júpiter y Hércules como dioses protectores del poder imperial. Constantino resaltó los aspectos absolutos de la monarquía: a un único dios (el Sol invicto) le correspondía un único emperador. La literatura cristiana ofrece relatos de dudosa fiabilidad sobre los supuestos acontecimientos en vísperas de la batalla del puente Milvio: Constantino tendría un sueño, una visión o una señal de Cristo por la cual mandaría grabar sobre los escudos de sus soldados una cruz (letra o cristomonograma) que inspiraría su triunfo. A partir de Lactancio y Eusebio de Cesarea la historiografía cristiana elaboró la ficción literaria de la conversión del emperador. De hecho, la guerra civil contra Majencio fue presentada por los apologistas cristianos como una victoria de Constantino gracias a la intervención divina para librar a Roma de la tiranía de su adversario.

En realidad, no sabemos cuándo se produjo su conversión, si es que esta tuvo lugar, como cuestionan algunos autores (por ejemplo, P. Castillo). Una parte de la historiografía concede que Constantino se convirtió después del episodio del puente Milvio, hecho que explicaría el Edicto de Milán. Otros autores, siguiendo a Zósimo, retrasan la fecha hasta el año 326, cuando tuvieron lugar los asesinatos de su esposa e hijo, y una minoría de estudiosos considera que la conversión ocurriría ya en el lecho de muerte, en el 337. Menos aún sabemos de las motivaciones de tal posible conversión. No obstante, y al margen de las necesidades espirituales del monarca, es evidente que el interés político habría tenido un papel relevante en la relación de Constantino con el cristianismo. Cierto es que el emperador contribuyó a la cristianización del Imperio con medidas de alcance, entre los años 316 y 321, para fortalecer las comunidades cristianas y su Iglesia. De esta manera, otorgó el pleno reconocimiento de la persona jurídica a las iglesias cristianas, en virtud del cual podían recibir herencias y donaciones; promovió grandes exenciones fiscales; concedió la jurisdicción episcopal, por la cual los obispos podían juzgar civiles, y permitió la manumisión de esclavos en el interior de una iglesia. De igual manera, el propio emperador realizó donaciones y promovió la construcción de iglesias. No obstante, la 
medida de mayor repercusión en el terreno religioso fue el Edicto de Milán, obra conjunta de Licinio y Constantino, en el año 313. Esta disposición, que conocemos a través de Lactancio (De mortibus persecutorum),
 proclamó la libertad de culto universal, permitiendo así a los cristianos la visibilidad pública de la que habían carecido hasta entonces. El cambio tuvo mayor trascendencia en la parte oriental del Imperio, sobre todo en la ciudad de Constantinopla. Además, Constantino se convirtió en árbitro de los asuntos de la Iglesia y de las disputas teológicas que amenazaban su unidad; de ahí su participación en concilios cristianos como el de Roma (313), Arlés, al año siguiente, o el de Nicea (325), donde se fijó el dogma trinitario (tres personas distintas y un único dios) frente a los arrianos.

En este punto cabe remarcar el papel desarrollado por la Iglesia cristiana, una vez quebrado el sistema asistencial con la crisis del siglo III. Las propias donaciones imperiales y las medidas dispuestas sobre el patrimonio de la Iglesia facilitaron el enriquecimiento de esta. Así, la institución contribuyó a mantener la paz social: los ricos eran los benefactores y los pobres, los beneficiarios; mientras, la Iglesia actuaba de intermediaria y, por supuesto, incrementaba su propio patrimonio al retener parte de los donativos. Como veremos a continuación, a lo largo del siglo IV la corte imperial dio un impulso decisivo al proceso de cristianización. Ante una profunda crisis social e institucional, el cristianismo fue visto como un elemento de unidad, al tiempo que, de facto, servía como instrumento de control y represión de grupos subversivos.

Volviendo a Constantino, para algunos (como R. van Dam) su obra en el ámbito religioso merece el calificativo de revolucionaria. Otros, en cambio, la rebajan a innovadora (S. Castellanos), porque, aunque apoyó a la Iglesia con todos los medios económicos y políticos del Imperio, nunca dejaría de ser un mandatario tradicional, cuyo deseo de dominar Oriente motivaría su predisposición hacia el cristianismo. Y esta circunstancia no implicaría necesariamente su conversión, como insiste también P. Castillo. Según esta autora, el emperador fue, sobre todo, pontifex maximus,
 y como tal actuaría siempre fiel a la vetus religio.
 Ciertamente, Constantino buscó, por encima de cualquier otro fin, la unidad del Imperio y la autoridad única, y el cristianismo resultó el medio idóneo. Al igual que los tetrarcas, y otros antes que ellos, procuró exhibir públicamente su vinculación directa y personal con la divinidad: primero Júpiter o Hércules; luego el Sol y, quizás, y solo al final, Cristo. Necesitaba un credo monoteísta y el cristianismo le aportaba, a diferencia de otras opciones, una estructura religiosa y social organizada en una Iglesia. En suma, Constantino continuó la obra política de los tetrarcas, adaptada a su nueva realidad, y como mayor novedad confirió a la monarquía tradicional una vocación claramente oriental (que ya nunca se perdería). Tanto o más que el cristianismo, debemos tener en cuenta la 
trascendencia que tuvo el nuevo eje estratégico del Estado que estableció, centrado en Oriente, muy alejado ya de la vieja Roma.

LOS SUCESORES DE CONSTANTINO: CAOS Y FRACASO

Tras la muerte de Constantino, en el año 337, volvieron las intrigas y luchas por el poder. Había demasiados aspirantes a sucederle: los Césares y varios familiares del emperador. Primero fueron declarados Augustos los tres hijos de Constantino, pero a partir del 340, muerto Constantino II, el Imperio quedó en manos de Constante (Occidente) y Constancio II (Oriente). Tras el asesinato del primero (350), las tropas occidentales proclamaron Augusto a Magnencio. El enfrentamiento armado entre Magnencio y Constancio II dejó a este último como único emperador.

El gobierno del Imperio estaba ya estructurado, de manera que Constancio II (353-360) siguió el modelo político de su padre: elevado número de funcionarios y desconfianza de los mandos militares. No obstante, en asuntos económicos mostró ciertas diferencias, al suprimir casi todas las exenciones fiscales concedidas por Constantino, salvo las que afectaban a la Iglesia. Acuñó ya en el 348 dos nuevas monedas para sustituir al devaluado nummus,
 con escasos resultados: una de plata y cobre, maiorina,
 y otra de cobre, nummus centenionalis;
 y, poco después, otra moneda más de plata, silicum.
 También se empeñó este emperador en la mejora del correo público, del que dependía el desplazamiento de funcionarios y el traslado de impuestos o mercancías estatales. Para ello estableció inspectores que gestionasen los permisos de circulación y creó una oficina para los desplazamientos imperiales.

Respecto a su política religiosa, Constancio II buscó la unidad en el seno de las iglesias cristianas bajo la doctrina del arrianismo; y así, participó activamente en los concilios de Sirmio, Arlés y Milán. De igual modo, incrementó algunas de las concesiones a la Iglesia realizadas por su padre. Mientras, proscribió el culto pagano, ordenando el cierre de sus templos. Para atender Occidente recuperó a un familiar, el único superviviente varón, Juliano, con el título de César, quien, no obstante, fue luego proclamado Augusto por las tropas, en Lutecia, en el año 360. Constancio II, cuando se dirigía a dirimir con las armas el conflicto con Juliano, enfermó y murió, dejando a su rival como único emperador, en el año 361.

Flavio Claudio Juliano (361-363) cerraba la dinastía, ya que era sobrino de Constantino, pero su mandato representó un intento de recuperar en muchos aspectos la situación preconstantiniana. Hasta su nombramiento como César hubo de escapar de las luchas familiares que llevaron a la muerte a buena parte de sus parientes. Conocemos su mandato gracias a sus 
propias obras, de carácter filosófico y teológico, así como a los testimonios directos de Amiano Marcelino y Libanio, y pese a la abundancia de fuentes (ningún emperador dejó tantos testimonios directos), y a la brevedad de su gobierno, este mandatario sigue siendo hoy en día una figura muy controvertida.

Juliano fue el primer emperador griego y por nacimiento pertenecía a una familia cristiana, aunque su formación se impuso en el terreno espiritual. Educado en el neoplatonismo, era partidario de la austeridad y aspiraba a recuperar los comportamientos liberales propios de la época gloriosa de los primeros Antoninos. Suprimió privilegios que habían acumulado el clero cristiano y otros miembros de la elite, e in­tentó revitalizar la vida municipal: devolviendo tierras públicas a las ciudades, obligando al clero a cumplir cargas municipales, etc. La estructura administrativa heredada apenas se vio alterada, salvo en la reducción de miembros de algunos cuerpos como los notarii,
 los agentes in rebus
 o el personal doméstico, con la que pretendía ahorrar gastos burocráticos. En el ámbito tributario su actuación fue más decidida y se destacó por aliviar la presión tributaria con importantes reducciones fiscales. Devolvió el viejo carácter voluntario y ceremonial al impuesto de oro por la coronación, eximió a los curiales de la lustralis collatio,
 salvo en negocios de alcance, y perdonó muchos impuestos atrasados. Juliano se empeñó en revalorizar la moneda de menor valor y la más demandada por la población con menos recursos. Continuó con las acuñaciones de maiorina
 y centenionalis,
 pero para incrementar su valor reajustó la política de precios y los impuestos. Su actuación, por tanto, se distinguió con claridad de Constantino, que confiaba en el patrón oro, e intentó compensarla y equilibrarla. Por otra parte, restableció la libertad de explotación de las minas de oro a cambio de una tasa, medida que no le sobrevivió, y también prohibió el empleo de los carros del correo público para transportar mercancías privadas.

Profesó el paganismo, aunque no siempre fue pagano y su conversión, de hecho, ha provocado casi tanto debate como la de Constantino al cristianismo. La imagen de renegado, o apóstata, es fruto de la fuerte animadversión que generó entre los autores cristianos. Juliano, ferviente tradicionalista, defendía un paganismo monoteísta de influencia helenista. La divinidad suprema era el Sol, del que descendía el propio Rómulo-Quirino, fundador de Roma. Por tanto, el emperador conciliaba sabiamente en su monoteísmo helenismo y romanidad, o lo que es lo mismo, religiones orientales y paganismo, en un proceso que ya había echado andar en tiempos de Marco Aurelio. El eje de su política fue la tolerancia y libertad de creencia y cultos, consciente de su utilidad para alcanzar la paz del Imperio. Por esta razón proclamó la libertad religiosa, anulando así las disposiciones de Constancio sobre la prohibición de sacrificar a los dioses y reabriendo los 
templos. La Iglesia perdió parte de las ventajas que había disfrutado desde Constantino: supresión de la jurisdicción episcopal, fin de las liberalidades económicas, supresión del privilegio de viajar con cargo al Estado, etc. Por otra parte, la renovada libertad religiosa avivó unas disputas teológicas (entre católicos, arrianos, donatistas, etc.) dentro de la Iglesia que debilitaron su posición. Muerto el emperador, el paganismo perdió su última oportunidad, puesto que no habría ya más paganos al frente del Imperio.

En el ámbito militar, Juliano se enfrentó a los persas con el objetivo no tanto de defenderse (como había hecho Constancio II), como de someter el territorio enemigo. En esta política exterior decidida puede verse, de nuevo, su deseo de recuperar la vieja gloria de Roma, compañera inseparable de la vetus religio.
 En suma, sus proyectos fallaron en todos sus frentes. Quizá, como opina K. Bringmann (2006), sobrevaloró sus posibilidades, sobre todo en el ámbito religioso: en cualquier caso, habría necesitado mucho más tiempo del que disfrutó para poder alcanzar sus fines. En su lucha contra los persas halló la muerte sin tener prevista su sucesión.

Este vacío fue cubierto por el mandato transitorio de Flavio Claudio Joviano (363-364), nombrado por el ejército, la segunda opción tras la negativa de un personaje de mayor prestigio y preparación como era Saturnino Salustio, prefecto del pretorio en Oriente. Joviano era un joven soldado de origen panonio sin apenas experiencia militar. En primera instancia, su urgencia fue alcanzar la paz con los persas, con los que firmó una paz poco favorable para Roma. Frente a la política religiosa de Juliano, su sucesor optó por una actuación moderada que evitase conflictos y, así, practicó un cristianismo sin fanatismos, al margen de las disputas teológicas. De hecho, este comportamiento fue alabado tanto por fuentes cristianas como paganas, circunstancia excepcional. Un accidente fortuito acabó con su vida.

La elección de su sucesor recayó en otro soldado de Panonia, Flavio Valentiniano. Como en el caso anterior, se optaba por personajes de perfil bajo que no despertasen hostilidades entre facciones militares o religiosas. Valentiniano designó a su hermano menor, Flavio Julio Valente, como colega en Oriente. En este momento tuvo lugar uno de los puntos de inflexión del siglo IV y de la historia romana. Como relata Amiano Marcelino, en el año 364 se produjo la división del Imperio entre los dos hermanos, que no hacía más que reflejar las dos facciones existentes en el ejército, puestas de manifiesto en las elecciones de Joviano o Valentiniano, o en la designación de Valente. Sin duda, también la amenaza exterior fue determinante. Por otra parte, esta medida reconocía la distancia creciente entre Occidente y Oriente: cultural, lingüística, religiosa o económica, y que ya había latido en la reforma de Diocleciano. No obstante, a diferencia de la división tetrárquica, de tipo administrativo, ahora se trataba de una 
separación efectiva que permitía hablar, por primera vez, de dos Imperios, el occidental y el oriental. Había dos estados, con sus respectivas cortes, aparatos administrativos y ejércitos; aunque se mantenía el principio de colegialidad en aspectos generales, como el legislativo.

En Occidente, el mandato de Valentiniano (364-375) sobresalió por sus éxitos militares, así como por la lucha contra la corrupción y por la reactivación de la vida municipal. De nuevo, la amenaza exterior marcó la política imperial, ante la que Valentiniano se mostró muy hábil y eficaz. Dictó disposiciones para incrementar el número de soldados y reforzar las defensas del limes
 mediante campamentos, fortines y torres, así como las ciudades fronterizas. Sin embargo, estas medidas no lo libraron de permanecer en campaña prácticamente durante todo su mandato. El mayor peligro llegaba de los alamanes, con quienes acabó pactando tras arduas luchas; pictos y escotos, por su parte, exigieron intervenir en Britania, aunque aquí Valentiniano cedió la dirección de las operaciones a Teodosio (padre del futuro emperador); también hubo de afrontar una rebelión en el norte de África, de la que se volvió a encargar Teodosio. Por último, el frente ilírico se veía en peligro por la presencia de los cuados; estos atacaron en alianza con los sármatas y causaron enormes dificultades a Roma. En este frente halló, precisamente, la muerte Valentiniano, víctima del cólera a finales del año 375.

Ante el viejo Senado su actuación evolucionó y, si en los primeros años obró con moderación y respeto, al final de su reinado el emperador se enfrentó a la aristocracia senatorial, quizá como parte de su lucha política contra los abusos de los poderosos. De hecho, promovió medidas legislativas de protección de los más débiles, como la creación de la figura del defensor plebis
 para impedir que los campesinos quedasen indefensos ante el patronato. Esta disposición acabará perdiendo toda su eficacia con el paso de los años al monopolizar las poderosos el cargo de defensores.


Con el fin de recuperar la vitalidad de las ciudades, Valentiniano dictó normas para aligerar las cargas de los curiales, quienes se vieron libres de la tarea de recaudar impuestos o de mantener el correo imperial. Estas medidas chocaban con la necesidad de incrementar los ingresos, razón por la que el emperador volvió a requisar las tierras públicas que Joviano había liberado, recuperó el monopolio estatal de las minas y procedió a confiscar bienes de muchos aristó­cratas. Para luchar contra la corrupción, prohibió a los funcionarios adquirir tierras en las regiones que gestionaban y a los curiales arrendar tierras públicas. Por otra parte, para aligerar el peso del aparato burocrático fijó un límite en el número de funcionarios en las oficinas de los vicarios. No obstante, consolidó el proceso de obligatoriedad de los cargos municipales y de corporaciones públicas, que quedaban unidos de por vida a su puesto. Esta intervención pública y estatalización de los 
servicios, como ya vimos, había sido iniciada por Diocleciano y continuada por Constantino. Por último, a nivel religioso, Valentiniano optó por no entrometerse, en contraste con la mayor implicación de los emperadores de su tiempo. Practicó así una política de tolerancia e imparcialidad que facilitó cierta recuperación del paganismo. Su moderación provocó que la Iglesia cristiana perdiese algunos de sus privilegios.

Por el contrario, en la parte oriental, Valente (364-378) careció de la destreza política de su hermano. Además hubo de afrontar, desde los inicios de su gobierno, una rebelión (liderada por Procopio, emparentado con la familia constantiniana) que, pese a ser sofocada, marcó su reinado por la dura represión desatada. En el terreno religioso abandonó la imparcialidad, e intervino en las disputas teológicas en apoyo de los arrianos frente a los nicenos. Con todo, el capítulo determinante de su mandato fue la política exterior. La guerra, contra godos y persas, lo eclipsó ya todo. En su expansión, los hunos presionaron a los pueblos godos, asentados al otro lado de la frontera danubiana. En el año 369 Valente firmó la paz con el rey godo Atanarico, por la que concedía ayuda económica a esta comunidad. Pero aún quedaba la amenaza de otro grupo, los ostrogodos, que en el este se estaban confederando en un poderoso Estado. Hacia el año 375, ante la presión de los hunos, visigodos y parte de los ostrogodos, se presentaron en masa en la fronteras, solicitando su admisión como federados. Tras un acuerdo inicial por el que se les permitía el paso, Roma lanzó un ataque sobre estos grupos, cuyo enfrentamiento final tuvo lugar en Adrianápolis en el 378, donde los romanos fueron aniquilados; el propio Valente cayó con los suyos. La derrota, achacada a errores estratégicos y a la impericia del emperador, estuvo a la altura de la sufrida en Cannas ante Aníbal y causó un hondo impacto entre los romanos que tomaron conciencia de su extrema fragilidad. Comenzó aquí la inmigración, ininterrumpida y violenta, de godos en el Imperio.

Por lo que respecta a los asuntos domésticos, parece que Valente intentó promover medidas similares a las de su hermano para aliviar las condiciones de vida de los más débiles. Sin embargo, patronato y colonato eran ya estructuras imparables porque beneficiaban a los poderosos, a los latifundistas y al propio aparato estatal. Por esta razón, y contradiciendo su política inicial, el emperador dispuso otras medidas que ligaban a los campesinos a la tierra y que convertían a los terratenientes en intermediarios ante el fisco. Volviendo a Occidente, Valentiniano había elegido a su hijo Flavio Graciano, siendo un niño, como futuro sucesor, y este, ante la muerte de su padre, quedó al frente del Imperio occidental. Joven e inexperto, y fervoroso cristiano, se vio muy influido por su entorno y apenas actuó como mero comparsa en el gobierno imperial. Graciano (375-383) inició su mandato con una política tolerante en materia 
religiosa, continuando la obra paterna, y buscando la concordia con la aristocracia senatorial. Poco a poco, la influencia de personajes de gran peso como el papa Dámaso de Roma y el obispo de Milán, Ambrosio, determinaron un giro radical en su actuación, a partir de aquí marcadamente antipagana. La Iglesia reclamó la intervención imperial contra donatistas y arrianos. Y así, en el año 379, Graciano publicó un edicto condenando todas las doctrinas heréticas, y en el concilio de Aquileya, en el 381, se arremetió contra el arrianismo.

Por otra parte, tras la muerte de Valente, en el 379, Graciano nombró Augusto para la parte oriental (golpeada por el desastre de Adrianápolis) a Teodosio (hijo de Teodosio el Mayor, el mejor general de su padre) y, al mismo tiempo, las tropas proclamaron Augusto a su hijo mayor, Valentiniano II. De esta manera, se reorganizó y redistribuyó de nuevo el poder, aunque ahora eran tres los mandatarios: Graciano en Occidente, Teodosio en Oriente y Valentiniano II, cuyo papel fue siempre secundario, en una pequeña región, Iliria. No obstante, tanto la personalidad y capacidad de Teodosio, como el creciente predominio de Oriente, provocaron que él liderase la política imperial.

Por otro lado, Graciano desatendió las fronteras donde surgieron nuevos problemas en Britania. Ahí apareció la figura de un militar, Máximo, quien se rebeló contra Graciano y fue nombrado emperador por sus tropas. Situó su capital en Tréveris, donde gobernó durante un breve periodo (383-384), en el que convivieron tres cortes distintas: Tréveris, Milán y Constantinopla. Parece que en este tiempo la figura decisiva que actuó como árbitro de las fuerzas en tensión fue Ambrosio de Milán, hasta que el enfrentamiento militar se hizo inevitable y Teodosio se impuso sobre Máximo. Muertos Graciano y Máximo, Teo­dosio quedó, al fin, como único emperador (388) y estableció su corte en Milán. Esta es la última vez que Roma fue, de nuevo, un solo Estado. Sin embargo, como veremos a continuación, se trató de un espejismo, habida cuenta del abismo que separaba ya de manera inexorable Occidente de Oriente. En cualquier caso, sí podemos reconocerle a Teodosio el mérito de ser último emperador que con su habilidad personal, ejerció un sostenido control sobre el Imperio romano.

EL ÚLTIMO GRAN EMPERADOR: TEODOSIO

Flavio Teodosio (388-395), de origen hispano (Cauca), había desarrollado una importante carrera militar antes de alcanzar el poder. Tras su proclamación como Augusto, hubo de responder a la situación de emergencia militar que se vivía en Oriente. Por un lado, intentó incrementar sus efectivos y, por otro, procuró minar la unión de los godos 
alentando divisiones internas. Primero fijó su residencia en Tesalónica, pero, una vez que la situación militar hubo mejorado en la región, se trasladó a Constantinopla. Hasta allí atrajo al jefe godo Atanarico, con quien mantuvo una relación fructífera, puesto que los godos colaboraron de manera activa para rechazar a los hunos. Finalmente, se firmó un tratado por el cual los godos podían instalarse en territorio romano, como aliados, pero conservando su propio derecho; a cambio de ayuda económica, los bárbaros aportaban hombres al ejército romano. Se abrió así la puerta a la instalación sistemática de estas comunidades dentro de las fronteras del Imperio, puesto que Roma no tenía ya otra opción ante su incapacidad militar.

En materia religiosa, la actuación de Teodosio fue decidida y supuso un cambio respecto a la moderación de sus predecesores. Culminó el proceso de cristianización pública del siglo IV que había sido impulsado por Constantino. Su implicación fue plena a favor de la ortodoxia nicena, postura que provocó su abierta oposición ante las demás sectas cristianas y, por supuesto, el paganismo. En este sentido promulgó diversas medidas, pero la capital fue el Edicto de Tesalónica del año 380, mediante el cual se estableció como verdadera fe la católica. Su objetivo era zanjar las disputas que dividían y debilitaban a los cristianos. Sin embargo, el éxito de Teodosio fue relativo y hubo de desarrollar los principios aquí establecidos en un nuevo edicto, al año siguiente, y convocar un concilio ecuménico en Constantinopla, que resultó fallido. En realidad, la división en el seno de la Iglesia cristiana era demasiado profunda entre católicos y ortodoxos. En este capítulo conviene citar una última medida contra el paganismo, en el 391, que prohibió con duras penas todas las prácticas paganas. Detrás de esta política se puede ver la influencia, ante todo, de un personaje capital de su tiempo, el obispo de Milán, Ambrosio, con el que el emperador mantuvo una relación tensa, pero ante el que acabó siempre sometido, como reflejo de la subordinación del Estado a la Iglesia.

Mientras Teodosio se ocupaba en Milán de cuestiones religiosas, en Constantinopla tenían lugar diversas intrigas palaciegas animadas por las diferencias respecto a la política a seguir ante los godos establecidos dentro del Imperio, que requirieron la intervención militar del emperador. Su muerte, a principios del año 395, entregó el poder a sus hijos: Arcadio, al frente de Oriente, con su sede en Constantinopla, y Honorio, a la cabeza de Occidente, con su sede en Milán. Quedaba así reconocida la división definitiva del Imperio, que no tendría ya marcha atrás. La juventud y bisoñez de los herederos ahondó aún más las distancias entre ambos mundos.
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Mapa 9.
 El Imperio romano en 395 d.C.

Para la literatura cristiana, y sus apologetas, Teodosio fue el emperador Grande
. Sin embargo, fue precisamente su condición de cristiano que sancionó la victoria del nuevo credo la que lo convirtió en un gobernante débil ante dignatarios religiosos como Ambrosio. No hay acuerdo historiográfico sobre la trascendencia de su política, aunque en ella dominan las luces sobre las sombras. Para algunos (R. Teja) gobernó a remolque de los acontecimientos, siendo incapaz de imponer un programa de gobierno propio. No obstante, supo encauzar las ansias políticas de senatoriales tanto romanos como provinciales, y de la aristocracia militar, incorporando incluso nobles germanos. En las fronteras evidenció ya de manera cruel la impotencia de Roma para frenar el asentamiento de bárbaros dentro del Imperio, así como la incorporación imparable de estos al ejército romano, pero nunca perdió el control del territorio.

Se pueden destacar en el haber de Teodosio sus esfuerzos, al igual que luego hizo Estilicón, por responder al reto bárbaro en una escala nunca vista. Y, a pesar de que no fue un emperador grande en el terreno militar, comparado con otros como Constantino o Valentiniano, sí demostró sobradas habilidades diplomáticas. Para algunos (S. Williams y G. Friell), su fracaso estribó en no preparar su sucesión, ya que no entrenó a sus hijos, ni como 
militares ni como líderes políticos. Teodosio entregó el poder a dos incompetentes, muy alejados de la imagen de autoridad y poder que había ofrecido un emperador fuerte y militarmente respetado. En cualquier caso, su dinastía se prolongó hasta el 455 cuando muere Valentiniano III, su nieto, aunque para entonces poco quedaba ya de su herencia.

En suma, a finales del siglo IV la situación del Imperio era ya muy complicada, aunque no irreversible. El poder imperial aún dominaba dentro de sus límites, esto es, el Estado podía gobernar con mayor o menor eficacia, con un carácter más o menos opresivo o depredador, pero su autoridad todavía se reconocía. Cierto es que un buen número de germanos se instalaban en las provincias, pero lo hacían bajo la administración romana; otros muchos integraban el ejército como soldados, oficiales o mandos, aunque combatían por Roma. Existían, también, otros grupos bárbaros con los que se firmaban acuerdos diplomáticos, lo que implicaba el reconocimiento de la superioridad militar romana. En este tiempo, a pesar de que los enemigos del Imperio obtuvieron victorias señaladas en el campo de batalla, Roma acababa siempre imponiéndose. De hecho, los bárbaros buscaban, ante todo, tierras para asentarse; no perseguían destruir el Imperio, y sus líderes pretendían ganar prestigio y poder dentro del limes,
 dentro de la propia estructura romana. Ataúlfo o Walia, más que enemigos, podrían ser considerados prorromanos y los godos eran tratados en el plano militar, no como aliados en pie de igualdad, sino como instrumentos o armas de guerra contra el enemigo. En este tiempo, Roma actuó como lo venía haciendo durante siglos, dando muestras de una enorme capacidad de resistencia y de recuperación, de adaptación y superación ante las dificultades. Su resiliencia se imponía aún ante cualquier catástrofe.


XI

EL SIGLO V: LA CUENTA ATRÁS

Frente a la situación que acabamos de describir a finales del siglo IV, dramática pero reversible, en las primeras décadas de la siguiente centuria los cambios sufridos por Roma precipitaron su caída. Habitualmente empleamos el año 476, cuando Odoacro destronó al último emperador Rómulo Augústulo, como fecha final para el Imperio de Occidente. No obstante, hacía ya bastantes años que los emperadores de Occidente habían visto reducirse sus dominios de forma progresiva, mientras se creaban reinos bárbaros que desafiaban su poder; Roma había mutado en una especie de Imperio romano-germano. De hecho, para los autores de la época no fue ese año el momento decisivo, ya que pasó casi desapercibido, sino el saqueo de Roma por Alarico, en el 410. El ataque sufrido por la ciudad que se creía aeterna
 resultó catastrófico a ojos de Amiano Marcelino, Orosio y otros coetáneos.

En este punto podemos preguntarnos: ¿por qué Roma fue capaz de resistir las enormes dificultades del siglo III (guerras civiles, invasiones, pestes, etc.) y, en cambio, sucumbió ante circunstancias similares en el siglo V? ¿Por qué falló esa resiliencia de la que hemos hablado? Y, del mismo modo, ¿por qué la parte oriental no solo resistió la crisis sino que fue capaz de construir un Estado que habrá de durar casi tanto como el propio Imperio romano? En realidad, desde finales del siglo IV Roma cedía demasiado; cuantas más concesiones hacía en sus fronteras, menos margen de maniobra le quedaba. Una vez que los visigodos fueron reconocidos como foederati
 por Teodosio, era difícil aislar ese trato como algo especial e irrepetible. Y cuando Alarico combinó el cargo de magister
 romano y rey godo, otros podían aspiran a repetir su posición.

Los movimientos de población de hunos y alanos en la región danubiana supusieron el punto de inflexión definitivo; se trataba de una amenaza global. Ya no cabía la política diplomática de pactos coyunturales y alianzas, porque los hunos, con una enorme velocidad, conquistaron territorios y provocaron la desbandada general. Las gentes que huían de sus casas necesitaban un nuevo hogar y su única opción era ocupar tierras dentro de las fronteras del Imperio. Cierto es que estas comunidades eran viejas conocidas de Roma. A causa del aumento demográfico y de problemas climáticos, desde el siglo II los germanos habían comenzado a atravesar la frontera romana que corría a lo largo de los ríos Rin y Danubio en grupos reducidos, atraídos por territorios más fértiles. Algunos se convirtieron en colonos; otros realizaron foedera
 con Roma e ingresaron en el ejército como 
aliados. La mayoría se instalaron en áreas rurales y, aprovechando el debilitamiento del poder imperial, mantuvieron sus propias leyes. No obstante, a finales del siglo IV y principios del V, los movimientos de estos pueblos alcanzaron una intensidad desconocida. Además de factores diversos como el empeoramiento del clima o la explosión demográfica, el detonante de las grandes invasiones fue la presión de los pueblos asiáticos, sobre todo los hunos. Estas migraciones masivas comenzaron en el año 401, con la irrupción de los vándalos; luego llegaron los visigodos, en el 403; los suevos, en el 406; los burgundios, en el 409, y en el 410 los visigodos de Alarico saquearon Roma.

Por otra parte, a partir de Teodosio se evidenciaron las debilidades del principio dinástico, y los gobiernos de Occidente y Oriente intrigaron y conspiraron entre ellos como dos estados completamente diferentes. Además, y a diferencia de lo sucedido en el siglo III, en el que los emperadores, pese a la brevedad de su mandato, eran buenos soldados, muy distinta fue la habilidad militar mostrada por los gobernantes de este periodo La incompetencia de los líderes, incapaces también de considerar imprescindible la colaboración entre las dos partes del Imperio, allanó el camino hacia el caos. Constantinopla, la poderosa capital oriental, dio la espalda a un Occidente que se diluía impotente hasta para mantener la apariencia de una dirección única desde Milán o Rávena, olvidada ya la vieja Roma.

UN IMPERIO DIVIDIDO

Muerto Teodosio, Estilicón ejerció, hasta su asesinato en el año 408, la regencia sobre sus dos hijos, Flavio Honorio y Flavio Arcadio.

Pars Occidentis

En Occidente, el reinado de Honorio (408-423) estuvo marcado por la actuación del regente, quien en la práctica dirigió el gobierno. Esta circunstancia fue una de las características del periodo, puesto que a partir de ahora las funciones ejecutivas fueron asumidas por personajes de confianza, auténticos validos del emperador (a Estilicón lo sucedió Constancio; y durante el reinado de Valentiniano II, Aecio fue el protagonista), mientras este mantenía un papel simbólico y ya no acudía al campo de batalla. Esta falta de liderazgo militar no hizo más que agravar la debilidad de su posición.

Estilicón era un vándalo que había escalado posiciones en la corte hasta alcanzar el puesto de comandante supremo y que, para afianzar su posición, 
se vinculó a la familia imperial mediante el matrimonio de sus hijas. Su condición de bárbaro, así como la preeminencia que alcanzó sobre Honorio, provocaron su rechazo por parte de la aristocracia senatorial. Sin embargo, actuó como buen estratega, se mostró fiel a la dinastía reinante, tolerante con los paganos y supo afrontar los gravísimos problemas que acechaban al Imperio: sublevaciones y usurpaciones en las provincias (en África, Bretaña o la Galia), continuas diferencias con la parte oriental (provocadas por la posesión de Dacia y Macedonia) y ataques constantes de los grupos bárbaros. Estos, de la mano de los visigodos, entraron en la península itálica (Milán) en el año 401. Estilicón utilizó a otras comunidades vencidas, como vándalos y alanos, para repeler la incursión, demostrando su capacidad para sumar todos los recursos a su alcance. Dio por concluida la amenaza firmando un acuerdo con el jefe visigodo, Alarico, a quien incorporó al cuadro de mando romano. Los bárbaros de Alarico combinaron saqueos con servicios a Roma como tropas federadas, en un equilibrio peligroso y difícil de controlar por parte de los gobernantes imperiales. Fue en este momento también cuando se decidió el traslado de la capital, desde Milán, a un punto de más fácil defensa como Rávena. Los godos no cesaron en su empeño y los ostrogodos volvieron a entrar en Italia en el año 406. Estos movimientos obligaron a Roma a dejar indefensa la frontera renana, atravesada por varias naciones bárbaras que se distribuyeron por las Galias.

La acumulación de problemas y la oposición dentro de la corte provocaron la ejecución, como traidor, de Estilicón. Honorio lo reem­plazó por Constancio, quien se casó con la hermana del emperador, Gala Placidia, y acabó elevado a la dignidad imperial en corregencia con Honorio en el año 421. Continuaron en su reinado las usurpaciones militares, que se sucedían sin interrupción (en la Galia, Bretaña o África), aunque el acontecimiento que marcó su mandato fue el saqueo de Roma del 410. Entre el botín de guerra se encontraba la propia Gala Placidia.
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Mapa 10.
 Invasiones bárbaras en el siglo V d.C.

Los visigodos, poco después, en el 418, se establecieron en la Aquitania Segunda Gala, mediante un foedus.
 Por primera vez, Roma aceptaba reducir su territorio. Se habían sellado antes otros foedera,
 pero de la mano de usurpadores, no de la autoridad imperial. A partir de aquí, esta fue la vía que siguió el Imperio: ceder un territorio a los bárbaros para que estos se estableciesen de manera permanente. En él convivirían, en principio, dos autoridades: la bárbara, sobre sus gentes, y la romana, sobre los provinciales. Aunque la ficción del Imperio se sostuvo hasta el final, estas regiones se fueron constituyendo de manera paulatina como estados autónomos.

Cuando Honorio murió, en el año 423, se mantenía la autoridad imperial, pero el territorio no dejaba de mermar a causa de pactos con burgundios, francos, suevos o visigodos, junto con las pérdidas de Bretaña y la Armórica. Vándalos y alanos llegaron a África, dominando Mauritania y Numidia; Hispania quedó repartida entre suevos y, luego, visigodos. El nuevo peligro procedía de los hunos de Atila, quien intentaba desde el 434 abrirse camino hacia Oriente. Se introdujo en las Galias e intentó entrar en Italia, pero la 
batalla de los Campos Cataláunicos, o batalla de las naciones porque el ejército romano aunó tropas federadas de los visigodos, le puso freno en la Galia, en el 451. De todos modos, solo la muerte de su líder, en el 453, provocó que los hunos dejasen de ser un pueblo unido y una amenaza.

El proceso de disolución de la parte occidental se aceleró también desde dentro. Fue este un tiempo plagado de mandatarios, emperadores títere, fruto de pronunciamientos militares incesantes que evidenciaban la falta de autoridad real y de un poder central: Juan (423-425); Valentiniano III (425-455) y la regencia de Gala Placidia (425-437); Petronio Máximo (455); Avito (455-456); Mayoriano (457-461) y el protectorado de Ricimer (457-472); Libio Severo (461-465); Antemio (467-472); el protectorado de Gondebaldo (472-474), Olibrio (472-472) y Glycerio (473-474), y Julio Nepote (474-475). Anotamos solo sus nombres, porque apenas nada de relevancia distingue sus mandatos.

Pars Orientis

En la parte oriental, después de Teodosio el Imperio vivió una mayor estabilidad política. Aunque sufrió presiones sobre sus fronteras, estas fueron bien resueltas y las ciudades mantuvieron su pujanza. Por tanto, el panorama fue bastante diferente y se dio por ello una solución de continuidad. Cierto es que aquí se vivieron conflictos internos derivados de las divisiones religiosas que enfrentaban a las tres poderosas sedes eclesiásticas de Constantinopla, Antioquía y Alejandría. No obstante, estas disputas no supusieron en este tiempo una amenaza para la integridad imperial.

Como en la parte occidental, Teodosio abrió una línea dinástica, continuada por su hijo Arcadio (395-408), su nieto Teodosio II (408-450) y por Marciano (450-457), emparentado por vía matrimonial. En los gobiernos de estos dinastas se puede reconocer la continuidad del grupo en el poder con personajes vinculados con la parte occidental y la presencia de dirigentes bárbaros. Uno de los capítulos más reseñables de la política oriental fue la tarea legislativa de compilación emprendida por Teodosio II, en el año 429, y rematada en el 438. El llamado Código Teodosiano recogía los códices Gregoriano y Hermogeniano y las constituciones desde Constantino, y, dadas las buenas relaciones existentes en su momento entre los dos partes del Imperio, entró en vigor en todo el territorio.

A partir de aquí se tejió otra familia imperial alrededor de la figura de Ariadna, hija de León I (457-474), madre de León II (474) y esposa de Zenón (474-491). Se produjo entonces la renovación del grupo rector con una preeminencia clara ya de líderes orientales. Al mismo tiempo, se optó por 
conformar un ejército de carácter más nacional, para reducir la dependencia de tropas extranjeras en calidad de federadas. Este cambio de política no debe extrañarnos ante la evolución fatal de los acontecimientos en la mitad occidental.

VIEJOS Y NUEVOS PELIGROS: DISCUTIENDO EL FIN DE ROMA

Explicar el final del Imperio romano de Occidente constituye uno de los tópicos historiográficos de mayor recorrido y, por tanto, casi inabarcable. Aquí solo mencionaremos algunas referencias clave para enfocar el tema. Se ha cuestionado prácticamente todo: si hubo o no decadencia; si hubo o no un final; si los factores desencadenantes fueron internos o externos, y entre estos se han propuesto numerosas y diversas opciones. Por otra parte, el fin de una Roma, que se creía eterna, se ha convertido, además, en paradigma del agotamiento y muerte de una civilización. Para entender su ruina se han buscado, dentro y fuera de la propia Roma, factores de diferente naturaleza: las invasiones bárbaras, la barbarización del ejército, la inestabilidad política y las guerras civiles, el abandono de las ciudades y la ruralización de la vida, la crisis demográfica, el esclavismo, el cristianismo, desastres naturales, enfermedades, etc. Algunos son causa o consecuencia de otros y muchos, en realidad, se encadenan.

Aunque E. Gibbon no fue el primero en estudiar este tema, sí marcó el camino y, de hecho, los conceptos de decadencia y caída fueron acuñados en su obra, ya clásica, History of the Decline and Fall of the Roman Empire,
 de finales del siglo XVIII. En ella proponía, en clave moral, que la causa fundamental de la decadencia del Imperio era la pérdida de la virtus
 republicana. Tras la época dorada de los Antoninos se iniciaría la decadencia, en su opinión determinada por el inicio del predominio de elementos bárbaros y, sobre todo, cristianos, porque para este autor el cristianismo era el principal responsable del abandono de la moral tradicional. Cierto es que los escritores paganos de la época creían que la crisis se debía a que los dioses les negaban su protección a causa de los cristianos, y, así, Zósimo, entre otros, culpó al cristianismo de los males del Imperio. No obstante, hoy en día apenas se defiende esta interpretación que ligaba fracaso romano con triunfo cristiano. En realidad, la Iglesia era parte de la estructura del Estado, parte del poder romano desde finales del siglo IV. Si bien las disputas internas por el debate doctrinal pudieron provocar en algunos momentos movimientos centrífugos, lo cierto es que el cristianismo actuó como aglutinante de la sociedad romana, como factor de unidad por su carácter universalista. Por otra lado, fue en Oriente donde con más intensidad y más rápido se afianzó el nuevo credo y fue, precisamente, esta 
la parte del Imperio que sobrevivió a la crisis.

Ahondando en la idea de decadencia, otro título indispensable fue el trabajo de M. Rostovtzeff, Social and Economic History of the Roman Empire
 (1926), en el que se abrió la perspectiva de estudio al incorporar ya como factor decisivo las dificultades económicas. También se aplicaron al tema las concepciones de M. Weber sobre la concentración excesiva de la propiedad en el Bajo Imperio o los postulados de W. L. Westermann sobre la crisis de la economía urbana. Desde esta óptica, el declive romano supondría la vuelta a una economía de intercambio, donde la moneda (depreciada) no circulaba, la industria se hundía y las ciudades se despoblaban. La presión fiscal, para sufragar los gastos militares y burocráticos, se hizo insostenible y en estas circunstancias se produjo un empobrecimiento generalizado de la población. Al mismo tiempo, se acentuaría la polarización social, de manera progresiva desde el siglo IV, con un reducido grupo de grandes propietarios frente a inmensas masas de trabajadores. La ruralización de la economía se acompañó de la pérdida de la cohesión social ante la extensión del latifundismo y el régimen del patronato. Y en este contexto la población se alejó cada vez más del poder central.

Hoy pocos cuestionan esta lectura de la evolución de la economía y la sociedad romanas en los siglos IV y V. No obstante, no hay acuerdo a la hora de reconocer su incidencia en la crisis. Y, al hilo de esta interpretación en clave económica de la decadencia romana, está el debate sobre el papel desarrollado en ella por la falta de mano de obra y, en particular, por la reducción de esclavos. Por ejemplo, para A. Boak (Manpower Shortage and the Fall of the
 Roman in the West,
 1956) el déficit de mano de obra habría tenido efectos desastrosos en los sectores económicos. Por el contrario, en otras interpretaciones los esclavos desincentivaban el progreso técnico y la mejora de las explotaciones, por lo que su disminución incluso habría sido positiva. En cualquier caso, la presencia de esclavos se había ido reduciendo de manera progresiva desde el siglo II y, además, el empobrecimiento de amplios grupos y la polarización social que acabamos de señalar resolverían la cuestión con las nuevas formas de servidumbre.

Por otra parte, también se ha enfocado la cuestión en clave de política interna, explicando la decadencia por la crisis institucional. El régimen quebraría debido a la inestabilidad de la sucesión en el poder, con constantes litigios y la concatenación de emperadores inadecuados. Al mismo tiempo, la burocratización excesiva de la administración no haría más que agudizar su debilidad. Así, por ejemplo, R. Macmullen considera que Roma fracasó a medida que el aparato estatal se burocratizó y se volvió más totalitario: el poder absoluto escapó del control del emperador en favor de los funcionarios civiles y militares, y el Estado acabaría por abandonar a sus ciudadanos.

Podríamos añadir otros factores o agentes del proceso. Hay quien hace 
hincapié en causas de tipo natural como el clima. El enfriamiento climático a partir del siglo II influiría sobre malas cosechas, plagas de peste o migraciones bárbaras. También entraría en escena la escasez de recursos, ante el agotamiento de las tierras o de las explotaciones mineras. De hecho, ya en la Antigüedad se había interpretado la crisis como un fenómeno biológico, y así Cipriano de Cartago veía en ella diversos signos como el envejecimiento de la población, el empeoramiento del clima, el agotamiento de las tierras o la peste, entre otros.

Pero si hay un factor que ha sido señalado por muchos como uno de los principales, ese es el de las invasiones bárbaras, aunque su trascendencia admite interpretaciones bien distintas. La presión que estas comunidades ejercían sobre las fronteras, como acabamos de ver, se transformó a principios del siglo V en migraciones masivas e imparables. El limes
 cedió y cada uno de estos pueblos se instaló en una región, donde fundaron reinos independientes que privaron a Roma de recursos fiscales clave para mantener su capacidad militar. Los bárbaros eran viejos conocidos, pero ahora sus movimientos no implicaban ya simples razias, sino que los saqueadores se asentaban en el territorio.

Para algunos, estas invasiones habrían sido decisivas. Recordando la famosa expresión, acuñada a mediados del siglo XX por A. Piganiol, la Roma occidental no habría envejecido hasta morir de muerte natural (puesto que no padecía de decadencia), sino que habría sido asesinada por los bárbaros. En la actualidad, J. B. Ward-Perkins, a partir de sus estudios arqueológicos, sostiene esta visión tradicional, y considera la caída de Roma un cataclismo provocado por las invasiones. En su opinión, el final del Occidente romano supuso el fin del bienestar y, en ciertas regiones, el horror y el caos. Coincide también con P. J. Heather, quien argumenta el impacto dramático de los desplazamientos de los pueblos germánicos, aunque llama la atención sobre la diferente intensidad que la destrucción tendría en las distintas regiones (por ejemplo, a tenor de las recientes excavaciones realizadas, puede sorprender el auge del norte de África en el siglo V). Los bárbaros alimentan también otra hipótesis sobre la decadencia romana, puesto que su predominio en las tropas imperiales resultaría decisivo, como entendía F. Altheim (Die Soldatenkaiser,
 1939). Tampoco es nueva la idea porque ya Vegecio (Epitoma rei militaris,
 ca.
 430) concluía que las derrotas de los romanos se debían al abandono de las antiguas formas de organización de las legiones y a la incorporación de mercenarios extranjeros.

Otras posiciones menos rigurosas han combinado conceptos como cultura, raza y nación para ofrecer explicaciones alternativas. T. Frank, a principos del siglo XX, defendía que la decadencia se debía a la diversidad cultural y la mezcla de razas; en particular los elementos helenísticos y orientales habrían sido los determinantes. Y a conclusio­nes similares llegaría M. Ni
lsson, quien veía cómo la «raza romana» se diluía y barbarizaba. Por su parte, de nuevo F. Altheim, durante la Segunda Guerra Mundial, interpretaba la caída de Roma como el resultado del triunfo de las «razas jóvenes» germanas. Hoy, afortunadamente, se descartan estos planteamientos y, al igual que ocurrió con el cristianismo, los hechos contradicen esta hipótesis, puesto que la región en la que se dio una mayor mezcla de razas, Asia Menor, fue el territorio que mejor sorteó la crisis.

Hasta aquí hemos visto, de manera muy sucinta, varias hipótesis que, con mayor o menor éxito, intentan explicar la crisis y el final de Roma. No obstante, no siempre se ha sostenido la visión de «decadencia» y «caída» ofrecida por E. Gibbon; es decir, no todos los estudiosos han dado por «muerta» a Roma... Ya desde el siglo XIX algunos historiadores reivindicaron la Antigüedad tardía, y con el tiempo se fue forjando la idea de continuidad, de evolución progresiva desde el modelo de sociedad altoimperial a la plenamente medieval. El pionero de esta propuesta fue otro historiador célebre, Fustel de Coulanges (Institutions politiques de lʼancienne France,
 1874), quien no contem­plaba a los bárbaros como los destructores del mundo antiguo, sino como los responsables de orientar el proceso de transformación que Roma experimentaba. La clave estaría en la pervivencia de muchos elementos de las instituciones tardorromanas en los estados merovingio y carolingio. H. Pirenne, desde otra perspectiva, ahondaría en esta concepción (Mahomet et Charlemagne,
 1937) y encontraría otro hito para la ruptura con la tradición de la Antigüedad, que no serían tampoco las invasiones bárbaras sino el Islam.

Se produjo así una reivindicación del periodo bajoimperial –antes visto como parte de la «triste edad media» entre el auge altoimperial y la recuperación clásica renacentista– por parte de muchos autores, entre otros J. Vogt (1967) o H. Marrou (1977); Vogt planteó la existencia de una metamorfosis cultural, de un largo proceso que arrancaría ya a finales del siglo II. En este sentido, la propuesta que ha tenido, quizá, mayor impacto ha sido la realizada por P. Brown, definiendo un nuevo periodo, la Antigüedad tardía (del año 200 al siglo VIII), caracterizada no por la disolución del Imperio romano, sino por el encendido debate religioso y cultural de la época; así, en vez de decadencia, este autor defendió hablar de revolución religiosa y cultural. De igual modo, otros investigadores consideran que no cabe ya hablar de invasiones sino de migraciones, de «acomodación» de los grupos bárbaros, como hace W. A. Goffart. De acuerdo con esta perspectiva, la integración de los bárbaros habría sido gradual tanto en el ejército como en su asentamiento en las provincias, de manera que la caída de Roma se debería al hecho de haber delegado en estos grupos, de manera voluntaria, su poder. Ciertamente, no se puede negar que la presencia, aun agresiva de los bárbaros, fue progresiva, puesto que en el año 401 los godos entraron por 
primera vez en Italia y la «caída» no acontecería hasta 75 años después.

En la actualidad el debate sigue vivo, alimentado por los resultados de las investigaciones arqueológicas que, en esencia, ofrecen un panorama diverso en cuanto a la intensidad de la decadencia en los distintos territorios. Habría, por tanto, que matizar el proceso de deterioro del Imperio occidental en función de las zonas geográficas. Por supuesto, hoy resulta incuestionable la continuidad del legado romano en múltiples aspectos culturales, religiosos y, cómo no, también, en instituciones políticas del mundo altomedieval. No obstante, a lo largo del siglo V la Roma que había impuesto un Imperio global dejó de existir, de manera definitiva, en su mitad occidental.

EPÍLOGO: RÓMULO AUGÚSTULO, EL ÚLTIMO EMPERADOR DE OCCIDENTE

En el año 474, Julio Nepote fue nombrado Augusto y revestido de púrpura en Rávena, puesto que Roma había perdido incluso el papel de capital ceremonial. Nepote, que había ascendido a tal dignidad desde su mando de magister militum
 de Dalmacia, designó como magister militum
 a Orestes y regresó a Dalmacia. En su ausencia, Orestes designó emperador a su propio hijo, Rómulo, conocido popularmente por el sarcástico apelativo de Augústulo, en octubre del 475. Rómulo gobernó apenas un año, de la mano de su padre, aunque, en realidad, solo ejercieron el poder sobre Italia, habida cuenta de que el resto del territorio estaba en manos extranjeras. Esta situación llevó al ejército de Milán a exigir tierras y, ante la negativa de Orestes, las tropas eligieron un nuevo jefe, Odoacro, un bárbaro esciro. Lo nombraron rex gentium,
 es decir, líder de una monarquía militar como otras tantas que existían ya. Odoacro renunció al título imperial (devolvió las insignias imperiales a Oriente, a Zenón) y puso fin así, de manera definitiva, a la ficción del Imperio en su pars Occidentis.
 Paradójicamente, el último emperador occidental portaba el nombre del legendario fundador Rómulo, pero muy lejos quedaba de su gloria. Y también resulta curioso que su derrocamiento no supusiera su muerte, como sí había ocurrido con muchos de sus predecesores. Aunque la historiografía moderna situó aquí el final del recorrido, los coetáneos, como hemos apuntado, no le dieron a este episodio mayor relevancia; señal de que la vieja Roma era ya parte del pasado.
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